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PALACIO PRESIDEnCIAL 



ffnbana, 27 de Mayo de 190S. 

Vista la autorización solicitada por el Licenciado Fran- 
cisco Garda Garó falo para publicar en una obra que se titu- 
lará: Legislación Industrial, las disposiciones vigentes y 
resohiciones de carácter general en materia de Propiedad 
Industrialy de acuerdo con el parecer del Consto de SecretarioSy 
y á propuesta del Secretario de Gobernación, 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 

ACUERDA 

Conceder al Ledo. Francisco García Garó falo la autori- 
zación que solicita, 

T. Estrada Palma. 



El Secretario de Gobernación. 
Eduardo Yero, 



GíKota Oñciah ¿9 de Mayo 1903. 
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SECBETABIA DE AaBICTJLTTTBA, INDÜSTBIA 7 COHEBCIO 



SECCIÓN DE AGRICULTURA, INDUSTRIA Y COMERGiQ 



Habana, ^3 de Abril de 190S. 

Sr, Francisco García Garó/alo. 

Muy Sr. mió: 

Visto su escrito, fecha 13 de Marzo {dtimo, solicitando se le otorgue 
autorización 'para dar 'publicidad á la obra que con el titulo de Legislación 
Industrial tiene preparada para dar á la Imprenta ; el Sr. Secretario de 
este Departamento se ha servido disponer se le manifieste, como tengo el 
gusto de hacerlo, que, encontrándose la recopilación de las leyes, decretos, 
órdenes, circulares, resoluciones de carácter general y otros procedimientos 
legales relativos á patentes de invención y las marcas y dibujos industriales 
de que se compone la expresada obra, conforme con los originales oficiales, 
la Secretaria considera muy ütil dicho trabajo, pues viene á llenar un vacio 
sentido hace tiempo; pero, teniendo en cuenta lo que dispone el artíctdo 28 
de la Ley de Propiedad Intelectual, debe ocurrir á la Secretaria de Gober- 
nación á obtener la autorización que solicita Vd,, por ser ella la encargada 
de todo lo concerniente al cumplimiento de la citada Ley. 

De Vd. atentamente 

El Subsecretario, 

B. PIOEARDO. 
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La protección y garantía que las leyes conceden á los inventores 
6 propietarios de Patentes de Invención, así como á los poseedores de 
Marcas, diliijcí-. título, y dfDnás FÍgncs rípresentHtivos de esta forma 
de 3a propiedad industrial, responden como es natural al sistema que 
desenvuelve la legislación de cada país. 

En el lenguaje científico industrial se dá.el nombre de patente de 
mvención al derecho de disfrute 6 prioridad que la Ley reconoce du- 
rante cierto tiempo á quitn i»retenda establecer ó haya establecido una 
industria nueva con sujeción á las reglas y condiciones que la misma 
Ley determina. 

í^o eslían de rcuerdo les efonomií-tas respecto á si las patentes de 
invención constituyen una verdadera propiedad, con todos los' atribu- 
tos que caracterizan á íste derecho, ó si es simplemente un privilegio, 
lo que la ley concede durante cierto tiempo, y a título de recompen- 
sa, al inventor. 

Patente ó Privilegio de InvenciÓTi, son sin embargo, los términos 
que indistintamente se emplean en las leyes para designar esta forma 
especial de la propiedad industrial. 

Eñ un sentido extricto, la Patente 6 Privilegio de lavevclón es un tí- 
tulo que otorga el Eftado y que dá derecho á la explotación exclusiva 
de un invento industrial durante cierto número de años. Este dere- 
cho puede recaer eh una persona individual ó jurídica, y lleva c<>nsigo 
la facultad de ejecutar, producir, fabricar, vender ó iitilizar el objeto 
del invento, siempre que estos actos constituyan una verdadera explo- 
tación industnal ó lucrativa. 

Uno de los más competentes autores modernos, Maurice Block, en- 
tre otros, sustenta la teoría de que la invención no dá origen á la ver- 
dadera propiedad, sino á una mera prioridad. 

Y dice á este respecto otro autor: "Si Block reconoce que existe 
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una prioridad, ¿por qué no declara que algún mérito tiene tal priori- 
dad; que algún beneficio reporta á la Sociedad en general y que es 
muy lusto que la Sociedad lo renumere? 

Se ha dicho también que la idea no es el invento, y que la prio- 
ridad del inventor es la propiedad del primo capientia, la prioridad del 
primer ocupante, título de posesión de todas las cosas muebles. Y 
bueno es haoer notar que en el primer ocupante de las cosas muebles, 
no hay mérito alguno, ni muchas veces el esfuerzo personal del in- 
ventor, que es precisamente lo que debe presumirse. 

No hay dudn, por otra parte, acerca de la existencia de un ele- 
mento inmaterial y técnico, hijo de la cultura de cada época, resulta- 
do, si se quiere, de la instrucción general y dol medio ambiente en 
que el inventor se mueve, cuyo elemento no es susceptible por sí sólo 
de prioridad; y que la combinación del pensamiento aplicado á la in- 
dustria para producir un adelanto, esto que en realidad para los efec- 
tos legales es el verdadero invento, puede convertirse en propiedad ex- 
clusiva como fruto directo del trabajo; y al efecto, exclama otro autor, 
Pella: ¿qué inconveniente impide la ocupación y la apropiación? ¿Aca- 
so por qué los pensamientos de un autor han tomado cuerpo y forma 
pública en un libro, se negará la propiedad literaria? ¿Se negará 
también la propiedad artística de un cuadro, imagen de una idea, y 
la facultad de privar la copia y lab reproducciones? 

Estos y otros argumentos han dado motivo para clasificar «n tres 
grupos las opiniones de los autores en cuanto al límite y extensión del 
derecho de propiedad industrial, á saber: ^ 

Primero: ^ os que niegan que la invención sea oiigen o causa de 
la propiedad industrial, entre los cuales se encuentran Maurice Block 

^ íSe'gundo: Los que conceden al inventor el derecho de propiedad 
industrial, pero entienden que este derecho debe limitarse por razón 
de la índole de esta propiedad. Entre ellos se encuentran Pella, en 
España, y otros autores extrarigeros. , , , , , . , , 

Tercero: Los que conceden al inventor el derecho de propieilad 
industrial sin mas limitaciones que las que en interés general se esta- 
blecen para la propiedad inmueble, y partiendo siempre del principio 
de Que la propiedad industrial n(» ha de ser menos duradera ni de peor 
condición que otra clase de propiedad cualquiera, y tomando por tipo 
la más favorecida, garantida y respetada por las Leyes. (1) 

La impopularidad, y en cierto modo la odiosidad cíntiaJcs dere- 
chos dtl inventor y los piivilfg^os de que son objeto, ha nacido de 
una confusión de ideas, especialmente en el origen jurídico, por no 
haber partido del principio del derecho de propiedad del inventor. 
T s teorías del cambio y de la transacción no descansan en una base rae io 
nal ni filosófica. Suponen algunos un contrato de camftío entre el in- 

' ñ ) EHTÁHKÍi.—T>firecho Industrial deE8pa,ña^1892. 



r \ 



) 



t 



LEGISLACIÓN INDUSTRIAL VII 



ventor y el Estado, por medio del cual el inventor entrega su invento 
á la Sociedad, en lugar de guardarlo ú ocultarlo, y á cambio de ase- 
gurarle un monopolio 6 explotación exclusiva durante cierto tiempo, 
siendo la patente el título del contrato. Según otros, se verifica una 
tranmcdón entre el Estado y el inventor, que debe cumplirse efectuada 
de buena fé; pero la transacción no se efectúa sin la existencia dé un 
derecho sobre el cual se transige. Los defensores de esta teoría no va- 
cilan en aplicar todas las reglas del derecho de propiedad á la cesión, 
traspaso y trasmisión de patentes, considerándolas como bienes mue- 
bles. La confusión se revela, sin embargo, en í*1 tecnicismo usado 
por aquellos, cuyas palabras conciliar derechos, medios de harmonizar, y 
otras bemejantes, denotan la poca firmeza de la tesis jurídica en que 
apoyan su sistema. 

Si se analiza, además, como observa Pella (1) el supuesto contra- 
to de cambio entre el inventor y el Estado, resulta que en despropor- 
cionado desde el momento que las patentes se conceden en casi todas 
las naciones sin examen previo de su novedad, y por lo tanto el con- 
venio entre el inventor y el Estado, versaría sobre una cosa incierta; 
por otra parte, el inventor no recibiría al contratar compensación al- 
guna por el invento que entrega, porque la explotación exclusiva de 
las patentes, sin examen previo, no lleva la garantía de estar exento el 
inventor de posteriores reclamaciones. Cabe, pues, el h^iguiente dile- 
ma: ó se contrata sobre una materia incierta y á prevención, ó debe 
})rocedfrse a un examen j)révio de la realidad del invento; en el pri- 
mer caso, el contrato entre el Estado y el inventor no existe jurídica- 
mente y en el segundo, debe admitirse el examen previo y contra la 
patente no cabrá reclamación alguna; el Estado habrá sido juez y 
parte, habrá cerrado la puerta y anulado los derechos de terceras per- 
sonas, creando en sus efectos un verdadero privilegio. 

Las patentes de invención (2) según ese equivocado sistema, se- 
rían real y efectivamente privilegios, y como tales, materia de envidia, 
ocasión de impopularidad y odio. En los Tribunales, el inventor que- 
daría poco menos que desarmado, porque si se tratara de la interpre- 
tación del contrato con) o la de todo privilegio, debiera ser restrictiva, 
en contra del inventor; si en las discusiones forenses se admitiera la 
existencia de una transacción entre el inventor y el Estado, y se hicie- 
ra uso frecuente de las frases transigir y harmonizar derechos, fácil- 
mente llegaría á dudar el Tribunal de si tiene en sus manos materia 
opinable y no derechos bien delineados, ó si sus atribuciones son más 
latas, y antes debe obrar como arbitro para cortar diferencias que co- 
mo juez obligado á fallar, según estricto derecho He aquí, dice Pe- 
lla, el resultado déla aclaración de los derechos del inventor, que al- 
gunos consideran inútil. 

[i] PELLA.— Patentes de inreDfíión y derechos del inventor.-— fíAr>:pIoDa IS92. 
(2) PELLA.— Obra rifada. 
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Lia novísima legislación española reconoce de un modo expreso, 
el concepto jurídico de la propiedad industrial. 

Propiedad Industrial , dice el artículo 19 de la Ley española de 16 
de Mayo de 1902, es el derecho que se leconoce por eáta Jey, siempre 
que be hayan cumplido las condiciones que la misma impone, respec- 
to á cualquier invento relacionado con la industria; á los signos espe> 
cíales con que el productor aspira á distinguir de los similares los re- 
sultados de su trabajo; a los dibujos y modelos de fabricación ó de la 
industria; al nombre comercial ó á las recompensas industriales y al 
derecho á perseguir la competencia ilícita y las falsas indicaciones de 
procedencia. 

En el preámbulo de la ley de 1878, se leen las siguientes noUibles 
palabras: '^Ninguna otra cosa ofrece un título de propiedad tan justo 
como la invención, pues pertenece privada y exclu^^ivamente á un in- 
dividuo sin haber pertenecido jamás á otro alguno. Es una cosa á que 
el propietario ha dado el ser, una riqueza que él ha creado y que pue- 
de hacer entrar á su arbitrio en el comercio social. Así, lo que el in- 
ventor pide á la Sociedad, no es que declare la invención propiedad 
suya; esto no lo necesita, pues su existencia depende de él exclusiva- 
mente. Lo que le pide es que le proteja en su quieta y tranquila 
posesión, para que otro no se la. arrebate -ni le perturbe en su disfru- 
te. Para esto es necesario que el inventor dé á conocer á la Sociedad 
un descubrimiento y lo deslinde de los demás progreses del saber 
humano hechos hasta el día; del mismo modo que el propietario de 
una tierra la deslinda de las .vecinas, si quiere que las leyes le asegu- 
ren su derecho." 

Pero hay más; no hay seguridad ninguna ni conceptos claros ni 
bien definidos en estas materias sino se parte del principio del derecho 
de propiedad. 

De veinte años á esta parte, nótase un gran movimiento en la opi- 
nión favorable á los privilegios». Las Exposiciones Universales, en 
donde los industriales de cada nacionalidad envían sus productos, han 
provocado grandes contiendas acerca de la cuestión de las patentes. 
A partir de la Exposición Universal de Londres, en 1862, los ataques 
contra los inventores y sus monopolios tomaron gran incremento, es- 
pecialmente en Alemania (Anti-Patent-Bewegung.) Pero la Exposi- 
ción de Viena de 1873 marca el comienzo de una nueva era, durante 
la cual se han multiplicado los triunfos de los partidarios de los de- 
rechos de los inventores. Pronuncióse luego una reacción, y Holan- 
da derogó su Ley de 25 de Enero de ^1817, y declaró que no libraría 
patentes. Hoy, exceptuando esta nación, todos los pueblos civiliza- 
dos han consagrado el sistema de las patentes. 

Aparte de todo esto, la garantía del dereoJio del inventor se en- 
cuentra subordinada á una condición primordial esencial, y es la de 
que el inventor haga conocer desde luego su descubrimiento por una 
descripción y por dibujos y modelos que van adjuntos á su solicitud, 
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y de esta manera el público tiene conocimiento desde luego, y al ter- 
minar la época de la explotación de la patente pasa k ser del dominio 
público lo que antes permanecía oculto ó secreto. Pertenece al in- 
ventor el goce exclusivo, pero temporal, y á la Sociedad el disfrute 
pierpétuo, pero diferido. 

Tal es la transacción admirable, exclama Devaux (1) cuyo pri- 
mer efecto es la revelación de la invención. Las patentes son docu- 
mentos que revelan los descubrimientos, y merced á ellos, gran nú- 
mero de procedimientos ignorados, y medios y procedimientos que 
habían caido en el olvido, pues que sus inventores los habían guarda- 
do en secreto, hoy son del dominio público, y las patentes, memorias 
explicativas, dibujos, planos, etc., son otros tantos agentes de tran- 
sacción del progreso, enriqueciendo el patrimonio público de los cono- 
cimientos necesarios para la marcha déla civilización. Aún en el se- 
no de aquellos Estados más refractorios, como Alemania y Suiza, ha 
triunfado completamente este sistema, que concilia los derechos natu- 
rales del inventor y los del público. Alemania fué forzada á aceptar- 
los, porque su ausencia colocó á la industria alemana en un estado de 
inferioridad frente á frente de los Estados que protegían á los invento- 
res, inferioridad que se demostró en la Exposición Universal de Fila- 
demadel876. 

El triunfo definitivo de los derechos intelectuales quedó consoli- 
dado en el Congreso de la Propiedad Industrial, que tuvo lucrar en 
París en el Palacio del Trocad ero, con ocasión de la Exposición Univer- 
sal d« 1878. A él se debe la Unión internacional, para la j)r otead ón de la 
jir.ojiiedad industria^ formada bajo la iniciativa de Francia, y en el cual 
aparecen inscriptos hoy día, 16 Estados. Desde 1878 se ha trabajado 
mucJio en definir y fortificar los derechos de los inventores, habiéndo- 
se aceptado aquella célebre conclusión de que: derecho de los inventores 
sobre ms obras es un derecho de propiedad; la ley civil no lo creó, tan sólo 
lo ha reglamentado. Sin embargo, este derecho de propiedad se ha li- 
mitado considerablemente, y en aquel Congreso se partió del princi- 
pio de que el monopolio de los inventores es esencialmente temporal, 
importando por lo mismo que durante su duración el derecho exclusi- 
vo pueda ejercitarse en todos los paises en donde se aprovechan del 
descubrimiento, siendo preciso que el extranjera pague su deuda de 
reconocimiento al inventor de igual manera que el país donde se tomó 
el privilegio. (2) 

El hecho evidente es, que casi todas las legislaciones, aún las 
más modernas, convienen en limitar el tiempo de duración y las de- 

(l.) L. Devaux, Etudes de droit indiifltiiel.— Proteotirtn inteniational dea inventlrtns bre- 
vetii^H — LeííiHlatiónH interijuroHet ConvenU(»n du 20 Mar» 18S3.— Confereiice de Ronie et de Ma- 
drid; Parí». 1892. . 

(2.) Coinptes reridus ^tenograpliiques publiees sous les auspices du ComiW central 
des con¿rí'8 et Conferencea.— Congrés internatlonal de la propieté industrlelle tenu á ParÍH da 5 
au 17 Septembre 187.S; París, Iniprinierie Mationae, 1879. 
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n éh coijdicioiies del derecho de los inventores, llegando algunas entre 
ellas la Ley americana á consignar esta linoitación en el Código Cons- 
titucional, como si no tuviera lugar más propio y adecuado en leyes 
especiales ó en la legislación civil común, que trata de la propiedad en 
general. (1.) 

En Inglaterra datan las patentes desde el año de 1623. Francia 
las admitió en 1791. La Asamblea Nacional consideró que toda idea 
nueva cuya manifestación y desarrollo pudieran ser útiles á la Socie- 
dad pertenece privativamente á la quien la concibió, y que el respeto 
á los derechos del hombre exije que todo descubrimiento industrial 
sea propiedad del inventor. 

Pero la Asamblea moderó la aplicacición de este principio en in- 
terés de la Sociedad, de manera que no otorgó el goce pleno y absolu- 
to de la propiedad, sino en modo y tiempo determinados, procurando 
así conciliar los derechos del individuo y los de la comunidad. 

Aceptaron esa solución los Estados Unidos de América, Prusia, 
Holanda, Bélgica, Austria y toda Alemania. España siguió el ejem- 
plo, como puede observarse por la Ley de 1820, aprobada en las Cor- 
ajes de aquel año, y por el Real Decreto de 27 de Marzo de 1826. 

A este Pecreto sucedió, prescindiendo de otras disposiciones pu* 
ramente adjetivas, la Ley de 30 de Julio de 1878 que vino rigien- 
do en España hasta la publicación de la novisima Ley de Propiedad 
Industrial de 16 de Mayo de 1902. 

Comparada aquella legislación ó sea la de 1878 con los Decre- 
tos de 1820 y 1826, se observa que ambas coinciden en varios puntos 
esenciales, cuales son la concesión de las patentes sin previo exa- 
men de utilidad y novedad del objeto sobre que recaen, y la condi- 
ción de expedirse sin garantía del Gobierno, y la competencia de la 
jurisdicción ordinaria para resolver todas las cuestiones de propiedad 
y las incidencias que con ocasión del ejercicio de estos derechos pu- 
dieran suscitarse. 

En algo importante difería la Ley de 1878, como en refundir las 
tres clases de privilegios de invención, perfección é introducción, que 
antes se conocian, en la patente de invención simplemente y en el cer- 
tificado de adición; en la duración del privilegio, y sobre todo, en las 
formalidades para erpedirlas, ó para ceder y trasmitir los derechos in- 
herentes á la propiedad industrial. 

Al terminar la soberanía de España en las Islas de Cuba, Puerto Ri- 
co y Filipinas, existían en ellas dos legislaciones diferentes: una rela- 
tiva á las patentes que habían de surtir efecto en todos los dominios 
españoles ó sea la Ley de 30 de Julio de 1878 con las disposiciones que 

[l.] El CoDffreso tendrá poder, dice la Constitución Americana: "para promover el pro- 
greso de la Ciencia y de las Art^es Útiles, asegurando por tiempo limitado & los autores é inven- 
tores el derecho exclusivo de sus escritos y descubrimientos." Y la Constitución dé la República 
de Cuba, que en muchos pulitos copió á la de los Estados Unidos, dice en su art. 35: "Tt>do au- 
tor 6 inventor gozará de la propiedad exclusiva de su obra ó invención, por el tiempo y en la. 
forma qne determine la Ley." 
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la com p leían ; y otra legislación especial dictada para dichas Islas, 6 
sea la Real Cédula de 30 de Junio de 1833, que todavía rije en Cuba, 
aunque con importantes modificaciones. 

La Ley de 30 de Julio de 1878 fué aplicada á Cuba, Puerto Rico 
y Filipinas, por un R. D. de 14 de Mayo de 1880 según el cual los in- 
teresados debían presentar al Gobernador General de cada Isla, 6 re- 
mitir por conduelo del Ministro de ultramar, un testimonio legaliza- 
do de las Patentes expedidas por el Ministro de Fomento, si sus efec- 
tos debían extenderse á las entonces Provincias Ultramarinas. 

Los efectos de la Ley de 30 de Julio de 1878, parece que debieron 

entenderse limitados á las Patentes expedidas en Madrid, pero en nó 

pocos casos se acudió a sus disposieiones como fuente de doctrina ó 

bien como ley supletoria, por estar más conformes con lab modernas 

teorías y con las convenciones iriternacionales. 

En la actualidad no puede afirmarse que esos tratados estén vi- 
gentes en Cuba; pero de un modo ti otro no puede dudarse que las de- 
claraciones de la Convención Internacional celebrada en París en 20 
de Marzo de 1883, parii la protección de la propiedad industrial, co- 
mo los demás acuerdos ó estipulaciones que la complementan, £oa 
precedentes de un origen tan respetable que á ellos habrá que acudir 
en plazo no lejano, cuando Cuba entre á formar parte de esos Concier- 
tos ó Uniones casi Universales, tan útiles y provechosas para el pro- 
greso y bienestar de los pueblos. 

.Las estipulaciones contenidas en el artículo 13 del Tratado de Pa- 
rís de 10 de Diciembre de 1898, garantizan los derechos de propiedad 
literaria, artística é induntiial adquiridos por los españoles en Cuba, 
y permiten además la libre introducción de las obras españolas cientí- 
ficas, literarias y artísticas que no sean peligrosas para el orden públi- 
co; pero nada establecen en reciprocidad de derechos respecto de los 
autores ó propietarios de marcas y patentes cubanas. Esta omisión se 
explica, sin embargo, teniendo en cuenta que aquel Tratado tuvo por 
principal objeto poner término al estado (técnico) de guerra que exis- 
tía entre España y los Estados Unidos y que vino á cesar definitiva- 
mente con el canje de las ratificaciones de dicho Tratado en 11 de 
Abril de 1899. 

En el período que subsiguió al 31 de Diciembre de 1898, ó sea 
mientras duró la ocupación de este territorio por las fuerzas Militares 
del Gobierno de los Estados Unidos, sabido es que Cuba no tuvo, de 
hecho, la necesaria independencia para pactar, ni por consiguiente 
para obligarse con ningún otro país. 

Esto no obstante, debido quizá á la influencia de intereses ó mo- 
tivos de muy distinto género, el caso es que en diversas órdenes del 
Gobierno Interventor, se estableólo y concedió determinados derechos, 
tales como los de propiedad intelectual reconocidas á los autores, com- 
positores ó editoras extranjeros residentes ó nó en Cuba — Orden nú- 
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nitro 119 de Marzo de 1900, — y el de los inventores 6 propietarios de 
patentes, marcas, 6 dibujos industriales, reconocido por la O^den nú- 
mero 160 de 31 de Junio de 1901; disposiciones ambas adoptadas sin 
consideración á las circunstancias que inspiran las leyes relativas á 
tales materias, toda vez que esas garantías concedidas á los extranjeros 
debían acomodarse á lo que expresamente se estipulara en los tratados 
6 convenios, y en todo caso al principio de reciprocidad que debe inte- 
grar los pactos internacionales. 

Oras circulares ú órdenes dictadas por el Gobierno Interventor, 
han introducido mudificaciones en la legislación sobre Patentes y Mar- 
cas, acomodándola al actual régimen político del país; y en particular 
para dar protección á las Patentes y Marcas Americanas, que vinieron 
por virtud de etas dÍ6po8Í<jion6S á tener un estado de derecho especial 
entre nosotros; pero esas órdenes y circulares han cesado ya de tener 
efecto y las marcas y patentes americanas se rijen hoy por las reglas 
comunes á las demás extranjeras. 

Tal es en pocas palabras la situación que en órdeñ á la legislación 
industrial ocupa Cuba respecto de los demás países culto9;más de una 
ú otra suerte bien puede afirmarse que la vía que conduce á la cele- 
bración de los convenios ó tratados de reciprocidad está por nuestra 
parte libre y despejada, pues Cuba, como queda dicho, reconoce y 
concede en la práctica á los autores, artistas, compositores y editores 
extranjeros, así como.á los inventores ó propietarios de patentes y 
marcas ú otros signos industriales, igual protección y garantía queá 
los nacionales; es decir que Cuba, sin recibir nada equivalente, otorga 
el máximum de derechos y consideraciones que cabe conceder dentro 
del principio de reciprocidad. ' 
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Al cesar la soberanía de España en Cuba, Puerto Rico y Filipinas, 
existían en estos territorios dos legislaciones distintas en materia de 
Patentes, á saber: una que se contraía á las patentes que debían surtir 
sus efectos en todos los dominios españoles, y que eran las expedidas 
por el Ministerio de Fomento de conformidad con lo prescrito por la 
ley de 30 de Julio de 1878; y otra concretada particularmente á los 
privilegios que solo hubieran de utilizarse en las entonces provincias de 
Ultramar, ó sea con sujeción á la Real Cédula de 30 de Junio de 1833. 

Iniciada en 1873 la reforma de esta última ley con motivo de la 
propuesta hecha por el Ministerio de Fomento de aplicar á estos terri- 
torios la legislación de la Península, pero centralizándose en dicho Mi- 
nisterio la expedición de las patentes, se dictó, con fecha 17 de Enero 
de aquel año, una Real Orden, de acuerdo con las observaciones hechas 
por el Consejo de Estado en la que se resolvió «que no procedía la cen- 
«tralización propuesta, por ser distintas la organización política y ad. 
«ministrativa de unas y otras provincias; declarándose al efecto subsís- 
«tente la legislación especial de las mismas en todo lo que no hiciera 
«referencia á los privilegios de introducción, los cuales quedaron desde 
id uego suprimidos, en atención á la índole y condiciones de las artes 
«é industrias establecidas en estos países.» 
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Al «er dictada la Ley de 30 de Julio de 1878, volvió á suscitarse 
la cuestión de si eran ó nó de aplicarse sus preceptos á las provincias 
de Ultramar. No c;»b« duda que esa determinación, siquiera sea con- 
siderada desde el punto de vista meramente formal, habria significado 
un adelanto positivo en ruestro desenvolvimiento jurídico industrial, 
porque inspirada aquella Ley en principios más modernos, es eviden- 
te que harmoniza mejor con el espíritu de progreso que caracteriza la 
época actuaL 

No sucedió así, sin embargo. El Real Decreto de 14 de Mayo de 
1880 se limitó á declarar sustancialmente aplicada á estos paises la J^ey 
de 30 de Julio de 1878, pero reconociendo al propio tiempo la subsis- 
tencia de la legislación que por virtud del régimen particular de estos 
territorios venía rigiendo con anterioridad. 

En vigor, pues, la Real Cédula de 30 de Junio de 1833, parece 
conveniente reproducirla íntegramente porque así lo exije la mejor 
inteligencia de los textos legales, y porque muchos de sus artículos, 
al parecer derogados tienen preceptos sustantivos, si bien su cumpli- 
miento compete hoy á otros funcionarios ó entidades de la Adminis 
tración. 

Lá autoridad competente en la materia es hoy el Secretario de 
Agricultura, Industria y Comercio, á quien deberán entenderse diriji- 
das todas las referencias que en esta y en las demás disposiciones con- 
cordantes se hacen al Gobernador General y á los Intendentes; etc. 

En la actualidad funcionan, pues, la Secretaría de Agricultura, 
Industria y Comercio y la Sociedad Económica de Amigos del Pais, 
como oficinas de Patentes, por haber sido suprimidos los demás orga- 
nismos de que habla la real Cédula. (1) 

Los Gobernadores Civiles de las provincias solo intervienen para 
cursar á la Secretaría las solicitudes y demás documentop que les pre- 
senten los interesados ó que por su conducto fueran reclamados. 



(1) La intervención de la Sociedad Económica eñtÁ determinada en losarttcaloB 2°, 6^ y 23, 
párrafo 5°, de e^ta Real Cédula, y en la R. O. de 11 de Enero de 1849, hecha extensiva & Cuba por 
otra de 12 de Enero de 1803. 



REAL CÉDULA DE 30 JUNIO DE 1833 

SOBRE PRIVILEGIOS DE INVENTOS ARTÍSTICOS É INDUSTRIALES. 



Art. 19 Toda persona, de cualquier condición ó pais, que se 
proponga establecer ó establezca máquina, aparato, instrumento, pro- 
ceder ú o[)eración mecánica ó quimica, que en todo ó en parte sean 
nuevos, y no estén establecidos del mismo modo y forma en cada una 
de las Isla de Cuba, Puerto Rico 6 Filipinas, tendrá su uso y propie- 
dad exclusiva en el todo, ó en la parte que no se practicase eii ellas; 
bajo las reglas y condiciones que aquí se expresarán y con sujeción 
á las leyes. Reales órdenes, reglamentos y bando de policia. Pero 
según lo tengo declarado respecto á la de Cuba en Real orden de 27 de 
Diciembre de 1827, comunicada al Intendente General déla Habana, 
se ha de entender y entienda que el privilegio de introducción recae 
sobre los medios de ejecutarlo; quedando libre para otro la facultad de 
poderlo realizar para diversos objetos. 

Las patentes de Introducción fueron suprimidas por K. O. de 17 de Enero de 1873. En 
España las suprimid la Ley de 30 de Julio de 1878, y acaba de restablecerlas la Ley de Propíed&d 
Indnatrinl úe 1& de Mayo de 1902, si bien esta declara en su art. 4° "que la patente de intro- 
"ducción autorisa la fabricación, la ejecución ó la producción pero no d& facultades para impe- 
"dir la introducción y venta de objetos similares del extrangero." Que es sustancialmente lo 
que disponía el artículo 1° de esta R. G. 

Art. 2? Atendido el estado particular de la Isla de Cuba, donde 
no se necesita de estímulos para el fomento de la industria agrícola, 
principalmente en la elaboración del azúcar, porque así los propietarios 
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como las corporaciones están muy atentos á los ac^elantamientos que 
se hacen en el extranjero, llevando 7 adoptando desde la^o las má- 
quinas, instrumentos, artefactos, procederes 7 métodos científicos; se 
limitará respecto de ella el privilegio á los inventores 7 perfeccio- 
nadores; 7 cuanto á los introductores queda á discreción del Gobema- 
dor Capitán General 7 del Intendente en Junta Superior Directiva des- 
pués de oir al Ayuntamiento, á la Junta de Comercio ó Fomento 
deque se hablará en el artículo 28, 7 á la Sociedad Económica, el 
señalar, si lo estiman conveniente, los ramos de industria ó de 
agricultura, 7 los distritos en que no ha de haber privilegio, bajo de 
reglamentos ó de artículos adicionales, de que darán cuenta para mi 
Real aprobación. 

Art. 39 Para asegurar al interesado la propiedad exclusiva se le 
expedirá una Real cédala de privilegio sin previo examen de la nove- 
dad ni de la utilidad del objeto, 7 sin que la concesión de la gracia 
pueda mirarse en ningún caso como una calificación de su novedad 7 
utilidad, quedando el interedado sujeto á lo que se previene en esta Real 
cédula. 

Art. 49 Las de privilegios se expedirán por cinco, por diez ó por 
quince años, á voluntad de los interesados en el caso que las soliciten 
para objetos de sus propia invención: 7 por solo cinco años si la soli- 
citud fuere para introducirlos de otros paises; entendiéndose que el 
privilegio concedido para el establecimiento ó introducción de tales má- 
quinas, aparatos, instrumentos, procederes ú operaciones mecánicas ó 
químicas, ha de ser para ejecutar en estos Reinos algún objeto pero no 
para traer este objeto elaborado de afuera, pues en tal caso estará sujeto 
á lo dispuesto en los aranceles 7 órdenes acerca de la entrada de géne- 
ros 7 efectos del extranjero. 

E8t« artículo fué modificado por la Orden numero 196 de 19 de Octubre de 1899. 

Véase en el art. 12. 

Art. 59 El privilegio concedido por cinco años á Ion inventores 
podrá ser prorogado por otros cinco mediando causa justa; los con- 
cedidos por diez ó quince años serán improrrogables. 

Véase la Orden n° 196, de 19 de Octubre de de 1899. 

Art. 69 Será materia de privilegio de invención lo que no se 
halle practicado en aquellos 7 estos dominios, ni en pais extranjero; 7 
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lo que DO lo e^té eu aquellas de las mencionadas islas, en España 6 en 
país extrangero lo podrá ser de introducción. 

Sin embargo, todo aquello de que existan modelos y descripciones 
en los Ayuntamientos, Juntas de Comercio ó Fomento, Sociedades 
económicas y archivos del Gobierno respectivo, no podrá ser materia 
de privilegio sino después que hayan pasado tres años desde su entrada 
sin que se haya pueblo en práctica, en cuyo caso se concederá privile- 
gio de introducción por solo cinco años. 

Los términos de este artículo han variado notablemente por haber 
sido suprimidos los privilegios de introducción. 

Aparte de esto, y aunque las patentes se otorgan sin previo examen 
de la novedad ó utilidad del objeto sobre que recaen, en la práctica re- 
sulta que Ja Administración rehusa el concederlas ó admitirlas á depó- 
sito si en los Registros respectivos aparece depositada ó concedida 
otra patente análoga por su denominación ú objeto sea nacional ó ex- 
trangera. Esta práctica parece que exije algunas ooservaciones. 

Si se atiende al texto de la Ley sólo puede considerarse que no es 
materia de privilegio «lo que se encuentra practicado en Cuba ó en el 
extrangero.» Más para poder afirmar que un invento está practicado 
en Cuba ó en otro país es indispensable determinar ante todo la iden- 
tidad ó relaciones de semejanza <iue puedan existir entre uno y otro 
invento. 

Confoíme al texto expreso del artículo 11 de esta R. G. , la Admi- 
nistración debe admitir «m otro examen que iel de los documentos que 
se señalan en el art. 8?, las solicitudes que se formulen sobre patentes 
de invención; y como el privilegio que se otorga no debe mirarse en 
ningú n caso como una calificación de su novedad y utilidad es claro 
que toca hacerla al interesado, quien por ello queda sujeto á las con- 
secuencias de su solicitud, y así lo determina expresamente el art. 3V 

Dentro del sistema que establece esta R. C, si después de conce- 
dida ó registrada una patente, se averigua (como dice el número 59 
del art. 23,) «que se ejecuta ó se halla establecido en cualquier parte 
«de la Isla ó en el extrangero lo que el interesado piesentó eomo nue- 
vo y suyo propio,» en ese caso á tenor de lo que dispone el art. 25, el 
Juez competente, á petición de parte y 'probado que sea el hecho, de- 
datará la cesación de la patente. Esto es lo que la Ley establece. 

En relación con este precepto, el número 5 del art. 23 de esta, R. 
C. declaraba además que cesarían los efectos de la concesión y queda- 
ría anulado el privilegio: «cuando se probase que el objeto privilegia- 
«do como de introducción estaba en práctica en alguna parte del dis- 
atrito de la Gobernación superior ó descrito en libros impresos ó en lá- 
«minas estampadas, modelos ó planos que hubiera en los Ayuntamien- 
jitos, Juntas de Comercio ó Fomento, Sociedad Económicas y Archivos 
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, «del Gobierno, sin haber pasado los tres años de que habla el art. 6,)) 
en cuyo caso, lo mismo que en los otros de que habla el art. 25, co- 
rrespondería al Jrjez competente hacer la declaratoria de cesación del 
privilegio. Se vé por lo dicl^b que no hay lugar á ningún examen 
previo en cuanto á la novedad ó utilidad de los objetos sobre que de- 
ban recaer las patentes de invención. 

Pero nO; quiere esto decir que el Estado haya de asentir siempre á 
toda clase de solicitudes, pues previendo él que puedan ser Folicitadaa 
patentes sobre objetos contrarios á las buenas costumbres, establece el 

. art. 19 de esta R. C. que el uso y propiedad de las máquinas, apara- 
tos, instrumentos, procederes ú operaciones mecánicas ó químicas, que 
puedan ser motivo de privilegio, se sujetarán á las Leyes, reglamentos 
y disposiciones de policía; de donde se deduce que el Estado, tiene 
medios propios y suficientes para cuidar de que el ejercicio de estos 
derechos de propiedad no se encuentre en ningún caso, de oposición 
con lo que establecen las leyes en garantía de los intereses públicos. 
Y es consecuencia de este criterio que si después de otorgada una pa- 
tente se advirtiere que no tiene derecho á subsistir, el Estado por me- 
dio dé su representante, el Ministerio Fiscal, puede y debe pedir la ce- 
sación del privilegio en los términos que la ley establece. 

Art. 7? Les interesados han de solicitar la Real Cédula de; pri- 
vilegio por sí 6 por medio de apoderado y por memorial extendido 
conforme el modelo número 1, y presentado al Intendente de la pro- 
vincia de su residencia; pudiendo en todo cuso presentarlo al de la 
; Habana los de la Wa de Cuba. 

i 

El mpdelo numero 1 A que este arttulo se refiere, era una solicitud dirijida al Inten- 
dente dé la I*rovincia. Hoy corresponde á los Gobernadores Civiles redibir .v dar curso á estas so- 
licitudes, que deben ser, dirijidas á, la Secretaria de Agricultura, Industria y Comercio. 

Art. 8. No se podrá incluir en una representación más objeto 
que uno, acompañando un plano ó modelo con Ja descripción y expli- 
cación del objeto, especificando cual es el mecanismo ó proceder que 
presenta como no practicado hasta entonces; todo con la mayor pun* 
tualidad y claridad, á fin de^^ue en ningún tiempo pueda haber duda 
acerca del objeto ó particularidad que presentan «íomo no practicado 
de aquella forma, pues solo para efcto se concede el privilegio. 

En la práctica se exije que las Memorias descriptivas, planos, dibujos 6 modelos se presen- 
ten por duplicado.— V<''ase las observaciones que se hacen al artículo 11, 

Art. 9? Los modelos se han de presentar en una caja cerrrada y 
sellada; poniéndose en uno y otro caso un rótulo-en los términos que 
expresa el modelo número 3. 
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Art. 10. El Intendente pondrá debajo del rótulo: Presentado; y 
lo rubricará haciendo sellar la caja ó pliego, dando á los interesados 
certificado de la presentación; y si fuere en las provin<*.ias subalternas 
en la Isla de Cuba, el oficio con que lo remita al Intendente de la Capital, 
para que ellos ó persona en su nombre se lo entreguen todo. 

Véase la nota correspondiente al art. 7. 

Art. 11. El Intendente lo pasará todo ala Ju^ta superior gubernativa 
de Real Hacienda, y con su asistencia y la del Fiscal se abrirán las cajas y 
pliegos y hallándoselos documentos que se señalan en el artícelo 8, se acorda- 
rá sin otro examen la concesión del privilegio que corresponda, pasando ofi- 
cio con copia del acuerdo al Gobernador capitán general, á quien el interesa- 
do se dirijirá con una representación arreglada al modelo número 2 para qu 
á mi Real nombre expida la cédula según el modelo número 4. 

La práctica que hoy se sigue difiere notablemente de lo que deter- 
minan el artículo 11, el 13 y el 27, y en parte también de lo que esta- 
blece el artículo 39 de esta Real Cédula. 

una vez abiertas las cajas 6 pliegos, con las formalidades que pres- 
. cribe la Circular de 25 do Abril de 1899, es remitido todo con la soli- 
citud, á la Sociedad Económica, y esta Corporación emite el informe 
que tiene por conveniente. 

En vista de este dictamen la Secretaría de Agricultura, Industria 
y Comercio, acuerda conceder 6 nó la patente, que es expedida previo 
el pago de los derechos correspondientes. 

La patente lleva anexo un ejemplar de la Memoria ó descripción 
y del plano ó dibujo, y el otro ejemplar queda unido al expediente. 
Con este procedimiento, que es análogo al que establece la Ley de 30 
de Julio de 1878, queda sustituido el antiguo sistema de conservar de- 
positadas las descripciones, planos y dibujos bajo pliego 6 en caja ce- 
rrada y sellada, que sólo podrían ser abiertos en caso de litigio, según 
disponía el art. 13, ó cuando llegase alguno de los casos de cesación 
del privilegio previstos en el art. 23. 

La práctica actual permite, pues, que el invento pueda ser conoci- 
do en todos sus detalles desde el momento en que se solicita y expide 
la patente. 

Secretaria de Agricultura, laduairia, Comercio y Obras Públicas,— Subse- 
cretaría, 

El Honorable Secretario de este Departamento se ha servido expedir con 
fecha 22 del que cursa, el siguiente Decreto: 

(cPara cumplir lo prevenido en el precepto 11? de la Real Cédula, vigente. 
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de 30 de Julio de 1833, relativa á privilegios de invención, sobre las foimali- 
dades con que se han de abrir los pliegos y cajas en que se presenten por los 
interesados los documenlosy modelos correspondientes á dichos ipventos. he 
dispuesto que en lo sucesivo la apertura de los mencionados pliegos y cajas se 
efectúe por una Junta compuesta de los Sres. Subsecretario, Jefe de la Sección 
de Agricultura, Industria y Comercio y Jefe del Negociado de Industria y Co- 
mercio de este Departamento; levantándose la oportuna acta, en la que se ha- 
rá constar el contenido de aquellos, y dándose después 4 cada solicitud la 
tramitación qne señalan las disposiciones de la materia. 

La entrega de las cajas y pliegos cerrados, se hará al referido Subsecreta- 
rio, quien expedirá el correspondiente certificado de presentación, consignando 
en él el dia y hora de la entrega, así como el contenido de aquellos, según el 
rótulo que figure en las cubiertas, é invitará á los peticionarios para que, si lo 
desean, presencien el acto de dicha apertura en el sitio, dia y hora que se fi- 
jen al efecto.» 

Lo que se publica en la Gaceta de la Habana para general conocimiento. 

Habana, 25 de Abril de 1899. — El Subsecretario, B, Pichardo, 

Art. 12. A esta expedición ha de preceder que los interesados 
presenten carta de pago que acredite haber entregado por ahora en la 
Junta de Comercio 6 Fomento los derechos siguientes: 

Por el privilegio de cinco añoí? Pesos 70. — Por el de diez 

'afios...^..*.210.— Por el de quince años 420. — Por el de intro- 
ducción 210. — La mitad de su ino porte se guardará en las Arcas 

de la Junta de Comercio ó Fomento can separación y destino al pro- 
greso, de las Artes y de la Industria; y la otra mitad se remitirá á Es- 
paña con destino al Conservatorio de Madrid.— Se pagarán además 
ocho pesos por los gastos de la expedición de la Cédula. * 

Secretaría de Agricultura^ Industria, Comercio y Obras Públicas, — Subse- 
cretaría, 

El Honorable Secretario de este Deparlamento, en acuerdo fecha 13 del 
que cursa, se ha servido resolver que los derechos de inscripción de marcas, 
dibujos y modelos industriales, así como de las patentes de invención, se in- 
gresen en lo sucesivo en la Oficina de Hacienda correspondiente, en dinero 
efectivo, en vez de hacerse como se venía haciendo con arreglo á las disposi- 
ciones de la materia, en papel de pagos al Estado, cuya especie ha desapare- 
cido ya; debiendo los interesados acreditar dicho ingreso, páralos demás efec- 
tos legales, con la presentación de las respectivas cartas de pago, las que co- 
mo comprobantes del mismo, quedarán unidas al expediente de su razón. 

Lo que se publica en la Gaceta de la Habana para general conocimiento. 

Habarfa, 21 de Abril de 1899. — El Subsecretario, J5, Pichardo, 
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N9 196. 

Habana j 19 de Octubre de 1899. 

El Gobernador General de Cuba ha tenido á bien disponer la publicación 
de la siguiente orden: 

I. Las reglas que rigen en la concesión de Patentes de invención en la 
Isla de Cuba, que fueron promulgadas por Real Decreto de 30 de Junio de 
1833 quedan modificadas, sustituyéndose con un solo término de diez y siete 
años los tres plazos dispuestos en dicho decreto. 

II. Los derechos que dispone el mencionado decreto quedan abolidos, 
imponiéndose un derecho uniforme de treinta y cinco pesos (35. 00) en su 
lugar. 

El Brigadier Geiiercd, Jefe de Estado Mayor, 

ADNA R. CHAFFEE. 

Secretarla de Agricultura, Industria, Comercio y Obras públicas. 

El Gobernador general de la Isla, á propuesta de esta Secretaria, se ha 
servido disponer, con fecha 7 del corriente que, como gracia especial, se ha- 
gan extensivos los beneficios de la Orden número 196 del Cuartel General de 
la División de Cuba á aquellas personas á quienes se les haya concedido paten- 
te de invención, desde 1? de enero del corriente año á la fecha, y no hayan 
sacado los títulos correspondientes, dentro del término señalado al efecto' en 
la Real Cédula de 30 de junio de 1833. 

Lo que se publica en la Gaceta de la Habana para general conocimiento. 

Habana, 12 de noviembre de 1899. 

El Secretario 

Adolfo Sáenz Yañez. 

Art. 13. Expedida que sea, pasará oficio al Gobernador con copia 
de ella al Intendente, á cuyo cargo queda el remitir á la Junta de Co- 
mercio ó Fomento los documentos cerrados y sellados y el dar cuenta por 
medio del Secretario de Estado y del Fomento general del Reino, con 
remisión de 1 a mitad de los derechos del privilegio correspondientes al 
Real Conservatorio de artes, donde se anotará la concesión, según se 
previene en el artículo 15. Los referidos documentos quedarán depo- 
sitados en la JuT]ta de Comercio 6 Fomento en pieza destinada á este 
fin, y no se abrirán sino en caso de litigio, y en virtud de providencia 
y oficio de juez competente. 

Art. 14. Las concesiones de privilegios se publicarán en los res- 
pectivos Diarios de Gobierno y en la Gaceta de Madrid. 

En Real orden de 18 de Agosto de 1842, se dispuso que las cédulas 
de privilegio que se expidan contengan la cláusula siguiente: **e8ta 
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gracia es y se entiende sin peijuicio de tercero en el caso de que este 
pruebe en los Tribunales establecidos ser falsos los datos en que se 
apoyó el interesado para conseguirla"; y que lo mismo se exprese en 
los anuncios que de tales concesiones deben hacerse en los periódicos 
oficiales. 

Por decreto del Gobierno Superior Civil de 23 de Junio de 1862, 
Fe eFtal>leció que nadie podia anunciarse como poseedor de un privi- 
legio tiin especificar clara y distintamente la fecha de su concesión y el 
término de su Uí-o ó número de años porque aquel hubiera sido otor- 
gado, bajo una multa que podrá ser hasta cuatro veces mayor que el 
importe de loa derechos que hubieran satifacer á la Hacienda. 

Art. 15. Habrá en las Juntas de Comercio ó Fomento un regis- 
tro de la^^ cédulas de privilegio que se expidieren, y que se anotarán 
por orden de fechas, con expresión de estas, de los nombres, apellidos 
y vecindad de los interesados, objeto del privilegio, y tiempo de su 
duración. Este registro se manifestará á las personas que lo soliciten. 

Los registros de patentes radican hoy en la Secretaria de Agricultura, Industria y Comercio. 

Véase el art. 4. del B. D. de 14 de Mayo de 1880 

Art. 16. Este artículo determinaba que los que quisieran exten- 
der sus privilegios a las demás partes de la Monarquía Española de- 
bian dirigir las solicitudes al Ministerio de Fomento, de conformidad 
cun los artículos 6,' 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 del R D. de 27 de Mar- 
zo de 1826. 

Art. 17. El poseedor de un privilegio gozará del uso y propiedad 
exclusiva del objeto que lo motivó, sin que nadie pueda ejecutarlo ni 
ponerlo en práctica sin su consentimiento en el todo ó en la parte que 
ha declarado ser nuevo, ó no practicado en el distrito de la gobernación 
superior donde se introduce de la manera que lo presentó en el mo- 
delo, plano y descripción que ha entregado para que en todo tiempo 
sirva de prueba. 

Art. 18. La propiedad se contará desde el dia y hora de la pre- 
sentación de los documentos al Intendente; y en caso de haber solici- 
tado dos ó más personas privilegio para un mismo objeto, sólo será 
válido el de aquella que haya presentado primero los documentos. Pero 
si al mismo tiempo acudieren dos ó más interesados á solicitar privi- 
legio de invención ó de introducción, unos en estos y otros en aquellos 
dominios verificándose en las Islas de Cuba y Puerto Rico con solo el 
intervalo de un mes la presentación á los respectivos Intendentes, y en 
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Filipinas con el de cuatro, gozarán todos del privilegio: ai con mayor 
diferencia, lo gozará exclusivo el que primero se hubiese presentado. 

Art. 19. El uso del pri vilegio podrá cederse, donarse, venderse, 
perm utarse y legarse por última voluntad, como cualquiera otra cosa 
de propiedad particular. 

Art, 20. Toda cesión deberá hacerse por es^critura pública, ex- 
presándose si el privilegio se cede para ejecutarlo en todo el distrito de 
la gobernación superior en una ó más provincias, gobiernos inferiores, 
alcaldías, ó determinados pueblos ó parajes; si la cesión 6 renuncia es 
absoluta ó con reserva tam bien de su uso; si es en calidad de poderlo 
traspasar 6 no; si el poseedor lo tiene cedido antes á una 6 más per- 
sonas. 

Art. 21. El cesionario estará obligado á presentar testimonio de 
la escritura de cesión al Intendente ante á quien se hubiera hecho la 
solicitud del privilegio: este des|>ués de tomar razón de ella la remitirá 
al de la capital, y este á la Junta Comercio ó Fomento, y lo pondrá en 
noticia del Secretario de Estado y del Fomento general del Reino, el 
cual dará el correspondiente aviso al Real Conservatorio de artes para 
que lo anote en el Registro de que habla el artículo 13. La cesión 
será nula si el testimonio de la escritura no se presentase dentro de 60 
días después de su otorgamiento. 

La autoridad ú oficina competente en la materia ea hoy la Secretaria de Ap^ricultura, Indus- 
tria y Comercio. El art. 21, numero 12, del Crtdigro de Comercio á su vez dispone que los' títulos 
de propiedad industrial se inscriban en el Refristro Mercantil. 

Art. 22. La duración del privilegio se contará desde la data de 
la cédula de su concesión. 

Art. 23. Cesan los efectos y queda anulado sin valor el privilegio 
en los casos siguientes: 1. Cuando se ha cumplido el tiempo señalado en 
la concesión. 2. Cuando eí interesado no se presenta á sacar la Real 
cédula dentro de los tres meses siguientes al dia que se presente su so- 
licitud. 3. Cuando por sí ó por otra persona no ha puestto en práctica el 
objeto del privilegio en el tiempo que se le haya señalado en propor- 
ción de las circunstancias. 4. Cuando- el interesado lo abandona: el 
abandono se entiende cuando se deja de poner en práctica el objeto un 
año y un dia sin interrupción. 5. Cuando se prueba que el objeto pri- 
vilegiado como de intrí)ducción está en práctica en alguna parte del 
distrito de la gobernación superior, ó descrito en libros impresos 6 en 
láminas, estampas, modelos ó planos que haya en los Ayuntamientos, 
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Juntas de Comercio ó Fomento, Sociedades Económicas, archivos de 
gobierno, sin haber pasado los tres años de que habla el artículo 69 Y 
finalmente cuando habiéndolo presentado el interesado como nuevo y 
suyo propio, se averigua que se ejecuta ó se halla establecido en cual- 
quier parte de estos 6 de aquellos dominios, ó en el extranjero. 

Art. 24. En el caso de haber cumplido el tiempo de la concesión 
del privilegio, el Presidente de la Junta de Comercio ó Fomento avisará 
al Intendente de la capital, y en Junta Superior Directiva declarará 
caducada la concesión, dando cuenta por la via reservada del Fomento 
general del Reino; y se pondrá en noticia del Director del Real Con- 
servatorio. 

Como los Regdstroa de Patentes radican hoy en la Secretaria de AK;ricultura, Industria y 
Comercio, A ese Centro corresponde liacer la declaratoria que disponeel art. 24. 

Véanse las observaciones que se hacen al articulo 26. 

Art. 25. En los demás mencionados casos de cesación se procederá 
por el juez competente á petición de parte á justificar el hecho y pro- 
bado que sea, declarará la cesación. 

Art. 26. Los jueces para conocer de estos negocios eerán los Inten- 
dentes en sus respectivas provincia»; las demandas deben presentarse 
antejel de aquella donde resida el demandado; y las apelaciones se inter- 
pondrán para la Junta superior contenciosa, y de ésta para el Consejo. 

TiO dispuesto en este artículo exije algunas observaciones. 

Seis son los casos de cesación ó nulidad de los privilegios especi- 
ficados por orden numérico en el art. 28. 

En el primer caso, ó sea cuando se ha cumplido el tiempo señala- 
do en la consecióo, no obstante que ipsofacto caducará el derecho, se 
vé por el artículo 24 que ,debe hacerse la declaratoria correspondien- 
te. Esta declaratoria, dados los términos del mismo art. 24, compete 
acordarla á la Secretaría de Agricultura, Industria y Comercio que es 
donde radican hoy los asuntos de este ramo. 

El caso segundo, que es cuando el interesado no se presenta á sa- 
car la Patente ó Cédula de privilegio, dentro de los tres meses siguien- 
tes al dia en que presentó la solicitud; no parece que deba necesitar de 
ninguna declaración judicial, porque el hecho es tan sencillo y especial 
que en el mismo expediente de solicitud de la Patente puede hacerlo 
constar la Administración. Además, no habiendo llegado á expedirse 
,1a Cédula de privilegio, por descuido, desistí gaiento ó abandono del 
interesado, — salvo que este justifique no serle imputable la emisión, — pa- 
rece que á la Administración corresponde, y no al Juez ordinario, 
hacer la declaratoria de caducidad, y así se observa en la práctica, sin 
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duda por considerarse aplicable á este caso la Real Orden de 1 1 de 
Enero de 1849. 

En el caso tercero, cuando el interesado» por sí, ó por otra persona 
no ha puesto en práctica el objeto del privilegio en el tiempo señalado, 
la Real Orden de 11 de Enero de 1849, fija el término de un año y un 
dta,. y estAblece el procedimiento que (itíl)e st^guirse para justificar 
ante el Jefe polítco que real y verdaderamente t^ usa del objeto pri- 
vilegiado; y el Jefe político ha de dar cuenUí al Gobierno con su infor- 
me. 

Al Gobierno por tanto compete resolver declarando ó no la caduci- 
dad del privilegio, así en este caso como en el del número siguiente. 

Respecto al caso cuarto ó sea cuando se trate de acreditar la sus- 
pensión del uso por un año y un dia, parala declaración de caducidad 
de un privilegio, dice el art. 6 de la Real Ordei^ de 11 de Enero de 
1849, que la preteñbión se deducirá en los miamos términos anteriores, 
declarándose por la Administración la caducidad, si procediere, y si á 
ello no se opusiere el interesado, pues en caso de oponerse el Jefe polí- 
tico remitirá las actuaciones al Juez de primera ineitancia del domicilio 
de aquel, ante el cual se ventilará la cue.«lión. 

El caso quinto se refería á objetos privilegiados como de introduc- 
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En cuanto al sexto y último caso, ó sea cuando se averigua que el 
(>l»jeto presentado como nuevo y propio, se ejecuta ó se halla establecí- 
<lo en el pais ó en el extranjero; como no exit<le disposición que altere 
ó modifique lo establecido en la Real Cédula de 1833, es de inferir que 
á la autoridad judicial compete anular la concesión y declarar sin va- 
lor el pnvilegi(«. 

Véanse la« Rs. Ob. de 11 dt) Enero y 16 de Julio de 1849, en las páginas siguientes. 

Art. 27. Cuando por las causas mencionadas en el artículo 23 ce- 
sare el privilegio, oficiará el Intendente á la Junta de Comercio ó Fo- 
mento, que procederá á la apertura de la caja ó pliego de los documen- 
tos depositados; y se pondrá todo á la vista del público, anunciándose 
además en el Diario de gobierno. 

Esta disposición carece hoy de objeto, pues los pliegos t«e abren at presentar la soliciiud, 
como puede verse explicado en la nota del art. 11, 

Art. 28, Este artículo declaraba que la Junta de Comercio, esta- 
blecida en la Habana por el Código de Comercio (de 1829), continua- 
'í\ encargada del fomento de la Agricultura y de la Industria, en susti- 
ición de la extinguida Junta de Gobierno. 

Art. 29. El poseedor de un privilegio obtenido por cualquier tí- 

ulo tendrá derecho á demandar y perseguir en juicio al que le usurpe 

i propiedad. Conocerán de estas demandas los Intendentes de las 
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provincias donde residan los demandados, y las apelaciones correspon- 
derán á la Junta superior contenciosa de la Real Hacienda; y de esta 
al Consejo. liOs inven t<>res que han obtenido privilegio en estos domi- 
nios, ó en alguna de las islas de Cuba, Puerto Rico, ^ Filipinas, ten- 
drán derecho á usar de él en cualquiera de las otras, de venderlo ó 
ó trasmitirlo, conforme el artículo 17, pero con la obligación de sacar 
cédula del Consejo dentro de un año de esta fecha, 6 desde la cédula 
de la concesión, pasado el cual pudra introducirlo cualquiera que lo so- 
licite con el privilegio de introducción. 

Aoerea déla competencdadelasaatoridades j Tribanalps para eoooeer de las demandas. 
Téaae la nota correspondiente al artículo 26. Lio demás de este artfenlo carece de aplicación ac- 
tualmente. 

« 

Art. 31. Justificada que sea la demanda, se condenará al reí) en 
la pérdida de todas las máquinas, aparatos, utensilios y artefactos, y al 
pago de tres tantos más del valor de ellos, apreciándose por peritos y 
aplicándose uno y otro al poseedor del privilegio. 

If» dispuesto en este artículo se entiende, como e» lógico, sin perjuicio de lo qne establecen 
las leyes de Enjuiciamiento aplicables al caso, y las disposiciones del Código Penal, cuando se 
trate de resp<*n8abilidades de ese género. 

Art. 32. Los privilegios concedidos hasta la fecha se conservarán 
con la» condiciones de su concesión; y los que lo fueren con la reserva 
de estar á lo determinado en la presente Real cédula se sujetarán á 
sus disposiciones. 
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PRACTICA DE LOS PRIVILEGIOS. 



Reglas para acreditarla pragtioa ó suspensión de los privilegios. 

Competencia de los Tribunales de Justicia para conocer de las cuestienes entre 
particulares con motivo de la concesión de privilegios de industria. 

ACCIÓN C0NTENCI0S0-ADMINISTEATI7A. 

A consecuencia de una cuestión suscitada entre dos propietarios de 
patentes, se dispuso por R. O. de 19 de Julio de 1862: 

19 — Que con arreglo á la Real Cédula de 30 de Enero de 1855, los 
Tribunales de Hacienda han debido conocer de las cuestiones suscitadas 
entre particulares con motivo de la concesión de privliegios de indus- 
tria. (1) 

29 — ^^Que se reforme la legislación vigente en Ultramar para tales ca- 
sos, según lo dispuesto en las Reales Ordenes de 11 de Enero y de 16 
de Julio de 1849 dictadas para la Península, á fin de que las cuestiones 
de que se hace mérito sean en adelante de la competencia de los Tribu- 
nales ordinarios. 

39 — Que cuando la cuestión tenga origen de nna disposición ad- 
ministrativa que cause agravio ó perjudique un derecho particular ad- 
quirido por virtud de la concesión de un privilegio de industria, y 



. (1) Modificada posteriormente la organleacidn dé los Tribunales de Justicia en esta Isla, y 
Biiprimidos los Juzgados especiales del ramo de Hacienda como los demás privilegiados que exis- 
tían antes del año 18tí8, compete exclusivamente & la Jurisdicción ordinaria el conocimiento de las 
cuestiones sobre propiedad de los privilegios 6 patentes de invención. 
San Pedro. — Legislación UltrfiJn&rin&. — V 26. 
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aquella verse excluBivameote eotze el ioteréa páblico y el particalar 
agraviado, debe decidirse por la yia contencioao-administratÍTa. 

Real Orden de 11 de Ekero de 1849. 

ILTMO. SR: £1 Real decreto orgánico de 27 de Marzo de 1826, que 
establece el orden y circunstancias con que se han de conceder lo» pri- 
▼ilegioe de invención e introducción de procedí mientoe de uso artístico, 
teniendo por base de i>us disposiciones el interés y los progresóos de la 
industria, priviUgia el derecho exclusivo de los inventores é introduc- 
tores, pero de una manera temporal y condicionada, que al paso que 
recompensa suc* tareas y desembolsos, y les estimula á otros nuevos, 
asegura á la induFlría en general la psirtici pación de aquel beneficio, 
cuando espirado el tiempo de la concesión, ó no cumplida alguna de 
las condicionen de 1h mí:<ma, entre el secreto del procedimiento, mc^ 
díarite la apertuia dei )>liego cerrado que le contiene, en el dominio 
público. 

Una de et^as condiciones, á cuya falta de cumplimiento impone la 
ley de sanción de caducidad, es cuando el privilegiado, ó por si ó por 
otra |»ersona, no ha pue^to en práctica el objeto del privilegio dentro de 
un ano y un día sin interrupción. 

Así COI sta en l«»s números 39 y 4? del artículo 21 del Real decreto 
anteriormente citado. En uno y en otro caso, para que se surtan los 
efectos legales, es menester acreditar la verificación del hecho, á paber: 
por parte del privilegiado, el haberlo puesto en practica dentro de un 
año y un día de la concesión, si ha de continuar subsistiendo el privi- 
legio; ó por parte de un tercero, que intente anularle, en caho de tiue 
se haya incurrido en su abandono por el mismo espacio de tiem|i4>. Más 
en que forma se hayan de acreditar estos hechos, no está bien definido 
en dicho decreto ni en ninguna disposición posterior. 

La única que habla de esta materia es la Real orden de 14 de Junio 
de 1829. Pero tratando en su artículo 39 del modo de verificar esta 
prueba, solo dice: **el que obtuviere Real cédula, privilegio de intro- 
ducción, para acreditar haber puesto en práctica el objeto del privilegio, 
presente dentro de dicho término el competente testimonio." sin ex- 
prei»ar cual sea este, ni de que requisitos haya de estar adornado. Re- 
sulta, además, que exigiendo la presentación del testimonio dentro del 
mismo término de un afío y un dia hábil todo él, para poner en prác- 
tica el privilegio, se restrinjen inmotivada é innecesariamente los dere- 
chos que concede la ley al poseedor del privilegio, al cual le basta acre- 
ditar esto último, aunque el testimonio lo presente fuera de aquel tér- 
mino con tal de que conpt»- que el uso se verificó dentro del afio y 
el dia prefijado. Y habiéndose originado diferentes cuestiones á con- 
secuencia de aquella determinación y de esta aparente contradicción 
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de ambas disposiciones, S. M. la Reina (q. D. g.) para evitarlas se ha 
dignado dictar las disposiciones siguientes: 

1? Todo el que hutnere obtenido privilegio acreditará haberle 
paesto en práctica dentro del término de un año y un día á contar 
desde la fecha de la Real cédula de concesión ante el Jefe político de 
la provincia respectiva, el cual por sí ó por persona especialmente 
delegada al efecto se asegurará del hincho. A presenciarle concurrirá 
también un escribano designado por el mismo Jefe ó su delegado, el 
cual librará testimonio del acto en virtud Ce decreto de la misma au- 
toridad. 

2^ El Jefe político, recibido que sea este testimonio, lo pasará á 
informe, en Madrid, del Director del Conservatorio, en las provincias de 
las Jurtas de Comercio, y en las que no las hubiere, de las Sociedades 
Económicas, y á falta de unas y otras, de persona^^ entendidas á juicio del 
Jeh políiico. El informe deberá reducirse á exponer si es real y ver- 
dadero el uso del objeto privilegiado, sin mezclarse para nada en su 
bondad ó utilidad. 

•i9 Si el objeto privilegiado fuera relativo á la industria agrícola 
el informe que se ha de requerir será el de la Junta de Agricultura. Sin 
embargo, en Madrid será siempre oido el Director del Conservatorio. 

49 Cuando el objeto privilegiado funcione fuera de la Capital de 
la provincia ó en su inmediaciones, las corporaciones dichas* en sus 
casos respectivos, podrán comisionar á la persona ó corporación que 
tengan por conveniente, para que le visite y reconozca en la localidad, 
y les dé las noticias que juzguen necesarias para evacuar el informe. 

69 Recibido éste, el Jefe político lo elevará al Gobierno por con- 
ducto de la Dirección general de industria, con la solicitud del inteie- 
sado y el testimonio del acto de práctica del privilegio, exponiendo 
además lo que tenga pur conveniente. 

69 Cuando se solicite acreditar la suspensión del uso por un año 
y un dia, para la declaración de caducidad de un privilegio, la preten- 
sión se entablará en los mismos términos; pero la primera diligencia 
será citar por parte del Jefe político al privilegiado. Si este no opusiere 
contradicción, se seguirán las actuaciones por los trámites marcados 
anteriormente, declarándose por la Administración la caducidad si 
procediere. Masen caso de oposición del interesado, el Jefe político 
remitirá las actuaciones al Juzgado de primera instancia del domicilio 
de éste, ante el cual se ventilará la cuestión, siendo todas las que origi- 
nan entre particulares sobre privilegios por su esencia, contenciosa y de 
propiedad, y por tanto, de la competencia de los Tribunales ordinarios. 

79 El hecho de hallarse en práctica el objeto privilegiado se ha 
de justificar ante el Jefe político, antes déla espiración del término de 
un año y un dia que concede la ley. Para ello bastará que el interesado 
xeckme un dia antes, cuando menos, la intervención de la Autoridad, 
que será responsable de los perjuicios que se originen de cualquiera 
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omisión, pudieado por lo mismo delegar la» funciones que no pueda 
desempeñar personalmente. Acreditado el hecho, nada importa que 
las demás diligencias y la remisión al Gobierno se haga fuera de aquel 
término, con tal que se verifique dentro de los treinta dias siguientes, 
bajo la misma responsabilidad de la Autoridad que causare ó consin- 
tiere cualquiera dilación. 

Real Orden de 16 de Julio de 1849. (1) 

ILTMO. SR. : Vistas diferentes reclamaciones que se han deducido 
en este Ministerio cimtra los procedimientos de algunos Intendentes de 
Rentas, que sin duda por considerar vigente el artículo 24 del Real 
decreto orgánico sobre í)rivilegios de Industria, expedido en 27 de 
Marzo de 1826, se han atribuido el conocimiento de estos asuntos, ya 
gubernativamente por sí, ya judrcialmente en las Subdelegaciónes de 
Rentas. 

Considerando que sin perjuicio de la permanencia de la parte 
legislativa y verdaderamente orgánica del referido Real decreto, variado 
el sistema administrativo y deslindado el judicial, se han introducido 
necesariamente alteraciones en el conocimiento y tramitación que en 
aquel se daba á estos asuntos. 

Considerando que en cuanto á la parte administrativa, creado el 
Ministerio de la Gobernación y hoy él de Comercio, se hallan concen- 
tradas en él y en sus agentes, los Jefes políticos y el Conservatorio de 
Artes, las atribuciones que en la materia se daban respectivamente por 
aquellas disposiciones á los Intendentes, al Consejo y al Ministerio de 
Hacienda en cuanto á la parte contenciosa. • 

Considerando que las cuestiones que á instancia de parte se sus- 
citan para reivindicar la propiedad de los privilegios de Industria y 
asegurar sus efectos, ó para solicitar la anulación délos ya concedi- 
dos, (cuya anulación se funda en la practica anterior á su concesión) 
son esencialmente litigiosas, 3' sujetas al fallo judicial, previo segui- 
miento de un juicio, en el cual se han de abrir los pliegos cerrados que 
se custodian en el Conservatorio y contienen el secreto de la invención 
ó procedimientos privilegiados. 

Vistas las alteraciones posteriormente introducidas en el sistema 
judicial y por el decreto de arreglo de Tribunales. 

Vista la Real disposición que suprimió el Consejo de Hacienda. 

Visto elReglamento provisional para la Administración de Justicia 
decretado en 26 de Septiembre de 1835 y sus artículos 36 y 37, por loa 
cuales se suprimen los Juzgados privativos, excepto los de Minas y 
Hacienda en las materias de su especial competencia, mandando pasar 



(1) Aplicada en sentencia dictada por la Sala Sa. del Tribunal Supremo de Justicia de 28 de 
Noviembre de 1874, quo estlrart improcedente la vía g^u.bernativa en las cuestiones sobre reivin- 
dicación de la propiedad de prlvile^os. 
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á los Juzgados de primera instancia loa asnntos que en aquellos pen- 
diesen. 

Atendiendo á que las cuestiones de que se trata, son por su natura- 
leza de propiedad entre particulares, y por tanto civiles. Atendiendo 
á que con arreglo á lo que prescribe el citado artículo 87, no ha habido 
ninguna disposición posterior á la extinción á los Consejos de Castilla é 
Indias que autorice Juzgados especiales para ellas, y atendiendo princi- 
palmente á que con arreglo á la naturaleza, letra y espíritu del citado 
Reglamento provisional así lo ha declarado el Supremo Tribunal de 
Justicia á quién correspondía, decidiendo las competencias que sobre la 
materia se han promovido entre los Intendentes y Jueces de primera 
instancia á favor de los últimos, y fijando de esta suerte la jurispruden- 
cia en este apunto. 

A«í se declaró, '*para general conocimiento, evitando á la indus- 
**tria aquellas vejaciones y las costas de pleitos que pudieran resultar 
'^baldíos." 



REAL DECRETO DE 14 DE MAYO DE 18 

APLICANDO LA LEY DK 30 DE JULIO DE 1878 SOBRE PATENTES 



■1-1 Ib 



Artículo 19 En virtud de lo prevenido en el articule 
de 30 de Julio de 1877, las patentes de invención expedi( 
glo á la expresada Ley, surtirán sus efectos legales en toe 
nios españoles. 

Art. 29 Para el objeto expresado en el artículo an 
teresados presentarán en este Ministerio un testimonio leg 
patentes que hayan obtenido. También podrán acudir 
6 por medio de sus representantes, á los Gobiernos Genen 
pectiva provincia en que haya de utilizarse el privilegio. 

Art. 39 De los testimonios que se presenten en el M misterio 
remitirá una copia al Gobernador General de la provincia en que haya 
de aplicarse el privilegio á ñn de que se respeten y protejan los dere- 
chos de los interesados durante el tiempo en que hayan sido expedidas 
las patentes, y mientras cumpla el concesionario las condiciones que 
marca la Ley; á cuyo efecto se publicará la validez de la concesión en 
la Gaceta de la capital de la respectiva provincia. 

Art. 49 En los G«»biernos Generales de las provincias deUltiarnar 
se llevará un registro general de patentes, en el que se anotarán esta^ 
por orden riguroso de fechas de presentación ya se trate de las presen- 
tadas directamente en dichos Gobiernos, ya de las que se remitan por 
este Ministerio expidiéndose á los interesados que lo soliciten el corres- 
pondiente certificado, y publicándose la concesión en la Gaceta de la 
Capital de la provincia, como previene el artículo 39 

Art. 59 Toda concesión ó privilegio se considerará caducado en 
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Ultramar con la misma fecha en que por el ConHervatorio de Arles se 
hubiere puMicado la caducidad en la Gactta de Madrid. 

Art. 69 Las patentes de invención que hayan de utilizarse ún ca 
y exclusivamente en las provincias de Ultramar, seguirán concediénd(»SH 
pDT los Gobernadores Generales respectivos, en la forma actualmente 
establecida y publicándose en la «Gaceta' de Madrid» como previene su 
legislación es} ecial. 

Art. 79 Las solicitudes de patentes para todos los dominios es- 
pañoles que se presenten en la Isla de Cuba, Puerto Rico ó Filipinas, 
pai-arán al Ministerio de Fomento por conducto del de Ultramar, para 
los fines que determina la liCy de 30 de Julio de 1877. 

Art. 89 Toda persona domiciliada e?i Ultramar que haya obteni- 
do patente de invención con arreglo á lo que previene el artículo 69, 
podrá hacerla extensiva á todos los dominios españ(»les. Para ello, pre- 
sentará una instancia solicitándolo al Gobernador General, v éste la 
remitirá con su informe y con una copia de la cédula concedida á este 
Ministerio, que cuidará que pase al de Fomento. (1) 



N9 216. 

Cuartel General^ Departamento de Cuba 

Habana, 26 de Mayo de 1900, 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Agricul- 
tura, Comercio é Industria ordena la publicación de la siguiente orden: 

I. Por la presente se hace saber á lodos los que se hallen en posesión 
legal de patentes de privilegios registradas en Madrid, España, y hechas ex- 
tensivas á la Isla de Cuba, que deben presentar, dentro del plazo de seis me- 
ses á contar de la fecha de esta orden, los duplicados de los modelos, planos y 
especificaciones de sus patentes, o una copia legalizada de los mismos, junta- 
mente con el certificado que acredite estar vigente en España, conforme al 
Articulo 59 del Real Decreto de 14 de Mayo de 1880; á fin de protejer dichas 
patentes contri usurpaciones. 

II. Las patentes americanas cuya inscripción en Cuba se tiene solicitada 
y aquellas cuya inscripción se solicite en lo adelante, se inscribirán en el acto, 
condidonalmerite, en el Registro especial abierto en las oficinas de la Secre- 
taria de Agricultura, Comercio é Industria, á reserva de decidir lo que proceda 
sobre la inscripción definitiva ó negación absoluta de las que resulten realmen- 
te interferidas, según aparezca de los datos presentados dentro del plazo de seis 
meses, como previene el Articulo I de esta orden; bien entendido que trascu- 
rrido este período, la inscripción se hará en firme, dejando, no obstante á los 



(1) "Gaceta de la Habana" de 23 de Junio de 1880. La ley aplleada por este Decreto es la 
de SO de Julio de 1878. En el texto se expresa por error 1877. 
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interesados el derecho de ajustar sus desavenencias anle los Tribunales de 
Justieia, después de aquella fecha. 

El Comandante de Estado Mayor. 

J. B. HICKEY. 

( Gac. 26 de Mayo. ) 

No. 497. 
'Cuartel General, Departamento de Cuba. 

Habana^ 10 de Diciembre de 1900. 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Agricul- 
tura, Gomereio é Industria, ha tenido á bien disponer la publicación de la 
siguiente orden: 

I. Por la presente se hacen extensivos a las patentes cubanas y de otras 
naciones los preceptos de la Orden No. 216, serie corriente de este Cuartel 
General, dictada para las patentes americanas. En su consecuencia deberáa 
inscribirse en firme, en el Registro de la Secretaria de Agricrltura, Comercio 
é Industria de esta Isla, aquellas que aparezcan interferidas por patentes espa- 
ñolas, si dentro del plazo señalado en la referida Orden No. 216, los propieta- 
rios de estas últimas no hubiesen presentado los duplieados de los modelos, 
planos y especificaciones de las mismas para su necesario examen y decisióa 
sobre los mencionados casos de interferencia. 

IL La inscripción en firme de las patentes, extranjeras y cubanas se 
hará, en todo caso, como se dispuso para las americanas, dejando á salvo el 
derecho de los propietarios de las españolas para ventilar sus diferencias ante 
los Tribunales de justicia. 

El Comandante de Estado Mayor, 

J, B. HICKEY. 
(Gae. 11 de Die.} 



LE7 DE FATENTES DE IN7E1TCI01T DE 30 DE JULIO DE 1878. 



TITULO I. 

DISPOSICIONES GENERALES. 

Artículo 1? Todo español 6 extranjero que pretenda establecer ó 
haya establecido en los dominios españolea una industria nueva en los 
mismos, tendrá derecho á la explotación exclusiva de su industria 
durante cierto número de años, bajo las reglas y condiciones que se 
previenen en esta Ley. 

Art. 29 El derecho de que habla el artículo anterior se adquiere 
obteniendo del Gobierno una patente de invención. 
Art. 39 Pueden ser objeto de patentes: 
Las máquinas, aparatos, instrumentos, procedimientos ú operaciones 
mecánicas 6 químicas que en todo ó en parte sean de propia inveacíón 
y nuevos, ó que sin estas condiciones no se hallen establecidos ó practi- 
cados del mismo modo y forma en los dominios españoles. 

Los productos ó resultados industriales nuevos, obtenidos por me- 
dios nuevos 6 conocidos, siempre que su explotación venga á establecer 
un ramo de industria en el pais. 

Art. 4^ Las patentes de que sean objeto los productos ó resultados 
á que se refiere el párrafo segundo del artículo anterior, no serán obstá- 
íulo para que puedan recaer otras sobre los objetos á que se refiere el 
íárrafo primero, aplicados á obtener los mismos productos ó resultados. 
Art. 59 Se considera como nuevo para los efectos del art. 39 de 
íste Ley lo que no es conocido ni se halla establecido ó practicado en 
)s dominios españoles ni en el extranjero. 

Art. 69 El derecho que confiere la patente de invención, 6 en su 
aso el que se derive del expediente incoado para obtenerle, podrá 
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trasmitirse en todo 6 en parte por cualquiera de los medios estableci- 
dos |K>r nuestras leyes respecto á la propiedad particular. 

Art 7? La patente de invención puede ser concedida a un solo 
individuo ó á vhHos, ó á una sociedad, sean nacionales ó extranjeros. 
Art. 8? Toda pntente se considerará concedida, no solo parala 
Península é IhIms adyacentes, sino para las provincias de Ultramar. 
Art. 9? No pueden ser objeto de patentes: 

Primero: El resultado ó producto délas máquinas, aparatos, instru- 
mentos, procedimientos ú operaciones de que trata el párrafo primero 
del artículo 3", á no ser que estén comprendidos en el párrafo segundo 
del mismo artículo. 

Segundo. El uso de los productos naturales. 

Tercero. Los principios ó descubrimientos científicos, mientras per- 
manezcan en la esfera de lo especulativo y no lleguen á traducirse en 
máquina, aparato, instrumento, procedemiento ú operación, mecánica 
ó química, de carácter practico industrial. 

Cuarto. Las preparaciones farmacéuticas 6 medicamentos de todas 
clases. 

Quinto. Lí>s planes ó combinaciones de crédito ó de Hacie?ída. 
Art. 10. Ninguna patente podrá recaer más que sobre un solo ob- 
jeto industrial. 

Art. 11. Las patentes de invención se ex}»edirán sin previo exa- 
men de novedad y utilidad; ni deben considerarse, por tanto, en nin- 
gún caso declaración ni calificación de novedad ni de utilidad del ob- 
jeto sobre que recaen. Las calificaciones de esta naturaleza correspon- 
den al interesado, quien Jeis hará bajo su responsabilidad, quedando 
sujeto á las resultas, con arreglo á lo que se previene en esta Ley. 

Real Orden de 16 de Diciembre de 1885: 

"Excrao Sr: — El Sr. Ministro de Fomento rae dice con fecha 12 de Noviembre próximo pasado 
lo siguiente: — Exenio Sr.: — Al Director General de Agricultura, Industria y Comercio digo con 
esta fecha lo que sigrue: — limo. Sr.: — Vista una instancia suscrita por Don José Riera y Hernán- 
dez, yeelno de la Ciudad de la Habana, en súplica de que no se conceda á loa Sres. Don Jaime Tey 
y Don Juan Planas, socios déla S<.ciedad Merry, Blanco, Morales y Compañía, establecida en 
dicha Ciudad de la Habana, la patente de Inyención que tienen solicitada sobre una máquina 
para hacer cigarros con hojas de tabaco ó envolturas de papel, toda vez que se trata del mismo 
invento que del que el «xponeiite obtuvo privilegio por patente que se le expidió en 17 de Octubre 
de 1883; y considerando que la Administración, al expedir estos documentos, no garantiza la utili- 
dad ni novedad dul invento, sino que los interesados hacen dicha declaración bajo su responsabi- 
lidad á tenor de lo que establece el art. 11 de la Ley de 80 de Julio de 1878; S. M. el Rey [q. D. g,] 
de acuerdo con lo informado por el Conservatorio de Artes, ha tenido á bien desestimar la preten- 
sión de Don José Riera y Hernández, quedándole expedita la acción para ante quién corresponda 
en el caso de que á los indicados Sres. Tey y Planas se les expida la patente mencionada". — OacetA 
de 16 de Enero de 1886. 

TITULO IL 

DE LA DURACIÓN Y CUOTA DE LAS PATENTES. 

Art. 12. La durnción de las patentes de invención será de 20 

afios improrrogables, si son para objetos de propia invención y nuevos. 

La duración de las patentes para todo lo que no sea de propia inven- 
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ción, 6 que aun siéndolo no sea nuevo, será tan sólo de cinco años 
i mpror negables. 

¿e concederá no obstante, por diez años, para todo objeto de propia 
invención, aun cuando el inventor haya adquirido patentes sobre el 
mismo objeto en uno ó más paises extranjeros, siempre que lo solici- 
trtre en España antes de terminar el plazo de dos años, contado desde 
que obtuvo la primitiva patente extranjera. 

Art. 13. Para hacer uso de uua patente es preciso abonar, en 
papel de pagos al Estado, una cuota anual y progresiva, en la forma 
siguiente: 

10 pesetas el primer año; 20 pesetas el segundo; 80 pesetas el tercero, 
y así sucesivamente hasta el quinto, décimo ó vigésimo año, en que la 
cuota será respectivamente de 50, 100, y 200 pesetas. 

Art. 14. Las cuotas anuales de que trata el artículo anterior se 
pagarán anticipadamente, y en ningún caso serán dispensadas. 



TITULO III. 

FORMALIDADES PARA LA EXPEDICIÓN DE LAS PATENTES. 

Art. 15. ToHo el que desee obtener patente de invención entre- 
gará en la Secretaría del Gobierno civil de la provincia en que esté do- 
miciliado, ó en la de cualquiera otra que elija para este efecto: 

Primero. Una solicitud al Ministro de Fomento, en la que exprese 
el objeto único de la patente; si dicho ol:)jeto es ó no de invención propia 
y nuevo, y las señas del domicilio del solicitante ó de su apoderado. En 
este caso se unirá él poder á la solicitud. Esta' no debe tener condicio- 
nes, restricciones ni reservas. 

Segu?ido. Una memoria por duplicado, en la que se describa la 
Duáquina aparato,- instrumento, procedimiento ú operación mecánica ó 
química que motive la patente; todo con la mayor claridad, a fin de 
que en ningún tiempo pueda haber duda acerca del objeto ó particu- 
laiidad que se presente como nuevo y de propia invención, ó como no 
practicado ó establecido del mismo modo y forma en el pais. 

Al pié de la Memoria se extenderá una nota que exprese clara, dis- 
tinta y únicamente cuál es la parte, piezas, movimiento, mecanismo, 
operación, procedimiento ó materia que se presenta para que sea objeto 
de la patente. Esta recaerá tan solo sobre el contenido de dicha nota. 

La Memoria estará escrita en castellano, sin abreviaturas, enmiendas 
li raspaduras de ninguna clase, en pliegos foliados con numeración co- 
rrelativa. Las referencias á pesas y medidas se harán con arreglo al 
listemá métrico-decimal. 

La Memoria no debe contener condiciones restrictivas ni reservas. 

Tercero. Los dibujos, muestras 6 modelos que el interesado consi- 
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dere necesarios para la inteligencia de la Memoria descriptiva, todo 
por duplicado. 

Los (iii>ujos estarán hechos en papel--tela, con tinta, y ajustados á la 
escala métrico--decimal. 

• Cuarto. £1 papel de pagos al Estado correspondiente á la cuota de 
la primera anualidad. 

Quinto. Un indine firmado de todos los documentos y objetos en- 
tregados, los cuales deberán ir también firmados por el solicitante ó su 
apoderado. 

Art. 16. El Secretario del Gobierno Civil, en el acto de recibir 
los documentos y objetos de que trata el artículo anterior, anotará en 
un registro especial el dia, la hora y el minuto de la presentación; fir- 
mará al pié del índice con el interesado ó su representante, y expedirá 
el correspondiente recibo. El mismo Secretario cerrará y t^ellará la 
caja ó pliego que contenga los dos ejemplares de la memoria y de los 
dibujos, muestras ó modelos; escribirá debajo el rótulo de la caja ó 
pliego: *Trepentado tal dia, de tal mes, á tal hora y tantos minutos," 
firmará esta diligencia y estampará el sello oficial. 

La nota del registro de presentación expresiva del dia, hora y mi- 
nuto de la entrega, declara el derecho de prioridad del solicitante. 

Art. 17. Dentro de un plazo que no excederá de cinco dias 
á la fecha de la presentación de la solicitud y de los documentos y ob- 
jetos mencionado?, los Gobernadores Civiles remitirán al Director del 
Conservatorio de Artes de Madrid la solicitud, acompañada de los docu- 
mentos y objetos y de una certificación expedida por el Secretario, con 
el Vto. Bno. del Gobernador, del acta del registro y del contenido de la 
caja ó pliego. 

Los gastos de remisión serán de cuenta del interesado. 
Art. 18. El Secretario del Coneervatorio de Artes examinará el 
contenido de la caja ó pliego, y al pié de la certificación de que trata 
él articulo anterior^ extenderá, firmará y sellará una diligencia en que 
se exprese su conformidad ó las faltas que haya. 

Art. 19. El Secretario del Conservatorio procederá inmediata- 
mente á la confrontación de los ejemplares de la memoria y de los dibu- 
jos ó modelos con el único objeto de asegurarse de su identidad y ha- 
llados conformes, y con la nota que expresa el caso 29 del artículo 16., 
escrita al pié de la memoria, extendera, firmará y sellara á continuación 
de ambos ejemplares diligencia en que así lo haga constar. 

Si se encontrasen defectos en la documentación, se hará constar en el 
expediente y deberán ser subsanadas por los mismos interesados ó sus 
representantes, para lo cual se les concede el plazo de dos mcFee, con- 
tados desde la fecha de la presentación de la solicitud en el Gobierno 
de Provincia, si esta es de la Peninsula é Islas adyacentes; el de cuatro 
meses, si de la de Canarias ó de las Antillas, y el de ocho meses cuando 
sea de las Islas Filipinas. 
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E^tos plazoB son improrrogables, y una vez transcurridos sin que se 
hayan subsanado las faltas del expediente, este quedará sin curso y 
se considerará como no hecha la petición de la patente. 

Art. 20. Después de practicado lo prevenido en los dos artículos 
anteriores, el Director del Conservatorio de Artes, teniendo en cuenta 
lo prevenido en el artículo 11 de esta Ley, remitirá al Ministro de Fo- 
mento la solicitud acompañada de informe en que se expresará: 

Primero. Si la forma de la solicitud se halla ajustada á lo prevenido 
en el artículo 15. 

Segundo. Si se han recibido la Memoria y los dibujos, muestras ó 
raodeloá prevenidos, todo por duplicado, y el papel de pagos al Estado 
ctjrrespondiente á la primera anualidad. 

Tercero. Si están perfectamente conformes entre sí los duplicados de 
la Memoria y de los dibujos, muestras ó modelos. 

Cuarto. Si el objeto de la patente está comprendido en alguno de 
los casos del artículo 9. 

Quinto. Si en vista de todo, procede conceder ó negar la petición. 
Art. 21. Si la solicitud es resuelta favorablemente, el Ministro 
de Fomento lo comunicará al Director del Conservatorio de. Artes, 
quien hará pública esta resolución por medio de la Gaceta dé Madrid; 
y en el plazo improrrogable de un mes, contado desde el día de la 
publicación, el interesado ó su representante se presentarán en el Con- 
servatorio de ArtetH á satisfacer, en papel de pagos al Estado, el impor* 
te del papel sellado en que debe extenderse la patente. Si no lo hiciese 
dentro del plazo expresado, el expediente quedará sin curso y se 
considerará como no hecha la petición de la patente. 

Art. 22. Verificado el pago de que trata el artículo anterior, el 
Director del Conservaturio lo pondrá en conocimiento del Ministro de 
Fomento, este expedirá inmediatamente la patente de invención y la 
remitirá al Conservatorio de Artes, cuyo Director lo comunicará al 
Gobernador de la provincia en que tuv) org-^n el expediente para la 
debida anotación en el registro d^ que habla el artículo 16, y dispon- 
drá que por el Secretario del Conservatorio se tome razón de la patente 
en un registro especial y sea entregada al interesado ó á su representan- 
te bajo recibo, que se unirá al expediente. 

Art. 23. A la cabeza de la patente se imprimirá, en caracteres de 
mayor tamaño que los mayores que se empleen en el cuerpo de la mis« 
ma, lo siguiente: 

^^ Patente de invención sin la garantía del Oobiemo, en cuanto á la 
novedad, conveniencia 6 utilidad del objeto sobre que recae,^^ 

Art. 24. El Secretario del Conservatorio de Artes entregará tam- 
bién bajo recibo al interesado ó á su representante, al mismo tiempo 
que la patente, uno de los dos ejemplares de la Memoria y de los dibu- 
jo8) muestras y modelos que la acompañaban, y todo se considerará 
como parte integrante de la patente, expresándose así en la misma. 
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Art. 25. El registro especial de patentes de la Secretaria del Con- 
servatorio de Artes estará á disposición del público durante las horas 
que el Director fije para ello. : Los datos de este registro harán fé en 
juicio. 

TITULO IV. 



DE LA PUBLICACIÓN DE LAS PATENTES. Y PUBLICIDAD DÉLAS DESCRIPCIONES 

r < 

DIBUJOS, MUESTRAS Ó MODELOS. 

Art. 26. El Director del Conservatorio de Artes remitirá al de la 
Gaceta de Madrid en la segunda quincena de los meses de Enero, Abril, 
Julio y Octubre, para la .inmediata publicación en dicho periódico 
oficial, una relación de. todas las patentes concedidas durante el trimes- 
tre anterior, expresando claramente el objeto sobre que recaen. 

Los Gobernadores de Provincia dispondrán que estas relaciones se 
reproduzcan en los Boletines Oficiales tan luego como aparezcan en 
la Gaceta. 

Art 27. Las Memorias, dibujos, muestras ó modelos relativos ala» 
patentes estarán á disposición del público en la Secretaria del Conser- 
vatorio de Artes durante las horas que fije el Director del mismo. 

Todo el que quiera sacar copia, podrá hacerlo á su costa, previo el 
permiso del Director del Conservatorio, quién al concederlo fijará el 
sitio, días y horas erf(Jue pueda verificarse, 

Art. 28. Pasado el término de 'la concesión de las patentes, las 
Memorias, dibujos, muestras ó modelos permanecerán en el Conserva- 
torio de Artes y formará parte de su museo todo lo quesea digno de 
figurar en él, 

TITULO V. ' . 

DE LOS CERTH^ICADÍJS de ADICIÓN. 

Art. 29. El poseedor de una patente de invención, ó su caunia- 
habiente, tendrá durante el tiempo de la concesión derecho á hacer en 
el objeto de la misma, los cambios, modificaciones ó adiciones que 
crea convenientes, con preferericia á cualquiera otro' que simultánea- 
mente solicite patente para el objeto sobre que verse el cambio, modi- 
ficación Ó adición. 

Estos cambios, modificaciones ó adiciones se harán constar por certi- 
ficados de adición expedidos del mismo modo y forma y con las mis- 
mas formalidades que la patente principal, y previas la solicitud y 
documentación que habla el art. 16. 

Art. 30. El que solicite un certificado de adición abonará por 
una sola vez la suma de 25 pesetas en papel de pagos al Estado. 
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Art. 31. El certificado de adición es un accesorio de la patente 
principal, y produce desde la fechas respectivas de la solicitud y de la 
concesión los mismos efectos que ella. El tiempo hábil para explotar 
el certificado de adición termina el mismo tiempo que el de la patente 
[)rincipaL 

TITULO VI. 

DE LA CESIÓN \ TRASMISIÓN DEL DERECHO QUE CONFIEREN LAS PATENTES. 

Atr. 32. Toda cesión, total ó parcial, del derecho que confiere 
una patente de invención ó un certificado de adición, sea á título gra- 
tuito ú oneroso, y cualquiera otro acto que envuelva modificación del 
primitivo derecho, se hará indispensablemente por instrumento público 
en el cual se testimoniará una certificación del Secretario del Conserva- 
torio de Artes, visada por el Director, en la que se haga constar que está 
al corriente el pago de las cuotas fijadas en esta Ley, y que el cedente es 
dueño de la patente ó del certificado de adición, según las anotaciones 
del registro de toma de razón. 

Art. 33. Ningún acto de cesión, ó cualquiera otro que envuelva 
modificación del derecho, podrá perjudicar á un tercero si no ha sido 
registrado en la Secretaria del Gobierno civil de la provincia donde se 
hizo la primitiva adición. 

Art. 34. El registro de la cesiones y de todos los actos que en- 
vuelvan modificación del derecho se realizará por la presentación y en- 
trega en la Secretaria del Gobierno de la provincia respectiva de un 
testimonio autentico del acto ó contrato de cesión ó modificación. 

Kn este testimonio se anotará por el Secretario la fecha y el folio del 
registro. 

Art. 35. El Gobernador de la provincia en que se haga el registro 
de la cesión, ó de cualquiera otro acto ó contrato que envuelva modi- 
ficación del derecho, remitirá al Director del Conservatorio de Artes, 
dentro de los cinco días siguientes al del registro, copia certificada por 
el Secr etario, y visada por el Gobernador, del acto ó contrato de cesión 
6 modificación y de la diligencia que acredite haberse hecho registro 
en la Secretaría. 

Art. 36. El Secretario del Conservatorio de Artes anotará en el 
registro especial de toma de razón de patentes todas las modificaciones 
de derecho que se introduzcan en cada una, en vista de la copia certi- 
ficada del acto ó contrato de cesión, que se unirá al expediente. 

Art. 37. El Director del Conservatorio de Artes remitirá á la Ga- 
ceta de Madrid, al mismo tiempo que la relación á que se refiere el 
art. 26, todas las modificaciones de derecho que se introduzcan en 
las patentes. 
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TITULO VII. 

CONDICIONES PARA EL EJERCICIO DEL PRIVILEGIO. 

Art. tS8. El poseedor de una patente de invención 6 de un cer- 
tificado de adición está obligado a acreditar ante el Director del Con- 
servatorio de Artes, y dentro del término de dos años, coatados desde 
la fecha de la patente ó del certificado, que se ha puesto en práctica en 
los doQQinios españoles, estableciendo una nueva industria en el pais. 

£1 plazo de dos años dentro del cual ha de acreditarse est¿i práctica, 
solo podrá prorrogarle en virtud de una Ley por justa causa y por ún 
plazo que no podrá pasar de seis meses. 

Art. 39. El Director del Conservatorio de Artes, por sí ó por 
medio de un Ingeniero industrial ó de persona competente delegada 
al efecto, fi>e asegurará del hecho practicando las diligencias menos 
gravosas que conceptúe necesarias; y con tal objeto, podrá solicitar la 
cooperación de cualesquiera Autoridades ó Corporaciones, y estas de- 
berán prestarla del modo más eficaz cou su influencia y con todos los 
medios de que al efecto puedan disponer. 

Art. 40. Cuando el Director del Conservatorio de Artes considere 
que el expediente está suficientemente ilustrado, lo remitirá con infor- 
me al Ministro de Fomento para la resolución que proceda. 

Art. 41. Los gastos que ocasionen las diligencias necesarias para 
asegurarse de que el objeto de la patente ó del certificado de adición se 
ha puesto en práctica estableciendo una nueva industria en el pais, 
serán de cuenta del interesado., quien no estará obligado á satisfacerlos 
sin que sean aprobados por el Director del Conservatorio de Artes. 

Art. 42. El Director del Conservatorio de Artes dispondrá que el 
Secretario del mismo anote en el registro de toma de razón de patentes 
la resolución que recaiga en los expedientes de práctica, y comunicará 
esta resolución al Gobernador de la provincia respectiva. 

TITULO VIII. 

DE LA NULIDAD Y CADUCIDAD DE LAS PATENTES. 

Art. 43. Son nulas las patentes de invención: 

Primero. Cuando se justifique que no son ciertas respecto del objeto 
de la patente las circunstancias de propia invención y novedad, la de 
no hallarse establecido ó practicado del mismo modo, y forma en sus 
condiciones esenciales dentro de los dominios españoles, ó cualquiera 
otra que alegue como fundamento de su solicitud. 

Segundo. Cuando se observe que el objeto de la patente afecta al 
orden ó la- seguridad pública, á las buenas costumbres y á las leyes del 
pais. 
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Tercero. Cuando se demuedtre que la Memoria descriptiva no con- 
tiene todo lo necesario para la comprensión y ejecución del objeto de la 
patente, 6 no indica de una manera completa los verdaderos medios 
de construirlo 6 ejecutarlo. 

Art. 44. La acción para pedir la nulidad de una patente ante los 
Tribunales no podrá ejercerse sino á instancia de parte 

El Ministerio público podrá, no obstante, pt?dir la nulidad cuando la 
patente esté comprendida en el caso segundo del art. 43. 

Art. 45. En los casos del art. 43 serán también nulos y de 
ningún efecto los certificados que comprendan cambios, modificaciones 
ó adiciones que se relacionen con la patente principal. 
Art. 46. Caducarán las patentes de invención: 

Primero. Cuando haya tra«scurrido el tiempo señalado en la con- 
cesión. 

Segundo. Cuando el poseedor no pague la correspondiente anualidad 
antes de comenzar cada uno de los años de su duración. 

Tercero. Guando el objeto de la patente no se haya puesto en prác- 
tica en los dominios españoles dentro del plazo marcado en el art. 38. 

Cuarto. Cuando el .poseedor haya dejado de explotarla durante un 
año y un dia, á no ser que justifique causa de fuerza mayor. 

Art. 47. La declaración de caducidad de las patentes compren- 
didas en los casos primero, segundo y tercero del art. 46 corresponde 
al Ministro de Fomento, previo aviso del Director del Conservatorio de 
Artes. Contra la resolución definitiva del Ministro cabe el recurso 
contencioso- administrativo para ante el Consejo de Estado dentro del 
plazo de 30 dias. 

lia declaración de caducidad de una patente comprendida en el caso 
cuarto del mismo art. 46, corresponde á los Tribunales á instancia 
de parte. 

Art. 48. El Director del Conservatorio de Artes, después de dis- 
poner que en el registro especial de toma de razón de patentes se hagan 
las oportunas anotaciones, remitirá al de la Gaceta de Madrid, al mis- 
mo tiempo que la relación á que se refiere el art. 26, otra expresiva de 
las patentes caducadas por resolución del Ministro de Fomento. 

Los Gobernadores Civiles dispondrán que esta relación se reproduz- 
ca en los Boletines Oficiales de sus provincias, y que en vista de ella se 
hagan en los registros de patentes de sus Secretarias las respectivas 
anotaciones. 

TITULO IX. 

J LA USURPACIÓN Y FALSIFICACIÓN DE LAS .PATENTES Y DE LAS PENAS EN 
QUE INCURREN LOS USURPADORES Y FALSIFICADORES. 

Art. 49. Son usurpadores de patentes los que con conocimiento 
3 la existencia del privilegio atontan á los derechos del legítimo po- 
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weedor^ jn UtmvAMulo^ ya ejecutando por k» miainos medios lo qne es 
objeto de la patente. 

Son cómplices los que á eabi<mdas cootríbojen á la fiíbrícaeión, 
Recocí ón y ireota ó expendicíon de los productos obtoiidos del objeto 
de la patente usurpada. 

Art. 50. La unoroacíón de patente será castigada con una multa 
de 200 á 2(100 pesetas. 

Ea casto de reíocideneia, la multa será de 2,001 á 4000 pesetas. 
Habrá reincidencia neoipre que el culpable ha ja sido condenado en 
los cinco años anteriores por el mismo delito. 

La complicidad en la usurpación será castigada con una multa de 
50 á 200 pesetas. En caso reincidenci% con la multa de 201 á 2000 
pesetas, 

Tikío^ los productos obtenidos por la usuriiación de una patente 
se entr^arán al concesionario de esta, y ademá<< la indemnizaron de 
daños y perjuicios á que tunera lugar. Los íufoI rentes sufrirán en 
uno y otro caso la prí>nón subsidiaria correspondiente con arreglo al 
art. 50 del Código penal. 

Art. 51. Los ^Inífícadores de patentes de invención serán casti- 
gados con las penas establecidas en la sección primera del capítulo 4?, 
libro segundo del Código penal. 

Art. 52. La acción para perseguir el delito de usurpación, preWs- 
to y castigado en este título, no podrá ejercerse por el Ministerio público 
sino en virtud de denuncia de la parte agraviada. 

TITULO X. 

DE LA JURISDICCIÓN EN MATERIA DE PATENTES. 

Art. 53. Las acciones civiles y criminales referentes á patentes de 
invención se establecerán ante los Tribunales ordinarios. 

La Kftal orden náinerr> 'l^ de 23 de Febrero de 1889. que deaestima nna redamación de los 
Hren. Oirait y Compafiia. fiobre at^laración áe la patente concedida & D. Félix Cr8eg:uia. por nn 
prodocto fndoirtrial conM^teiite en la fabricación de cordelería de todos gmeatm con la libra textil 
úif\ heniquén declara que no corresponde á e«te Gobierno Oeneral, ni á los Ministerios de Ultramar 
ni de Fomento, la facnitad de modificar ni limitar las patentes concedidas, sino qaa es atribución 
de los Tribunales de Justicia 6 instanda de parte legítima. — (GacetA 22 de Mano.) 

Art. 54. 8í la demanda se dirige al misroo tiempo contra el con- 
cesionario (le la patente y contra uno 6 más cesionarios parciales, será 
Juez competente el del domicilio del concesionflrio. 

Art. 55. Las reclamaciones civiles se ajustarán á la tramitación 
prescrita por )a Ley para los incidentes en el juicio ordinario. Las 
criminales á lo que previene la Ley de Procedimiento criminal. 

Art. 56. En toda reclamación judicial qne tenga por objeto decía- 
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rar la nulidad 6 caducidad de una patente de invención, será parte 

el Ministerio público. 

» 

—Real Orden de 10 de Junio de 1886: 

"Iltmo. Sr.: Visto el expediente instruido á consecuencia de una instancia presentada en este 
Ministerio por D. Juab Creua solicitando determinadas declaraciones que aclaren el texto del 
art. 56 de la Ley de 30 de Junio de 1878 sobre concesión de patentas de invención: 

Considerando quí el Estado nunca puede abandonar la defensa de las resoluciones que dicte, 
y que en todo caso él es el único que puede aclarar, modificar ó confirmar sus i.-ropias resoluciones; 
y teniendo en cuenta que en toda resolución de concesión, caducidad ó nulidad de patentes de 
inyeneión es el único que dicta resoluciones, seg^ún lo prevenido en la citada Ley; 

S. M. la Reina Regente [q. D. g;.] ha t nido á bien diaponer que se entienda que la interven- 
ción del Ministerio público es necesaria en todas las reclamaciones judiciales sobre nulidad ó ca- 
ducidad de patentes de invención, cualquiera que sea la forma que afecte la reclamación, ya en la 
cuestión principal, ya como consecuencia de otras, pues el espíritu y la letra de dicha Ley es que 
no se derogue acto alguno del Gobierno sin que en él tenga representación siempre el represen- 
tante de éste." 

Art. 57. En el caso del artículo anterior, todos los causa-habien- 
tes del concesionario, según el registro del Conservatorio de Artes, 
deberán ser citados para el juicio. 

Art. 58. Tan luego como se declare judicialmente la nulidad ó 
caducidad de una patente de invención, el Tribunal comunicará la 
sentencia que haya causado ejecutoria al Conservatorio de Artes para 
que se tome nota de ella, y la nulidad ó caducidad se publicará en la 
Gaceta de Madrid en los mismos términos y al propio tiempo que esta 
Ley ordena para la publicación de las patentes. 

Los Gobernadores civiles reproducirán en los Boletines Oficiales de 
sus provincias estas nulidades ó caducidades, y harán en los registros de 
patentes de sus Secretarias las respectivas anotaciones. 

TITULO XI. 

DISPOSICIONES TRANSITOBÍAS. 

Art. 59. Desde el diá en que la presente Ley se ponga en ejecu- 
ción quedarán derogadas todas las disposiciones anteriores relativas á 
las patentes de invención, introducción y mejoras. 

Art. 60. Las patentes de invención, introducción y mejoras ac- 
tualmente en ejercicio, que fueron obtenidas con arreglo á la legislación 
anterior, conservarán sus efectos durante el tiempo porque fueron con- 
cedidas. 

Art. 61. Los expedientes incoados antes de la publicación de esta 
Ley se terminarán con arreglo á las leyes anteriores; pero los intere- 
sados podrán optar por los plazos y forma de pago de la presente. 

Art. 62. Toda acción sobre usurpación, falsificación, nulidad ó 
caducidad de una patente, no intentada antes de la fecha en que se 
ponga en ejecución la presente Ley, se sustenciará con arreglo á las dis- 
posiciones de la misma. («Gaceta de Madrid» de 2 de Agosto de 1878.) 
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CONTENCIOSO-A D M INISTR ATI V A 

GonOOptO l6gal ÚB lis pftt61lt68.— Eficacia de la propiedad que ae adquiere por el privlleir<o. 

SetU. de 26 Diciembre de 1872. — Los privilegioB de industria ó de 
invención conRtituyen á favor del privilegiado una verdadera propie- 
dad, bajo la garantía dé los Tribunales de justícia, y los que están en el 
goce de ellos no pueden ser desposeídos sino en virtud de sentencia 
judicial, conforme al art. 13 de la Constitución (de 1869), al R. D. do 
27 de Marzo de 1826 y disposiciones posteriores, y es revocable la Real 
orden que resuelve contra esta doctrina. (T. b., Sala 4?, Sent. en plei- 
to contencioso-administrativo. (Gac. 13 Febrero 1873.) 

COBCOptO logftl d6 Im patOUtOS.— Sqís etectoe, con relación A tercero y al Interéa pttblico. — Incf. 
dente de oposición A un privilegio Industrial y sobre mejor derecho & la producción 
exclusiva de hielo en la Habana. 

DecretOj 4 de Agodo de 1S80. — Gobierno General de la Isla de 
Cuba. — Vista la demanda deducida por el Licenciado D. Antonio Bata- 
nero á nombre de la ^^Compafíia Habanera de Hielo^^ que interpone con- 
tra las resoluciones de este Gobierno General de 29 de Octubre y 19 de 
Diciembre del año último, autorizando el disfrute en la Isla de la Real 
cédula de privilegio que por el Gobierno de S. U. se concedió en 29 de 
Noviembre de 1878 á la sociedad Seddeley y Campaflia, de Liverpool, 
para ejercer la misma industria. 

Considerando: que establecidos los privilegios de invención para 
conciliar la libertad industrial con los derechos délos inventores, aque- 
llos no pueden otorgarse á la especial producción de determinados efec- 
tos, si no que han de concederse limitados á modos ó maneras de pro- 
ducción ó sea sobre maquinarias, instrumentos, procedimientos, etc. etc. 

Consideran^lo: que la concesión de un privilegio, reconoce á favor 
de quien lo obtiene un derecho de propiedad industrial que según la 
Real cédula de la materia puede transmitirse por todos los medios que 
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el derecho reconoce, y se expiden las patentes sin previo examen de la 
novedad del objeto, conteniendo además la cláusula de otorgarse sin 
perjuicio de tercero, y como consecuencia forzosa, llegado el caso de 
que el poseedor de un privilegio se crea perjudicado, tiene que pro- 
mover el juicio prescrito en el artículo 29 déla citada Cédula ante los 
Tribunales ordinarios que han reemplazado al llamado Tribunal de In- 
tendencia, según se dispone en los artículos I? y 29 déla R. orden de 19 
de Julio de 1862. 

Considerando: que el articulo 3? de la citada Real orden es el que 
determina en qué casos las cuestiones sobre privilegios han de resol- 
verse en la via contencioso—administrativa, estableciendo que para que 
esta proceda, no solo es necesario que se reclame contra providencia 
administrativa sino que es además ¡ndispen!>able que la cue.stión verse 
exclusivamente sobre el interés público y el particular agraviado. 

Considerando: qne si bien la expresada demanda se establece con- 
tra disposiciones administrativas cuya revocación se pide, envuelve 
aquella en su fondo una cue&tión de verdadero derecho privado, y de la 
exclusiva competencia de los Tribunales. 

Considerando: por último: que si bien por el número 9, artículo 
27, del Real decreto orgánico de los Consejos de Ultramar se someten á 
la via contenc ioso-administrativa asuntos sobre caducidad de privile- 
gios, el precepto de aquel artículo interpretándolo en armonía con las 
reales disposiciones citadas, ha de entenderse aplicable á los varios ca- 
sos que sobre caducidad de privilegios pueden ocurrir; pero con excep- 
ción de aquellos en los que, como sucede «n el de que se trata, se ven- 
tilan cuestiones de propiedad entre particulares, que como ya se ha di- 
cho, han de quedar s'empre exclusivamente reservadas á los Tribunales 
de Justicia. 

De conformidad con lo propuesto se declaró improcedente el recur- 
so. (Gaceta, 6 Agosto de 1880.) 

ConCOptO Idgftl do IftS pfttontOS.— Revocatoria d« una resolución del Gobierno General de esta 
Isla que concedió nn privilegio exclusivo para la elaboración de hielo en la Habana y 
dispuso qne no se expidieran más privilegios ni permisos para producir dicha sus- 
tancia. 

Sent, 26 de Abril 1881, — En el pleito contencioso- -administrativo 
seguido á virtud de demanda que el Ministerio Fiscal á nombre de la 
Administración del Estado promovió sobre revocación de la orden que 
en 1? de Junio de 1878 se expidió por el Gobierno de la Isla, conce- 
diendo á D. Francisco D. Sowers, 'bajo las condiciones que el mismo 
expuso, que no se expidieran más privilegios ni permisos para fabri- 
car hielo en la Isla, habiendo sido también parte en el juicio, sostenien- 
do la providencia reclamada, la Sociedad anónima ^^Compañia Haba- 
nera deHielo,^^ representada primero por el Ldo. D. José Ramón Ca- 
bello y después por el también Ldo. D. Antonio Batanero. 

(!]k)nsiderando: que para conciliar la libertad industrial ó de pro- 
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ducciÓD con loB respetos debidos al derecho de propiedad que al inven- 
tur se reconoce sobre su invento, fueron establecidas las cédulas 6 pri- 
vilegios de invención por medio de los que se asegura á aquel en cuyo 
favor se otorgan el goce ó disfrute exclusivo del objeto ó procedimiento 
privilegiado: 

Que la Real cédula de 30 de Enero de 1833, que para Ultramar, se 
expidió reproduciendo los principales preceptos del Real Decreto de 27 
de Marzo de 1826, que en la Peninsula regia, estableció las reglas que 
debian observarse en la concesión de privilegios y en el articulo 1? pre- 
viene que los privilegios habían de recaer sobre los medios de ejecución, 
dejando libre para otros la facultad de realizar el mismo objeto por di- 
versos medios ó sea que según se explicó en Real decreto de 23 de Di- 
ciembre de 1829, los privilegios se dan para los modos ó maneras es- 
peciales de producir que constituyan el invento, pero que no han de 
otorgarse para el derecho exclusivo de una especial producción, de mo- 
do que solo pueda ejercerla la persona favorecida con la patente. 

Que al hacer aplicación de los expuestos principios el caso objeto 
del pleito, aparece que si bien hubo de ser procedente el privilegio que 
en 5 de Enero de 1878 se concedió- á D. Francisco K. Sowers, para fa- 
bricar hielo con el aparato y procedimiento sobre los que recayó el pri- 
vilegio no puede decir:<e lo niibnio respecto á la segunda concesión, que 
en 24 de Mayo fué acordada y se comunicó á Sowers en 1? de Junio 
de 1878, (mra que en ella no pudieran dispensarse para el invent«> á 
que se contrae otras garantías que las establecidas en la legislación vi- 
gente, sobre la materia. 

Que reconocido en la citada Real cédula el derecho que para obte- 
ner privilegios asiste á todo el que posee un invento, aquel derecho 
quedaba sin efecto det^de que por la concesión de 1^ de Junio se asegu- 
ló que no se concedería más privilegios ni permisos para fabricar hielo, 
tratándose por aquella concesión de otorgar el ejercicio de un dere- 
cho exclusivo para producir hielo ósea un verdadero monopolio de 
tal industria que ninguna otra persona podría explotar en la Isla, se- 
gún bien claramente se expuso en el escrito de 22 de Enero de 78, en 
que Sowers pidió tal concesión manifestando que aspiraba á que en la 
explotación del prívilegio no pudiera hacérsele una competencia ruino- 
sa y así apreciada la concesión de 1? de Junio, resulta no ser ya con- 
traria sino hasta cieno punto derogatoria de la Real cédula, puesto que 
de cumplirle lo ofrecido en la concesión habia de negarlas patentes que 
ajustándose á la Real cédula se solicitaran para producir hielos por otros 
distintos procedimientos y por el contrarío si dando la debida ohserv>^i 
cía á la Real cédula se expedian tales patentes habia de sobrevenir f 
zosamente el caso ya mencionado en el expediente gubernativo de ' 
habiéndose otorgado en 9 de Junio de 79, cédula de privilegio para 
bricar hielo á D. Valentín V'albran Chapman, como apoderado de . 
Sociedad Anónima de Ginebra, contra la expedición de aquella cér' 
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protestaron Sowers y Berder, ante los Consulados de los Estados Unidos 
y Alemania por lo que entendían que lastimaban sus derechos y tales 
protestas contra un acto perfectamente legal cual es la concesión de 
una patente que no puede negarse mientras se ajuste á los preceptos 
de la Real Cédula vigente, demuéstrala necesidad que tuvo la Adminis- 
tración de provocar el que por términos legales se revocara la concesión 
en que se apoyaban las protestas. 

Considerando: que por más que sean beneficiosas las conclusiones 
bajo las que se otorgó la gracia origen del pleito y según jas que reci- 
birían gratis los Hospitales el hielo que necesitaran y habia de obtener- 
lo el público á precio más bajo que el en que se expendia, no cabe es- 
timar aquellos beneficios como fundamentos bastantes para que por 
ellos y resolviendo sobre un caso particular se alterara la Real cédula vi- 
dente suuriniiéndose derer'hos que la misma Real Cédula amparaba y las 
providencias administrativas contra las que se recurre en la via con- 
tenciosa en tanto deben sustentarse en cuan feo se ajusten á las disjjosi- 
ciones legales que debieran tener aplicación al diotarse aquellas. 

Considerando: en cuanto á las alegaciones que en su contestación 
á la demanda hizo la parte que en el pleito sostiene la providencia recla- 
mada, razonando en el sentido de que no [íuede aquella providencia 
modificarse, ni la Administración pedir su revocación en la via conten- 
ciosa. 

Que establecido el recurso contencioso para resolver sobre los dere- 
chos administrativos lastimados en las relaciones de los particulares 
con la Administración las providencias (]ue esta dicta y dan lugar al 
carso, así pueden perjudicar á los particulares, como á la Administra- 
ción y del mismo modo que tienen aquellos expedito el recurso con- 
tencioso contra las providencias que le agravian, así también la Admi- 
nistración ha de ejercitar aquel recurso, cuando es ella la agraviada y 
ese derecho que á la Administración asiste [)ara establecer la via con- 
tenciosa, de igual manera que lo hacen las particulares, por más que 
no se hayan ejercitado en la Isla, está reconocido en la Jurisprudencia 
délo contencioso y también declarado así en el articulo cincuenta del 
Reglamento de procedimientos del Consejo Real de treinta de Diciem- 
bre de mil ochocientos cuarenta y seis, como en el Real decreto de 
veinte y uno de Mayo de mil ochocientos cincuenta y tres y no podia 
menos de ser así, porque no se concibe que contra loa principios de 
igualdad que rijen los juicios civiles como los administrativos, se nega- 
»f^ ^ la Administración el ejercicio de un recurso que libremente utili- 
los particulares mediando únicamente diferencial en cuanto al ter- 
iO dentro del cual ha de promover la via contenciosa, que para los 
ticulares es el señalado por las leyes, mientras que para la Adminis- 
"*ón el término se cuenta desde la fecha en que entendiendo que 
providencia anterior le irrogó perjuicios la misma Administración 
— que se provoque su revocación por la via contenciosa y dentro 
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de este término aparece establecida la demanda de que se trata y sin 
que haya tampoco iugJir á confundir como lo hace la contestación de la 
demanda, la circunstancia de causar estado una providencia guberna- 
tiva en cuanto por ella se ultima la via administrativa con los efectos 
legales que producen las ejecutorias de los Tribunales. Fallamos que 
debemos declarar y declaramos improcedente la resolución que en 24 de 
Mayo de 1878 se dictó por el Gobierno General y fué comunicada á los 
interesados en primero de Junio siguiente en cuanto por ella se dispuso 
que no se expidieran más privilegios ni permisos para producir hielo, y 
t'n su virtud dejamos sin efecto la resolución mencionada, acordando 
se llame la atención al Gobierno General sobre el hecho de que habién- 
dose acordado á fojas tres <lel segundo cuaderno de notas que la Socie- 
dad Anónima «Compañia Habanera de Hielo» solo fuese autorizada para 
explotar el privilegio de cinco de Enero de setenta y ocho, nó la conce- 
sión posterior de primero de Junio del mismo año, al comunicarse 
aquella resolución á los interesados por el oficio que original obra á 
fojas ochenta y nueve. del pleito, se les dijo que la expresada Sociedad 
Anónima podia abarcar ambas concesiones. (1). 

Competencia administrativa en materia de patentes.— Las autoridades administrativas 

flon las competentes para aclarar loa términos y para rectificar los errores de sas 
resoluciones concediendo patentes. 

Serit. 18 Diciembre 1891, ^\)on José Martínez Sánchez solicitó 
del gobernador general de la isla de Cuba, en 15 de Enero de 
1884, que se le expidiera patente de invención con privilegio por 
diez afíos para la fabricación exclusiva de cordeleria de todos gé- 
neros con la fiVjra textil llamada Heniquén. Publicado el anuncio 
en la Gaceta, se expidió cédula de privilegio concediendo al solici- 
tante la propiedad exclusiva pai'a que pueda usar, fabricar ó vender el 
mencionado invento, contando desde esta fecha hasta el dia 23 de 
Febrero de 1894 en que concluirá. En 3 de Diciembre de 1885 acu- 
dieron el juez de primera instancia de Guanabacoa y D. Miguel 
Llavier al gobernador general, solicitando se aclarase el privilegio 
concedido á Marti nez, y trasmitido por éste á D. Félix ürsueguia y á 
D. Sebastian Garcia, á lo cual se accedió, publicándose un anuncio 
en el que se expresaba, que con el fin de aclarar dudas acerca de la 
manara de entenderse el privilegio concedido á D. José Martínez, se ha- 
cia saber, con fecha 19 de Diciembre de 1885, que dicho privilegio fué 
concedido para un procedimiento ó aparato de fabricación de cordele- 
ria de todos gruesos con la fibra textil llamada Henequén, y no para la 
fabricación de cordeleria de todos gruesos con la fibra textil llamada 
Henequén, como equivocadamente se publicó en 3 de Marzo del año 
próximo pasado, puesto que conforme á lo establecido en el artículo 9? 



(1) Esta sentencia fué declarada firme por anto de 14 de Julio de 1885, publicado en la Gace 
ta de la Habana de 28 de Abril de 1886, fundándose dicha declaratoria en el aband<»no y desestl 
miento de la part« apelante en el recurso, que interponía para ante el Consejo de Estado. 
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de la ley de 30 Julio de 1878, el uso de los productos naturales que s*} 
empleen como materia prima no puede ser objeto de privilegio. Contra 
esta última resolución interpusieron demanda ante la Sección de lo 
Contencioso del Consejo de Administración de la isla de Cuba solici- 
tando se reví)cara, D. Félix Ursueguia y D. Sebastian Garcia; lo cual 
se estimó por dicha Seccióa, que ea su sentencia de ocho de Marzo de 
1887 revocó la resolución recurrida. Interpuesto recurso de apelación 
por el fiscal, se dicto sentencia por el T. C. A. revocando la inferior 
y declarando firme el acuerdo del gobernador general de 15 de Diciem- 
bre de 1885: 

Considerando: que tanto los términos de la instancia de D. José 
Martínez Sánchez, como el contexto de la cédula de privilegio mandada 
á expedir en favor del mismo, demuestra que el fin de la solicitud de 
aquel fué asegurar la propiedad de su procedimiento de fabricación de 
cordelería con la fibra textil que expresaba, lo cual difiere esencialmen- 
te del privilegio para la fabricación de cordeles con la dicha fibra, que 
denotaba el anuncio publicado con fecha 3 de Marzo de 1884, por lo 
que el acuerdo del gobernador general de 19 de Diciembre de 1885, ob- 
jeto de la demanda, no hizo más que restablecer la verdad de los he- 
chos, y no fué otra cosa que la corrección de un error material cometido 
al publicar el anuncio de 1884: 

Considerando: además, que consignado de modo expreso en la ya 
dicha cédula el concepto del privilegio obtenido por Martínez Sánchez, 
la resolución de 19 de Diciembre de 1885 reclamada, no pudo causar 
agravio á derecho alguno legítimamente constituido en favor del conce- 
sionario ó de sus causas-habientes, y por ello no estaba obligada la Ad- 
ministración á deducir recurso en via contencioso administrativa para 
corregir aquel error, pues lo comprobaba la simple confrontación de los 
documentos unidos al expediente: 

Considerando: por ultimo, que, según ha establecido la jurispru- 
dencia del Consejo de Estado, á las autoridades de la Administración 
es lícito aclarar por sí los términos de sus resoluciones, y más cuando, 
como en el caso del presente litigio, procedan de faltas en la redacción 
de sus acuerdos, que contradigan 6 violenten el espíritu de la resolu- 
ción misma y el alcance que le quisiera conceder la autoridad que la 
adoptó. (Gac. 19 Septiembre 1892.) 

CIVIL. 

Loy do PatonteSi — Su objeto es dar protección A los métodos ó procederes científleos-me- 
cánicos; nó el monopolio de las artes ó industrias nuevas. 

Serit 20 de Febrero 18SS. — Impugnado un privilegio de introduc- 
ción de un sistema de piscicultura, se deja sin efecto, estableciendo la 
doctrina siguiente: 

Que el R. D. de 27 de Marzo de 1826 tuvo por objeto adelantar la 
industria y las artes proporcionándoles la multiplicación y perfección 
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de máquinas, ín»trumento:(, artefactos, procederes j métodos científicos 
y mecánicr>i> eegán las palabras textuales de su preámbulo, que expli- 
can la p^rtedi;$p^MÍtíva. 

Que la pítK;ícultura, aunque sea el rebultado de] estudio de la 
hiétoría natural y aun de la química, no es un mete do 6 proceder 
científico mecánico para el adelantamiento de las artes 6 indu&tría, sino 
una industria ó arte nuern á la cual nn es por ]o mismo aplicable el 
K. D. citado, que por cuanto afecta á la libre concurrencia debe tomarse 
en isentído estricto. — (Gaceta 27 Marzo.) 

Nulidad d0 patcntéii — por careeer de la eaalidad de inrención j novedad el objeto prlvi- 

l^^ado, 

m Ser/it. IS Febrero 1SS6. — Declarada la nulidad de la patente de un 
molino yesero por resaltar «ií la-? pruebas practicadas que este era igual 
á los comunes movidos por cabailerias, y solo se diferenciaba de ellos 
en que tenia un cono distribuidor del ye^o, interpuso uno de los liti- 
gantes recurso de casación contra la sentencia que tales declaraciones 
hixo; y al cual recurso rfisuelve el T. S. no haber lugar: 

Considerando: que contra la apreciación déla prueba hecha por la 
Sala eentencíadora no se alega error de hecho ni de derecho; que la 
falta de la nota-resumen á que se refiere el art. 15 párrafo 2? de la. 
ley de 30 de Julio de 1878, "y las de invención y novedad en el 
pretendo invento, producen la nulidad de la patente, conforme al 
artículo 43; y que esta no se concedió pira el cono distribuidor sino 
para todo el artefacto " — (Gac. 4 de Mayo.) 

HoVOdad ddl OtfjfitO d0 la patonte.— corresponde al Tribunal sentenciador apreciar la novedad 
de un {nvf>nto para df^-larar la nulidad de nna patente. Daños y perjaioios. 

Sent. S de Enero de 1801. — Don Sih'estre Pujos obtuvo del Gobier- 
no en 20 de Noviembre de 1884 privilegio de invención para un nuevo 
resultado industrial, consistente en trenza plana de yute y cáñamo, 
fabricada mecánicamente. Parece que hubo quien la produjo por el 
medio objeto de la patente; lo cual dio lugar á que por denuncia de 
Pujos se siguieran tres causas criminales contra los pretendidos usur- 
padores, las cuales terminaron con sentencias absolutorias ó con autos 
de libre sobreseimiento. 

Con tales antece'lente¿«, D. Luis Anglés, alegando que la patente 
otorgada á Pujos se referia á un procedimiento conocido y practicado 
, en el Mediodía de Francia desde el año 1876, entabló demanda contra 
dicho industrial en súplica que se declarase nula la patente que le ha- 
bía sido concedida. Combatió Pujos esta pretensión; recibido el pleito 
á prueba, practicáronse copiosas diligencias por los litigantes, enca- 
minadas á demostrarla novedad del invento, ó la ignorancia de que 
en 1884 existieran iguales fabricaciones, y por el contrario, la antigüe- 
dad de la invención y el ejercicio de la industria en Francia y aun en 
España desde antes de 1884. 
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Apreciando el Juzgado del Parque de Barcelona y la Audien- 
cia del territorio, el resuUado délas probanza», pronunciaron sentencia 
absolviendo al demandado. Y su adversario interpuso recurso de ca- 
sación fundado: 

19: Eii la infracción de los artículos 3? 9? y 5?, y 43 de la 
ley de 30 dé Julio de 1878; los tres primeros en el concepto de declarar 
válida la patente de autos, cuando según los 39 y 99, es necesario, para 
que un resultado ó producto industrial pueda ser objeto de patente, que 
sea nuevo, y solo se considera como tal por el 59, lo que no es conocido 
ni se halla practicado en los dominios españoles ni en el extranje- 
ro. ..-29: — En error de hecho en la apreciación de las pruebas resultante 
de documentos auténticos demostrativos de la equivocación evidente 
del juzgador; porque versando la cuestión de autos acerca de la existen- 
cia de un hec ho, el de si al concederse á D. Silvestre Pujos la patente de 
invención de 20 de Noviembre 1884, el producto industrial sobre que 
recaía era ó no nuevo; esto es, si era ó no conocido, ose hallaba ó no es- 
tablecido ó ^puesto en práctica en España ó en el extranjero, la Sala, 
en la sentencia recurrida, aprecia que era nuevo y no conocido en Espa- 
ña ni en el extranjero: apreciación errónea: resultando el error del auto 
firme dictado por la Audiencia de lo criminal y de la sentencia firme de 
la Sala de lo criminal déla Audiencia de Barcelona en causas promovi- 
das por el mií^mo Pujos... Y 39: —En la infracción del final del párrafo 
16, tit.III, lib. IV de las Instituciones de Justiniano..., de la doctrina 
contenida en la ley 3^, título XV, Part. 7^.,., y de la doctrina estableci- 
da por esta Sala en sentencia, entre otras, de 27 de Diciembre de 1883, 
según la cual existe la obligación de indemnizar los perjuicios que 
se ocasionen cuando los que se reclaman proceden de actos voluntarios, 
practicados en utilidad y beneficio del que los causó..." 

Se declara no haber lugar al recurso: 

^* Considerando que el motivo l?del recurso es inadmisible, porque 
hace supuesto de la cuestión, y dando por cierto que la máquina y 
trenza plana, objeto del privilegio obtenido por D. Silvestre Pujos 
en 20 de Noviembre 1884, carecen del requisito esencial de novedad, 
señala como infringidos artículos de la ley de 30 de Julio de 1878, 
inaplicables desde el momento que la sentencia recurrida, por el con- 
junto de la prueba testifical, pf^ricinl y documental })racticada, absuel- 
ve de la demanda por estimar que el recurrente no ha demostrado que 
dichas máquina y trenza carezcan de tan primordial requisito: 

Considerando, respecto al motivo 29, que el único error que ha- 
' ia podido cometer la sentencia recurrida al no tomar en cuenta las de 
criminal que señala, seria en tal caso el de derecho y no el de hecho, 
le es el alegado; y que acerca de este no cabe suponer su existencia, 
)rque además' de que la. simple lectura deaqaella muestra claramente 
le la Sala sentenciadora tuvo presente dichas sentencias, y las apreció 
mo estimó procedente para dictar su fallo, es indudable que las repeti- 
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das sentencias solo declararon sobre la existencia de usurpación y sus 
responsables, y qué pena é indemnización debían sufrir y abonar con 
arreglo á los artículos 49 y 50 de la ley de 30 de Julio de 1878, y por 
tanto no pudieron resolver sobre la nulidad y subsistencia del privilegio 
de 20 de Noviembre de 1884, cuya declaración reservan expresamente 
á la jurisdicción civil los artículos 54, 55, y 56 de dicha ley, diferencia 
que ha venido á reconocer el recurrente en el hecho de promover este 
pleito cuando todavía estaba pendiente la caasa en que se le acusaba 
como usurpador: 

Y considerendo que no ha podido infringir las leyes y doctrinas 
que se citan en el motivo 39, referentes a perjuicios y su abono, porque 
también se parte para esta alegación del supuesto de ser nulo el privi- 
legio, es decir, d¿ lo contrario de lo estimado y resuelto en la senten- 
cia recurrida." (Gac. 12 Febrero, pág. 110.) 

UTllid&d do patontdS. — ApreciHcl^n dt* las causas por las cuales puede anularse una patente. — 
Diferencia entre el contrato de aprovechamiento y el do trasmisión de una patente. — 
Coexistencia de más de un privilegio sobre un producto iudustrial.— Patentes relativas 
á procedí mÍento8 industriales aplicados á igual producto.— Patentes adicionales. 

Sent. i de Noviembre d» 1891. — El Conde de Torres Cabrera pidió 
y obtuvo en 19 de Mayo de 1879 patente de invención para la fabri- 
cación de azúcar de remolacha que le fué concedida por cinco años. 
D. Juan Creusy P. Juan López Rubio, solicitaron y obtuvieron a su vez, 
en 14 de Mayo de 1880, otra patente de invención para lo mismo, por 
un procedimiento que, aunque conocido en el extrangero, juzgaban 
nuevo en España; y por último en 20 de Marzo de 1880, se expidió 
también á favor d^l Duque de Almodóvar del Valle otra patente para 
la propia explotación por un determinado procedimiento, cediendo el 
duque los derechos de esta patente á favor del citado conde de Torres 
Cabrera por contrato de 30 de Junio de 1880. 

A fin de evitar pleito?», cíínvinieron éste y los concesionarios Creua 
y Ló|)ez por medio de esJcritura, ceder el primero á los segundos sus 
derechos de patente para la citada fabricación, á fin de que estos pu- 
dieran explotarla, obligándose los mismos entregar al conde el 5 por 
100 el producto líquido de las cuatro primeras campañas de su fábrica, 
que habia de establecer en la vega de Granada, pudiendo el conde es- 
tablecer otra fábrica en su colonia Santa Isabel, ó en otra parte, pero 
limitándose el uso y beneficio de la explotación solamente á las dos fá- 
bricas, en las cuales con exclusión de otra alguna, se realizarla el objeto 
de la patente. 

En 17 de Noviembre de 1881, Creus y López pidieron una paten- 
te para la repetida explotación por medio de la difusión, obteniendo 
aquella en 22 de Abril de 1882 por cinco años, plazo que se declaró 
caducado por terminación en 23 de Abril de 1887. 

Después de una correspondencia particular, que sustancialmente 
en la sentencia se consigna, y en la cual manifestaron Creus y López 
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no haber hecho uso de la concesión de la patente de Tories Cabrera, 
sino de la suya propia de 1882 por el procedimiento de d'fusión, aquel 
para hacer valtr aus derechos al 5 por ICO de la explotación de Creus 
López conforme á lo convenido, suscitó pleito sobre este extremo, re- 
clamando el primero á los segundos la liquidación desde 1880 hasta la 
terminación del plazo, en mérito de lo convenido, y pidiendo la exhi- 
bición de los documentos, etc., de la fábrica de Creus y López. 

Estos se opusieron á la demanda y reconvinieron á Torres Cabrera, 
pidiendo la nulidad de la patente de éste de 1880 y valedera la suya de 
1-882, condenando al conde á entregarles los productos de su fábrica, 
indennización, etc. Sustanciado el pleito por todos sus trámites, fueron 
condenados Creus y López y absuelto de la reconvención el conde de 
Torres Cabrera. 

^Aquellos interpusieron recurso de casación y el T. S. declara no 
haber lugar ai recurso: 

*\.. Considerando que tan solamente por algunas de las causas ta- 
xativamente señaladas en el artículo 43 de la ley de 30 de Julio de 
1878 pueden anulaise las patentes de invención una vez expedidas, é 
invocándose como se invocan por los recurrentes la señalada en cuarto 
iugar para impugnar la validez de la patente del conde Torres Cabrera, 
que según va dicho tuvo por objeto la explotación del procedimiento 
descrito en la Memoria á que se refiere el art. 16 de la propia ley apli- 
cado á la fabricación de azúcar de remolacha, han debido demostrar, 
cual lo previene aquel precepto legal, que esa Memoria no contiene todo 
io necesario para la comprensión y ejecución del objeto de la patente, 
ó que no indica de una manera completa los verdaderos medios de eje- 
cutarlo sin que la necesidad de esta demostración pueda suplirse como 
lo pretenden lo recurrentes con su apreciación personal respecto al con- 
tenido de la Memoria, mayormente cuando resulta demostrado adminis- 
trativamente que la patente quedó puesta en práctica dentro del térmi- 
mino legal, y por tanto al estimar su validez no se han infringido los 
dos preceptos anteriormente citados ni tampoco la sentencia de este 
T. S. de 18 de Febrero de 1886, alegada juntamente con ellos en apoyo 
del segundo motivo del recurso bajo el supuesto erróneo de exijir para 
dicha validez algo más de lo requerido por la ley misma: 

Considerando que aun suponiendo, como lo hacen los recurrentes, 
que la patente del conde de Torres Cabrera fuera la única materia y 
causa á la vez del contrato celebrado entre ambas partes litigantes, no 
seria este nulo, ni por falta de objeto, ni por falta de causa: 

Considerando que una vez cumplida por el conde de Torres Cabre- 
ra la obligación que contrajo de permitir tan solo á los recurrentes y á 
ningún otro más el disfrute de la propiedad industrial representada 
por la patente, obligados están los mismos á cumplir por su parte la 
que contrajeron de abonar al primero la cuota pactada en proporción 
á los beneficios que obtuvieran al fabricar azúcar, ya porque esta obli- 
gación íué pura, ya porque aun dependiendo de la posibilidad del dis- 
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frute, ninguna circunstancia oblativa se le opuso dada la validez de la 
patente: 

Considerando que por versar el contrato tan solo sobre el aprove- 
chamiento de la patente, no fueron precisos los requisitos formales exi- 
gidos por el art. 35 de la mencionada ley de 1878 para el caso de me- 
diar trasmisión total ó parcial del derecho de propiedad industrial, y 
que aún suponiendo que el contrato envolviera una trasmisión de ese 
derecho, darla lugar, el defecto á que las partes pudieran exigirse la 
subsanación pero no invalidaría las obligaciones recíprocamente con- 
traidiis por loa interesados: 

Considerando que... refiriéndose ambas patentes á procedimientos 
industriales aplicados á igual producto, la cuestión no puede resolverse 
por la aplicación del art. 49 en combinación con el 19 39 49 y 59 de la 
ley de 1878, que autoriza la existencia de patentes sobre productos 
con las circunscritas á procedimientos; y por lo mismo no han podido 
infringirse dichos preceptos: 

Considerando que refiriéndose la patente del conde de Torre Cabre- 
ra al procedimiento descrito en la Memoria, fuerza es reconocer que así 
la raspa ción como la difusión, e.«tan contenidas entre las operaciones 
allí descritas para obtener el azúcar de remolacha y que por tanto no 
ha cometido la sala sentenciadora error de hecho al estimar que el 
conde estaba autorizado para ex|)lotar uno y otro método; y aun supo- 
niendo que constituyan" dr>s procedimientos diversos y no uno solo, 
para los fines de la ley de 1878, al efecto que por separarse en ello del 
art. 10 de la misma tuviera la patente, no obtaria á su eficacia ante- 
los Tribunales que carecen de potestad para anular ese acto adminis- 
trativo, fuera de los casos y en la forma prevenidos por la misma ley, 
siguiéndose de ello que sobre no haberse cometido el error de hecho, 
tampoco el de derecho alegado por. infracción de este art , ni menos del 
29 que, por referirse á las patentes adicionales, carece de aplicación 
aquí donde ninguna de las litigiosas tienen ese carácter. (Gac. 8 Di- 
ciembre, pag. 177.) 

CarduCidAd do patentes.— No procede declarar la raducidad del privilegio cuando ae ha plan, 
teado la industria Hobre la cuál recala, aunque en los medioH de practicarla se haya 
omitido algún aparato, instr umentoó detalle descrito en la Memoria al inventor. 

Sent 10 Mayo IWJf. — Los Sres. Mallet y Pagnier solicitaron patente 
de invención de un sistema de aparatos para la destilación ó tratamiento 
por los gases, de las materias es[)esas, empleando entre otros instru- 
mentos, una bomba inobítruible... Ex])idiÓ8e la patente, plantearon su 
industria los inventores, dentro del término de dos años,- pero no coloca- 
ron la bomba inobstruible descrita en la Memoria, por lo cual recayó 
Real orden declarando caducado el privilegio. Los interesados recurrie- 
ron al T. de lo G. A., en el que dos consejeros ministros emitieron voto 
particular en el sentido de absolver ala Administración déla demanda: 
pero la mayoría pronunció la siguiente sentencia: 



N 
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**... Considerando: que el espíritu y la letra de la ley de 30 de 
Julio de 1878 lo que exije es que el invento se pon^a en práctica en el 
plazo que determina, estableciendo una nueva industria, lo cual se veri- 
ficó en el presente caso, puesto que resulta acreditado el funcionamiento 
perfecto del sistema de aprovechamiento á que el invento se refiere, 
siendo indiferente que «e emplease ó no la bomba inobstruible, destina- 
da á usarse solo cuando hubiesen de elevarse sustancias semifluidas, 
pues lo esencial era el resultado que se obtenía en su integridad por los 
medios descritos en la Memoria y representados en los planos: 

Considerando que se halla por [tanto completamente justiftcado 
que Mallet y Pagníer al abiir sus talleres en Vizcaya ya prescindiesen 
por la claae de materias que empleaban en la fabricación de la bomba 
inobstruible, que constituía uíia parte meramente accidental de su in* 
vento, y sin que por ello pueda sobtenerse que este ha incurrido en la 
caducidad que prescribe el artículo 4ü de la ley, porque resulta plena- 
mente acreditado que se ha puesto en práctica en los dominios españo- 
les, que Mallet y Pagníer han. establecido una nueva industria en el 
país; ce modo que se han llenado las condiciones que exije el art. 38 de 
la citada ley 

Visto el art. 15 de la ley de 30 de Julio de 1878, el art. 38 y el 
art. 46. 

. Se revoca la Real orden impugnada, declarando en su lugar subsis- 
tente el })rivilegío de invención que en la misma se caducó y que fué 
otorgada á los demandantes. (Gac. 8 Oct.) 

NoVddsid dol Objsto do 1& FdtdntO. — validez de las patentes concedidas sobre objetos fun- 
damentalmente nuevos, segün la apreciación de las pruebas, 

Sent 17 de Diciembre de 1896. — La Sociedad "Viuda de Borras y 
Alegre'' promovió pleito para que se declarase nula la patente conce- 
dida á D. Valentín Silvestre Fonbuena, para elaborar cigarrillos de pi- 
cadura, por recaer sobre objetos y máquina anteriormente otorgados 
con privilegio exclusivo á la parte a:ctora. Denegada la pretensión déla 
Sociedad por el Juzgado del Sur de Madrid, y en apelación, por la 
Sala segunda de la Audiencia, interpuso la Viuda de Borras y Alegre 
recurso de casación por infracción del art. 15 número 29, párrafo 29 en 
relación con el art. 43. caso 49 de la Ley de Patentes. El Tribunal Su- 
premo declara no haber lugar al recurso: 

Considerando que aparte de que es un hecho establecido por la 
Sala sentenciadora, no combatido en el recurso de la manera especial 
que exije el número 7 del art. 1,692 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
que las patentes número 4,436 y 9,469 del Registro especial de patentes 
son distintas como lo son las máquinas para hacer cigarrillos, fabrica- 
das por los litigantes á quienes hoy corresponde el privilegio de inven- 
ción, y que no existe por tanto, la usurpación atribuida por la Sociedad 
demandante á Fombuena para fundar la reclamación de daños y perjui- 
cios, no puede ponerse en duda que la patente obtenida por éste con- 
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tiene cuantos requ'u^sitos exige para su validez y etícacia la ley de pro- 
piedad industrial de 30 de Julio de 1878, toda vez que el privilegio 
debia recaer, según la nota puesta al pie de la Memoria sobie una nue- 
va máquina para hacer cigarrillos con picadura al cuadrado, engomados, 
sin engomar y cerrados por ambos lados, tal como se describe en la Mfi- 
moría y planes que acompañan, y que habiendo expiesado los peritos, 
en cuyo dictamen técnico se fundó el juicio del Tribunal sentenciador 
para desestimar la nulidad pretendida de la patente Fombuena, que la 
máquina de éste no era antea conocida, ni se habia establecido del mis- 
mo modo y forma en 8Ut> condiciones esenciales dentro de los dominios 
españoles; que es la primera que consiguió la fabricación práctica de 
cigarrillos con piccidura al cuadrado, intentada hasta entonces infructuo- 
samente, merced áloa organismos inventados por el demandado, detalla- 
dos en la Memoria y planos de su patente, formando un conjunto ar- 
mónico que constituye la nueva máquina sobre la qiie recayó el privi- 
legio, os evidente que éste se refiere al conjunto y especial disposición 
de los organismos que constituyen la nueva máquina para dar por re- 
sultado el objeoto práctico industrial á que la invención se dirije, y que 
en tal concepto la nota puesta al pié de la Memoria, en relación con el 
contenido de ésta; reúne cuantos extremos señala el art. 15 de la Ley 
especial antes citada, la cual no aparece infringida en la sentencia como 
se supone en el único motivo admitido en el recurso. — (Gac. 22 Enero 
de 1897.) 

NOVOdftd del ObjdtO dd !& Ffttente.— Cuncesión de pat«nte por procedimiento ya patentado, 
pero cuya i.-ráctica fu<^ abandonada apeaas se inició: Descripción del objeto de la pa- 
tenta, 

Sent. 26 Marzo 1900. — Expedido á favor de D. Ramón Marull en 
14 de Marzo de 1886 el título de concesión de una patente para la fa- 
bricación mecánica de enrejados metálicos, promovió pleito solicitando 
la nulidad de la otorgada á D. Francisco Riviere en 22 de Agosto del 
propio año sobre el mismo objeto y que se le prohibiera su práctica du- 
rante cinco años, á contar desde el dia en que el actor había obtenido 
la suya. Seguido el juicio por sus trámites, se unió á los autos en el 
período de prueba una certificación librada por uno de los actuarios de 
e»ta corte, relativa á expediente de concesión de la patente á favor del 
demandado, presentada en el Gobierno civil de esta provincia en 5 de 
Junio de 1884, de la que aparece que habia pagado las tres primeras 
cuotas anuales, dejando de pagar las cuarta, [)or lo que se habia decla- 
rado su caducidad en Enero de 1888, habiendo acreditado Riviere el 
hecho dí^ haberla puesto en práctica en los dominios españoles en 4 de 
Diciembre de 1886, y por medio de testigos, que hacia diez años venia 
dedicándose á la fabricación de los enrejados metálicos en cuestión por 
medio de máquinas que habia visto funcionar, y que los enrejados 
que fabricaba eran idénticos al dibujo arompañado por Marull con su 
demanda. 
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Recayó en la segunda instancia sentencia estimando en ttdas sus 
partes la demanda de Marull, por lo que Ri viere interpuso recurso de 
casación, citando como infringuidos: 

19 El art. 39, apartado firiraero de la ley 30 Julio 1878, erróneamen- 
te interpretado, y el párrafo final de dicho art. 39 jjor indebida aplica- 
ción al Cíífeo del pleito, asi como el núm. 19 del art. 43 déla propia Ley: 

29 El art. 15, núm- 29, párrafos primero y segundo, y el número 4 
art. 43 de la propia ley, en relación con el art. 11. 

Se declara no haber lucrar. 

^^Considerando que la cuestión de que se trata en el recurso con- 
siste en determinar si la patente de inverjción solicitada por D. Ramón 
Marull reunia ó no las condiciones necesarias para ser válidamente ob- 
tenida, esto es, 81 se referia á o|)eracione8 mecánicas ó procedimientos 
que en sus condiciones esenciales, aun sin ser de propia invención, no 
se hallasen establecidos ó practicados del mismo modo y forma en los 
dominios españoles, y si la Memoria y nota descriptivas de tales proce- 
dimientos contenían todo lo necesario para la comprensión y ejecución 
del objeto de la patente é indicación exacta y precisa de los verdade- 
ros medios de ejecutarlo. 

Considerando que, aun no aceptada, según el texto y verdadero 
sentidos de los art. 39, 59 y 43 de la ley de 30 de Julio de 1878, -la doc- 
trina de que las patentes de invención puedan obtenerse y prevalecer 
contra tercero con solo acreditar que en el momento de solicitarlas no 
se habia establecido en los dominios españoles el ramo de industria ó 
procedimiento á que aquellas se refieren, si por haber sido establecidos 
ó practicados en época anterior, que no sea al menos relativamente re- 
mota, consta que ni la industria ni el procedimiento son en realidad 
nuevos, no se ha infringido el citado art 39 apartado primero, invocado 
en e\ primer motivo del recurso, porque impugnada la validez de la pa- 
tente concedida en 1895 á D. Ramón Marull por el hecho de haber 
D. Francisco Riviere obtenido en 1884 otra igual, con la que dio á cono- 
cer el procedimiento objeto de la misma; como el privilegio caducó antes 
de espirar el término legal de la concesión, y declara además probado 
la Sala que desde que se acreditó en el expediente la formalidad de 
haberse puesto en práctica no se habia practicado la industria á que se 
referia, y que los hechos corroboraban de una manera completa la falta 
de tal ejercicio, todo ello demuestra que el referido procedimiento, para 
los efectos de que se trata, no fué practicado antes en España por no 
oder entenderse racionalmente verdadera práctica la s(>lo iniciada para 
^er abandonada, y esto con más razón en el caso del presente recurso, 
3n el cual los mismos elementos de prueba que aprecia el Tribunal sen- 
enciador inducen á creer que nunca Riviere llegó á ejercitar el procedi- 
niento objeto de la patente, aunque la Sala, dentro de su criterio doc- 
TÍnal y ateniéndose á la letra de la ley, no haya estimado necesario 
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hacerse* cargo expresa y claramente del tiempo anterior al en que ae 
condignó la mencionada formalidad: 

Considerando que la sentencia tampoco infringe las disposiciones 
legales citadas en el segundo motivo del recurso, porque aparte la esti- 
mación que del sentido y expresión de la Memoria y notas entregadas 
por MaruU para describir el procedimiento (jue motivó su patente ha:- 
ce la Sala sentenciadora refiriéndose al informe pericial, es lo cierto 
que la Memoria no es deficiente y contiene todo lo necesario parala 
comprensión y ejecución del objeto de la patente de dicho Marull, por 
cuanto no proponiéndose este el empleo de una máquina ¡especial para 
la fabricación de los enrejados metálicos, sino la sustitución de las ope- 
raciones manuales por el procedimiento mecánico, no había absoluta 
necesidad de describir las máquinas que hubieran de utilizarse: 

Considerando que aunque de los razonamientos expuestos por la 
Sala, en relación con el párrafo final del citado art. 3?, no fuera aplica- 
ble al caso concreto de que se trata, no se dá el recurso de casación 
contra aquellos cuando, como acontece en el presente caso, no son fun- 
damento esencial del fallo, al cual tampoco podria afectar la aplicación 
indebida de aquel párrafo, porque la patente solicitada por MaruU esta 
comprendida en el 19 y no requiere la concurrencia del requisito ex- 
presado en el 29 para potier ser válidamente obtenida." — (Gac. 7 
Agí)ato. ) 

NoVOd&d dol objeto do 1& FsttentS.— ObjetoH pateutadoH que no pueden calificarse de inven- 
ción 6 novedad A íoh efectoH de la Ley de 30 de Julio 1878. 

AS'e/'¿. 19 Octubre 1900. — En pleito sobre nulidad de una patente 
de invención por un procedimiento para moldear con guias movibles 
recayó sentencia declarando nula la patente expedida por la Direc- 
ción de Agricultura en 20 de Abril de 1889, á favor de D. Ricardo 
Grases y Riera, condenando á este á que no pueda usar dicho procedi- 
miento en el concepto de patentado; y mandando que una vez firme la 
sentencia, be remita testimonio de la misma al C\)nservatorio de Artes 
á los efectos dispuestos en el art. 58 de la ley de 1878, sin hacer es- 
pecial condena de costas. 

Interpuso Grí^ses recurso de casación, citando como infringidos 
los arts. 39 y 43, párrafo 19, de la ley de 30 de Julio de 1878. 

Se deHeHtinia el reeufHO. 

«Considerando que la sentencia, al declarar nula la patente de in- 
vención obtenida por D. Ricardo Grases, se funda en que resulta jus- 
tificado que los pasadores guias movibles á que se refiere el párrafo 3^ 
de la Memoria presentarla en el Ministerio por el solicitante, aunque 
en su forma tengan algana pequeña diferencia con relaciónalos general- 
mente usados con el mismo oi)jeto no pueden calificarse de invención 
ó novedad para los efectos déla ley de 30 de Julio de 1878, porque los 
pasadores en las cajas de moldear constituyen un accesorio conocido 



PATENTES DE INVENCIÓN 49 



desde que se moldea, por ser absolutamente indispensable para guia 
del operario fundidor al cerrar la caja debiendo estimarse como com- 
pletamente secundario el que sean fijos, movibles ó mixtos, y que ten- 
gan tal ó cual forma y mayores 6 menores dimensiones: y 

Considerando que sentadas estas afirmaciones de hecho, no impug- 
nadas en el recurso, la sentencia interpreta y aplica rectamente los ar- 
tículos 3? y 43 de la mencionada ley que se invocan como infringidos, 
puesto que si bien el primero de ellos dispone que pueden ser objeto de 
patente las máquinas, aparatos, instrumentos, procedimientos ú opera- 
ciones mecánicas ó químicas que en todo 6 en parte sean de propia in- 
vención y nuevos, este precepto debe concillarse con los demás de la ley, 
y señaladamente con el que contiene el art. 43, que en su párrafo primero 
declara nula la patente cuando se justifique que respecto de su objeto 
no son ciertas, ya las circunstancias de propia invención y novedad, ya 
la de no hallarse establecido ó practicado del mismo modo y forma en 
sus condiciones esenciales dentro de los dominios españoles, que es lo 
que acontece en el presente caso, en el cual, según textualmente con- 
signa la Sala sentenciadora, consiste el invento en un accesorio cono- 
cido, aunque con leves diferencias de forma, desde que se viene mol- 
deando, y que es completamente secundario: por cuya razón no cabe 
duda de que las indicadas leves diferencias, con relación, sea á lo prin- 
cipal ó alo accesorio del aparato, no pueden constituirla condición 
esencial de que habla la ley.'' — (Gac. 8 de Noviembre.) 

Novedad ddl ObjstO dd la Ffttdnte.— para la validez de una patente se requiere por )a Ley 
de 1878 que la industria que se haya de poner bajo el amparo de la misma, sea nueva 
ó cuando manos no establecida en el pais. 

Sent 25 de Febrero 1892. — Resultando que la Sociedad Pedro Deig 
y Compañía acudió en 16 de Mayo de 1889 al Gobierno Civil de Bar- 
celona solicitando con la correspondiente Memoiia descriptiva, privile- 
gio de invención por veinte años para la fabricación de una corbata de 
su invención, cuya novedad consistía en dejar libre la parte central ó 
nudo de la corbata, á fin de cambiar este cuando su uso lo exigiera por 
otro de los ejemplares de igual género y dibujo que se acompañaban á 
la misma corbata cuya patente le fué expedida á dicha Sociedad, con 
el núm. 9.589 con fecha 25 de Junio del mismo año, y á nueva instan- 
cia de la misma Sociedad de 19 de Julio siguiente le fué igualmente ex- 
pedido en 9 de Septiembre, con el núm. 9,742, certificado de adición 
por ciertas modificaciones y perfeccionamientos introducidos en dicha 
corbata económica central movible á voluntad de su dueño: 

Resultando que en 8 de Junio del mismo año 1889 solicitó D. Fran- 
Lsco Viluraara, en nombre de la Sociedad Sucesores de Francisco Vi- 
imara, otra patente de invención por una corbata con nudo de recam- 
io, que le fué concedida en 9 de Agosto siguiente, y por escritura otor- 
ada en 14 de aquel mismo mes de Junio declaró Vilumara en nombre 
Je la susodicha Sociedad que por efecto de una mala inteligencia habia 
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\fh'Y'Áii ifá.T¿L e-ta ií< fx\jT(T^iifln paUrfjte q'je eí*rr€r«jx>ndía á la Sociedad 
Baqu*' y J>lerí?*«. du^^un u»-. invento, puéj? sU g*rre;iU; halAsí, faciliUido Ja 
Meífiona y Uxio io diriuá*» necesario jrara ro r:i»:ice>:«'.n. por lo que cediü 
y trííí? pagaba á dicha rí<z<'>n if<#cíal Uy^loh ioi* der*r<-hí^ y a/_cione5 que le 
íroííip; aeran }>í>r la roii<-iiu i de patente preyeei.iaía, queriendo que e»tü 
:'j*í%e pre^'riilada. concedióla y exp»f lida á favor de la >focie*:lao BaqUíf y 
Llenas: 

fíe^ultáindo que eí?ta últíína bocíe^lad. rej-re^entadá pwir su gerente 
D. Joí*e Raiíjón Baque, dedujo en Bíircelona en 5 de Acento del repetí- 
do año 1880 la den-jiuda de e^te pleito, con el fin de que «e declarara 
nula y rín valor ni efV-ctí» la patente de invención concedida á Pedro 
Deí<í y C^ por una corl-íita de doolenudo pu^tízo. que permitía cambiar 
el nudo u.-ado por otrí» nuevo unido á la tira, cuya patente haliia í^ido 
froncedííla con el nú ni. í^..'»89 de aquel año. reservando a la Soeiedaít 
dernarjdante eu acción y derecho para reclain^ir de la demandada la in- 
dennízación de los daño-* y perjuicios que le hahia i'cacionado con los 
anuncíoH y circidareí? que bahía publicado: á cuyo t-fecto alego: que 
á principios de Abril de aquel año empezó la .S«'ciedad denfandante á 
construir las corbatas de doble nudo. dí-í<pués de en?aycs efectuados 
cjm rnucha anterioridad, para su explotación y venta: que compren- 
diendo D. Pedro Deíg que con aquella cl«se de corbata podía hacerse 
negocio, se presentó en la tarde del 10 ó 12 Mayo en el despacho y 
tienda de cami^ena de la bociedad demandante, y después de algunos 
rodeos conhíguió hablar de la corbata examinada, man i feriando que era 
mal negocio para los fabricantes, puesto que ahorraría corbatas, á lo que 
contentó D. Jo.se Ramón Baque que en vista déla aceptación que tenia, 
pensaba pedir privilegio, como en efecto lo pidió en últimos de Mayo; 
que ocultando D. Pedro Deig sus propósitos, tan pronto como salió de 
la camisería de lo»* demandantes, mandó comprar en la casa de Reque- 
sens dos corbatas de doble nudo de las que este tenia compradas á los 
demandantes, y así que las examinó y consiguió enterarse de su con- 
fección, pidió el 20 de aquel mismo mes de Ma3'^o la patente de inven- 
ción cuya nulidad se pretendía; que obtenido por D. Pedro De\g dicho 
monopolio empezó á hacerlo público, y no obstante el requerimiento 
que los demandantes le dirigieron para que se abstuviera de fabricar 
corbatas de doVde nudo, publicó anuncios y remitió circulares á todos 
los corresponsales y vendedores, privándoles de la venta y causándoles 
innumerables perjuicios; que de los hechos anteriores se desprendia 
que D. José Ramón Baque inventó una clase de corbata de doble nudo 
que puso á la venta en el mes de Abril de aquel año, y que D, Pedro 
Deig y C? desconocían el 12 de Mayo tal producto industrial, por lo 
que el privilegio obtenido por la razón social demandada se referia á un 
invento que no era suyo, sino conocido ya por los demandantes y por 
los vendedores y corresponsales; y que en apoyo de su derecho, invo- 
caban los artículo 19 29, 11, 43, 45, 53,55, 56, y 58 de la Ley de 30 de 
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Junio de 1878, sobre patentes de invención, y ]a sentencia de este Tri- 
bunal Supremo de 1? de Diciembre de 1886: 

Considerando que la Sala sentenciadora reconoce el hecho de que 
la explotación de la corbata de doble nudo, mucho antes de la conce- 
sión y aun de la solicitud de la patente de Pedro Deig y G^ era conoci- 
da y practicada tanto por el mismo Pedro Deig como por Baque y Lle- 
nas, y que partiendo de este hecho, declara cí^n justicia la nulidad de 
dicha patente, á tenor de los artículos 43, 19 y 59 de la Ley de 30 
de Julio de 1878 que se suponen infringidos en los motivos primero 
y segundo, porque en ellos se requiere para la validez de la patente que 
la industria que se haya de poner bajo el amparo, de dicha ley sea nut- 
va ó cuando menos no establecida en el pais. 

Considerando que el recurso de casación por infracción de ley, por 
el concepto de no ser la sentencia congruente, requiere como todolos de 
su clase, la citación precisa de la ley ó doctrina legal infringidos; y 
además que no ha habido en el caso actual esta falta (""e congruencia 
porque la demanda no" se funda exclusivamente en que Baque y Llenas 
fuese el inventor de la corbata en cuestión, sino en que la patente re- 
cayó sobre un objeto anteriormente conocido y explotado por el actor, 
q-ue se atribuye su invención; particular este último que no es incon- 
gruente con la declaración de la Sala, de ser la fabricación y venta de 
la corbata un hecho anterior á la solicitud de la Patente: 

Considerando que la casación, por no resolver el fallo sobre alguna 
de las pretensiones oportunamente deducidas, exije del mismo modo 
la determinación por el recurrente de la ley ó doctrina legal infringidas 
y que la Sentencia recurrida no tiene el defecto que por esta razón le im- 
puta el cuarto motivo, porque el actor no pidió condenación de daños 
y perjuicios, sino la reserva de ellos, con lo cual expresamente los ex- 
cluyó del fallo, y si algún valor tuviese la falta de la reserva, nunca 
podria dar lugar á reclamaciones de quien tiene interés contrario, y 
porque la petición de perjuicios, alegada por el demandado, hoy recu- 
rrente, queda completamente resuelta al declarar la sentencia la nuli- 
dad de la patente, con cuyo supuesto se funda la existencia de aque- 
llos. (Gac. 18 de Abril.) 

PENAL. 

Usurpación de Patente. — procesado un índoHtrial por usurpación de patente de invención, en 
!a duda, por no haberse probado ser nuevo el objeto del privilegio, es aaulado este y 
casado y anulado el fallo condenatorio recurrido. 

Sent. 28 de Abril de 1891, — D^ Ana Aloe y Fuentes estableció que- 
rella contra D. Gerardo Gutiérrez y D. Julián del Val por usurpación 
de patente de un corsé higiénico, que se describe y que la propietaria 
habia convenido con Gutiérrez y del Val que se pusiera á la venta en 
el establecimiento ''La Marquesita", de que eran dueños los dos últi- 
mos. 
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Fueron los hechos declarados probados: 

Que D? Ana Aloe y Fuentes obtuvo la patente de invención del 
Ministerio de Fomento por el invento del corsé higiénico, pagando las 
anualidades correspondientes en el Conservatorio de Artes de Madrid, y 
que dicho corsé obtuvo medalla de oro en la Exposición de Matanzas, 
circunstancia que no ignoraba D. Gerardo Guderrez; hechos probadoa: 

Que habiendo pedido dicho privilegio de invención la D? Ana 
Aloe para su corsé higiénico, que consistia en tener elásticos en las ca- 
deras y en la parte alta del seno y en la correspondiente al vientre, con- 
trató con I). Gerardo Gutiérrez, que este los pusiera de muestra en su 
establecimiento titulado ''La Marquesita"; pero habiendo sabido aque- 
lla señora que en dicho establecimiento S3 vendían otros que, aunque sin 
llamarse higiénicos, presentaban la mismas particularidades de los elás- 
ticos que los suyos, aunque no de la misma forma, retiró los que habia 
entregado al Gutiérrez, querellándose iriás tarde de los dueños del ex- 
presado establecimiento por usurpación de patente: 

Que en los periódicos y copia del acto de conciliación exhibidos, 
aparece de los primeros: que el 30 de Mayo de 1887 se le concedió pa- 
tente de invención á D? Ana Aloe, sin la garantia del Gobierno en 
cuanto á la novedad,* conveniencia ó utilidad del objeto sobre que recala, 
para la explotación exclusiva de un corsé higiénico, con arreglo á la 
ley de 30 de Junio de 1878, por término de veinte años, y en la forma 
descrita en la Memoria unida á dicha patente, en laque expresa dicha 
Aloe que consistía la especialidad del corsé higiénico de su invención 
en la colocación de unos cochillos de goma, naciendo desde la cintura 
y colocados en el juego de las caderas; dejando por lo tanto movimien- 
to al cuerpo en completa libertad; llevaba otros cuchillos del mismo 
elástico en la parte del lazo y el seno, confeccionados del mismo modo, 
dando asi perfecta forma sin oprimir lo más minimo; dicho corsé, re- 
conocido por los mejores facultativos, habia merecido sus elogios y el 
nombre de higiénico salvando sus buenas y especiales condiciones el 
inconveniente que siempre habia ofrecido esta, prenda, tan necesaria á 
la mujer, siendo su forma elegante y sujeto en todo al buen corte; el te- 
jido de goma que empleaba en su corsé era flexible y delicado, pues es- 
taba colocado entre fínísisima seda, completando su comodidad una fa- 
ja que atravesaba las gomas y venia a abrocharse en lá parte del vien- 
tre, no existiendo ningún corsé que reuniese las condiciones ni emplea- 
se los elásticos mas que el corsé higiénico "Aloe"; que según la nota fi- 
nal de la patente expresada, dicha patente de invención se concedía por 
el Gobierno sobre un corsé higiénico según se describía en la Memoria 
referida; habiííndose mandado publicar en la Gaceta antes dicha en 
23 de Noviembre del mismo año por el Excmo. Sr. Gobernador General 
de esta Isla; que de la de segunda, ó sea del acto de conciliación, resul- 
taba que D. Gerardo Gutiérrez negó la demanda, añadiendo que para 
que existiera la falsificación de un producto de la industria, se hacía 
indispensable que se usara el nombre del inventor ó que dicho produc- 
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to fueae exactamente igual en todos sus detalles al modelo presentado 
por el que hubiese obtenido la patente; que ademas, muchos años antes 
de que la Aloe obtuviera la patente á su favor, expendía el demandado 
y otros muchos establecimientos, corsé de la clase del que se trataba, 
careciendo los corsés que comunmente se solían vender, délos cuchillos 
de goma elástica que llevaba en la parte del lazo y el seno el de la pa- 
tente; y que tampoco tenia la faja que atraviesa las gomas y abrochaba 
en la parte del vientre; hechos que, en cuanto se relacionan con laotor- 
gación de la patente y con haber tenido lugar el acto de cunciliación, se 
declaran probados por documentos fehacientes: 

Que calificados los hechos expuestos como constitutivos de un de- 
lito de usupaoión de patente, del que aparecían responsables en concep- 
to de cómplices D. Gerardo Gutiérrez y D. Julián de Val, sin circuns- 
tancias apreciables, la repetida Sala, revocando la sentencia del inferior, 
les condenó, como Gerentes de la Sociedad **La Marquesita", a la mul- 
ta de 100 pesetas, á entregar á la Aloe los corsés ocupados y el valor de 
los vendidos de la clase de los de aquellos, y á las costas: . 

Que contra la anterior sentencia se ha interpuesto á nombre de los 
procesados recurso de casación por infracción de la ley, autorizado por 
el número 19 de la regla 56 de la le}' provisional para la aplicación del 
Código penal en Cuba y Puerto Rico, citando como infringidos: 

19 El artículo 19 del mencionado Código, porque los recurrentes 
no tuvieron intención de delinquir: 

29 El párrafo primero del artículo 49 de la ley de 30 de Julio de 
1878, por indebida aplicación: 

39 El párrafo segundo del mismo artículo 49, también por haberse 
aplicado; cuyo recurso fué impugnado en el acto de la vista por el Mi- 
nisterio Fiscal: 

Considerando: que son usurpadores de patentes de invención, con- 
forme el art. 49 de la ley de 30 de Julio de 1878, los que con conoci- 
mieiito de la existencia del privilegio atentan á los derechos del legiti- 
mo poseedor, ya fabricando, ya ejecutando por lo mismos medios lo que 
es objeto de la jiatente; y son cómplices los que a tabiendas contribu- 
yen á la fabricación, venta ó expendición de los productos obtenidos del 
objeto de la patente usurpada: 

Considerando: que pueden ser objeto de patente de invención, se- 
gún el art. 39 de dicha ley, entre otros, los productos ó resultados in- 
dustriales nuevos; entendiéndose que es nuevo para los efectos de aquel 
artículo y conforme al 59, de la mencionada ley, lo que no es conocido 
ni se halla estableciilo ó practicado en los dominios españoles ni en el 
extranjerero: 

Considerando que son nulas Jas patentes de invención cuando se 
justifica, conforme indica el art. 43, que no son ciertas respecto del ob- 
jeto de la patente las circunstancias de propia invención y novedad y la 
de hallarse establecido ó practicado del mismo modo y forma en sus 
condiciones esenciales dentro de los dominios españoles: 



o4 PATENTES HK INVENCIÓN 



Considerando que es una verdad indiscutible que á Doña Ana Aloe 
y Bullosa se la concedió con todas las formalidades legales el privilegio 
de invención de un corsé llamado higiénico, cuya especialidad consistía 
en haber empleado en él ciertos elásticos ó gomas, completándole con 
una faja que atravesaba e-^tas; y lo es también, que de importación ex- 
tranjera se encontraron para su venta en la tiettda ''La Marquesita", á 
cargo 6 bajo la gerencia de los recurrentes D. Gerardo Gutiérrez y O. 
Julián de Val, los corsés objeto de la denuncia, que si son también hi- 
giénicos por tener gomas ó elásticos, ni están estos colocados en los 
mismos puntos, ni non iguales en número, ni les resguarda la faja que 
ciñe el vientre, resultando, según los peritos, mejorada la obra 6 arte- 
facto de la Aloe, quien pudo muy bien imitar con ventájala confección 
de aquellos, ya. que no consta ni se justifica en todo caso, como debiera, 
la época en que unos y otros se hicieron y comenzaron á expenderse: 

Considerando que en la duda que ello ofrece, debe legal mente con- 
ceptuarse nulo, por n(» haberse probado que es nuevo el privilegio de 
invención que ha intentado hacer valer la querellante Aloe, y en este 
sentido, la Audiencia de la Habana en la sentencia de cuva casación 
se trata, ha infringido por su mala aplicación el artículo 49 de la ley 
antes citada, incurriendo en el error de derecho que se invoca en el re- 
curso. 

Se declara con lugar el recurso por infracción de ley, y es casada 
y anulada la sentencia recurrida. (Gac. 31 de Agosto.) 

USUrpStClán do Fat^ntS. — No puede afirmarse que exista ene delfto cuando se explota una má- 
quina de hacer cigarrilIoH i^al en la esencia, pero no en la forma, dimensiones y me- 
dios de trasmitir el movimiento, & otra que fué anteriormente objeto de patente (^ 
privilejBfio. 

Sent 8 Marzo 1895. — Condenado D. Manuel Fombuena como ay- 
tor de usurpación de la propiedad indUs^trial perteneciente á V>. Fede- 
rico Borras, interpuso recurso de casación que el T. S. falla, casando y 
anulando la sentencia condenatoria, dictada por la Audiencia de Ma- 
drid. Acuérdese la casación con vista del art. 49 de la ley de 30 de 
Julio de 1878, y sus fundamentos dicen así: 

Considerando que si bien la Sala sentenciadora consigna que la 
máquina para hacer cigarrillos, por lo que obtuvo patente de invención 
D. Manuel Valentín Silvestre Fombuena, comparada con la otra, por lo 
que también obtuvo patente D. Federico Borras, es igual á esta en su 
esencia mecánica pues consta de los mismos cuatro órganos, establece, 
no obstante como hecho cierto y probado, que existen entre las dos 
máquinas diferencia de forma, de dimensiones y de medios para trans- 
mitir el movimiento del árbol general á los cuatro órganos operadores, 
y estas diferencias, que pueden ser de considerable importancia, impi- 
den admitir que el procesado Fonbuena haya empleado los mismos 
medios de que hizo uso el Borras en su invento, y demuestran que fal- 
tando unas de las condiciones más esenciales requeridas en la disposi- 
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ción legal arriba citada para que exista el delito de usurpación, no hay 
méritos hábiles para que pueda juzgarse responsable criminalmente del 
mismo al referido Fombuena: 

Considereado que la cuestión acerca de la novedad de las máquinas 
6 inventos de que se trata, y por consiguiente de la validez 6 nulidad 
de la patente obtenida por Fombuena, tiene un carácter meramente 
civil, propio del conocimiento de los Tribunales de ese orden, en con- 
sonancia con lo dispuesto con los art. 43, 44 y siguientes de la ley de 
30 deJulio de 1878 ya citada, no constituyendo, por tanto, materia cri- 
minal la que ha dado lugar á la querella. 

Considerando, en virtud de lo expuesto, que la sala sentenciadora 
ha aplicado indebidamente al caso la disííosición contenida en el art. 49 
de la ley de 80 de Julio de Í878 sobre patentes, por lo que procede la 
casación del fallo recurrido. (Gacs. 6 y 8 de Agosto.) 

USUrpACiÓIl do Pftt6Xlt6.— No afirmada la Dovedad de vn intento, y existiendo diferenciac! entre 
los artefactos*, no puede decirse que hay usurpación de patente. 

Sent 24 de Abril de 1895, — D. Agapito Rodríguez obtuvo patente 
de invención para una caldera de cocer al vapor sustancias alimenticias, 
«cuya novedad consistía en un depósito ó cámara que tiene un fondo 
constituido por el techo del generador, separado de él por solo una cha- 
pa»; y D. Juliam Ibarrondo, con conocimiento del privilegio otorgado á 
Rodríguez, construyó otro aparato «semejante 6 idéntico con la sola di- 
ferencia de que la chapa que separa el gen^erador de la cámara de coc- 
ción para facilitar la expulsión del vapor es acanalada y ho plana como 
en el de Rodrigues.» Procedióse criminalmente contra Ibarrondo, la 
Audiencia de Santander lo condenó como usurpador, recurrió en casa- 
ción y el T. S. casa y anula el fallo recurrido, visto el art. 49 de la ley 
de 30 de Julio de 1878: 

«Considerando que aparte de no afirmarse la novedad por lo que 
obtuvo la patente D. Agapito Rodríguez las diferencias que señala la 
sentencia recurrida excluyen la identidad entre los dos artefactos, el 
antiguo y el nuevo, que como apreciación y no como hecho, se consig- 
na en el primer resultando de aquella, y revelan reformas de una mayor 
ó menor importancia influyente en la responsabilidad de carácter penal 
exigida al procevsado, la cual es solo «procedente en el caso de verdadera 
igualdad y copia de los artefactos patentados.» (Gac, 25 Agosto.) 

ITsXirpftCióXl dd F&toZltd. —imposibilidad de cometer este delito cuando el procedimiento indus- 
trial otjeto del privilegio no es nuevo. Competencia de los Tribunales en el orden el 
vil y en el criminal para hacer declaraciones sobre nulidad de patentes. 

Sent 26 Noviembre 1896. — Dueño D. Manuel Martínez de dos 
patentes de invencrón para la confección de zapatillas y alparga- 
tas, promovió causa contra D. Juan Sañudo por dedicarse á la mis- 
nia industria aplicando los procedimientos de que él tenia pri- 
vilegio exclusivo. Conoció del proceso la Audiencia de Santander, 
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que dicto sentencia al>5oIutona fundada en que si bien es induda- 
ble que á D. Manuel Martínez se le concedieron las patentes de 
invención para la confección de zapatillas y alpargatas, no lo es 
menos que la fábrica de Fernández Hermanos, de Munilla, elabo- 
ra zapatillas sin plantilla interior, y la de D. Gaspar Araiza zapatos ó 
alpargatas cosidas de dentro á fuera con la máquina Blak, empleada en 
aquella bace diez ó más añ >s; en que notados en los calzados construi- 
dos por Martínez y por Sañudo las diferencias de ser una pieza las mon- 
terillas de las zipatillas del segindo, mientras que las del primero no 
lo son, y sustitución del alambre por el bramante y los clavos para la 
preparación del cosido definitivo y lo ventajoso que esto resulta, parece 
desprenderse de esta innovación que las unas se preparan y confeccio- 
nan de distinta manera que las otras, y por lo tanto no ha}' copia exac- 
ta del procedimiento de patente de invención en la construcción em- 
pleada por Sañudo, aun cuindo ambas obras resulten sin plantillas; en 
que haciéndose el cosido del calzado con máquinas que no son de la 
iniciativa del fav^orecido con las patentes y que cualquiera puede usar, 
seria atentatorio al fomento y der«arrollo de la industria de que se trata 
el limitar el uso de esas máquinas al que se dice poseedor de un in- 
vento que realmente no lo es, puesto qu,e el no fué quien de8cubri6 
la máquina que cose de dentro á fuera: y en que por dichas diferencias 
y por construirse en la fabrica de Araizi calzados iguales á los de Mar- 
tínez antes de que se concediera á este su patente surje la duda de que 
fuera conocido el procedimiento de dicha patente antes de concedérsele 
el privilegio, y en caso dedu la. debe absolverse al acusado Sañudo. In- 
terpuesto contra esta sentencia recurso de casación, el T. S. declara no^ 
haber lugar á él: 

Considerando que según el art. 49 de la ley de 30 de Julio de 187^ 
cometen el delito de usurpación de patentes los que con conocimiento 
de la existencia del privilegio atentan álos derechos del legítimo posee- 
dor, ya fabricando, ya ejecutando por los mismos medios lo que es ob- 
jeto de ella: 

Considerando que, según el art. 3 de dicha ley, solo pueden ser 
objeto de patente los produ(jtos ó resultados industriales nuevos, enten- 
diéndose portales conforme el 5. de la misma, los no conocidos, esta- 
blecido? ni practicados en los dominios españoles; siendo nulas las pa- 
tentes de invención de conformidad con el art. 43 de la misma, las que 
se justifique que no son ciertas respecto del objeto de la patente, por las 
eircunstancias de propia invención y novedad ó de no hallarse estable- 
cido ó practicado del mismo modo y forma en sus condiciones esencia- 
les en los dominios españoles: 

Considerando que afirmándose en el fallo recurrido por el Tribunal 
sentenciador que con anterioridad a la concesión de las patentes á D. 
Manuel Martínez ya se construían calzados iguales a los de aquel, el 
procedimiento de dicha patente antes de la concesión del privilegio, y 
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falta la condición de la novedad indispensable para la eficacia del pri- 
vilegio en el orden penal. 

Considerando que afirmándose también en los considerandos de la 
sentencia recurrida que hay diferencias entre los calzados construidos 
por el Martínez y por el acusado que excluyen su identidad, sin cuyo 
elemento y el de novedad no existe la usurpación invocada: 

Considerando que si bien la cuestión acerca de la validez ó nulidad 
de la patente obtenida tiene un carácter puramente civil, propio del 
conocimiento de los Tribunales de este orden, de conformidad con lo 
dispuesto en los art. 43, 44 y siguientes de la ley de 30 de Julio de 1878 
ya citada, no se opone áque en la esfera criminal, y para los efectos de 
la represión, se crea ineficaz, único objeto sin mayor trascendencia, con 
que ha sido indicada la nulidad en la sentencia, como lo demuestra no 
haberse hecho declaración alguna sobre ella en el fallo recurrido. (Gac. 
24 y 25 Enero 1897.) 
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F O R M IT T. A R I O . 



Modelo No. 1. 

Sr. Gobernador Civil. 

N. N., de profesión.... y domiciliado 

en calle de núm 

(por sí ó como apoderado de ; ó á nombre de tal 

Compañía ó Sociedad), á Vd. dice: 

Que á fin de asegurar el dereclio de propiedad y exclusivo disfrute de 
(una máquina, aparato, procedimiento, etc. , que ba inventado, ó de que es 
propietaiia la persona ó firma en cuyo nombre representa), para tal objeto; y 
conformándose á lo que determinan las disposiciones vigentes en la materia, 
se dirijo por medio de la adjunta instancia al Sr. Secretario de Agricultura, 
Industria y Comercio en solicitud de la correspondiente Cédula de Privilegio, 
á cuyo efecto acompaña y presenta un pliego (o caja) cerrado y sellado, que 
contiene el plano ó modelo y Memoria descriptiva según está dispuesto. 

A tal efecto suplica á Vd. se sirva disponer el envió de las referidas 
intancia y pliego (ó caja) á la expresada superior aiUoridad, y que á la vez se 
expida el oporluno atestado que acredite haberse hecho la presentación en de- 
bida forma y tiempo 

De Vd. atentamente. 

Firma del inte remdo 6 apoderado. (1) 

Fecha. 



(1) Eiítfv Mrniula puf don utilizarla los íuipresados que wsldan fuora do la capital de la 
llepftbllra. En la Habana In prHticntnch'ji» e(»rn>8pondo hnt'orla dlit?etamHnt<» íl la St»cr(»tarTa de 
AKrloultnra, Industria y rouieivlo. 
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Modelo No. 2. 

Sr. Secretario de Agricultura, Indiistria y Comercio. 

N. N., de profesión y 

domiciliado en calle núm 

(por sí ó como apoderado de ; ó á nombre de la Gom- 

pañia ó Sociedad ) á Vd. dice: 

Que deseando asegurar el derecho de propiedad y exclusivo disfrute de 
(una máquina, aparato 6 procedimiento) que ha inventado, (6 de que es pro- 
pietaria la persona ó firma en cuyo nombre representa,) para (lal objeto); y 
conformándose, á lo que prescriben las disposiciones vigentes, acompaña el 
adjunto pliego (ó caja) que contiene el plano ó modelo y Memoria descriptiva, 
según dichas disposiciones determinan. 

En tal virtud, á Vd. suplica, que sirviéndose haber por hecha esta mani- 
festación, y previos los demás requisitos establecidos, se sirva acordar que se 
expida la correspondiente Cédula de Privilegio, en el concepto que deja ma- 
nifestado. 

De Vd. atentamente. 

Firma el interesado 6 apoderado. 
Fecha. ^ 

Modelo No. 3. 

RÓTULO DE LA CAJA 6 PLIEGO QUE CONTENGA LOS DOCUMENTOS 

Ó MODELOS ALUDIDOS. 

Solicitud de Cédula de Privilegio que N. N , vecino de ,... 

presenta al Secretario de Agricultura, Industria y Comercio, (por conducto 

del ,) para tal objeto, (según exprese el Memorial) hoy 

de de 190... 

Firma del interesado 6 apoderado. 



60 PATENTES DE INVENCIÓN 



PATENTE NACIONAL. 

El Secretario de Agricultura^ Industria y Comercio 

de la República de Cuba, 



Por cuanto por parte de se 

me ha heclio presente que á fin de asegurarla propiedad 



conforme á lo que eslá prevenido, se le concede la correspondiente Cédula de 
Privilejio para ello; y habiéndose cumplido con las formalidades estable- 
cidas. 

Por tanto y usando de las facultades que me competen, concedo 

Cédula de Privilegio á, 

la propiedad exclusiva para que pueda usar, fabricar ó vender ei mencionado 

invento, contando desde esta fecha hasta el din 

en que concluirá, señalándose el término de un afto y un día para que lo pon- 
ga en práctica, lo que deberá notificar á esta Secretaría, dentro del plazo seña- 
lado, para su comprobación, sin cuya formalidad se considerará caducada esta 
concesión, pudiendo ceder, permutar, vender, ó de otra cualquier manera ena- 
genar por contrato ó por última voluntad, en todo ó en parle el derecho exclu- 
sivo que se le asegura por la presente en los términos prevenidos en esta ma- 
teria, con prohibición á toda persona que no sea el referido 

ó los que de él tuvieren derecho, del uso y ejercicio del objeto enunciado, bajo 
las penas establecidas: en el concepto que esta concesión es y se entiende sin 
garantía del Gobierno en cuan lo á la novedad y utilidad del objeto sobre que 
rec£.e y sin perjuicio de tercero si éste prueba en los tribunales establecidos 
ser falsos los datos en que se apoyó el interesado para conseguirla. Dado en 
la Habana á de .de mil novecientos 

El Secretario, í!l Jefe de la Sección de Agriculliira, Inilustria y Comercio, 



Cédala de Privilegio de Invennon á favor de 



MARGAS DE FABRICA, DE G0MER6I0, ETG. 



La marca de fábrica 6 de comercio es el signo, el distintivo de la 
personalidad industrial, como el título, el nombre ó el apellido, lo son 
respecto del individuo, de la persona natural ó social. Es como dice 
un autor, el sello de la individualidad. (1) 

La marca fué la primera forma de propiedad industrial en favor 
del individuo, y se manifestó tan pronto como este comenzó á romper 
las trabas que oponia á su actividad la disciplina de los gremios, ver- 
dadera organización comunista de otros tiempos. 

Se ha observado en efecto que, en orden á su aparición, primero 
hubieron de ser en la propiedad industrial las marcas que los inventos, 
por ser cosa más fácil la ocupación material que la creación, y más ase- 
quible á todos la facultad de señalar un objeto como propio que la de 
inventar otro nuevo. Los inventos, como propiedad industrial, corres- 
ponden principalmente á la época moderna, dado que en otros tiempos 
el elemento social absorbía al individual y no habia apenas actividad 
propia, sino colectiva, por hallarse el trabajo industrial organizado en 
gremios y otras corporaciones y cuanto se inventaba solía beneficiar ex- 
clusivamente al gremio. 

Sin embargo, la marca no pudo ser absorbida por completo en la 
agremiación, y así se presenta desde remotos tiempos junto al signo 
que distinguía la corporación ó comunidad la marca que formaba el 
distintivo del taller ó casa de un industrial particular. 

Bajo dos aspectos puede ser considerada. la marca industrial: como 
dibujo o diserio en cuyo caso está sometido á las prescripciones de la 
ley de Propiedad Intelectual ó artística, y conio marca propiamente 
dicha ó distintivo que emplean el fabricante, el industrial 6 el comer- 
ciante en sus productos. (2) 



[1] E8TA8EN. — Derecho InduBtrínl de Fspaáa.— Barpielona, 1902. 

(2) La {1. O. de 23 de Febrero de 1884, inserta en el Uií^ar correspondiente de esta obra, deter- 
mina las relaciones existentes entre la Jjiy de Propiedad Intelectual y la legislación sobre maroaa 
industriales. 
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El nombre, el título, el dibujo, el modelo, la envoltura sobre lo» 
cuales se ha hecho recaer la expedición de un certificado de inscripcióu 
6 de regitítro, obtenido por loá procedimientos de la ley, son un símbolo 
del crédito y contítituyen, pues, una }iropiedad al amparo del derecho 
poííitivo, que no conaierile la usurpación, ya sea esta clara y manifie^t*», 
ya nea encubierta buscando su imitación y semejanza con aditamentos 
intenciónale.-*, que liendnn á inducir á error. 

Así define la marca una sentencia del Tribunal Supremo de Es- 
paña, y esta <lfinición está de acuerdo con las determinaciones que 
hace el Real decreto de 21 de Agosto de 1884, el cual máa explícito aún 
dice en su artículo primero: 

«Son marcMS de fábrica, de comercio, de agricultura y da cual- 
quier otra indui^tria. los nombres de los fabricante^, comerciantes, agri- 
(íuitores, industríale» de todas clases ó Compañias formadas por los 
mismos, las denominaciones, emblemas, escudos, grabados, viñetas, 
marcas, timbres, sellos, relieves, letras, cifras, sobres, envolturas ó sig- 
nos, cualquiera que sea su forma, que sirvan para que el íabricante, 
comerciante, agricultor ó industrial de cualquier clase o Compañia por 
ellos formada, pueda señalar sus productos ó mercanciaa con objeto de 
que el público las conozca y distinga ;8in confundirlas con otras». 

El artículo 2*^, á su vez, declara comprendido» en los efectos del 
mismo Decreto los dibujos destinados á la estampación de telas y pape- 
les, especificando entre estos á los pintados para el decorado, los mode- 
los de joyería, ebanistería, talla, y en general todos los dibujos y nu>- 
delos industriales. Tal declaración parece que sería más exacta si se 
ajustara á los preceptos íle la Ley de propiedad intelectual, puesto que 
se trata íle pK»ductos ó manifestaciones artísticas más bien que de 
marcas |>ropian)ente dichas; [)ero de todas suertes la ley hace bien al 
extender su protecoión y jíarantia a esos empeños de la actividad in- 
dustrial. Todos estos esfuerzos del ingenio humano son igualmente 
dignos de respeto y consideración, como generadores que son de una 
verdadera propiedad. 

Y no se explica por esta misma razón qué fundamentos de dere- 
chos pudieran aconsejar la excepción que establece el artículo tercero 
al- declarar que no c-stáu garantizadas por esta Ley, que es una ley de 
marcas, las muestras ú otras designaciones exteriores ó materiales por 
medio de las cuales un comerciante distingue su establecimiento de 
otros del mismo género; es decir que esta ley protege y ampara á la 
marca que encubre un producto, un resultado industrial, y en cambia 
excluve de toda í^vnintia á la f'ihrica, al e-«tabiecimieíit() donde ese 
mismo producto se elabora ó expende. 

A propósito de este punto decía una Sentencia del Tribunal Supre- 
mo de España (8): «FA título de un establecimiento industrial es el 
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«símbolo de su crédito y constituye nna propiedad tan legítima y res- 
«petabie como las demás que la ley reconoce. Carece de derecho quien 
«no es dueño de un establecimiento industrial para emplear el nombre 
«de este eñ tarjetas, etiquetas y papeletas de pago, porque el uso de 
«ese nombre es la indicación de procedencia, lo que realmente consti- 
«tu3'e el emblema ó distintivo peculiar del establecimiento, puede indu- 
«cir á error al consumidor, haciéndole confundir una tienda con otraw. 

Y sin embargo de existir estos precedentes en la jurisprudencia, 
el Decreto de 1884 estableció la escepción consignada. 

Estas lijeras observaciones parece que bastan para fijar las circuns- 
tancias que determinan la existencia de la marca industrial. 

La manera de legitimar el uso de las n^arcas, depende, como ya 
86 ha dicho, de los principios en que se ins]>ira la legislación de cada 
pais. 






Dos son los sistemas ó reglas de procedimiento generalmente adop- 
tadas para legitimar el uso de las marcas tle íal)rica ó de comercio. Uno 
de esos sistemas descansa en el mnple depói>'ito de la marca en un Minis- 
terio, Tribunal de Comercio ú otra Oficina pública destinada al efec- 
to. Hecho en debida forma el depósito, déjasw reservada a la iniciativa 
particular ó privada de los poseedores y propietariíjs délas marcas toda 
acción ó gestión para del^nder ó hacer respetar, sus derechos de priori- 
dad ó exclusivo dominio sobre la marca, dibujo ó signo industrial. 

En este sistema el Estado no atribuye la propiedad déla marca. El 
depóí^ito es un acto simpleínente declarativo, una mera formalidad 
administrativa que sirve solo para determinar, en caso de conflicto, la 
prioridad de una marca respecto de otra. 

En Francia, donde este sistema se lleva á su mayor amplitud, el 
Estado admite todas las marcas que se llevan á depósito al Tribunal de 
Comercio, que estí, oblig ido a recibirlas i')i is, incluso las que conten- 
gan dibujos contrarios á la moral. Si se deposita una marca inmoral ó 
un dibujo prohibido, el í/ív^Vr del Tribunal da cuenta al Procurador 
de la República, para que deduzca la acción correspondiente contra la 
persona responsable. Si el asunto afecta solo el interés privado, el par- 
ticular á quien cause agravio, cuidará acudir á los Tribunales para im- 
pedir que prospere lo que sea contrario A sus derechos. En estos casos 
la Administración, cuando se encuentran en medio de intereses que 
luchan ó frente á un conflicto de ley, no prejuzga nada, sino que en- 
trega el problema íntegro á los tribunales de Justicia, sirviendo el de- 
pósito únicamente para determinarla prioridad, (jue la justicia aprecia 
en el momento oportuno, a cuyo fin se hace Cüii>star la hora y hasta el 



64 MAKCAS DE FÁBRICA 



minuto en que tiene efecto el registro, datos que estima el Tribunal al 
resolver la contienda. (4) 

Hay otros países en que el depósito de la marca no se considera 
declarativo de propiedad, sino que es atributivo de ella; es decir que el 
hecho y el certificado de regiditn> dan la propiedad y lo reonoce la Ad- 
niinisiracion pública al expedir el título al fabricante que hace el de- 
pósito. La única nación que ha consignado este precepto en sus leyes 
es los Estados Unidos de America y como allí se sabe que el depósito de 
la marca atribuye la propiedad, han tenido necesidad de establecer un 
procedimiento especial al efecto. 

En este litigio decide el Estado, admitiendo ó nó á registro la Pa- 
tente ó Marca de Fábrica, con lo que declara en favor del solicitante un 
perfecto derecho á la propiedad de esos títulos. 

El sistema que rije en Cuba, tiene por base el examen previo de la 

marca, y se caracteriza por la concesión de un certificado de registro 6 

inscripción obligatoria para las marcas nacionales, que viene á consti- 

. tuir un verdadero título de propiedad y el cual se otorga mediante el 

cumplimiento de determinadas formalidades y requisitos. 

Estas formalidades tienen por principal objeto impedir que exis- 
tan marcas cuyo uso prohibe la ley por considerarlas contrarias al orden 
óá la moral pública, y en particular aquellas marcas que ya estén po- 
seídas por otras personas ó que por su semejanza ó parecido á otras 
marcan ya otorgadas puedan inducir á confusión ó error. 

tíl Estado, sin embargo, no contrae ninguna responsabilidad aí 
otorgar la concesión de una ?n.irca, y á este fin cuida de advertir la ley 
que toda concesión de certificado de marca, dibujo ó modelo industrial, 
se entenderá hecha sin pe»julcio de tercero. (5) 

Estas dtterm i naciones dan origen á diversas acciones y responsabi- 
lidades en el orden administrativo, en el civil y en el de los procedí- 
mientos criminales, pero su estudio no es de este lugar. La legislación 
y la jurisprudencia, bien esplícitas sobre este punto, son las mejore» 
fuentes de información que ¡)ueden ofrecerse, y ambas aparecen com- 
ületas en el presente volumen. 



[4] BPiDXRHiDG.—Ctcnwentuíre ües lols sur les flrexets d" lüveütlon.— París, 1SS.9. 

LiA«4THE«. ExámeB historien bistórico-crltlco de la legislación sobre Marcas de 
Fábrica.— Mndnd, IHSÓ 

[51 R. D. 21 dtí Ajfosto de 1SS4.— Art. 13. 
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MARCAS DE FABRICA, DE COMERCIO, DE AGRICULTURA, 
DIBUJOS Y MODELOS INDUSTRIALES. 



REAL DECRETO DE 21 DR AGOSTO DE 1884. 

TITULO PRIMERO. 
Disposiciones generales. 

Artículo 1? Son marcas de fábrica, de comercio, de agricultura j 
de cualquiera otra industria, los nombres délos fabricantes, comercian- 
tes, agricultores, ind ustriales de todas clabes 6 Compañías formadas por 
los mismos, las denominaciones, emblemas, escudosü, grabados, viñetas, 
marcas, timbres, sellos, relieves, letras, cifras, sobres, envolturas 6 sig- 
nos, cualquiera que sea su forma, que sirva para que el fabricante, co- 
merciante 6 agricultor, industrial de cualquiera clase ó Compañía por 
ellos formada, pueda señalar sus productos ó mercancías, con el objeto 
de que el público los conozca y distinga sin confundirlos con otros. 

Art. 2? Quedan comprendidos en los benefícios de este decreto 
los dibujos destinados á la estampación de telas y papeles. Los de esta 
clase pintados para el decorado, los modelos de joyería, ebanistería, 
talla, y en general todos los dibujos y modelos industriales. 

Art. 3? Las muestras ú otras designaciones exteriores 6 materia- 
les por medio de las cuales un comerciante distingue su establecimiento 
de otros del mismo género, no son objeto de esta disposición. 

Entiende un autor (1) que no deben ser objeto del Real Decreto de 
1884, ni de ninguna ley especial, las muestras ó rótulos industriales, 
toda vez que constituyen el título ó razón social mercantiles, y que es- 

(1) "Propiedad Industrial, Marcas de F&bricay do f^omercio".— RecopilaciAn etc. por D. 
Enrique Péret Dindurra.— Madrid 1892. 
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tas, corno es sabido^ se rigen por las disposiciones del Crtdigo dé Comer- 
cio y en su caso [>or el derecho coman. 

Prescindiendo del error que puede envolver tal opinión al confun- 
dir la simple muestra odesignacion de un estahleci miento con la razón 
social mercantil, cabe deducir que eti efecto la excei.>ci6n que establece 
el artículo 39 del R. D. de 21 de Agosto de 1884, tiene su complemento 
en el derecho civil común y también en ^1 derecho mercantil. 

1^8 nombres 6 títulos industriales, es decir las denominaciones 
que usan los fabricantes, comerciantes, agricultores, y cuantos bajo la 
acepción económica de la palabra industrial dedican su actividad á la- 
producción 6 al tráfico, para di^tingu¡r las cosas que elaboran, repro- 
ducen, trasformaiv 6 cambian, de otras semejantes ó análogas, pueden- 
eonstituirlai- el nomi)re propio del industrial, el de una Sociedad raer- 
cantil ó civil ó una designación cualquiera, siempre que no sea aislada^ 
la palabra 6 palabras gráficas del idioma que sirvan de expresión á la 
industria que se trata de diferenciar, ú otras palabras que por ser de uso 
general y constante no pueden tener el caráoter exclusivo que es uno de 
los distintivos de la propiedad. 

Así define el mismo autor antes aludido los conceptos del nombre ó- 
título industrial, y no cabe duda que entre estos términos están la* 
muestras odesigníiciones de los establecimientos industriales ó meFcan- 
tiles. 

Art. 4? Todo fabricante,, comerciante,, agricultor 6 industrial de 
otra clase, que individual ó ct>lecti va mente desee usar alguna marca 
para distinguir los productos de una fábrica,, los objetos de su comer- 
cio, las primeras materias agrícolas ú otras cualquiera, ola ganadería,. 
y lo mismo los que deseeii conservar la propiedad de dibujos y modelo» 
indu.-ítriajes^, tendrán qu<i solicitir el certificado de propiedad con arre- 
glo á las prescripciones de este decreto. 

El que carezca de dicho certificado no podrá usar marca ó distinti- 
vo alguno para los productos de su industria, ni evitar que oti'os em- 
pleen sus estampaciones, dibuvos ó modelos industriales. 

La ganadería, — parece que debiera ser, más propiamente, la indutria 
pecuaria, — se rije por las disposiciones de este Decreto, no obstante la» 
esenciales diferencias que la separan de las demás industrias que esta ley 
tiene por objeto. Más que una industria la ganadería es una forma de I» 
propiedad común,, y no se vé claro el por qué ha &ido comprendida eo 
una legislación especial como la presente. 
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Las disposiciones más importantes dictadas en esta materia son: la 
Orden N9 208 de 30 de Septiembre de 1901; la Orden N9 5 de 6 de 
Enero de 1902 y las leyes de 16 de Septiembre de 1902 y 19 de Mayo 
1908. 

Art. 69 El fabricante, comerciante, agricultor ó industrial de otra 
especie podrá adoptar para los productos de su fábrica, comercio ó agri- 
cultura, el difitintiv^o que tenga por onveniente, exceptuando los que 
á continuación se expresan: 

19 Las armas nacionales y las insignias y condecoraciones españo- 
las á menos que no esté competent^nente autorizado al efecto. 

Unión de los Fabricantes de Tabacos.— Por el Minisierio de Ultra- 
mar y bajo el N9 194, se comnnicó á este Gobierno General, con fecha 13 de 
Febrero de 1887, la Real orden siguiente: 

Excmo. Sr. : — Enterado de la carta oficial de V. E. núniero 3081 de 3 
de Enero último, elevando al Mmisterio, y recomendando la favorable resolu- 
ción de la instancia documentada que á la misma acompafta de la Sociedad 
titulada "Unión de los Fabricantes de Tabacos", en solicitud de que para com- 
batir la falsificación que en el extrangero se hace de las marcas más acredita- 
das de la Isla, y para evitar el fraude que en los mercados se cometen, ven- 
diendo como de Cuba tabacos de distintas procedencias y de inferior calidad, 
se la autorice para que las cajas de tabacos elaborados por los miembros de la 
Sociedad puedan llevar una piescintacon el escudo nacional y el facsímile del 
sello del Gobierno General de la Isla, inscribiéndose dicha prescinta como pro- 
piedad de la Sociedad, y á nombre de su representante: teniendo en cuenta 
que la Real Sociedad Económica de Amigos del Pais, ha informado favorable- 
mente esta pretensión, y deseando proteger a la industria de ese pais contra 
los reprobados medios que en el extranjero se emplean para hacerle la compe- 
tencia; S. M. el Rey (q. D. g. ) y en sunombre de laReina Regente del Reino, 

I se ha servido acceder á lo solicitado por la (fUnión de Fabricantes de Tabacos», 

autorizándola para el uso el Escudo Nacional y el facsímile del sello del Gobierno 
General de la Isla, inscribiéndose como marca, á favor del representante de la 

I Sociedad, la prescinta en que consten los atributos indicados.» 

Bandera y Escudo Nacional. — Seci^etarla de Acirmütura^ Industrial/ 
Comercio. — Subsecretaría, 

Habiendo solicitado los Sres. Veiga y G*? que por el Honorable Presiden- 
te de la República se les autorizase para usar la bandera y el escudo nacio- 
nales en las etiquetas y marcas del calzado que expenden en su establecimien- 
to, para llenar el requisito prevenido en el inciso 1. del artículo 59 del Real 
Decreto de 21 de Agosto de 1884 se acordó, en Consejo de Secretarios cele- 
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brado el día 10 del que cursa, que el Gobierno no debe otorgar dícba autori- 
zación ni en este ni en ningún otro caso análogo. 

Lo que de orden del señor Secretario de este Despacho, se publica en la 
«Gaceta Ofícial» de la Repüblica para general conocimiento. 

Habana 13 de Septiembre de 1902. — El Sub&ecretario, B, Piehardo, 

(^Gac. Septiembre 16,) 

2? Los escudos, insignias, blasones ó lemas de los Estados ó na- 
ciones extranjeras, sin consentimiento expreso de los Gobiernos respecti- 
vos. 

Iianial prohibición w» biso por R. O. de SI de Octubre de 1881, & irirtud de reclamaeidn del Re- 
presentante de Au8trl&-Uungria.— (Gaceta de 17 de Diciembre de 1881.) 

3? Las denominaciones usadas generalmente en el comercio pa- 
ra determinar la clase de mercancias. 

I«08 añónelos que Imiten la forma de billetes de Banco 6 boletinee de empresas industriales 
6 artísticas, ei»fan prohibidos por los motivos y en los términos que expresa la siguiente diapo- 
sfcidn del Gobierno General publicada con fecha S de Agosto de 1880: 

"Considerando que la circulación de los referidos anuncios aunque haya sido autoricada. no 
debe consentirse por m&s tiempo, desde el momento en que la práctica ha venido & demostrar que 
dá motivo á la comisión de engafios y estafas, como lus denunciados por la Excma. Audiencia y 
el Banco Bspaftol de la Habana. 

':£! Excmo. Sr. Gobernador General en acuerdo de 29 del pasado Julio se ha servido decre- 
tar: 

lo Que se anulen todas las autorixfiu;iones concedidas para annneios, en que por medio de 
impresos , grabados, fotografié s 6 de cualquiera otro modo, se imiten los billetes del Banco Espa- 
fiol de la Habana. 

2° Que en lo sucesivo, no se conceda permiso para emplear este medio de anunciar, no solo 
& los que pretendan hacerlo imitando los expresados billetes, sino ácualesqulern otros que puedan 
traer confusión, como boletines de empresas, de teatros, ferrocarriles, etc., etc., y ocasionar en- 
gaños y estafad al publico. 

"T 8° Que se proceda á recoger é inutilizar páblicamente los que existan en la fAbrica de 
cigarros titulada "No me olvides", y se hágalo mismo en todos los establecimientos que se hayan 
servido del propio sistema de anuncios; efectuándose la recogida por el funcionario de policía & 

aul6n el Gobierno de la provincia comisione paja ese acto, previas las formalidades correspon- 
ientes. 

4? Las figuras que ofendan á la moral pública y las caricaturas 
que tiendan á ridiculizar ideas, personas ú objetos dignos de conside- 
ración. 

5? Los distintivos de que otros hayan obtenido con anterioridad 
certiñcado de marca para una misma clase de productos, mercancías ú 
objetos, mientras dicho certificado no haya caducado con arreglo á este 
decreto. 

6? Los distintivos que por su semejanza 6 parecido á otros ya 
otorgados induzcan á confusión ó error. 

lia aplicación de este precepto ha dado lugar Á diversas rMoluciooes que forman lariapni- 
dencia y que por ser de especial importancia publicamos en sección aparte. 

7? Los relativos á cualquier culto religioso, siempre que por el 
conjunto de la marca se deduzca que se intenta escarnecerle, denigrarle 
6 menospreciarle, ó que involuntariamente conduzca al mismo resul- 
tado. 

8? Los retratos de personas que vivan, á menos de obtener de 
ellas el competente permiso, y los de personas que hayan fallecido, 
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mientras sus parientes dentro de el cuarto grado civil se opongan á la 
concesión. 

Art. 6? Las marcas de fábrica son obligatorias únicamente para 
los objetos de oro ó plata, productos químicos y farmacéuticos» y los 
demás que determinan los reglamentos especiales. 

TITULO II 

Del derecho de propiedad de las marcas, dibujos 

y modelos industriales. 

Art. 7? Nadie podrá reivindicar la propiedad de marcas, dibujos 
6 modelos industriales si no tiene el orrá-ípinii ente -certificado y acre- 
dita haber cumplido con las disposicioties que este decreto determina. 

Art. 8^ Cuando dos ó más soliciten una mi&ma marca, el dere- 
cho de propiedad corresponderá al que en primer término haya presen- 
tado su solicitud, según el día y la hora en que aparezca registrada. 

Art. 9? Nadie podrá solicitar ni adquirir más de una marca para 
la misma industria ó una misma clase de productos. 

Art. 10. El certificado de propiedad de marca, dibujo ó naodelo 
industrial, solo podrá obtenerlo el fabricante, comerciante, agricultor ó 
industrial de otra clase español ó Compañias formadas por éstos, para 
los fines del Real decreto presente. 

Los extranjeros que posean en las provincias de Ultramar estable^ 
cimientos industriales, gozarán para su productos de los beneficios de 
esta disposición, siempre que llenen sus prescripciones. 

Oobiemo Militar de la Isla de Cuba. — Secretaria de Agricultura, Comercio 
é Industria. — Subsecretaría. 

Siendo ya frecuentes los casos en que la Policía, cumpliendo con su de- 
ber, ha sorprendido en los establecimientos públicos artículos de comercio 
amparados por marcas industriales y comerciales, nacionales y extranjeras, no 
registradas en esta Secretaria, hecho que constituye una falta penada por la 
legislación de la materia con multas desde quince hasta cuarenta y cinco pe- 
sos, y si bien es cierto que la ignorancia de ese precepto legal ha sido, por re- 
gla general, la causa de tales infracciones, en cuya virtud se ha reducido, casi 
siempre, á su mmimun la indicada penalidad, al ser denunciadas dichas fal- 
tas; el señor Secretario de este Departamento, con el objeto de prevenir la 
continuación de los referidos abusos, se ha servido fijar el plazo de treinta días, 
contando desde esta fecha, para que todo el que, en condiciones legales, de- 
see amparar sus artículos de comercio con las expresadas marcas, promueva 
el oportuno expediente ante el Gobierno Civil de la Provincia para su registro 
en esta Secretaria; bien entendido que, mientras tanto, no podrán hacer uso de 
dichas marcas, y que si después de trancurrido el mencionado plazo, fuese 
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denunciada alguna por la Policía, sin estar registrada, se le aplicará el máxi- 
mun de la penalidad que señala la legislación vigente. 

Lo que de orden del señor Secretario se publica en la Gaceta de la 
Habana para general conociinient»). 

Habana, 19 de Mayo de 1900. — El Stjbseeretario» B-. Ple/iardo. 
(Gac. Mayo 20.) 



Gobierno Militar de la Ida de Ouba, — Secretaría de Agricultura^ Comercio 
é Industria, —Subsecretaría, 

# 

Habiéndose suscitado dudas sobre el sentido del aviso que publicó esta Sub- 
secretaría en la Gaceta de la Habana del dia 20 de Mayo último, con respec- 
to á ks maicas industríales y de comercio extranjeras, que deben registrarse 
en Cuba dentro del plaxo de un mes, para no incurrir en el máximun de pe- 
nalidad que señalan las disposiciones vigentes, y con el objeto de evitar erró- 
neas interpretaciones por los interesados en el asunto, el Sr. Secretario de este 
Departamento se ha servido disponer st haga la siguiente aclaración. 

Que las marcas extranjeras á que se refiere dicho aviso, son las que' am- 
paran los productos de bs establecin)íentos industriales existentes en esta Isla, 
conforme á lo que pieviene el párrafo segimd») del erlículo 10 del Real Decre- 
to de 21 de Agosto de 1884; pues para las marcas que amparen les productos 
de establecimientos industriales situados en el extranjero, se rijen las disposicio- 
nes del artículo 11 del mismo Reai Decreto, según las cuales esos industriales 
llenen los derechos que les conceden los convenios celebrados con sus respec- 
tivas Naciones; no siendo obligatorio para ellos el registro desús marcas ^n es- 
ta Isla, á menos que pretendan la protección de las mismas en Cuba. 

Lo que de orden del señor Secretario, se publica en la G.\ceta de la 
Habana para general conocimiento. 

Habana, 6 de junio de 1900. — El Subsecretario, B. Pichardo. 
{G(MC, Junio <?.) 

No. 105. 

Habana, 19 de Abril 1901, 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Agricul- 
tura, Cotmercio é Industria, ha tenido á bien disponer la publicación de la si- 
guiente orden: 

El Artículo 10 del Ileal Decreto de 21 de Agosto de 1884 sobre conce- 
sión y uso de marcas en esta Jsla, se entenderá enmendado, desde esta fe- 
cha, en los términos siguientes: 

''Art. 10. El certificado de propiedad de marca, dibujo ó modelo in- 
dustrial, sólo podrán obtenerlo los fabricantes, comerciantes, agricultores é in- 
dustriales de otra clase, cubanos 6 extranjeros establecidos en Cuba, ó couipa* 
fiías formadas por unos ó por otros, para los íines del presente Decreto''. 

Kl Comandante de Estado Mayor, 
J. B. HIGKEY. 
{Gac, Abril 20,) 
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Art. 11. Los extranjeros que habiten fuera de España tendrán 
los derechos que se les concedan por los Convenios celebrados con sus 
respectivas naciones. 

No habiendo Tratados, se observará estrictamente el derecho de 
reciprocidad. 

Las Circulares de 20 de Mayo y 6 de Junio de 1900, insertas en 
las notas del art. JO, reproducen lo establecido en el art. 11 acerca de 
la protección que pueden obtener las marcas extranjeras, cuando los 
establecimientos industriales 6 mercantiles están situados fuera de Cuba, 
a falta de Convenios ó Tratados. 

En la actualidad tolo exibte con tal carácter, lo estipulado en el 
art. XIII del Tratado de París, celebrado entre España y los Estados 
Unidi)8, en 12 de Diciembre de 1898, según el cual, serán respetados los 
derechos de propiedad literaria, artística é industrial adquiridos por 
españoles en la Isla de Cuba, Puerto Rico y Filipinas y demás territo- 
rios cedidos por dicho Tratado. 

La Circular N? 12 de la Sección de Aduanas y Negocios Insulares 
del Departamento de la Guerra, de Washington, en 11 de Abril de 1899, 
dispuso que en el territorio sujeto al Gobierno Militar de las fuerzas 
de los Estados Unidos, los dueños de patentes, diseños, marcas de fá- 
brica, impresos y etiquetas debidamente registrados en la Oficina de 
Patentes de los Estados Unidos con arreglo á las leyes de los Estados 
Unidos, recibirían la protección que en los Estados Unidos se les conce- 
de, de acuerdo con dichas leyes; y con arreglo á esa Circular y á otras 
posteriores, se inició el sistema de admitir á depósito las patentes y 
marcas extraryeras, sin la previa existencia de un Tratado, y sin la co- 
rrespondiente reciprocidad de derechos para las marcas y patentes cu- 
banas; pero todas esas Circulares fueron modificadas por la Orden nú- 
mero 160^ de 13 de Junio de 1901 y por la Circular de 21 de Junio de 
1902, que pueden verse en el lugar correspondiente. 

La Orden núm. 160 de 13 de Junio de 1901, todavia vigente, esta- 
blece en su artículo 19, lo mismo que lo hizo el Tratado de Paris, que 
serán protegidos los derechos de los propietarios de Marcas ó Patentes 
españolas adquiridos en 11 de Abril de 1899, que fué la fecha en que 
se ratificó dicho Tratado; éhizo extensiva además esa protección á las 
marcas registradas en la Oficina Internacional de la Union para la pro- 
tección de la Propiedad Intelectual de Berna en los mismos términos 
que se les reconociera bajo la Soberanía de España. 
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Con respecto á los Estados Unidos la misma Orden ném. 160 de 
1901, epsu articulo 2?díspone que sean protegidos los derechos de pro- 
piedad de patentes, incluyendo los dibujos industriales otorgados por 
los Estados Unidos, y los derechos sobre marcas, impresos y r&tulo» 
inscriptos conforme á derecho en la Oficina de Patentes de loe Estados 
Unidos, asi como los de propiedad intelectual debidamente inscriptos 
en la Oficina del Bibliotecario del Congieso, «siempre que en la Oficina 
«del Gobernador de la Isla en que se desee la protección se deposite 
«copia legalizada de la patente ó del certificado de inscripción de la 
«propiedad intelectual, déla marca, del impreso ó del rótulo.» 

La Union Internacional de 20 de Marzo de 1883 para la protección 
de la Propiedad Industrial no comprendió á las entonces Colonias Es- 
pañolas, no rigió para Cuba, asi es que no habiéndosele otorgado nin* 
guna eficacia en este territorio durante la Soberania Española, carece de 
aplicación en esta parte lo dispuesto en la Orden 160. 

Existe, pues, vigente lo establecido en el Tratado de París y en la 
Orden núm. 160, sobre proteiDción de los derechos de los propietarios de 
Marcas Españolas y Americanas. — Pero en ninguna de esas disposicio- 
nes ó documentos se concede reciprocidad áloe poseedores de análogos 
derechos, con arreglo á las leyes de Cuba. 

TITULO III 

J^eefo» legales del certificado de propiedad de marca^ 
dibujo» á modelos inditdrialef!. 

Art. 12 El que con arreglo á esta disposición obtenga un certifica- 
do de propiedad de marcas, dibujos ó modelos industriales, se halla 
autorizado: 

1? Para perseguir críminalmente ante los Tribunales de justicia^ 
con sujeción á las disposiciones del Código penal y á las de este decre- 
to, á los que usaren marcas, dibujos ó modelos industriales falsificados 
ó imitados de tal suerte que puedan confundirse con los verdaderos. A 
los que usen marcas con indicaciones capaces de engañar al comprador 
sobre la naturaleza del producto. A los que sin )a competente autori- 
zación usen las marcas, dibujos ó modelos industriales legítimos; y^ 
por último, á los que sin falsificar una marca la arranquen ó separen 
de unos productos para aprovecharse de ella poniéndola en otros. 

2? Para pedir civilmente ante los Tribunales de justicia la indem- 
nización de UkIos los daños y perjuicios que le hayan ocasion^p los 
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que falsifiquen una marca, dibujo 6 oíodelo industrial concedido, los 
que las usen falsificadas ó imitadas y los demás á quienes se refiere el 
párrafo anterior. 

3? Para exigir civilmente igual indemnización al comarciante que 
suprima la marca ó signo distintivo del productor sin su expreso con- 
sentimiento, oi bien no podrá impedirle que añada por separado la 
marca propia 6 la señal peculiar de su comercio. 

Y 49 Para oponerse á que se conceda certificación de propiedad 
demarca, dibujo ó modelo industrial, cuando el que se solicite sea igual 
al de bU propiedad ó tenga con él parecido, semejanza ó indicaciones 
bastantes para engañar al comprador. 

N9 512. 

Habana^ 19 Diciembre de 1900, 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Justicia, 
ha tenido á bien disponer la publicación de la siguiente orden: 

I. El párrafo 19 del arliculo 12 del Real Decreto de 21 de Agosto de 
1884, regirá en lo sucesivo con la siguiente adición: 

'*A los que compren ó vendan envases con marcas estampadas perma- 
nentemente, y que estén registradas á favor de otra persona, excepto cuando se 
haga á ésta ó á su agente autorizado, ó los utilicen colocando en ellgs para su 
venta mercancía igual ó semejante á aquella á que por el dueño de la marca 
se destinan dichos envases. En tales casos, se ocuparán los envases, los cua- 
les perderá el defraudador y hará suyos el defraudado". 

II. El articulo 287 del Código Penal regirá en lo sucesivo con la siguien- 
te adición. 

"En iguales penas, incurrirán los que compren ó vendan envases con mar- 
cas estampadas permanentemente y que estén registradas á favor de otra per- 
sona, ó ios utilicen colocando en ellos para su venta, mercancía igual ó seme- 
jante á aquella a que por él dueño de la marca se destinan dichos envases. 
En tales casos se ocuparán los envases, los cuales perderá el defraudador 
y hará suyos el defraudado''. 

III. 'Esta orden empezará á regir desde el 1^ de Enero de 1901 

El Teniente Coronel de Estado Mayor, 

H. L. SGOTT. 
(^Gac 19 Diciembre.) 

Art. 13. Toda concesión de certificado de marca, didujo ó mode- 
lo industrial, se entenderá hecha sin perjuicio de tercero. 

Arti. 14. Los productos extranjeros con marcas españolas quedan 
prohibidos y serán decomisados á su entrada en las Aduanas de Espa- 
ña, ya sean las marcas completamente nuevas, ya falsificación de las 
reconocida» á los productores del pais, ya simplemente una imitación 
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g; de las mismas; quedando siempre á salvo el derecho que asiste al pro- 

j|V pietario de la marca reconocida para perseguir civil y criminalmente 

^^■' al falsificador ó imitador de la misma. 

fe Art. 15. La propiedad de los certificados de marca, dibujos 6 

modelos industriales será considerada como todas las demás propieda- 
des muebles en cuanto á la transmisión, prescripción y demás efectos 
jurídicos. 

Las acciones criminales prescribirán con sujeción á lo establecido 
en el Código penal. 

Art. 16. Para mayor garantía de los cesionarios de marcas, dibu- 

É>!. jos ó modelos industriales, deberá dars*? cuenta al Gobierno general por 

conducto de los Gobernadores de las provincias respectivas de cada una 
dfc las transmisiones ó sucesiones, presentando testimonio de la escri- 
tura de cesión ó venta ó de la cláusula testamentaria dentro del término 
de tres meses, contados desde la fecha en que se haya adquirido el de- 
recho, para que pueda tomarse razón y quede archivado en la Real So- 
ciedad Económica. 

Secretaría de Agricultura^ Cmnercio é Industria, — Subsecretaría, 

Con el objeto de que tenga el debido cumplimiento lo que preceptúa el 
artículo 16 del Decreto de 21 de Agosto de 1884, el Sr. Secretario de este De- 
partamento se ha servido disponer que en lo sucesivo las peticiones de toma de 
lazón del traspaso de Marcas y dibujos industriales se hagan por conducto de 
los respectivos Gobiernos Civiles de provincia, presentando en los mismos los 
documentos que acrediten las traslaciones de dominio de las referidas marcas y 
dibujos. 

Lo que de orden del señor Secretario, se publica en la Gaceta de la 
Habana para general conocimiento. 

Habana, 9 de Julio de 1901. — El Subsecretario. B. Píchardo, 

{Gac. 17 Julio.) 

TITULO IV 

(aducidad del derechxy de propiedad de las mai'cas, 

dibujos 6 modelos industrviles. 

Art. 17. Los certificados de propiedad caducarán á los quince 
años, contados desde la fecha de su concesión, pero podrán ser re- 
novados por los mismos medios prescritos para adquirirlos. 

Art. 18. Los certificados caducarán además: 

1? Por la desaparición de la personalidad jurídica á quien perte- 
neciere su uso. 

2? Por sentencia ejecutoria del Tribunal competente, tan sólo con 
relación á la persona vencida en el juicio. 



MARCAS DE FÁBRK?A 75 



' 3*? Cuando el interesado lo solicite. 

4? Cuando el objeto de la patente no se haya puesto en práctica 
en los dominios españoles dentro del plazo aquí marcado. 

59 Cuando el posoedor haya dejado de explotarlo durante un año 
y un dia, a no ser que justifique causa de fuerza mayor. 

69 Cuando no se cumplan los demás requisitos establecidos en es- 
te decreto. 

Art. 19. Toda instancia en solicitud de certificado de propiedad 
quedará sin efecto si en los treinta dias siguientes al de su fecha no se 
llenan por causas imputables al solicitante las formalidades prescritas 
por este Real decreto. 

Art. 20. La declaración de caducidad en los casos prescritos en 
el art. 18 y en los números 19, 3^, 49 y 6-' corresponde al Ministerio de 
Ultramar cuando se trate de las concedidas en las provincias ultrama- 
rinas, previo aviso de la Dirección de las Sociedades Económicas, y 
contra la resolución del Ministerio procederá el recurso contencioso-ad- 
ministrativo ante el Consejo de Estado dentro de treinta días. 

Cuando se haya dejado de explotar un año y un día, corresponde 
la declaración de caducidad á los Tribunales, a instancia de parte 
legítima. 

Las personas ó colectividades que en virtud de este decreto tengan 
derecho al uso de marcas, dibujos ó modelos industriales pueden pedir 
en todo tiempo la caducidad de las ya concedidas, presentando al efecto 
las justificaciones convenientes. Cuando por el resultaíío de éstas se sus- 
cite una cuestión de posesión ó propiedad, la Administración sobreseerá 
en el expediente administrativo y remitirá á Jas partes álos Tribunales 
ordinarios para que usen del derecho de que se crean asistidas. 

TITULO V 

Formalidades para la expedición de iíhdos. 

Art, 21. El derecho á la propiedad de las marcas, dibujos ó mo- 
delos industriales que ésta disposición reconoce se adquirirá por el cer- 
tificado y el cumplimiento de las demás disposiciones que la misma 
determina. 

Art. 22. Para que^los fabricantes puedan hacer efectiva la respon- 
sabilidad de los usurpadores de sus marcas, distintivos de fábricas, 
dibujos ó modelos industriales, solicitarán previamente de los Goberna- 
dores de sus respectivas provincias el correspondiente certificado de pro- 
piedad, acompañando á la solicitud una nota detallada, en la cual espe- 
cificarán con toda claridad la clase de marca adoptada, las figuras, ci- 
fras, letras ó signos que contenga su materia, el artefacto sobre que se 
ha de imprimir y el nombre de su dueño; también se unirá un dibujo 
duplicado y exacto de la marca. 
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gÉk; Igual procedimiento se seguirá cuando se quiere obtener certifibado 

pl^; de propiedad de un dibujo ó modelo industrial. 

pj? o, Por circular del Gobierno General de 12 de Marzo de 1885, inserta en la Gaceta He resolvió: qu» 

)f Vv' no 8e dará curso á niujjfuna solicitud de inscripción de marcas de tabacos, niientraB no acredite el 

';;■ V' peticionario estar inscripto en la matrícula de fabricantes con la presentación de la expedida por 

i-*' / el Ayuntamiento á que correspondía, para la toma de razón al pié de la solicitud en los respecti- 
vos Gobiernos de provincia. 



Art. 23. Cuando los fabricantes deseen guardar secreto acerca del 
0k método empleado en la imprimación de la marca ó dibujos industrial, 

1,^^ \o expresarán así en la solicitud, describiéndolo en pliego cerrado y se- 

B&> liado, que solo se abrirá en caso de litigio. 

|/^; Art. 24. Kn los Gobiernos de provincia se llevará un libro ó re- 

lljfc gistro, en el cual se anotará: 

Íi5>.in; 1? El día y hora en que se hubiese presentado la solicitud. 

5^V j, 29 El nombre del interesado ó de su apoderado. 

*Í>!l' 89 Profesión, domicilio y género de industria del que solicita la 

Í¿ ! propiedad y clase de artefacto, mercancía ó uso á que se aplica la mar- 

^ ca, dibujo ó modelo industrial. 

|:;r 49 Descripción detallada de la marca, dibujo 6 modelo industrial, 

l^y cuyo certificado de propiedad se solicita, pegando á continuación suya 

i.]'; uno de los dibujos (jue el interesado hade presentar, al tenor de lo dis- 

ifl-'i pue&to en el art. 22. Estas anotaciones llevarán un número correspon- 

ps . diente de orden, y de ellas se hirán do."^ copias. 

|j; : / Art. 25. Por cada certificado de propiedad que se solicite se abrirá 

un expediente, al cual se unirá una de las copias de las anotaciones 
hechas en el Registro de que habla el artículo anterior. 

Art. 26. Los Gobernadores de las provincias expedirán á los soli- 
f-'Á citantes copia certificada de la presentación de su solicitud y del asien- 

te to hecho en el Registro, conforme dispone el art. 24, y en el término de 

|í^^; seis días y bajo su respon^^abilidad remitirán al Gol3ernador general la 

^ ' solicitud y documentos que la acompañen, una de las copias de que 

habla el art. 24 y el duplicado del dibujo que según el art. 22 ha de 
presentar el interesado. 

Art. 27. Previo informe de la Reai Sociedad Económica, la cual 
||j: á su vez oirá al Ayuntamiento de la capital en ló referente á tabacos, 

p"v cigarros y fósforos, ^obre si la marca, dibujo ó modelo industrial se ha 

usado ya en artefactos de la misma clase, ó si es propiedad de un ter- 
cero, obtendrá el fabricante un certificado ó título que acredite haber 
presentado y heeho constar su marca, dibujo ó modelo industrial, ex- 
fe;; presándose en él con toda precisión su forma y demás circunstancias. 

||^ Unión de los Fabricantes de Tabacos.— En Real orden de 3 de Eneio 

l^i de 1888 se establece: que sin perjuicio de que para la concesión de marcas 

|¿, de fábricas de tabacos en esta Isla, se cumpla exactamente lo preceptuado en 

|¿ / el art. 27, es también requisito indispensable oir á la Sociedad titulada «La 

I Unión de Fabricantes de Tabacos», establecida en esta Capital desde el afio 
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1887, cuyo informe deberá tenerse muy en cuenta para la más acertada re- 
solución. (Gaceta de la Habana», 19 de Marzo de 1888.) 

Art. 28. El solicitante pagará pur la expedición del título, bajo 
pena de caducidad, 12 y medi*) pnsos en papel de reuitegro, que se uni- 
rá al documento. Este lo tirraará el Gobernador general, tonjándose ra- 
zón en el Registro que al efecto se llevará en el Negociado de Industria 
y Comercio de la Secretaria geu'íral. 

Obtenido que sea el certiflcado (Iflienl inscribirse en el Registro Mercantil de la Provincia, 
snfffm dispone el articulo 21 del C('>dií2:o de Couiercic ,v «^1 2S, inciso 4° del RcKlaniento i)ara dicho 
llepristro. Los títulos de propiedad industrial se inscHLirán (art. 44.) previa presentación de los 
respectivos documentos que acrediten su concesión en forma lefjjal. La inscripción expresará las 
circunstancia s esenciales comprendidas en el documento. 

NV 18, 
Cuartel General, Departamento de Cuba. — Habano j 17 de Enero 1901, 

El Gobernador General i\(^ Cuba, á propuesta del Secretario de Agricul- 
tura, Comercio é Industria, \v\ tenido á bien disjjoner la pubücoción de la si- 
guiente orden: 

I. El Articulo 28 del Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, sobre 
concesión y uso de marcas en esta Isla, se entenderá modificado y redactado 
en los términos siguientes: 

Artículo 28. El solicitante pagará, por derecbos de expedición del título 
de propiedad, doce pesos cinc-uonta centavos, en moneda de los Estados Uni- 
dos. Dicho pago deberá efectuarse, en la Oficina de Hacienda correspon- 
diente, dentro del plazo de treinta días, contados desde la feclia en que se co- 
munique al Interesado la concesión de la marca, marcas, dibujo ó modelo 
industrial, bajo pena de caducidad; presentando á la Secretaría de Agricultura, 
Comercio é Industria el documento fjue acredite haberlo verificado asi, para 
que la misma pueda expedirle y le expida el citado tíhilo, del cual se tomará 
razón en el Registro abierto al efecto en el Negociado de Industria y Comer- 
cio de dicha Secretaría. 

II. Se señala el plazo de cuarenta y cinco días, contados desde la pu- 
blicación de esta orden, para que todí)S los que hayan obtenido en Cuba la 
concesión de marcas, dibujos ó modelos industriales y no hubiesen sacado el 
titulo de propiedad correspondiente, lo soliciten de la Secretaría de Agricul- 
tura, Comercio é Indystria, bajo pena de caducidad, para que por la misma 
se expida, previo el pago de los derechos reglamenlarics; sin perjuicio de la 
imposición de la multa en que han incurrido los que están haciendo uso de las 
referidas marcas, dibujos ó modelos industriales, sin el correspondiente título 
de propiedad, á tenor de lo dispuesto en el inciso 19 del Artículo 39 del Real 
Decreto de 21 de Agosto de 1884. * 

El Teniente Coronel de Estado Mayor ^ 

H. L SCOIT. 

((rae. Enero 18.) 
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Art. 29. El ejemplar del dibujo que según el art. 26, los Gober- 
nadores de provincia han de remitir al Gobernador general para que 
se libre certificado á los interesados quedará archivado en la Real So- 
ciedad Económica; publicándose en la Gaceta por trimestres, los títulos 
expedidos en este período, y á fin de año el estado general de todos los 
concedidos en su transcurso. En caso de litigio, ante el Juez competen- 
te se exhibirá el dibujó 6 copia testimoniada de que habla el art. 26. 

Art. 30. Debiendo sujetarse la inscripción de marcas extranjeras 
á los respectivos convenios que se hubiesen celebrado con sus Gobiernos, 
las solicitudes que al efecto se presentaren se elevarán á la resolución 
del Gobierno de S. M. 

Art. 31. Para los extranjeros no residentes en los dominios es- 
pañoles habrá un registro especial, llevado con las mismas formalida- 
des dispuestas en el art. 24. y en el cual constará además el país donde 
está situado el establecimiento in(\istrial, comercial ó agrícola del 
propietario de la marca, dibujo ó modelo, así como la convención 
diplomática por la cual se establece la reciprocidad. 

Art- 32. Los fabricantes, industriales, comerciantes 6 agricul- 
tores que residiendo en la Península é islas adyacentes quieran asegu- 
rarse en las provincias de Ultramar la propiedad de las marcas que 
señalan sus productos, ó de sus dibujos ó modelos industriales, siempre 
que unas y otros estén autorizados y reconocidos y el interesado tenga 
el correspondiente certificado ó título de propiedad, librado con arre- 
glo á las leyes que rijan en esta materia, acudirán al Ministerio de Ultra- 
mar, acompañando á la solicitud un testimonio legalizado y un dibujo 
duplicado que represente la marca, dibujo ó modelo de su pertenencia. 

De estos testimonios y dibujos, el Ministerio remitirá una copia al 
Gobernador general de la provincia en que haya de garantizarse la pro- 
piedad de la marca, dibujo ó modelo industrial á fin de que se respe- 
ten y protejan los derechos de los interesados, con arreglo á este Real 
decreto. 

También podrán acudir directamente ó por medio de representante 
á los Gobiernos generales de las provincias en las que quieran asegurar 
la propiedad de sus marcas, dibujos ó modelos industriales. 

Art. 33. Los gobiernos generales de las provincias de Ultramar 
anotarán en un registro especial por orden riguroso de fechas, las solici- 
tudes presentadas directamente por los interesados residentes en la Pe- 
nínsula, islas adyacentes ú otras provincias ultramarinas, y las que 
se les remitan por el Ministerio de Ultramar; expidiendo á loa interesa- 
dos que lo soliciten el correspondiente certificado, y publicando la 
concesión en la Gaceta de la capital, como previene el art. 29. 

Art. 34. La propiedad de las marcas, dibujos ó modelos indus- 
triales concedidos por el Ministerio de Fomento, caducará en las pro- 
vincias de Ultramar con la misma fecha en que por el Conservatorio de 
Artes se hubiera publ'cado la caducidad en la Gaceta de Madrid, 



MARCAS Djí fábrica 79 



Art. 35. Toda persona domiciliada en Ultramar que haya obteni- 
do título de propiedad para sus marcas, dibujos ó modelos industriales, 
con arreglo á lo dispuesto en este decreto, podrá hacer extensivo su de- 
recho á todos los dominios españoles. Para ello presentará una instan- 
cia solicitándolo del Gobernador general, y este la remitirá con au in- 
forme, con una copia del título concedido y un ejemplar de los dibujos 
que representen la marca, dibujo ó modelo industrial, al Ministerio de 
Ultramar, el cual, según las circunstancias, cuidará de que pasen al 
Ministerio de Fomento 6 á los Gobernadores generales de las otras pro- 
vincias. 

Art. 36. En la expedición de títulos de propiedad para marcas, 
se tendrá presente: 

19 Que á los fabricantes que pidan el certificado de una misma 
é idéntica marca, aunque á diferentes objetos, no se les expedirá más 
que un solo certificado, explicando en él la diversa aplicación que ha- 
cen de la marca. 

2? Que á los fabricantes que para una misma cosa pidan, con el 
objeto de distinguir su calidad ó con otro motivo, el uso de marcas di- 
ferentes, aunque sean parecidas, se les expedirá un certificado por cada 
variación que tenga la marca, expresando el uso e«pecial de cada una, 
y exigiéndoles el pago de los derechos que previene el art. 28, tantas 
veces como certificados hayan de expedírseles. 

39 Que á los fabricantes que pidan el uso de marcas para sí ó pa- 
ra un hijo ó socio, en el caso qufi lleguen á constituirse aparte, si todas 
las marcas están en uso actualmente, se len expedirán tantos certificados 
como marcas; pero expresando la persona á favor de quien se expida, 
para que en el caso de separarse de su padre ó de su socio se sepa que 
le pertenece la marca, debiendo satisfacer, como previene el párrafi» 
anterior, los derechos establecidos por cada uno de los certificados que 
se expidan. 

N9 511. 

Cuartel General, Departame/iúo de Oiiba. 

Habana, 18 de Diciembre 1900, 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Agricul- 
tura, Comercio é Industria, ha tenido á bien disponer la publicación de la si- 
guiente orden: 

I. El inciso 29 del Artículo 36 del Decreto de 21 de Agosto de 1884, 
sobre concesión y uso de marcas en esta Isla, queda anulado por la presente 
orden: 

II. En su lugar regirár las prescripciones siguientes, á partir de la fecha 
de la publicación de esta Orden: 

A los fabricantes, comerciantes, agricultores é industriales que para una 
misma cosa pidan, con el objeto de distinguir su clase y calidad, ó con otro 
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motivo, el u«o de marcas diferentes, atmque parecidas, se les expedirá un cer- 
tificado por cada variación que tenga la marca, expresando el uso especial de 
cada una y exigiéndoseles el pago de ios derechos correspondientes ( $ 12.50, 
moneda de los Estados Unidos) tantas veces como certificados hayan de ex- 
pedírseles. 

El Te u lente Coronel de Estado Mayoi\ 

H. L. SCOTT. 

{Gac. 19 Diciembre.) 

TITULO VI 

De la publicación de las m arcas ^ dibujos y modelos industriales; 

desús descripciones^ dibujos 6 facsímiles, 

Art. 37. La Secretaría del Gobierno general dispondrá, en la se- 
gunda quincena de los meses de Enero, Abril, Julio, y Octubre, la 
inmediata publicación en la Gaceta oficial de una relación de todos los 
títulos de propiedad de marcas, dibujos ó modelos industriales concedi- 
dos durante el trimestre anterior, expresando claramente el objeto 
sobre que recaen. 

Los Gobernadores de las provincias ordenarán, tan pronto como 
las expresadas relaciones aparezcan en la Gaceta oficial, que se repro- 
duzcan en los Boletines oficiales 6 periódicos de la localidad, y á falta de 
unos y otros por medio de anuncios fijados en los sitios de costumbre. 

Art. 38. lias descripciones y dibujos de marcas, y dibujas y mo- 
delos industriales, estarán á disposición del público en las Secretarías 
délas Reales Sociedades Económicas, durante los horas que fijen los 
Presidentes de las mismas. 

TITULO VII 

Disposido n es pena les. 

Art. 39. Serán castigados gubernativamente con multa de 15 á 
45 pesos, sin perjuicio de las acciones civiles j'^ criminales que procedan: 

19 Los que usen una marca, marcas, dibujos ó modelos industria- 
les sin haber obtenido el correspondiente certificado de propiedad. 

29 Los que, siendo propietarios legítimos de una marca, la apli- 
quen á productos distintos de aquellos para que les fué concedida. 

39 Los que en las mercancías levanten la^ marcas del productor 
sin expreso consentimiento de él. 

49 Los que usen una marca después de trascurridos noventa días 
desde la publicación de este decreto sin haber dado cumplimiento á lo 
quee 1 mismo previene en sus disposiciones transitorias. 
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59 Los que usen una marca transferida sin haber acudido á justi- 
ficar la transferencia en eL plazo de noventa días. 

En defecto de pago, quedará sujeto el infractor á una responsabili- 
dad personal subsidiaria á razón de un día por cada peso de multa. 

Art. 40. Serán castigados con una multa de 45 á 135 pesos, y en 
defecto de pago con la responsabilidad personal que establece el último 
párrafo del artículo anterior: 

1? Los reincidentes, entendiéndose como tales los que hayan si- 
do castigados por la misma falta durante los cinco años anteriores. 

2? Los que usen una marca prohibida por la ley. 

Art. 41. Se considerarán comprendidos en las prescripciones del 
art. 288 del Código penal vigente en Cuba y Puerto Rico los que usen 
níarcas imitadas en tales términos que el consumidor pueda incurrir en 
equivocación ó error, confundiéndolas con las verdaderas ó legítimas. 

Art. 42. Los que varíen sin la debida autorización en todo 6 par- 
te, la marca, dibujo ó modelo industrial de su uso, perderán el dere- 
cho que á ella tengan. 

Por la Sección de Fomento del Gobierno General se hizo pública en 
la Gaceta de 29 de Septiembre de 1885, la resolución siguiente: 

«En vista de que en la marca de cigarros titulada «La Charada», se han 
introducido por su dueño D. Antonio Yurre, modificacioní^s para las cuales no 
estaba autorizado por este Gobierno General, aserto que está comprobado por 
las cajetillas que se han adquirido en diferentes puestos de venta pública de 
cigarros y tabacos; que estas modificaciones alteran los diseños de la marca 
r.oncedida, no solo separándola de su objeto al inscribirla sino que se la con- 
vierte en instrumento de la rifa ó lotería chiffá, prohibida por la Ley, como 
también resulta demostrado de las investigaciones hechas por la policía; que 
habiendo solicitado al Sr. Yurre autorización para colocar en la parte en blan- 
co de la marca inscrita las figuras en tamaño mayor que aparecen en dibujo 
del chino representado en la marca, ha entregado á la venta pública las caje- 
tillas con la marca adulterada, sin esperar ala resolución de la solicitud anun- 
ciando por medio de papeletas impresas la aproximación y llegada de «La 
Charada». 

El Excmo. Sr. Gobernador General en resolución del 21 del corriente 
acordó no acceder á lo solicitado por el Sr. Yurre, y aplicarle lo terminante- 
mente prevenido en el articulo 42, titulo 79 de las disposiciones penales del 
Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, negándole el derecho que tenia á la 
marca «La Charada», á cuyo efecto se dirija comunicnción al Sr. Gobtrrnador 
Civil de la provincia para que le recoja el título que le fué expedido y dé sus 
ordenes á la policía para que tan luego se publique esta resolución recoja 
cuantas cajetillas de la citada marca se vendan publicamente» 

Esta resolución fué aprobada en todas sus partes por Real Orden de 19 
de Agosto de 1886, que desestimó el recurso interpuesto por D. Antonio 
Yurre. 
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Art. 43. La accióa para deauaciar las iafracciones de este decre- 
to será pública. 

TITULO VIII 

Competencia para conocer en materia de mareas. 

Art. 44. El servicio referente a ia propiedad de marcas, dibujos y 
morlelos industriales, estará á cargo de loá Gobiernos civiles de lis pro- 
vincias de Ultramar, bajj la dependencia de los respectivos Gobiernos 
generales. 

Correspímde á los Gobernadores civiles: 

19 Llevar un registro de marcas, dibujos ó modelos industriales. 

29 Instruir los expedientes que se promuevan para la obtención 
de estas y los quesean necesario3 para decidir sus incidencias, y elevar- 
los con su propuesta al Gobernador general. 

39 Ou.mpiír los acuerdos de la Superioridad. 

49 Reproducir en los Holetines oficiales ó periódicos de la localidad, 
y á falta de unos y otros por medio de anuncios fijados en los sitios de 
costumbre, las rehiciones de los títulos de propiedad de las marcas, <ií- 
bujos ó modelus industriales concedidos durante el trimestre an»-erior, 
tan pronto como aparezcan en la Gaceta. 

Corresponde á los Gobernadores generales: 

19 Resolver los expf-dientes de concesión de marcas, dibujos 6 
modelos industriales y su^ incidencig-s, á menos que se relacionen con 
la propiedad, ó con alguna de las acciones que el Código penal define 
como delitos ó faltas. 

- 29 Expedir los títulos de propiedad de las marcas, dibujos ó mo- 
delos industriales. 

39 Inspeccionar el servicio y registro de éstos. 

49 Declarar los casos ea que procedan las correcciones que señalan 
los artículos 39 y 40, oficiando al Gobernador de la provincia á que 
corresponda para que las iin})onga y realice, remitiendo en el tértnino 
de quince dias la mitad del papel en que hubieran sido satisfechas. 

59 Velar por el exacto cumplimiento de este decreto. 

69 Proponer al Ministerio de Ultramar las medidas de carácter 
general que convenga dictar para su observancia. 

Compete al Ministerio de Ultramar: 

19 Resolver en alzada los expedientes en que se interponga este- 
recurso. 

29 Resolver en alzada y sin ulterior lecurso respecto de las recla- 
maciones que sobre las mnltas declaradas por el Gobierno general hi- 
cieran los interesados ei^ el improrrogable término de sesenta días, á 
Contar desde la notificación administrativa. 

39 Dictar los reglamentos necesarios para la ejecución de este de- 
creto y cualquiera otra medida de carácter general. 
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Incumbe á la Sala de lo Conterjcioso del Consejo de Estado enten- 
der en la via contenciosa de las reclamaciones que se presenten contra 
las resoluciones del Ministro respecto á los casos marcados en eltít. IV 
de esta disposición. 

Art. 45. Las cuestiones que se susciten acerca del dominio y po- 
sesión de las marcas serán de la competencia de los Tribunales ordina- 
rios, sin que á la Administración incumba otra cosa, en caso de litigio, 
que disponer se exhiba el dibujo de la marca, y reconocer después el 
derecho de propiedad de la marca al que acredite en forma legal haberla 
obtenido por sentencia de los Tribunales, sin que durante el litigio se 
pueda declarar caducada la marca. 

En virtud de la demanda contencioso-administrativa interpuesta por el 
Licenciado D. Ramón Martí Boada, contra la resolución del Gobierno Ge- 
neral de 31 de Diciembre de 1884 que denegó lo solicitado por el deman- 
dante para que se dejara sin efecto la inscripción de la marca de cigarros titu 
lada «La Legalidad», concedida á D. Pablo Ozeguera por pretünder el deman- 
dante ser propietario de dicha marca; y, 

Considerando: ser evidente que la cuestión objeto de la presente deman- 
da es sobre la propiedad de una marca de cigarros y como quiera que el Real 
decreto de 21 de Agosto de 1884 vigente en esta Isla en materia de marcas, de 
Fábrica, de Comercio, de Agricultura y de cualquiera industria, prescribe en 
su art. 45, que las cuestiones que se susciten acerca del dominio y posesión 
de las marcas serán de la competencia de los Tribunales ordinarios; el Excmo. 
Sr, Gobernador General se sirvió, conformándose 3on el parecer del Excmo. 
Consejo. de Administración, declarar sin lugar dicha demanda por improce- 
dente, sin perjuicio de que las partes pudieran acudir en la' forma y ante el 
Tribunal que proceda. (Gaceta de la Habana, 21 de Mayo de 1885.) 

TITULO IX 

Disposiciones transitorias, 

Art. 46. Los fabricantes, comerciantes, agricultores ó Compañías 
por ellos formadas que vengan usando una marca, dilmjo ó modelo in- 
dustrial sin haber obtenido certificado de propiedad deberán solicitarlo 
en el término de noventa días, á contar desde la publicación del presen- 
te decreto; y atenerse á las prescripciones del mismo. 

Art. 47. La inscripción de las marcas hecha con estricta sujeción 
al decreto de 8 de Marzo de 1880 y Real orden y reglamento de 31 
de Marzo de 1882 será válida para los efectos de art. 12 d^ este decreto. 

Esto no obstante, y con objeto de unificar la inscripción de todas 
las marcas, dibujos ó modelos industriales, deberán los interesados so- 
licitarlo de nuevo dentro del preciso é improrrogable plazo de un año, 
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observándose las reglas marcadas en el articulo 11 del citado reglamen- 
to de 31 de Marzo de 1882. 

Art. 48. Las personas ó Compañías comprendidas en los dos 

artículos anteriores que dejen pasar los plazos en ellos marcados sin 

solicitar el certificado de sus marcas, dibujos ó modelos industriales. 

se entiende qu3 reaunoiaa á ellos, y, por lo tanto, se podrán conceder al 

que lo solicite con arreglo áesta disposición. 

Art. 49. A fin de formar la colección de diseños de marcas, di- 
bujos ó modelos que se han de conservar en las Reales Sociedades Eco- 
nómicas, todos los comerciantes, fabricantes, agricultores ó industriales 
que las vengan disfrutando legalmente deberán dirigirá dichas Socie- 
dades dentro del término de noventa días dos ejemplares de sus respec- 
tivos diseños, bajo la multa prescrita en el art. 39. 

Por circular de 5 de Febrero de 1886, inserta en la Gaceta de esta Capital, recordó el Gobier- 
no General el deber en que están los industriales de remitir á la Secretaria de la Sociedad Econó- 
mica ejemplarfs de las marcan de que son propietarios, con el fin de que pueda formarse la colec- 
ción de diseños á que este articulo se i'eflere. 

Art. 50. El Gobierno de S. M. publicará los reglamentos necesa- 
rios para la ejecución de este decreto. 

Art. 51. Quedan derogadas todas las disposiciones anteriores pa- 
ra la ejeeución de este Real decreto. 

Art. 52. El Gobierno negociará en los tratados de comercio que 
celebre cv>n las naciones extranjeras el reconocimiento de la propiedad 
de las marcas industriales de la isla de Cuba, ó celebrará en otro caso 
Convenios especiales con el indicado objeto. 



JURISPRUDENCIA SOBRE MARCAS DE FABRICA, DE COMERCIO, 

NOMBRES Y TÍTULOS INDUSTRIALES. 



CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 

CftdtLCidAd d6 MflirCSk — E» revi8al)le en vía conteDciosa la declaratorin de caducidad de una 
marca. 

La Real Orden que declara la caducidad de una marca de fábrica, 
denegando la instancia presentada para que se considere á una empre- 
sa como continuación dé otra que explotaba dicha marca, ha podido las- 
timar derechos preexistentes, y es en tal concepto revisable en via con- 
tenciosa. (R. O. 6 Agosto 1879,— (Gac. 10 id.) 

Inscripción de MarCft. —concepto jurídico dcl registro: no tiene el carácter de con<;e8i()n 8iuo de 
autorización administrativa; sólo faculta á la Administración para certificar el dis- 
tintiro adoptado y el nombre del que aparece ser dueño de la marca. En caso de li- 
tigio toca A ios Tribunales ordinarios decidir, 

E. D, S. del C. de E. (25 Noviembre 1880). — En el recurso con- 
tencioso-administrativo contraía R. O. de 18 de Marzo de 1879, que 
dechiró caducadas Jas marcas El Caballo: 

Visto el expediente contencioso, del que aparece: 

Que contra dicha Real Orden de 18 de Marzo de 1879 presentó de- 
manda contenciosa en 3 de abril, en nombre de D. Máximo Ridaura y 
Valor, el Dr. D. Manuel Danvila y Collado; que declarada procedente, 
amplió solicitando se revocara la Real orden da 18 de Marzo de 1879, 
dictada por el Ministerio de Fomento, y declarase que no procede la 
caducidad de las • marcas **E1 Caballo,'' Ínterin la Sociedad á quien 
fueron concedidas no pn»ceda á su liquidación como parte de haber so- 
cial, ante los Tribunales de justicia, ó renuncie su disfrute ó las aban- 
done, y en el caso de que la caducidad procediere declarar que el pri- 
mer peticionario para los efectos de la concesión fué D. Máximo Ridau- 
ra, por haberse presentado antes en las mismas condicionts que la 
Sociedad ^'Ridaura é Hijos.". 

Considerando que la, cuestión de este pleito se contrae á determi- 
nar si la Real orden queden la demanda se impugna y que declara la 
caducidad de las marcas **E1 Caballo", ha podido dictarse sin que la 
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Socie<lad á quien se concedió y de cuyo haber forma parte proceda á 
su liquidación ante los tribunales ordinarios y renuncie el disfrute de 
dicha marca, ó la abandone. 

Considerando que, libre cada cual de señalar los productos de su 
industria con el ditstintivo que mejor le parezca, siempre que no con- 
tenga signos de autoridad ni sea ofensiva á la decencia páblica, el certi- 
ficado administrativo a que se refiere la Real orden de 20 de Noviem- 
bre de 1850 es un documento oficial que dá autenticidad y sirve de 
comprobrante á la marca adoptada para el efecto de su uso exclusivo, y' 
no tiene el carácter de concesión, sino de autorización administrativa. 

Considerando que, atiimilada en todo lo demás á la propiedad 
muéblela de las marcas, las cuestiones que se susciten acerca de su do- 
minio y poseáióii son de la competeucia de los Tribunales ordinario», 
sin que á la Administración incumba otra cosa en caso de litigio que 
disponer se exhiba el dibujo de la marca y copia testimoniada de la 
nota que ex presea el art. 29 del mencionado Real decreto. 

Considerando que si bien la Real orden de 1 1 de Abril de 185^ 
dispone que se dé cuerita al Ministerio de Fomento de todas las trans- 
misiones ó sucesiones de que sean objeto las marcas, señalando para 
ello el término de tres me-»eH, contados desde la fei:ha en que se haya 
adquirido el derecho, á fin de qne pueda tomarse razón en el centro 
correspondiente, eHta prescripción, como todas las que rigen en la ma- 
teria, se dirige á dar garantías de seguridad á la propiedad de que se 
ti ata, y no atribuye otra competencia á la Administración que la de 
certificar en sn caso cual es el distintivo adoptado y la persona que 
aparece como duefio d«l mismo: 

Considerando que así en el caso de que se omita la formalidad ex- 
presada de dar cudnta al Ministerio de las transmisiones ó sucesiones 
que se verifiquen, como en el de que cumplida surjan cuestiones de la 
índole de las que se controvierten en este pleito, la Administración no 
debe reconocer otro derecho para la expedición dé nuevo certificado 
que el que se haya acreditaílo ó se acredite en legal forma, ó declaren 
en el juicio corres |xmd i ente los Tribunales ordinarios: 

Coneideraiido que si, en virtud de lo expuesto, el Ministro de Fo- 
mento ha podido no estimar las sucesivas reclamaciones de D. Máximo 
Ridaura y Valor y de ia nueva Sociedad mercantil *Tiidaura é Hijos"» 
en que pedían de nuevo certificado de las marcas **E1 Caballo", no ha 
debido, sin embargo, dec^lararlas caducadas, Ínterin ventilan las pártete 
el derecho que á ellas pretenden tener ante los referidos Tribunales co- 
mo asunto de interés privado. 

Se deja sin efecto la Real orden de 18 de Marzo de 1879, y se dis- 
pone quede en suspenso la expedición de nuevo certificado para el uso 
de las marcas **E1 Caballo," mientras se ventila y decide por los Tri- 
bunales ordinarios, si ante ellos acudiesen los interesados, á quien per- 
tenecen actualmente dichas marcas. — (Gac, de Madrid. 19 En. 1881.) 
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N6gfttÍ7ft d6 i&SGripcidn do MdrCCU— No procede la Via contenciusa contra la negativa de una 
marca.— El derecho de propiedad del diseño ó d ibujo es de distinta índole del de la marca. 

Beal orden de I4. de Abril de 1885, — Visto el Real decreto de 20 de 
I Noviembre de 1850 y demás disposiciones posteriores que establecen las 

1^ reglas áque ha de sujetarse la concesión de marcas de fábrica; 

Considerando: 19 Que el acuerdo de la Administración activa 
negando la expedición de los certificados que legitiman el uso y pro- 
I piedad de las marcas adoptadas por los fabricantes para distintivo de 

I los productos de su industria, cuando, como en el caso presente, se 

funda en que otro fabricante había sido autorizado con anterioridad 
para el uso de un distintivo que se asemeja con el que se trata de au- 
torizar, no puede causar agravio á los derechos del actor, puesto que 
ninguno le asiste para que coexistan distintivos semejantes; y variando 
el diseño primeramente elegido, puede obtener el certificado á que as- 
pira. 

29 Que el derecho de propiedad sobre ef diseño en concepto de 
dibujo que invoca el demandante, no implica ni supone que este dibu- 
jo haya He ser empleado por él sólo como marca de su fábrica; pues es 
distinta la índole de la propiedad constituida en el dibujo y la que se 
refiere á marca. 

íia Sala, de conformidad con el parecer del Fiscal, entiende que no 
procede admitir la demanda de que se lleva hecha referencia. 

Esta R. O. fué dictada de acuerdo con h» propuesto por la Sala de 
lo ContencioHO del Consejo de Estado. 

Inscripción do lUICft.— procedencia de la vía contenciosa contra la Real orden que desestima la 
oposición ai ref^stro de una marca de fábrica. 

Auto del T. de lo O. A,— 27 de Ovtubre de i<9^(?.— Solicitada por la 
razón social Rubine é hijos de la Corufia, la inscripción en la isla de 
Cuba de la marca industrial para chocolates titulada **La Española," 
una Sociedad, alegando que dicho signo podía confundirse con otro 
análogo de que era propietaria, formalizó su oposición, que fué recha- 
zada por providencia del gobernador de la isla, y entabló después re- 
curso contencioso-administrativo el Procurador Don Daniel Doze quien 
se personó con poder otorgado en la Habana por D. Manuel Villar y 
Cañete, como gerente de la expresada Sociedad opositora, carácter de 
que dá fé el notario autorizante con referencia á la escritura de consti- 
tución social que existe en su mismo protocolo. El fiscal alegó las 
excepciones dilatorias de incompetencia de jurisdicción y falta de per- 
sonalidad en el actor, que el Tribunal desestima: 

"Considerando: por lo que hace á la excepción dilatoria de incom- 
petencia de jurisdicción, que si bien el art. 44 del R. D. de 21 de Agos- 
to de 1884, concede únicamente el recurso contencioso-administrativo 
en los casos marcados en el tit. IV, no lo excluye exprej^amente res- 
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pecto de la» demás cuestiones de Índole puramente administrativa, 
que en materia de marcas de fábrica puedan ocurrir. 

^^Considerando: que por tanto, no tiene aplicación al caso del n? 4, 
del art. 49 de la Ley de 13 de Septiembre do 1888, alegado por el fiscal, 
toda vez que dicha disposición solo hace referencia á las resoluciones 
que se dicten con arreglo á una ley que expresamente las excluya de. 
la vía contenciosa. (Ghcs. 25 y 31 Diciembre 1891). 

InSCripoiÓQ de marca.— Exeepcl^'m de aquellas que por bu Bemejanzti 6 parecida 4 otras ja regís 
tradaB pueden Inducir á confusión ó error. 

• 

(17 de Marzo 289^.) -En 4 de Febrero de 1890 solicitó D. Fran- 
cisco Sánchez Gal nares, del comercio de la Habana, y establecido en 
la calle de la Reina núm. 31, la inscripción de una marca de su pro- 
piedad denominada "La Nueva Viña,'' acompañando los diseños y la 
deí^cripción corresf)ondiente. 

En 6 de Maizo siguiente la Real Sociedad Económica de Amigos 
del País informó, que matriculada con anterioridad la marca La Viña 
de igual carácter y para los mismos objetos, procedía desestimar la 
solicitada por D. Franciscí) Sánchez Calmares por prestarse á la con- 
fusión ó error que trata de evitar el artículo 59 del Real Decreto d^ 
21 de Agosto He 1<S84: 

El Jefe del Negociado respectivo, en nota de 15 de Marzo, opinó de 
conformidad con la Sociedad Económica, y así lo acordó el Gobernador 
general en 17 de Marzo: 

En 26 de mismo mes de Mayo se alzó el interesado para ante el 
Ministerio de Ultramar pidiendo se revocara la resolución del Gober- 
nador general de Cuba, í)or no ser exactas las bases en que se ap(»ya, 
pues á su juicio el diseño de su marca La Nueva Viña no se presta á 
confusión ó error con el de íja Viña por haber notable diferencia entre 
una y otra: 

Por Real Orden del Ministerio de Ultramar de 23 de Agosto de 1890 
de conformidad con lo informado por el Negociado y con lo propuesto 
por la Dirección general de Administración y Fomento, se desestimó el 
recurso de alzada, confirmando el acuerdo del Gobierno general que 
negó la inscripción de la marca La Nueva Viña. 

Interpuesto recurso (vmtencioso-admíniatrativo contra la citada 
R. O. de 23 de Agosto de 1890, que negó la inscripción de la marca 
''La Nueva Viña,'^ á favor del demandante Sánchez Galnares, que pe- 
día se inscribiere U\] y c(»mo es, segCín el diseño presentado, se absuel- 
ve á la Administración geucrdl del Pastado de la demanda: 

Considerando: (^ue las marcas de fábrica gon signos que los comer- 
ciantes de buena fe emplean para distinguir en el mercado los produc- 
tos desús establecimientos y evitar que se confundan con los de otros 
comerciantes ó industriales, y que con arreglo á este principio se esta- 
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blece en el párrafo sexto del art. 59 del Real Decreto de 21 de Agosto 
de 1884 que se negará la inscripción de una marca de fábrica cuando ya 
exista registrada otra con la cual pueda cotífuiidircje la que se pretende 
registrar, induciendo á error á los consuinidoren: 

Considerando: que la confusión á que se refiere el anterior precepto 
se encuentra en la marca oV)jeto de esíte pleito denominada La Nueva 
Viña, cuyo registro ó inscripción solicitó el demandante, puesto que 
comparado el disefto de esta con el de la anteriormente registrada con 
el nombre de La Viña que obran en el expedieiite gubernativo, sin 
entrar en los detalles que contienen, vienen á contundirse por la par- 
ticularidad de que en ambas se expresa el dom'ciho del establecimiento, 
que la primera es Reina 31; y en la segunda Reina 21; confusión que 
el demandante ha podido evitar eligiendo otro título diferente para su 
iDarca, si su propósito al solicitarla era, como deb*í suponerc^e, el darle 
crédito con la bondad de los productos de su establecimiento: 

Visto el Real Decreto dé 21 de Agosto de 1884, sobre propiedad 
iudustrial en Ultramar, que en el párrafo sexto de su art. 5?, dispone: 
«El fabricante, comerciante, agricultor ó industrial de otra especie po- 
drá adoptar para les productos de su fábrica, comercio ó agricultura el 
distintivo que tenga por conveniente, exceptuando los distintivos que 
por su semejanza ó parecido á otra ya otorgada, induzcan á confusión 
ó error». 

IXlSCripCl6& de msircaí— Derecho del propietario de una marca para oponerse á la concesión de 
otra ig^ual, ó con parecido, semejanza 6 indicación bastantes & engañar al comprador. 

29 de Marzo de 1902. — La razón social Rubine é Hijos, de Ja Coruña, 
acudió al Ministerio de Fomento en solicitud de que se leexpiera certifi- 
cado de propiedad de una marca de fábrica para distinguir chocolates 
con el nombre «La Española», y en consecuencia se le expidió el certi- 
ficado correspondiente en 10 de Diciembre de 1888, del cual se remitió 
testimonio legalizado al Ministerio de Ultramar, cursándose por este 
último con el oportuno diseño al Gobernador general de la Isla de Cuba 
á los efectos del art. 32 del Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, por 
Real Orden de 16 de Julio de 1889, inserta en la Gaceta de la Habana de 
de 22 de Agosto del mismo año. 

En 21 de Junio anterior la expresada razón social elevó instancia 
documentada al Gobernador general de la isla de Cuba, en súplica de 
que conforme el art. 82 de la disposición de que se ha hecho referencia, 
se le concediera el derecho de propiedad para aquellas provincias de la 
citada marca de fábrica, y de conformidad con el dictamen del Nego- 
ciado respectivo, se pasó el asunto á informe de la Real Sociedad Econó- 
mica de Amigos del País de la Habana, llamando su atención acerca 
de que aparecía inscripta en la isla de Cuba desde el 8 de Julio de 1887 
otra marca de la misma industria denominada «A la Española», a fin 
de que expusiera si existía entre ambas marcas la necesaria diferencia 
para impedir error ó confusión. 
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La Sociedad en comandita Menéndez, Villar y Compañía, estable- 
cida en la Habana, acudió al Gobernador goneral en 8 de Agosto de 
1889, con la niani testación de que la marca que Rubine é Hijos, de la 
Coruña, intentaban hacer extensiva en ia isla de Cuba, por su nombre 
y diseño podía confundirse con la que bajo la denominación de «A la 
Española», tenia aquella Sociedad anteriormente inscripta, para distin- 
guir los productos de su fabricación de chocolates, acompañando un 
diseño de esta ultima marca para que se tuviera presente al dictar 
resolución. 

El Gobernador general, en acuerdo de 10 de Agosto, recaído íi la 
anterior sentencia, resolvió que por haber sido comunicada de' Real 
Orden la inscripción de la marca «La Española», á los efectos del ar- 
tículo 32 del Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, se manifestara iisí 
á la Sociedad Meijéndez Villar y Compañía, en el sentid»» de que si se 
creia asistida de algún derecho para hacer reclamaciones ulteriores 
pudiera deducirlo antti los Tribunales de Justicia; que de este acuerdo 
se alzó la referida razón social para ante el Ministerio de Ultramar, en 
17 de Agosto, pidiendo que se adoptara una resolución que pusiera á 
salvo los inuresesde las dos Compañías; y que en 25 dtí Septiembre 
del mismo año, la Real Sociedad Económica de Amigos del País evacuó 
su informe en el sentido de que era de rigor la negativa de la inscrip- 
ción solicitada por Rubine é Hijos de la marca de chocolates, «La Es- 
pañola», por lo parecido del título, con la de la misma industria «A la 
Española», matriculada con anterioridad, que podía inducir al error 
prescripto en las disposiciones del repetido Real Decreto de 1884; pero 
que por haber recaído ya Real Orden autorizando la inscripción, por 
falta sin duda de dichos antecedentes, procedía elevar el expediente al 
Ministerrio. 

Considerando: que por la forma alternativa en que se ha deducido 
la súplica de la denianda, se hace necesario resolver dos cuestiones, á 
saber: si procede anularla Real Orden impugnada y reponer el expe- 
diente al estado que alcanzaba cuando Menéndez Villar y Compañía 
entablaron su primera reclamación, áfin de que se su'^tancie y se resuel- 
va por el Capitán general de isla de Cuba ó si es procedente revocar la 
Real Orden reclamada, por haberse dictado con infracción de los ar- 
tículos 59 y 12 del Real Decreto de 21 de Agosto de 1884: 

Considerando: en orden á la primera cuestión, que si bien la Socie- 
dad hoy demandante se alzó del acuerdo del Gobernador general, que 
se limitó á declarar la imposibilidad legal en que aquella Autoridad se 
hallaba de resolver sobre el asunto, esto no implica que fuese la con- 
tinuación del expediente la única materia de la alzada, no sólo porque 
al interf)onerlo la Sociedad Menéndez, Villar y Compañía manifiesta- 
mente se sometió a la resolución que por el Ministerio se dictara, sino 
porque en todo caso no puede desconocerse la competencia de este 
último para entrar á decidir, en uso de sus facultades, como lo hizo, el 
fondo del expediente mismo: 
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Con8Íderanc3o: por lo que se refiere á la segyndíi cuestión, que 
tanto el número 6? del artículo 5-* del Real Decreto de 21 de Acristo de 
1884 como el número 49 del artículo r2dil propio Real Decreto, al ex- 
ceptuar délos distintivos (jue para mí^rca de fábrica pueden adoptarse 
los que tengan parecido con otros ya otorgados, y al aut«'r¡zar la opo- 
sición á concesiones de marcas igualcí^ ó jiarecidas á otras registradas 
ya, expresamente se refieren á las ¡-(mejnnzps que pueden inducirá 
confu>i6n ó error en los compradores de los productos, y en este caso el 
simple examen superficial de la envoltura adoptada por la razón social 
Rubine é Hijos ofrece, con resí)ecto á la que es propiedad de la Socie- 
dad Menéndez, Villar y Compañía, n(.tíibles diferencias en muchos de 
li»s elementos que conforme al artíí ule 19 del Real Decreto citado cons- 
tituyen la marca y aparecen en ambas envolturas, de tal manera, que 
no puede decirse que el parecido entre ellas })Ueda inducir á error ó 
confusión entre los producios que d síinguen; y 

Considerando: que en consecuencia no es de anular la Real Orden 
impugnada, por cuanto fué dictada en el ejerció de las facultades co- 
rrespondientes al Minih-terio como fallo de una alzada que sometió ínte- 
gro el expediente á su resolución, y que es, por el contrarií>, de confir- 
mar, toda vez que, lejos de infringirla, se atempera á la disposiciones 
legales incoadas por la parte demandante: 

Viyto el Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, sobre propiedad de 
marcas de fábrica en Ultramar, cuyo art. 19 di<'e: «Son marcas de fá- 
brica de comercio y agricultura los nombres de los fabricantes, comer- 
ciantes, agricultores ó Compañías formadas por los mismos, las deno- 
minaciones, eniblemas, et-cudos, grabados, viñetas, marcas, timbres, 
sellos, relieves, letras, cifras, sobres, em volturas ó signos, cualquiera 
que sea su clase y forma, que sirva para que el fabricante, agricultor ó 
Compañía por ellos formada, pueda señalar sus prodlictos ó mercancías, 
con el objeto de que el público las conozca y distinga sin confundirlos 
con otros»: 

Visto el art. 69 del mismo Decreto, que dispone: «El fabricante, 
comerciante, agricultor ó industrial de cualquiera otra especie, podrá 
adoptar para los productos de su fabrica, comercio ó agricultura, el 
distintivo que tenga por conveniente, exceptuando los que á continua- 
ción se expresan ,. . Sexto, los distintivos que por su semejanza ó pa- 
recido á otros ya otorgados induzcan á confusión 6 error:» 

Visto asimismo el art. 12 del precitado Reí Decreto, que resuelve: 
«El que con arreglo a esta disposición obtenga un certificado de propie- 
dad de marca, dibujo ó modelo industrial, cuando el que se solicite 
sea igul al de su propiedad ó tenga con él parecido, semejanza ó indi- 
cación bastante para engañar al comprador;» 

Se absuelve á la Administración de la demanda interpuesta contra 
la R. O. expedida por el Ministro de Ultramar en 16 de Diciembre de 
1889, la cual queda firme y subsistente. — (Gac. de Madrid 23 de Oct.) 
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Negativa de inscripción de Xnarcaí— No procede la vía contenciosa contra la resolución que 
niega determinada marca de fábrica. 

Auto del T. de lo C. A,—(14. de Abril 1893.) — Don Francisco Mar- 
tínez de las Riva» y solicitó las marca» es¡)eciale8 Múdela y Rivas para 
distinguir sus vinos, á lo que se opuso el marqués de Múdela alf^gando 
que la de este nombre á él solamente pertenecía. Denegada por virtu<l 
de eata oposición la marca Múdela á P. Francisco, recurrió éste ai T. 
de lo C. A., ante el cual propuso el Fiscal la excepción de incompe- 
tencia, que es estimada: 

* 'Considerando: que el Real decreto de 20 de Noviembre de 1850 
que regula la mhteria de marcas de fábrica no contiene disposición al- 
guna que obligue al Ministerio de Fomento á expedir los certificad q8 
de concesión dentro de un plazo determinado, ni que coarte en lo más 
mínimo la libre faculted de aquel Departan)ento mininterial para otor- 
gar ó negar concesión en vista de la oposición que baya podido formu- 
larse; pues la regla 3*í del art. 12, que el reclamante invoca en su favor, 
ccnstituye una disposición de carácter meramente transitorio apli- 
cable á los expedientes que se incoaran desde aquella fecha hasta 
igual dia del año siguiepte, y su eficacia, por Jo tanto, cesó desde 
que hubo transcurrido el periodo de tiempo á que dicho precepto ha- 
cía referencia. 

Considerando: que en tal sentido la Real orden impugnada debe 
estimarse dictada en uso de las facultades discrecionales de la Admi- 
nistración y como denegatoria de una concesión excluida de la via con- 
tenciosa, con arreglo al ntim. 19 del art. 4 de la ley, y al núm. 2, de 
igual artículo del reglamento. 

Considerando: que el derecho de propiedad que el demandante 
pueda tener al uso de la marca pretendida, es de Índole puramente ci- 
vil, y reclamable, por tanto, únicamente ante los Tribunales ordinarios, 
con sujeción á lo dispuesto en el número 2 del art. 4, de la ley. — (Gao. 
2 Octubre, p. 173.) 

Negativa de inscripción de marca, ^competencia de la Administración para reHoIver, 

jR. 2). S, del T. de lo C. A, —{17 de Junio de 1893), — ''Setm 
cualesquiera la? razones en que se funda la Administración para negar 
la inscripción de una marca comercial, no lesiona derecho alguno del 
comerciante, puesto que dicha resolución no impide que este elija otra 
para distinguir los objetos de su comercio y solicite la inscripción." 

Asi se establece, absolviendo á la Administración de una demanda 
interpuesta contra Real orden que negó á,un comerciante la inscripción 
de una marca comercial para distinguir sus vinos, denominada Las 
Torres.— {Gac. 27 Oct.) 

Nombres J apellidos usados como marca?.— La circanstancta de que los nombres de los fabri- 
cantes adoptadoK para do8 marcas distintas, sean iguales 6 análogos, no es motivo 
para de^tr sin efecto una de ellas, cuando ambas se diferencian por otros accidentas. 

Sent. del T. de lo C. A.— {16-24. Octubre 1893.)— Concedida á la so- 



MARCAS DÉ FÁBRICA 93 



ciedad .loaé Suarez Murías y Compafií», una marca con la inscripción 
Flor de J, Suarez Murías y Compañía, contra la oposición de D, Alejandro 
Valle, dueño de la n»arca titulada Flor de Murían^ rtclamó este en via 
contenciosa y es desestimada su demanda: 

'^Considerando: que según se ha declarado en Rs. Os. de 23 de Ju- 
lio de 1888 y 16 de Noviembre de 1889, los fabricantes pueden usar 
sus nombres y apellidos como marcas de sus productos industriales 
aunque aquellos sean iguales á los de otros fabricantes, siempre que en 
los detalles de las marcas así otorgados exista completa diferencia de 
las concedidas con anterioridad: 

Considerando que en el caso de autos, tanto la Unión de Fabri- 
cantes de Tabacos, como la Sociedad Económica de Amigos del País de 
la Habana, reconocieron que, si bien entre las marcas Flor de J. S. 
Murías y Compañía y la Flor de Murias de A. Murias y Compañía hay 
semejanza en los nombres, diñeren por completo en la forma y adornos 
del hierro, así como en la habilitación ó diseños en los que con todas 
sus letras se consigna el rótulo de José Suarez Murias y Gonapañía: 

Y considerando que por ello no puede alegarse con fundamento 
bastante que entre ambas marcas exif*ta identidad completa ni pareci- 
do suficiente á producir confusión ó error, únicos motivos por los que 
con arreglo al R. D. de 21 de Agosto de 1884 se hubiera podido dene- 
gar la solicitud sobre que versa el expediente. -(Gac. 17 Febrero 1894.) 

NogAÜTft de inscripción de nX&rC&.— La resolución que derdegra una marca, no es «uaceptible 
de revisióa en yia contenciosa. 

Sent. del T, de lo C. A.— {19 Marzo 189^. )— Vistos los arts. 19, 46 y 
48 de la ley de 13 de. Septiembre de 1888, ne declara el T. C. A. incom- 
petente para conocer de demanda establecida por un industrial contra 
Real orden que le denegó el uso de una determinada marca de fábrica: 

''Considerando que por la Real orden reclamada no se ha vulne- 
rado ningún derecho de carácter administrativo establecido anterior- 
mente a favor de la Sociedad demandante, pues el de solicitar una 
nnarca de fábrica no lleva consigo el derecho á obtenerla, siendo de la 
exclusiva competencia de la Administración activa el apreciar las cau- 
sas que se opongan á su concesión, como encargada de velar por los 
intereses públicos amparando los de los particulares." — (Sent. 19 Mar- 
zo 1894. —(Gac. 20 Septiembre].— La misma doctrina: Sent de 19 de 
Mayo 1894.— (Gac. 8 de Octubre.) 

CsidttCidftd do XnATCAí — Pérdida de una marca y cancelaci^m de su título por haberse Introduci 
do en ella inodlfloacionea que la confunden ctin otra de distinto poseedor. 

Sent. del T. de lo C. A.— {20 Junio 1895.) D. J. Alvarez Martínez, 

apoderado de J. Menendez, dirigió instancia al gobernador general de 

Cuba, invocando el art. 43 del R. D. sobre marcas, y denunciando que 

la Sociedad "Henry Clay" había solicitado la inscripción en Londres 

de una denominada "Flor de Julián Alvarez", alterando el disefio de 



¿r 



^ 



94 MARCAS DE FÁBRICA 



la que con el mismo título poseía la Sociedad, es decir suprimiendo en 
el centro una partícula de^ sustituyendo las iniciales A. G. por el mo- 
nograma J. A , y encerrando la palabra Habana dentro de un semi- 
círculo, mediante cuyas variaciones venta á confundirse dicha mnrca 
con la que era propiedad del denunciante, variaciones que aparecían 
hechas sin competente autorización, por lo que solicitaba se aplicase á 
la S(»ciedad denunciada lo dispuesto en el art. 42 del referido Real de- 
creto. El gobernador general, estimando cierto el hecho denunciado 
por la ocupación en la fábrica Henry Clay de un hierro distinto del 
que fué autorizado para la misma, resolvió aplicar lo preceptuado en el 
art. 42 del Real decreto, ordenando que se recogiera y cancelase el títu- 
lo correspondiente, pero el Ministerio de Ultramar revocó esta provi- 
dencia. Entonces Menéndez acudió al T. de lo C. A. que pronunció la 
siguiente sentencia: 

Visto el art. 20 del Real decreto de 21 de Agosto de 1884, el 42 
del tit. 79, disposiciones penales y el 44: 

''Considerando: que estos hechos demuestran claramente la varia- 
ción que la expresada bociedad introdujo en la marca 6 hierro que ad- 
quirió... por todo lo cual, y conforme el precepto terminante del art. 42 
antes citado, ha incurrido en la pérdida del derecho al uso <le la marca 
referida, según estimó el gobernador de la isla de Cuba al mandar que 
se recogiera y cancelara el título correspondiente: y 

''Considerando: que la competencia de aquella autoridad para dic- 
tar su acuerdo es evidente, ya por que el art. 42 que aplicó se halla in- 
cluido en el tit. 7V, que trata de las disposiciones penales, ya por cor- 
responderle, á tenor del art. 44, declarar los casos en que procedan las 
correcciones, carácter que reviste la cancelación impuesta, que ninguna 
analogía tiene con la caducidad sometida á distinta jurisdicción, según 
el art. 20 del mismo R^al decreto: 

Se revoca la Real orden expedida por el Ministerio de Ultramar...; 
declarando en su lugar subsistente la resolución contenida en el acuer- 
do del gobernador de la Isla de Cuba. -(Gac. 16 de Octubre) 

Semejanza 6 Parecido de las Marcas Industriales:— Numeroeae resoluciones dictadas en ca- 
sos particulares fljau y desenyuelven la doctrina legal de la semejanza 6 parecido de laii 
marcas Industriales. Extractamos las más importantes de esas resoluciones, que por 
ser también las que habrán de tener más frecuente aplicación en la práctica puede de> 
cirse que constituyen la Jurisprudencia en la materia. 

Real Orden de 17 de Noviembre de 1885. Aprobó la negativa 
del Gobierno general de esta Isla á inscribir la marca de fábrica «La 
Flor de F. Menéndez» por ser su rotulación casi idéntica á otra ante- 
riormente usada por D. Fernando Menéndez y porque si bien la viñeta 
difiere en los detalles, es parecida en el conjunto ala última, caso pre- 
visto en el inciso 69 del art. 59 del Real Decreto de 21 de Agosto de 
1884. Gaceta, 10 de Enero de 1886, 
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Real Orden de 8 de Junio de 1888. Desestima la alzada interpuesta 
contra la negativa del Gobierno general á inscribir la marca para taba- 
cos titulada «Por Francisco Pérez (^el Río», cuya resolución se fundó en 
la 8emeja\iza existente entre el diseño del hierro que el interesado 
pretendía usar, y el que emplea otro indut^trial que acudió oponién- 
dose, lo que podía inducir á confusión por el público, eventualidad que 
debe evitar la Administración. Gaí^etii, 6 de Julio. 

Real Orden de ¿S de Junio de 1888. Autoriza la inscripción para 
la marca de tabacos «José Suárez y Armas» que habia sido negada por 
el Gobierno general de esta Isla. Sus fundamentos: 

Visto el art. 5V del Reglamento de 21 de Agosto de 1884, en el cual 
se prohiben los distintivos que por su semejanza ó parecido á otros ya 
otorgados, induzcan á confusión ó error. Considerando: que la única 
razón en que se funda la negativa de V. E. á la inscripción de la marca 
«José tíuárez Armas» consiste en la semejanza de nombre y apellido de 
los interesados con algún otro fabricante del mismo artículo, pero no 
en los dibujos, diseños, viñetas ó títulos de fábrica, que son los distin- 
tivos á que se refiere en realidad el artículo citado. Considerando: que 
no sería justo negar aun fabricante cualquiera el permiso de estampar 
8U nombre y apellido en los artículos de su fabricación, siempre que 
los demás detalles de la marca sean tales, que no puedan dar lugar á 
confusión con la de otro fabricante que tenga nombre y apellido igual 
6 parecido, S. M. el Rey [que D. G.] y en su nombre 1h Reina Regente 
del Reino, ha tenido á bien disponer que se proceda a la inscripción de 
la marca para tabacos «José 8uárez Armas», expidiéndose á los interesa- 
dos el correspondiente certificado de príípieiiad». Gaceta, 29 de Julio 
de 1888. 

Real Orden de 3 de Junio de 1888. Confirmó la negativa del 
Registro de la marca para cigarros «í^a Primera,» por oponerle el pro- 
pietario de la titulada «El Premio», ya inscripta, á causa de existir se- 
mejanza de detalles entre los diseños de una y otra, bastante á dar lu- 
gar á confusión ó error. Gaceta 8 de Julio de 1888. 

Real Orden de 5 de Diciembre de 1888. Confirmando la negativa 
del Gobierno general á inscribir las marcas para tabacos «La India 
SantÍHguera» y «La Flor de Pedro Martínez». Sus fundamentos: «Re- 
sultando: que la Unión de Fabricantes de Tabacos ha informado que de- 
bía de negarse la inscripción de una y otra marca i)0r que en cuanto á 
la primera, puede confundirse con otras de nombres parecidos, ya ins- 
criptas, y en cuanto á la segunda no haber presentado el recurrente 
documento alguno para acreditar que e-tá autorizado f)ara usar el nom- 
bre de P. Martínez, que es el de otro fabricante, presenta en la viñeta, 
denominada Vista, mucha semejanza con la de otra marca auturizada an- 
tf^riormente. Resultando: que la Sociedad Económica ha opinado tam- 
bién que debía negarse la inscripción de la primera por la razón antes 
dicha, pudiendo concederse la segunda siempre que el recurrente retire 
ó sustituya el diseño de la vista con otro. Considerando: que aun cuan- 
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dó el Real Decreto de 21 de Agosto de 1884« no prohibe terminantemen- 
te la in8cripcici6n demarcas con nombre y apellido de fabricante distinto 
del que solicita, esta prohibición se deriva del sentido general del texto 
ded'cha soberana disposición, en el cual se supone que el solicitante es 
el mismo fabricante, sin que quepa admitir en su lugar más queá quien 
presente autorización. Considerando: que en cuanto á la marca AjO. 
India Santiaguera» hay semejanza de nombre con otras ya inscriptas, 
y que según resulta de los informes de la Unión de Fabricantes de Ta- 
bacos y la Real Sociedad Económica de Amigos del País, lo propio 
sucede en cuanto á alguna viñeta de las qua componen la marca «Flor 
de P. Martínez». Gaceta 11 de Enero de 18S9. 

Solicitada la inscripción de las marcas para tabacos tituladas 
«Pussy», «La Importancia» y «La Mercantil,» expuso la Unión de Fabri- 
cantes que las dos primeras pertenecían á las que considera anónimas 
por carecer de indicación del nombre del fabricante y domicilia de la 
fábrica, cuya omisión se hace generalmente con objeto de ceder luego 
la propiedad á comerciantes extranjeros, ocasionando grave daño á la 
industria de esta Isla. Y respecto á la marca «La Mercantil,» que no 
debía conceierse por estar inscripta ya «Li Comercial.» La Real Socie-lad 
Económica de Amigos del País informó que era de accederse á lo soli- 
citado por estar cumplidos todos los requisitos de la le^íislación vigente. 
Dictamen del Exmo. Consejo de Administración: Según el artículo 19 
del Real Decreto de 21 de Agosto de 1884, son marcas de fábrica los 
nombres de los fabricantes, las denominaciones, emblemas, escudos, 
grabados, viñetas, marcHs, timbres, sellos, relieves, letras, cifras, sobres, 
envolturas ó signos, cualquiera que sea su clase y forma, que sirvan 
para que el fnibricante puela señalar sus productos ó mercancías, con 
el objeto de que el público los conozca y distinga sin confundirlos con 
otros. De la redacci5n de este artículo se desprende que no es precibo 
que la marca mencione todas estas circunstancias, sino que basta una 
ó más, si señalan los productos, á fin de que el público los conozca y 
distinga sin confundirlos con otros. Así pues, el nombre del fabricante 
puede expresarse en la marca, pero no es indispensable que en ella 
figure con tal que se haga cualquiera otra de las indicaciones señala- 
das en el artículo. Y así viene observándose en la práctica, por que 
algunas marcas contienen dichos nombres, y otras solo las iniciales y 
otras carecen de los unos y de las otras. El nombre del peticionario 
ha de figurar ciertamente en la solicitud, en la nota detallada que con 
ella ha de presentarse y en la concesión, pero no hay necesidad de que 
vaya expresado en la marca. En cuanto á la denominación «La Mer- 
cantil,» el Consejo entiende que no es obstáculo para el certificado la 
circunstancia de que ya exista una marca titulada «La Comercial», por 
que mercantil y comercial no son sinónimos gramaticalmente y no hay 
temor de que esos dos nombres produzcan la confusión y los errores 
que el legislador se propone evitar. En conclusión, ei Consejo entien- 



MARCAS DE FABRICA 97 



de que pueden expedirse los certificados de propiedad que D. Jesús 
Fernández y C? solicitan.» Gaceta 11 de Enero de 1889. 

Pedida Ja inscripción de las mareas para tabacos, «La Flor de 
Campanini» y «Flor de Pullman», informo el Exmo. Consejo de Admi- 
nistración de esta Isla, en 14 de Diciembre de 1888, lo siguiente: «^La 
Unión de Fabricantes de Tabacos, informa que ambas marcas, perte- 
necen á las que considera anónimas, por carecer de indicaciones del 
nombre de los propietarios y del domicilio de la fábrica, y agrega que 
el nombre de la segunda es el del constructor de unos wagones de fe- 
rrocarriles, por lo que entiende que debe exigirse la autorización que 
previene el inciso 89, art. 59 del Real Dfcreto de 21 de Agosto de 1884. 
La Real Sociedad Económica de Amigos del País informa á su vez, que 
es de accederse al registro solicitado, por haber cumplido el peticio- 
nario con todos los requisitos de la legislación vigente. Lo que prohi- 
ba el inciso 89, ort, 59 del Real Decreto citado, es que en las distintivas 
de una marca figuren los retratos de personas que vivan, á menos de 
obtener de ellos el competente permiso, y los de personas que hayan 
fallecido, si sus parientes dentro del cuarto grado civil, se oponen á la 
concesión. La prohibición no se extiende á los nombres, ni apellidos, 
sino tan solo á los retratos, porque estos son los que identifican por 
modo indudable á la persona. Por lo demás, el art. 19 del citado Real 
Decreto, dice que son marcas de fábrica, los nombres de los fabricantes, 
las denominaciones, emblemas, marcas, timbres, sellos, relieves, letras, 
cifras, sobres, envolturas, ó signos, cualquiera que sea su forma, que 
sirvan para que el fabricante pueda señalar sus })roductos ó mercancías, 
con objeto de que el público las conozca y distinga sin confundirlas con 
otras. De la redacción de este articulóse desprende, que no es preciso 
que la marca mencione todas esas circunstancias, niño que bastan una 
ó más, si señalan los productos cpn objeto de que el publicólos conozca 
y distinga, sin confundirlos con otros. Asi, }»ues, el nombre del fabri- 
cante puede expresarse en la mar<;a, pero no es indispensable que en 
ella figure, con tal que se haga cualquiera otra de las indicaciones se- 
ñaladas en el artículo. Y así viene observándose en la práctica, por 
que algunas marcas contienen dichos nombras, otras solo las iniciales, 
y otras carecen de los unos y de las otras. El nombre del peticionario 
ha de figurar ciertamente en la solicitud, en la nota detallada que con 
ellahft de presentarse, y en la concesión; pero no hay necesidad de que 
vaya expresado en la marca. El Consejo entiende por contíiguiente, 
que puede expedirse el certificado de propiedad que los Sres. W. Looft 
y Compañía solicitan. Aceptado este dictamen por el Gobierno Ge- 
neral, se publicó como resolución en la Gaceta de 13 de Enero de 1889. 

Real Orden de 23 de Febrero de 1889. Confirmó la negativa 
de inscripción de una marca por imitar el dibujo monedas nacionales 
de-cinco pesetas y pesos mexicanos, contener el busto de un monarca, 
y las armas de México, cuyo uso prohíbela legislación vigente: concu- 
rriendo además la circuníítancia de que la inscripción de la marca no 
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concuerda con los objetos en ella representados, ardid empleado para 
sorprender á la Administración. Gaceta 23 de Marzo. 

Real Orden de 28 de Febrero de 1884. Confirmo la negativa 
para la marca de tabacos titulada «Regalía Inglesa», por que usándose 
en la industria los términos «Regalía y Regalía Británica», podía con- 
fundirse con ellos el título de la marca que se trataba de inscribir; caso 
comprendido en el inciso 39 del art. 59 de este Real Decreto. Gaceta, 
24 de Marzo. 

Real Orden de 13 de Febrero de 1889. Confirmó la negativa de 
inscripción de la marca para tabacos «La JNobleza» por haber registradas 
otra^ de análoga denominación, como «El Nobles) y «La Aristocracia», que 
por su semejanza con la primera podían inducir á confusión; por no 
haberse justificado previamente que el interesado tuviese autorización 
parausar algunos de los escudos, insignias y emblemas que aparecían 
en el dibujo de la nueva marca; y sobre todo por que formaba parte de 
ella el diseño de una medalla de premio de Exposición, siendo asi 
que el Jurado de dicho certamen no había aán terminado sus tareas 
cuando se solicitó la inscripción de la marca, conato de engaño al pú- 
blico, esto último, que sirvió de fundamento principal para la negativa. 
Gaceta, 29 de Marzo. 

Real Orden de 25 de Abril de 1889. Aprueba la negativa de ins- 
cripción de una marca para tabacos titulada «La Corola», por la seme- 
janza de la composición ortográfica de ese término con el de «La Coro- 
na*, ya registrada, fáciles de confundirse, bastando que, al verificársela 
impresión del hierro la marca quedase borrosa ó desfigurada la única le- 
tra que diferencia los dos vocablos: resultando idénticas también á las 
de otras marcas ya inscriptas, algunas de las viñetas de la titulada* 
«La Corola». Gaceta, 31 de Marzo. 

CIVIL 

Indivisibilidad do las marcaSI^-Uoo de Ihs misniAs cuando tienen derecho & sn propiedad más 
de una persona. 

Sent, H Abril 188 Jf. — D. Gregorio Ridaura y otros, miembros de la 
sociedad mei cantil dedicada á la fabricación y explotación de libritos 
de papel de fumar, con la marca «El Caballo», de que era dueña la com- 
pañía, con prohibición de usarla todos y cada uno de los socios, enta- 
blaron demanda contra uno de estos, I). Máximo Ridaura, en la que 
ejercitando la acción eommuni dividundo pidieron que la citada 
marca pertenecía á los individuos que formaron la referida compañía, 6 
á sus herederos, y se condenase á D. Máximo á que dentro de tercero 
día nombrase peritos para que, en unión de los designados por los de- 
mandantes, y tercero en su caso, justipreciase la marca y procediera á 
adjudicarla á uno de los comuneros por convenio entre todos, ó á falta 
de acuerdo al que más diera por ella. Estimada la demanda, interpu- 
so la parte demandada recurso de qasación, por haberse infringido en su 
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concepto el R. D. de 20 de Noviembre de 1850 y la R. O. de 11 de 
Abril de 1868, la jurisprudencia de que nadie puede ir contra sus pro- 
pios actos, el art. 10 de la Constitución, la la ley 29, tit. IV, lib. III del 
Fuero Real y la 10 tit. XV, Part. 6? 

El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

«Considerando que los sellos y marcas de fábrica por su condición 
esencial y objeto á que se destinan son indivisibles, pues de otro modo 
y si, concedido el uso de alguno de estos distintivos á una sociedad 
mercantil ó colectiva de cualquiera otra clase, á su disolución pudiera 
y hubiera de partirse entre Ion socios, no se realizaría una verdadera 
división en que cada uno llevara las partes del todo que le correspon- 
diesen, sino una multiplicación de ese todo tantas veces cuantos fueran 
los individuos á quienes se adjudicara. 

Considerando que dada la indivisibilidad de la marca «El Caballo 
Blanco», objeto de este pleito, y que sn uso en común corresponde á las 
partes que en él han intervenido, la Sala sentenciadora, al determinar 
en la sentencia, atemperándose á lo dispuesto en la ley 2?^, tit. IV, libro 
III del Fuero Real, y 10, título XV de la Part. 6^ la forma y manera 
en que debe hacerse la adjudicación de dicha marca, no infringe las dos 
citadas leyes ni el R. D. de 20 de Noviembre de 1850, doctrinas de este 
Supremo Tribunal, y art. 10 de la Constitución del Estado, que se ci- 
tan en los cinco motivos del recurso» Gac. 4 Septiembre. 

NlllidAd do ni&rCft do fábriCSli — porque contiene inOleacionen oupaofsdtMrOTirundií*]» con otrn 
anterior y porque fué otorgada sin conocJroknto y audiencia, en «u caso, de lo» que 
pudieran oponerse á 8U concesión. 

Sent. 5 de Mayo de 1887, — A instancia de la Sociedíid Alvarez Gar- 
cía y compañía se expidió por el Gobernador General de la Isla de Cuba 
el certificado correspondiente de la marca de fá'brica de tabacos «Daniel 
Webster». — D. Luis Marx, que un afio antes habia obtenido déla mis- 
ma autoridad el registro de las marcas de fábrica, también de tabacos, 
«La Flor de Daniel Webster», de su propiedad, solicitó la nulidad ó 
suspensión de la anterior, y no habiéndolo conseguido, dedujo su dere- 
cho ante los Tribunales ordinarios manifestando que dicha marca recla- 
mada habia sido inscrita con posterioridad á la suya y que no se habia 
llenado. res))ecto de la misma, el requisito de la publicación. 

Sustanciado el juicio y seguido en dos instancias, en ambas recayó 
&entencia absolutoria de la demanda. Contra la de la Audiencia de la 
Habana ha interpuesto Marx, recurso de casación por considerar in- 
fringidos los artículos 79 y 12 del R. D. de *-¿0 de Noviembre de 1860, 
vigente para el caso actual en la Isla de Cuba por la circular de 8 de 
Marzo de 1870 mandado á cumplir desde el reglamento de Marzo de 
1882. El T. S. casa y anula el fallo: 

«Considerando que las marcas (''e fábrica y de comercio constitu- 
yen una propiedad industrial tan legítima y respetable como las demás 
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que el derecho reconoce; y que ni la ley consiente el uso de dichas mar- 
cas con indicaciones capaces de engañar al comprador sohre la natura- 
leza del producto, ni el imitarlas de tal suerte que pueda aquél incurrir 
en equivocación ó error confundiéndolas con las verdaderas: 

Considerando que en el caso de autos, el. recurrente D. Luis Marx, 
fabricante de tabacos, estaba en posesión legal del uso de la marca 
nombrada «Flor de Daniel Webster,» cuando la Sociedad Alvarez García 
y & solicitó y obtuvo el certificado de otra marca titulada únicamente 
((Daniel Webster» que lo esencial de dicha primera marca, su nota más 
saliente y característica, lo que constituye realmente su distintivo pe- 
culiar, que aplicado á otra marca puede inducir á error al consumidor, 
es la expresión del nombre y apellido del jurisconsulto americano que 
en ella figura, careciendo de importancia las variaciones que se notan 
en los cuños, sellos y viñetas de una y otra marca; y que en tal virtud 
la sentencia rer.lamada, que se funda en esas diferencias de detalle 
para no dar lugar á la demanda, interpretó erróneamente la letra y es- 
píritu del R. O. de 20 de Noviembre de 1850, que se hizo extensivo á 
Cuba con las modificaciones contenidas en el reglamento aprobado por 
R. O. de 31 de Marzo de 1882 que era el vigente á la sazón, é infringe 
el artículo 79 del mismo, con arreglo al cual no pueden los fabricantes 
adoptar para los productos de sus fábricas los distintivos de que otros 
hayan obtenido con anterioridad certificado de existencia: 

Considerando, además, que ni resulta debidamente acreditado que 
se tomase razón en el oportuno Registro de la marca nombrada «Daniel 
Webster», ni fué publicada en la Gaceta, como era indis()en8able. la 
petición formulada por la Sociedad Alvarez García y Compañía, en 9 
de Octubre de 1882; que esa faltado publicación constituye un vicio 
inductivo de nulidad de la patente ó diploma concedido para el uso de 
dicha marca, toda vez que fué ésta otorgada sin conocimiento y audien- 
cia, en su caso, de los que pudieran oponerse á su ccncesión; y que en 
ese concepto, la sentencia recurrida, que dá valor á la expresada mar- 
ca, mucho más en oposición con otra legítima y anteriormente inscrip- 
ta ó registrada, infringe también la regla primera del artículo 11 del 
referido reglamento de 31 de Marzo del propio año de 1882, que con- 
cuerda con lo establecido en el'art. 12 del citada R. D. de 20 de No- 
viembre de 1850. Gac. 2 Septiembre. 

USUrpftClÓn do niArCAS y titulOS:-~No os IfcUo 9\ u^o cíe maiea» parciidas A lan que Hon pro- 
piedad de otro y que al iinitaiw» deliberadamente en productos nnálogoB de distinta 
procedencia, pueden inducir A error ó coufuslrtn. 

&ent, 12 Junio lS93.^En pleito seguido á instancia de D. Edmundo 
Meric, gerente de la «Compañía Colonial», dedicada á la fabricación y 
expendicion de chocolate, contra D. Jaime Boix, productor del mismo 
artículo, pronunció sentencia la Sala 2^ de la Audiencia de Barcelona 
declarando que D. Jaime Boix carece de derecho para usar en los enva- 
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ses, pastas, papel de cubiertas y anuncios de sus chocolates, los di- 
bujos, sellos y deniüs distintivos que viene usando, imitando los que 
la «Compañía Colonial» estampa en sus cubiertas de los» premios ó re- 
compensas obtenidos por esta Sociedad, y especialmente en cuanto se 
refiere á la estampación déla palabra Colonial en los envases y pastas, 
y k la imitación de las dos áncoras cruzadas, que son el distintivo de la 
«Compañía Colonial», propiedad de D. Edmund«> Meric, según la con- 
cesión de marca obtenida por éste en 20 de Diciembre de 1884, y con 
denando, en su consecuencia, al referido D. Jaime Boix á que deje de 
usar en loa envases, pastas, papel de sus cubiertas y anuncios los cir- 
cuios imitativos de dichos premios ó medallas y así mismo deje de 
usar la palabra Colonial tanto en sus pastas como en sus envases y 
anuncios y el lazo imitando las dos áncoras cruzadas. Boix interpuso 
recurso de casación por entender que la sentencia infringía el Real 
decreto dé 20 de Noviembre de 1850 y la doctrina concordante, y que 
íi preciaba con error la prueba. El T. S. declara no haber lugar al re- 
c u rso : 

«Considerando que el Real decreto de 20 de Noviembre de 1850, y 
la jurisprudencia con él concordante garantiza y protege directa y efi- 
cazmente las marcas y distintivos de comercio que cuando se han ob- 
tí-nido con los requisitos y formalidades determinadas en aquel, consti- 
tuyen una verdadera y positiva propiedad industrial con todos los atri- 
butos y condiciones de las demás propiedades; prohibiendo la usurpa- 
ción de marcas y distintivos; y equiparando á esta la imitación de signos 
que con propósitos más ó menos intencionados, nunca lícitos, den ó 
puedan dar lugar á confusión entre los productos de legítima proceden 
cia y los que no lo st^an, induciendo á error al que compra y atacando 
los derechos del fabricante de buena fé, dueño de la marca: 

«Considerando que la sentencia recurrida aprecia por el conjunto 
de pruebas que entre los envoltorios de chocolates de Meric y los de 
Boix se observa una gran semejanza no casual, y sí perfectamente cal- 
culada, que induce á confusión; y esto supuesto, al condenar á Boix á 
que deje de usar en los envases, pastas, papel de sus cubiertas y anun- 
cios, los círculos imitativos de los premios obtenidos por la «Compañía 
Colonial», y también a que deje de usar la palabra Colonial y el lazo 
iraitativo de las dos áncoras cruzadas en sus pastas, envoltorios y 

anuncios, no infringe el artículo 79 del Real decreto y la doctrina 
legal citados en los motivo 1 y 3 del recurso; no viola el artículo 99 
invocado en el motivo 2, porque el sello de los dos círculos concéntri- 
cos con dos áncoras y la inscripción «Compañía Colonial» que estampa 
Meric, en sus pastas, y es uno de los distintivos de su marca, no cons- 
tituye otra marca nueva, como quiere suponer sin fundamento el recu- 
rrente, no existe disposición alguna que prohiba é impida á Meric, va- 
lerse de su sello, ni menos que autorice á Boix á una imitación que no 
figura en su marca y pugna con la de Meric, y no comete tampoco la 
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infracción alegada en el motivo 4, pues no hay ni puede haber incon- 
graencia cuando la t<entencia se ajusta como lo ha verificado la recurri- 
da, á lo genéricamente pedido en la demanda y contestación: 

«Considerando que la Sala sentenciadora no ha incurrido en los 
errores de hecho alegadoH en los motivos 5? y 6?, toda vez que siendo 
de su exclusiva competencia apreciar las pruebas, ha podido y debido 
hacerlo de todos lort elementos de que se componen, y consiguiente- 
mente de la inspección ocular practicada á instancia de las partes, y 
de las Gacetas y papel para envolver chocolates traidos por las mismas 
á los auto¿<; y como quiera que no resulta acreditada la existencia de 
tales supuestos errores, y la sentencia recurrida se apoya en la aprecia- 
ción hecha por el conjunto de pruebas, que no ha sido impugnada de- 
bidamente, claro es que no puede el recurrente combatir aiblados ele- 
mentos de aquellas, y fundar en estos recurso de casación, encami- 
nado á destruir una afirmación legal que, en el caso presente, es y 
no puede menos de ser inalterable. Gac. 28 de Octubre. 

Ap6llid0 OOiplMdO como lOarCft: — Uho indebido Uel apellido de un indu8trial acreditado, como 
parte de nna marca, por otro indastríal, enjo se^ndo apellido era i^al al de aqael. 

Seni, 11 de Octubre de 1900.- D. Juan Brochi rí-gistró á »u favor, 
mediante los requisitos dispuestos para estos casos, )a marca para vino 
Vermouth titulada «'Marti ni é Rossi de Turin,» y acreditada como íh\ 
en el mercado. Fué adquirida luego dicha marca por O. Héctor Avig- 
none y Giusti, hiediante escritura pública en la cual se reconocía haber 
pasado á su propiedad dicha marea con los diseilos autorizados de la 
mii^ma. 

Las etiquetas del Vermouth Torino fabricado por«Martini é Rossi», 
é importado exclusivamente en Cuba por J. Brochi y Compañía, com- 
prendían, la principal, entre otros detalles de dibujo y colorido, un le- 
trero: «Vino Vermouth de Turin», y otro letrero: «Martini y Ros^i, hu- 
cesores de Martini, Sala y Compañía». La segunda etiqueta, un letre- 
ro que dice: «J. Brochi y Compañía únicos importadores para la Isla 
de Cuba, Vermouth, Martini y Rossi». Y otra etiqueta, en idioma ita- 
liano: «Aguarentigia del Nostro producto Martini é Rohsí». 

Conociendo estos antecedentes D. Gustavo Della-Luna Bmchi, »i\- 
brino por linea materna del D. Juan Brochi, establecido también en el 
comercio de licores, se dedicó á expender Vino Vermouth Torino con 
la siguiente indicación: «G. D. Brochi y Compañía, Monserrate número 
cincuenta y uno Habana, omitiendo su primer apellido Della-Luna y 
empleando en su lugar el segundo, que es el materno, Brochi; es decir 
el que era mas conocido en el comercio; procedimiento que estimó 
Avignone ser perjudicial á sus intereses. 

Sostenido pleito sobre el mejor derecho que uno ú otro pudiera 
tener al uso de sus respectivas denominaciones ó distintivos industria- 
les, el Juzgado de primera Instancia del Distrito de la Catedral, en 
sentencia en 6 de Diciembre de 1899, teniedo en cuenta que por el der 
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mandante «e ha justificado su derecho en la marca Vermouth Torino 
que fabricaban tn Italia los señores INlarlini é Rossi, después Martini é 
Sala, y de que era apoderado en esta Isla, D. Juan Brochi, á cuyo 
nombre se inscribió y á quien se expidió título de propiedad, usando 
el membrete ó etiqueta J. Brochi y Compañía de la que se tomó razón 
en til Gobierno Civil de esta Provincia, habiéndose luego trasmitido al 
demandante por escritura de la que también se tomó razón en el men- 
cionado Gob'erno Civil, asi como de los diseños autorizados por la mis- 
ma, y que igualmente se ha justificado la expendición por el deman- 
dado Gustavo Della-Luna y Brochi de un producto industrial de idén- 
tica clase con la marca que usa en la tarjeta y en los membretes de su 
casa comercial, figurando en aquella solamente con todas sus letras el 
apellido Brochi, único que se destaca y percibe visiblemente por el pú- 
blico consumidor, que no puede fijarse en las iniciales en que tan solo 
se diferencian ambas marcas, casi iguales, produciéndose por ello la 
confusión de una con otra á que aluden las resoluciones de la Secretaría 
del Rumo denegatorias de la inscripción pedida por el demandado, 
quien en tal virtud, ha usado indebidamente del diseño ó marca que 
ha producido dicha confusión, ocasionando al demandante perjuicios 
evidentes, cuya cuantía no es aun estimable en ^1 juicio, mientras el de- 
nnandado, por su parte, ni por la naturaleza y calidad de la prueba tes- 
tifical traída, ni por la documental que ha exhibido y que lejos de des- 
truir corrobora los derechos del actor, ha p)odido enervar ni aminorar 
la razón derecha con que este ha interpuesto su demanda, declaró esta 
con lugar y sin lugar la reconvención propuesta por el demandado, de 
la cual absolvió al primero, decretando que el último no tenia derecho 
á usar í^I membrete, marca ó rótulo «Vermouth Torino G. D. Brochi y 
Comj)añia» y condenándolo en consecuencia, á que se abstenga de su 
uso, como también á que indemnice al actor los perjuicios que le ha 
ocasionado por el uso indebido que ha venido |hac¡endo de la citada 
marca y cuyo importe en cantidad líquida se fijará y hará efectivo por 
los trámites establecidos para la ejecución de las sentencias, é impo- 
niendo además al demandado las costas del litigio. 

Apelada la referida sentencia por el demandado y confirmada según 
queda dicho en virtud de sus propios fundamentos por la que dictó, 
con fecha veinte y nueve de Junio del corriente año la Sala de lo Civil 
de la Audiencia de la Habana, queá la vez condenó al apelante en las 
costas de la apelación; contra este fallo interpuso la misma parte recur- 
so de casación por infracción de ley, que dice autorizado por el caso 
primero del artículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil consignando como motivos del recurso, primero: que se 
ha infringido por indebida aplicación el Real Decreto de veinte y uno 
de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatro por cuanto en la senten- 
cia se condena al demandado á no usar el membrete, marca ó título 
«Vermouth Torino G. D. Brochi y Compañía» por que con él se induce 
á error al comprador, confundiéndolo con la marca Vermouth Torino 
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J. Brfxjhí y Compañía, siendo asi que no hsy ninguna marca de este 
nombre sino que la extinguida éociedad «J. Brochi y Compañía» usaba 
una-' etiquetas por la que expresaba que era el único importador de 
♦Vermouth Torino de Ho»ííiy Compañía», tegundo: que también infringe 
la s^ntericia la doctrina cíMitenida en la Real Orden de veinte y Ire:* de 
Junio de mil ochocientos ochenta y ocho y resolución del Goí»íerni» 
Genera I de la Isla inserta en la Gaceta de trece de Enero de mil ocho- 
cientos ochenta y nueve, aplicables como doctrina legal. Admitido y 
sustanciado el recurso, declaró el Tribunal Supremo no haber lugar al 
mismo: 

Considerando: en cuanto al primer motivo del recurso, el recurren- 
te no ha expresado con la precisión y claridad dispuestas en el número 
cuarto del artículo quinto de la Orden número noventa y dos del año 
mil ochocientos noventa y nueve, cual es la ley infringida por el Tri- 
bunal sentenciador, limitándose á citar el Beal Decreto de veinte y 
uno de Agosto de inil ochocientos ochenta y ocho, sin leferirríe 
particularmente á ninguna de sus numerosas y distintas dispisi- 
ciones, como era indispensable que lo hiciera para determinar de modo 
concreto é inequívoco la infracción legal que ha de constituir la materin 
misma del recurso, el cual, en razón de tal defecto, era inadmisible en 
esta parte, según lo qu** previene el artículo onceno en relación con el 
séptimo de la Orden antedicha; concurriendo además, al propio efecto 
de ser improcedente su admisión, la circunstancia de que en di< he» n o- 
tívo, al exponerse el concepto en que se supone infringido el Real De- 
creto de veinte y uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatn», 
se plantea una simple cuestión de hecho relativa á la pí^sílíle ^onfu^ión 
entre dos marcas industriales, cuestión que, porsu íodole. habiendo sido 
objeto de la prueba y de la apreciación judicial s(*bre esta última, no 
puede legal mente proponerse en otro caso ni bajo otra forma, según el 
número séptinio del artículo mil seiscientos noventa de la Ley de En- 
juiciamiento, que cuando la prueba se haya apreciado enónejimente, 
con error de derecho, que deberá exprevsarse en el recurso, señalando 
las leyes ó doctrinas, referentes al valor de aquéllas y violadas en el fa- 
llo, ó con evidente error de hecho resultante de docun)entos ó de autos 
auténticos que se habrán de mencionar al recurrir, sin que ni una ni 
otra cosa haya efectuado el recurrente, que, por otra parte, si bien en 
realidad sustituye la apreciación, contenida en la sentencia, de ser casi 
iguales y confundirse la marca perteneciente al demandante y la que 
indebidamente explotaba el demandado, por su propia apreciación de 
no «jfr posible confundirlas, porque no hay ninguna marca de Vermoutb 
Torino con el nombre de J. Brochi y Compañía, contradiciendo asi la 
declaración judicial que estima demostrada la inscripción á nombre de 
Juan Brochi y la expedición á éste del título de propiedad de una mar- 
ca de Vermouth Torino, con uso del membrete ó etiqueta J. Brochi y 
Compañía, de que se tomó razón en el Gobierno Civil, al impugnar en 
tales términos el criterio del juzgador sobre ese particular de puro he- 
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cho ni siquiera invoca el aludido texto procesal, único que permite 
proponer en casación cuestiones de semejante especie, resultando de 
ello que, por no citarse en el escrito de interposición el precepto 
legal que autorice el recurso en este extremo, debió ser denegada su ad- 
misión en observancia del ya expresado artículo once en relación con 
el séptimo de la Orden número noventa y dos del año presente: 

Considbrando: que, de conformidad con las disposiciones última- 
mente mencionadas, debió asimismo denegarse la admisión de este re- 
curso, en cuanto al segundo motivo que comprende, en el que no se ex- 
presa doctrina legal alguna cuya infracción pueda dar lugar á casación, 
porque no tienen, ni es posible concederles tal carácter, las decisiones 
pronunciadas por el Gobierno General de esta Isla ó por el Ministerio 
de Ultramar al resolver los expedientes administrativos motivados por 
solicitudes de concesión ó de inscripción de marcas, á menos que el 
criterio sentado por la Administración al interpretar la ley del ramo 
en lo:j asuntos que le corresponde conocer haya sido reconocido y de- 
clarado en la jurisprudencia por los Tribunales de Justicia, á quienes 
exclusivamente incumbe decidir las cuestiones que se susciten acerca del 
dominio y posesión de marcas y con ocasión de ello establecer en la ma- 
teria la doctrina legal que pueda servir de fundamento á un recurso de 
esta clase; pero aún en el caso en que tuviesen semejante fuerza las re- 
soluciones que invoca el recurrente y prescindiendo de que no precisa cla- 
ramente, ni en manera alguna, el concepto en que se hayan infringido 
contrayéndose á la sencilla mención de ellas y á la mera afirmación de 
ser ambas aplicables como doctrina legal, sin explicar por qué lo son, 
de todas suertes, este motivo del recurso resultaría ineficaz, atendida la 
notoria impertinencia de ambas resoluciones al caso del presente juicio, 
pues, declarándose por la Real Orden de veinte y tres de Junio de mil 
ochocientos ochenta y ocho, que no sería justo negar á un fabricante 
cualquiera el permiso de estampar su nombre y apellido en los artículos 
de su fabricación, siempre que los demás detalles de la marca sean tales 
que no puedan dar lugar á confusión con la de otro fabricante que ten- 
ga nombre y apellido igual ó parecido, y limitada la resolución del Go- 
bierno General de esta Isla, de fecha ocho de Enero de mil ochocientos 
ochenta y nueve, publicada en la "Gaceta de la Habana" del siguiente 
día trece, á declarar que no es motivo para negar la concesión de marcas 
la circunstancia de no aparecer en ellas el nombre de los fabricantes, 
porque, si bien éste puede figurar, no es indispensable que figure en las 
marcas en calidad de distintivo, con tal que se haga cualquiera otra de 
las indicaciones señaladas en el artículo primero del Real Decreto ya ci- 
tado, con objeto de que el público conozca y distinga los productos sin 
confundirlos con otros, claro está que la doctrina consignada en la pri- 
mera de dichas resoluciones administrativas no se infringe ni la otra se 
ha podido infringir por un fallo que descansa precisamente en la confu- 
sión que ocurre entre dos marcas en las cuales aparece el mismo 
apellido. — Gac- 20 de Marzo de 1901. 
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NnlidAd do concesión do Marca:— a ios efectos de la concesión de marca» oneTas, con relación 
& otras ya concedida», no ha de tomarse en cnei^ta solamente la semejansa, identidad 
6 parecido de los .-tfiaboloM 6 emblemas adoptados, sino también la impresión que pro 
dnzca encoujnnto la marca. 

Sent, IjÍ- de Marzo de 1902 - Gil Alonso Balbin, vecino de Sancti Spi- 
rilus, solicitó del Gobierno Civil de la Provincia cíe Santa Clara en diez 
de Noviembre de mil ochocientos noventa y nueve, la inscripción de la 
marca para cigarroM denominada «La Protectora», cuya descripción y 
diseño aom paño, y pr.Mnítvido el correspondiente expediente, informa-' 
ron en él: la «Unión de los Fabricantes de Tabacos y Cigarros de la Ha- 
bana», que no procedía la iudcripción del diseño por ser casi un calco 
del que tué inscripto en veinte y tres de Febrero de mil ochocientos 
noventa y yiete á nombre de Pére?ry Díaz con el título «La Vencedora», 
para la misma industria; ad.juirido después por la sociedad mercantil 
«Havana Commercial Company»; y la Sociedad Económica de Amigos 
del País, que procedía la ii)scri[)ción de la marca, por que las analogías 
ó semejanza que guardaba con «La Vencedora» no eran bastantes para 
inducir á confusión ó ern»r; y la Secretaría de Agricultura, Comercio é 
Industria, por acuerdo de ciiez y ocho de Abril de mil novecientos, 
concedió la inscripción de la marca solicitada. 

Contra la expresada resolución estableció la Sociedad «Havana 
Commercial Company» recurso contencioso-ad mi nistr'ativo. 

La Sala sentenciadora, estimando por la compíiración de los dise- 
ños uf^ados por las fábricas «La Vencí^dora» y «La Protectora» que á la 
simple vista el último guarda parecido ó semejanza bastante para inducir 
á error confundiéndose con el primero, declaró con lugar la demanda y 
en su consecuencia nula y sin efeóto la concesión hecha por la Secreta- 
ría de Agricultura, Industi^ia y Comerció á favor de Gil Alonso Balbin 
de la marca para fábrica de cigarros «La Protectora», con los demás pro- 
nunciamientos pertinentes. 

Contra esta sentencia interpuso el Ministerio Fiscal recurso de ca- 
sación por infracción de ley y de doctrina legal, fundándolo en los casos 
séptimo y primero del artículo mil seiscientos noventa de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, alegando al efecto los siguientes motivos: 

Primero.* Error de hecho en la apreciación de la prueba a} estimar 
la Sala sentenciadora que entre las dos marcas existe semejanza que 
induce fácilmente á error y á que se confundan cuando el Ministerio 
recurrente entiende que la más ligera inspección de las expresadas mar- 
cas revela una disimilitud tan grande y notable entre ellas, que en el 
orden normal de los fenómenos perceptivos resulta infundado el temor 
de que con perjuicio de sus respectivos dueños el consumidor habitual 
de alguna de ambas acepte otra distinta de la que se proponga adquirir 
señalando como documentos auténticos de los cuales aparece demostra- 
da la equivocación levidente del juzgador, los diseños de marcas que 
obran en los folios veinte y seis, veinte y seis vuelto y veinte y siete de 
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los autos, que son los mismos á que se refiere el primer Considerando 
de la sentencia. 

Segundo: Infracción de los artículos doce, párrafo cuarto; quinto, 
párrafo sexto; primero y quince del R. D. de veinte y uno de Agosto de 
mil ochocientos ochenta y cuatro, por indebida aplicación, por que los 
preceptos de dichos artículos son aplicables á marcas que induzcan á 
cpnfusión ó error, pero no á aquellas como las que dieron origen al pre- 
sente pleito, en ^ue este no sucede. 

Tercero: Infracción de la doctrina legal, también aplicada ^ti la 
sentencia, que se deriva de las del Tribunal Supremo de España de cin- 
co de Mayo y catorce de Diciembre de mil ochocientos ochenta y siete 
y doce á^ Junio de mil ochocientos noventa y tres, por la misma razón 
consignada en el párrafo anterior. Se declara no haber lugar al recurso. 

Primero: Considerando que á los folios veinte y seis, veinte y seies 
vuelto y veinte y siete de los autos obran unas envolturas para cigarros, 
pegados á una hoja de papel blanco, con una mera indicación escrita 
de ser una de ellas de <fLa Protectora» ya usada, otra de la misma fábri- 
ca sin usar, y la otra «La Vencedora», «lo cual no es, ni merece el con- 
cepto de documento, ni como tal aparece que se hayan traido al pleito, 
por la parte que los acompaña, pues á juzgar por su escrito de demanda, 
los tales dipefios, adjuntos á esta, tienen por objeto materializar la des- 
cripción, que por escrito se hace de eílos en los hechos de la dicha 
demanda, pudiendo considerarse, por tanto, como parte integrante en 
la nii-^má: por cuya razón no puede ser eficaz invocarlos en casación 
para demostrar con ellos un error de hecho atribuido á la Sala Senten- 
ciadora, solo demostrable por medio de documento ó auto auténticos, 
cuyos caracteres no tiene en manera alguna el contenido de los cita- 
dos folios. 

Segundo; Considerando que descansando las otras infracciones qué 
se invocan en el recurso, en el error de -hecho atribuido á la Sala, y no 
habiéndose demostrado este error, procede desestimar los uiotivos en 
que dichas infracciones se alegan, las cuales, por otra parte no resultan 
cometidas en el concepto que indica el recurrente, pues á los efectos de 
concesión de marcas nuevas con relación á otras ya concedidas, por el 
debido cumplimiento de los artículos primero, número sexto del quintó 
y cuarto del doce del R. D. de veinte y uno de Agostode mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro, no ha de tomarse en cuenta solamente la semejan- 
za, identidad ó parecido de los símbolos ó emblemas adoptados, sino 
también la impresión que produzca en conjunto la marca, y si de am- 
bos elementos resultare posible la confusión, el simple error, que la ley 
trata de evitar, es procedente denegar la concesión al nuevo solicitante, 
como lo ha declarado la Sala sentenciadora, después de examinar y 
apreciar en detalles y en conjunto las dos marcas objeto de este pleito. 
(Gaceta 29 de Junio de 1902.) 
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NuUdad de OOnoedón de una marea.— si artícnlo M del R. D. de 21 de Agosto de I894, si 
preyé la posibilidad de que na iadastriiü pida marcas diferentes, aunque parecida» 
para distinguir sus productos, no autorisa que con pretexto de una variación ó una 
nneva marca semeiante á otra anterior del soHtante, se conceda á éste una también 
semejante & otra concedfda & un tercero. 

SenU SI de Marzo de 1902. — Sent. N. 4. -SolicitHcia por la Sociedad 
de Villar, Fernández y Gutiérrez de la Habana, la inscripción de una 
marca denominada «La Unión Española», de la Corana, para distinguir 
cierta clase de chocolates, previo informe favorable de la Sociedad Eco- 
nómica de Amigos del País, se concedió la inscripción solicitada con la 
denominación de «La Española.» 

Acudieron después los Sres. Alonso Jauma y Ca. como represen- 
tantes de los Sres. Rubine é hijos propietarios de la marca «La Espa- 
ñolan, pidiendo que se declarase nula y caducada la marca anterior^ 
mente «dtada por entender que la misma se había concedido con infrac- 
ción de lo que disponen los números 5 y 6 del articulo 5? del Decreto 
sobre Marcas, y apoyando su reclamación en el n. 6 del art. 18 de la 
propia ley, pues á primera vista se observaba que era fraudulenta, por 
que el nombre, designaciones, formas, colores, diseños é indicaciones de 
la misma en comparación con la de los exponentes inducían á confusión 
ó error. 

La Secretaría de Agricultura, Industria y Comercio resolvió en Í4 
de JNoviembre de 1900 estimando, entre otras razones que no era de ac- 
cederse a lo solicitado por los Sres. Alonso Jauma y Ca. porque sería 
revocar un acuerdo constitutivo de derecho á favor de los Sres. Villar 
Fernández y Gutiérrez y á ello se oponía el art. 27 del Decreto de 23 
de Septiembre de 1888. 

Contra esta resulución establecieron los interesados recurso conten* 
cioso-ad ministra ti vo ante la Sala respectiva de la Audiencia de la Ha- 
bana, la cual declaró con lugar la demanda establecida, estimando en- 
tre otras razones legales la de que conforme al art. 4 del R. D. de 21 de 
Agosto de 1884, adquirida ó inscrita á nombre de Rubine é hijos pro- 
piedad de la marca de chocolate «La Española», éstos tienen derecho 
á oponerse á que usen Villar Fernández y Gutiérrez la marca «La 
Unión Española de la Coruña , cuyo diseño, á juicio del Tribunal tiene 
parecido ó semejanza con aquella é indicaciones bastantes para engañar 
al comprador, y declaró en su consecuencia nula y sin efecto la conce- 
sión hecha á íavor de los Señores Villar, Fernández y Ca. de la marca 
de fábrica con el nombre de «Unión Española» de la Coruña, para dis- 
tinguir chocolates, disponiendo así mismo su cancelación en el Registro 
de marcas de la Secretaria y en el Registro Mercantil correspondiente. 

Contra esta sentencia se interpuso recurso de casación, fundado en 
las causas primera, segunda, tercera, quinta, sexta y séptima del art. 
1,690 déla Ley de Enjuiciamiento Civil, y por los siguientes motivos: 

Primero. «En que el fallo otorga á los actores señores Rubine é 
Hijos más de lo pedido por éstos (caso tercero del artículo mil seis 
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cientos noventa de la Ley da Enjuiciamiento Civil). «En efecto, concedi- 
á dqís poderdantes señores Villar, Fernández y Gutiérrez por resolución 
de la Secretaría de Agricultura, Comercio é Industria, de quince de 
Agosto de mil novecientos, el certificado de propiedad de la marca 
para distinguir chocolates «La Unión Española» de la Coruña, los seño- 
res Rubine é hijos, por escrito de doce de Octubre de dicho año, solici- 
taron de la propia Secretaría que declarase nulo y caducado el referido 
certificado de propiedad de marca, a cuya solicitud recayó la resolución 
del expresado Centro de catorce de Noviembre del msimo año, declaran- 
do no haber lugar á acceder á lo solicitado, porque ello sería revocar un 
acuerdo constitutivo de derecho a favor de mis mandantes, á lo que se 
oponía el artículo veintisiete del Decreto de veintitrés de Septiembre de 
mil ochocientos ochenta y ocho, y contra esa resolución de catorce de 
Noviembre y no contra la otra de quince de Agosto, fué contra la que 
los señores Rubine e hijos interpusieron el recurso contencioso-admi- 
nistralivü, sejíún consta del escrito de los mismos weñores, de fecha nue- 
ve <1h Enero de mil novecientos uno, que obra á fojas diez de la actua- 
ción. No obstante esto, los señores Rubine é hijos, al formalizar la 
demanda, no se limitaron á pedir que se revocara la resolución recurrida 
d« catorce de Noviembre y se ordenara á la Secretaría de Agricultura, 
Comercio é Industria que la dictó, que entrando en el fondo de la cues- 
tión resolviera si dichos señores tenían ó no derecho á lo que pedían, 
por las razones que alegaban, sino que, lejos de eso, solicitaron que se 
revocara la resolución no recurrida y firme ya de quince de Agosto que 
otorgó el certificado de propiedad de la marca. Y el Tribunal senten- 
ciador, sin tener en quenta que el escrito de interposición del recurso es 
el que precisa y determina la resolución reclamada y que todo lo que en 
el de demanda se pida que no verse sobre la revocación de la misma re- 
solución, debe denegarse por no estar en grado, revoca la otra reclusión 
de quince de Agosto que no fué objeto de recurso; en cuyo concepto la 
sentencia recurrida otorga más de lo pedido en tiempo por los actores 
Rubine é Hijos.» 

Segundo. «En que el fallo es contrario á la cosa juzgada, cuya ex- 
cepción ha sido alegada oportunamente en el juicio (caso quince del 
artículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil). 
Cuando los señores Rubine é Hijos formalizaron la demanda contencio- 
so-administrativa, solicitanm en ésta, según se ha expuesto en el moti- 
vo anterior, que se revof^ara la resolución no reclamada de quince de 
Agosto de mil novecientos, por la que se había concedido á mis poder- 
dantes el certificado de propiedad de la marca «La Unión Española de 
la Coruña,» Pues bien; en dicha oportunidad, ya esa resolución era 
firme y pasada en autoridad de cosa juzgada, porque habiéndose mostra- 
do sabedor de la misma los señores Rubine é Hijos, en el escrito que 
con fecha doce de Octubre de mil novecientos dirigieron a la expresada 
Secretaiía de Agricultura, Industria y Comercio, de que se ha hecho 
mención en el motivo que precede, no interpusieron contra ella el recur- 
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SO contencioao-administrativo dentro del término de tres meses que el 
artículo séptimo del Decreto T.ey de lo Contencioso-Administrativo 
establece, á partir de la indicada fecha, término que, cuando se forma- 
lizaba la demanda por aquella parte, había decursado con exceso segán 
alegué en mi escrito de contestación á la demanda; en cuyo concepto, 
por revocarse en la sentencia recurrida la mencionada resolución de 
quince de Agosto, el fallo es contrario á la cosa juzgada.» 

Tercero. «En que la sentencia no es congruente con las pretensio- 
nes oportunamente deducidas por los litigantes (caso segundo d«l ar- 
ticulo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil). — 
Este motivo, similar del primero, descansa en el propio fundamento de 
hecho que aquél, porque siendo la única pretensión oportunamente 
deducida por los señoras Rubine é Hijos, la de que se revocara la reso- 
lución de catorce de Noviembre de mil novecientoá, según se ha expue-íto 
anteriormente, al revocarse en la sentencia recurrida la otra resolución 
de quince de Agosto del propio año, se faltó á la congruencia que debe 
haber en toda sentencia entre lo pedido y lo otorgado.» 

Cuarto. «En que por parte del Tribunal sentenciador ha habido 
abuso en el ejercicio de la jurisdicción, conociendo en asunto que 
no era de su competencia por razón de la materia (caso sexto del ar- 
tículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil.) — 
Aunque no alegué esta excepción porque no presumí que siendo la re- 
solución recurrida la de catorce de Noviembre de mil novecientos el 
Tribunal revocara la de quince de Agosto del mismo año que otorgo á 
mis representados el certificado de propiedad de la marca «La Unión 
Española de la Coruña», ello no es óbice para que, al ser revocada la 
segunda de las expresadas resoluciones, se alegue este otro motivo de 
casación, puesto que la incompetencia que resulta en tal caso, es sus- 
tancial V como tal hasta de oficio debe ser declarada. — Así lo entenlie- 
ron dos señores Magistrados délos cinco que fallaron este pleito, que 
formularon el voto particular que se lee á continuación de la sentencia. 
— Esos señores Magistrados, dado el punto de vista en que se colocó el 
Tribunal al fallar, ó sea en el que se dirigía á revocar la resolución de 
quince de Agosto, entendieron, y con su parecer muestro mi conformi- 
dad, que la materia no era contencioso-administrativa, sino civil, y que, 
por ende, correspondía su conocimiento á la jurisdicción ordinaria. — 
El Real Decreto de veinte y uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cuatro, sobre la propiedad de marcas industriales, así lo establece al 
equiparar dichas marcas en su artículo quince á las demás propiedades 
muebles y al atribuir en sus artículos veinte y cuarenta y cinco á la 
competencia de los Tribunales ordinarios las cuestiones de posesión ó 
propiedad de dichas marcas originales por la concesión á distintas per- 
sonas de marcas iguales ó parecidas; como en el presente caso pretenden 
los señores Rubine é Hijos que acontece. — Por ello y por estar expresa- 
mente exceptuados del conocimiento de los Tribunales contencioso- 
administrativos, las cuestiones de índole civil, según se previene en el 
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párrafo segundo del artículo cuarto del vigente Decreto Ley sobre lo 
contencioso-administrativo, es evidente que ha habido abuso por parte 
del Tribunal sentenciador en el ejercicio de la jurisdicción, al declarar, 
la caducidad de la marca «La Unión Española de la Coruña», por haber 
conocido de asunto que no era de su competencia por razón de la materia. 

Quinto. «En que en la sentencia ha habido error de hecho y de 
derecho en la apreciación de las pruebas, con infracción del artículo 
treinta y seis del Real Decreto de veinte y uno de Agosto de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro sobre propiedad de marcas industriales (caso 
séptimo del artículo mil seiscientos noventa déla Ley de Enjuiciamien- 
to Civil.). — Siendo la semejanza de la marca «La Unión Española de la 
Coruña» con la marca «La Española» de Rubine é Hijos, la misma que 
esta marca guardaba con la marca «A la Española» de mis poderdantes, 
anterior á las otras dos, según consta de las pruebas periciales y de ins- 
pección ocular practicadas en el juicio; y teniendo por objeto la primera 
de las marcas indicadas, distinguir un producto de las fábricas de cho- 
colates de mis mandantes, en cuya virtud se solicitó de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo treinta y seis, párrafo segundo del Real 
Decreto citado de veinte y uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cuatro; es indudable que al apreciar el Tribunal en la sentencia,^ solo el 
parecido entre la marca »rLa Unión Española de la Coruña» y la marca 
«La Española» y no el existente entre estas dos marcas y la marca «A 
la Ef^pafiola» cometió el error de derecho á que* se refiere el caso séptimo 
del artículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
pues venía obligado por el citado artículo treinta y seis del Real Decreto 
sobre propiedad de marcas industriales á apreciar el parecido de las 
tres marcas, en cuyo concepto infringe dicho artículo. — Los documen- 
tos auténticos que demuestran que el parecido de la marca «La Unión 
Española de la Coruña», es con la marct* «A la Española», ambas de 
mis poderdantes, y que si algún parecido hay entre la primera de dichas 
marcas y la marca «La Española» de Rubine é Hijos, es el mismo que 
existe entre esta última y la st;gunda denominada «A la Española», por 
lo que, siendo esta la más antigua, á la que han imitado mis poderdan- 
tes es á su propia marca, en uso del derecho que el citado articulo trein- 
y seis les otorga; son: el informe pericial que obra en autos, la prueba 
de inspección ocular que también obra en autos, y las- declaraciones de 
los testigos, ó sea toda la prueba. » 

Sexto. En que el fallo contiene violación del artículo treinta y 
seis del Real Decreto de veinte y uno d« Agosto de mil ochocientos 
ochenta y cuatro sobre propiedad de marcas industriales. — (Caso pri- 
mero del artículo mil seiscientos noventa de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil.) -El referido artículo otorga á los fabricantes que para una mis- 
ma cosa pidan, con el objeto de distinguir su calidad ó con otro motivo, 
el uso de marcas diferentes, aunque iseají parecidas^ el derecho de que se les 
expida un certificado por cada variación que tenga la marca, expresan- 
do el uso especial de cada una, siempre que abonan los derechos que 
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previene el artículo veinte y ocho de dicho Real Decreto por cada certi- 
ficado. — En BU consecuencia, y dueños dqís poderdantes de la marca 
para chocolates titulada «A la Española», hicieron uso del indicado de- 
recho y solicitaron y obtuvieron la marca parecida á la citada, denomi- 
nada «La Unión Española de la Coruña.» — De esta marca se les priva 
en la sentencia recurrida bajo el supuesto de tener parecido con otra 
marca titulada «La Española» otorgada á los señores Rubine é Hijos 
con posterioridad á la primera de mis poderdantes y semejantes a esta 
no obstante ser el mismo aquél y éste parecido, en cuyo concepto se in- 
fringe el mencionado artículo treinta y seis de dicho Real Decreto.» 

Se declara no haber lugar al recurso: 

Primero. Consideíando que en el escrito de nueve de Enero de rail 
novecientos uno, obianle á fijan diez de los autos, por eJ cual interpuso 
la representación de los teñorefe^ Rubine é Hijos el recurso contencioso- 
administrativo de donde se origina el presente de capación, expuso cla- 
ramente qupí aquel lo establecía contra la resolución de quince de Agosto 
de mil novecientos que concedió á los Señores Villar. Fernández y Gu- 
tiérrez la marca para chocolates «La Unión Española de la Coruña» y 
en el otro escrito de veinte y ocho de Marzo siguiente, que obra á tojas 
cuarenta y dos, por el cual formalizó la demanda, pidió expresamente 
la revocación de dicha resolución de quince de* Agosto con los demás 
pronunciamientos que estimó oportunos, razón de hecho suficiente para 
desestimar los motivos primero y tercero del recrurso de casación que 
descansan en el supuesto notoriamente inexacto de que la resolución 
recurrida fué de catorce de Noviembre de mil novecientos y no la tan 
repetida de quince de Agosto anterior, que en realidad fué contra la 
cual se dedujo la demanda en la vía contencioso administrativa; y ade- 
más, los motivos citados son improcedentes, porque al declarar la Sala 
sentenciadora con lugar la antedicha demanda y en su consecuencia 
nula y sin efecto la concesión hecha á los Sres. Villar, Fernández y 
Compañía de la marca de fábrica mencionada, no cometió las infraccio- 
nes, que en esos motivos se le atribuyen, de haber otorgado más de lo 
pedido, ni de í^er incongruente ccn las pretensiones oportunamente de- 
ducidas por las partes, pues tales defectos no los contiene un fallo que 
otorga al demandante lo que éste pide. 

Segundo. Considerando para que pueda alegarse que una senten- 
cia es contraria á la cosa juzgada es necesario invocar otro fallo ejecuto- 
rio de Tribunal competente que contenga la resolución contraria á la . 
que se impugna, lo cual no se ha hecho en este pleito, ni se alega como 
fundamento del segundo motivo del recurso, no obstante invocarse esa 
causa, como determinante de la casación que se pretende, sino que la 
tal causa se hace consistir en el supuesto de que la resolución reclama- 
da de quince de Agosto era firme cuando se interpuso la demanda, por 
haber, ajuicio del recurrente, decursadoel término legal para reclamar 
contra ella, supuesto que de ser exacto, que no lo es, no constit^iiría la 
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excepción de coáa juzgada, sino la. otra distinta de incona patencia cla- 
ramente prevista en el últinao extremo del párrafo segundo del artículo 
cuarenta y seis del Real Decreto Ley de veinte y tres de Noviembre de 
mil ochocientos ochenta y ocho, por cuyas razones es improcedente y 
debe desestimarse dicho motivo segundo del recurso. 

Tercero. Considerando que no pueden ser objeto de un recurso de 
casación cuestiones que las partes no hayan propuesto ó discutido opor- 
tunamente en el pleito, y no habiéndolo sido en el presente, como pu- 
do serlo, la de incompetencia de jurisdicción por razón de la materia 
planteada en el cuarto motivo del recurso, procede desestimar éste; el 
cual de todos modos es improcedente porque no habiéndose tratado en 
el litigio del dominio ó posesión de marcis, sino reclamado contra la 
concesión de una de éstas por quien se creía con derecho á oponerse á 
tal concesión, la sentencia no ha podido infringir los artículos quince, 
veinte y cuarenta y cinco del Real Decreto de veinte y uno de Agosto 
de mil ochocientos ochenta y cuatro, en el concepto que se invoca en 
dicho motivo, ni el párrafo segundo del flrtícalo cuarto del Real Decre- 
to Ley de veinte y tre^ de Noviembre de mil ochocientos ochenta y 
ocho, puesto que la Sala sentenciadora ha pronunciado su fallo sobre la 
concesión de una marca de fábrica, que es ui acto administrativo, con- 
tra el cu il se reclamó en concepto de que vulneraba un derecho de igual 
cla>íe, establecido por preceoto de idéntica índole y no un derecho de 
caráciér civil, ni emanado de actos en que la Administración hubiera 
obrado como persona jurídica, y por tanto no está comprendida en las 
excepciones contenidas en el precepto últimamente citado. 

Cuarto. Considerando que conforme al caso séptimo del artículo 
rail seiscientos niventi de la L^y de Eiiu'oiainient ) Civil, procede la 
CHaíiíó'i de un i sentencia cuando el Tribunal sentenciador incurra en 
error de hecho ó de derecho h1 apreciar la prueba, siempre que el pri- 
mero rcHulte de documento ó acto auténtico que demuestre la equivoca- 
ción evidente del juzgador; ó el segundo se haya cometido infringiendo 
leyes que regulen el valor, fuerza ó eficacia del medio probatorio erró- 
neamente apreciado; y c )mo repetidamente ha declarado este Tribunal, 
y es jurispruder^na constante, que las actuaciones del juicio, tales como 
los dictámenes de perit(»s, declaraciones de testigos é inspecciones judi- 
ciales, no tienen el carácter que en el recurso se les atribuye, de docu- 
mentos auténticos al efecto de demostrar el error de hecho que se invoque; 
ni el artículo treinta y seis del R D. de veinte y uno de Agosto de mil 
ochocientos ochenta y cuatro contiena regí \s a{)l¡cables a la apreciación 
délos medios de pruebas, el mot¡v.> <juinto del recurso fundado en erro- 
re I de hecho y de derecho que se dicen cometidos por la S:ila en dicha 
a] 'ec* ación, es improcedente y debe desestimarse. 

Quinto. Considerando que al prever el artículo treinta y seis del 
í . D. de veinte y uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatro 
h posibilidad de que un industrial pida marcas diferentes, aunque pa- 
r< sidas, para distinguir sus productos, y al regular la forma en que tales 
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conce«ione8 deben hacerse no autoriza, ni podía autorizar, que, con el 
pretexto de ser una variación ó una nueva marca semejante á otra ante* 
rior del solitante, se conceda á éste una también semejante á otra con- 
cedida á un tercero, en términos que por su parecido ó semejanza no 
fuere lícito concederla conforme al número sexto del artículo quinto del 
R. D. citado: y habiendo estimado la Sala sentenciadora que la marca 
«La Unión Española de la Coruña», cuya concesión fué objeto del plei- 
to, y «La Española», concedida anteriormente á los demandan ten, guar- 
dan parecido ó semejanza bastante para inducir á error, confundiéndose 
la primera con la segunda, al dictar su fallo anulando aquella conce- 
sión, no ha cometido la infracción del citado artículo treinta y seis que 
se le atribuye en el sexto motivo del recurso, el cual por lo tanto es 
asimismo improcedente. — (Gac. 29 Junio.) 

PENAL 

FalsiflCftClÓn de n^irCSl,— No exlst? el deUto de falsificación de marca» cuando no hay identidad 
entre las mismas, por más qu3 haya semejanza ó parecido entre ellis, 

Sent 10 de Mayo de 1879, — Considerando que por ei art. 291 del 
Código penal, que en primer término se supone infringido, es delito la 
falsificación de sellos, marcas, billetes y contraseñas que usen las em- 
presas ó establecimientos industriales ó de comercio. 

Considerando que en la sentencia se consigna como probado que 
D. Juan Botella é hijos tenían privilegio para la fabricación de librillos 
de papel para fumar con la marca «La Pantera», y los recurrentes con 
otra igual que según el reconocimiento de los peritos estaba perfecta- 
mente imitada, de tal modo que se confundía con la legítima, fabrica- 
ban también dichos librillos^ hecho que indudablemente cíe bajo ia 
sanción del artículo 291 antes citado, pues teniendo Botella é hijos pri- 
vilegio exclusivo para su uso, cualquiera otro que le imitase, como en 
el caso presente, le falsificaba, usurpando un derecho que le había sido 
otorgado. 

Considerando que igual identidad no resulta según* el reconoci- 
miento practicado por los peritos respecto á la marca La Estrella,» 
pues aunque declaran que está bastante imitada, señalan y distinguen 
las notables diferencias que tiene con la legítima concedida á D. José 
Casasamper, de modo que no s« confunden, y en tal concepto no puede 
calificarse como delito de falsificación de marca el uso que de ella ha- 
cían los recurrentes. 

Considerando, respecto al otro motivo de casación alegado, que se- 
gún el artículo 13 del Código penal son autores de un delito todos los 
que toman parte directa en su ejecución, y de los hechos que se decla- 
ran probados hasta por la confesión de los mismos recurrentes Vicente 
Pastor y sus hijos, resulta que todos ellos se ocupaban én la fabricación 
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de librillos de pipel para fumar, usando en algunos de ellos la marca 
«La Pantera.» 

Defraudación de propiedad industrial.— Defrauda la propiedad indu»trial el que expende ar. 
tiflciosa mente producto* de un miimo género eu {enraaes similares á. los usados por 
otra fábrica. 

Seat. 12 Diciembre 1890, — Los hijos de M. M. Guelbenzu, fabrican" 
tes de fósforos, en Cascante, se querellaron contra D. Alejo Ocio, acre' 
d¡tándo8e en la causa: que éste compraba las cerillas á aquella razón 
social; que solicitó á su nombre (al de Ocio) marca de fábrica para 
cajas de cerilla, con el escudo de Bélgica, como aparecía en las de 
Guelbenzu, pretensión que le fué denegada y que esto no obstante hizo 
construir cajas á su nombre con dicho escudo. Condenado Ocio como 
autor de defraudación de propiedad industrial interpuso recurso de ca- 
sación por conceptuar que el fallo infringía el art. 552 del C. P. relacio- 
nado con el 550, por aplicación indebida. El T. S. declara no haber 
lugar: 

{(Considerando: que defrauda la propiedad industrial el que artifi- 
ciosamente procura y logra expender manufacturas de un mismo géne- 
ro, contenidas en envases similares á los usados por una fábrica 
acreditada, porque induce á error sobre su procedencia, bondad y ela- 
boración, establece un medio ilegítimo de concurrencia; engañando á 
los adquirentes del producto, y perjudicando necesariamente los intere- 
ses del productor: 

«Considerando que así procedió el recurrente al imitar por medio 
de la llamada Caja belga los distintivos de la Caja verdad. 

«Considerando que, á juicio del Tribunal sentenciador, es hecho 
probado, y por tanto indiscutible en capación, que ofrecen ambas cajas 
tal semejanza de tono general y detalles, que á primera y simple es 
fácil confundirlas, y vista es más aún si están separadas, sin quesea 
su parecido mera coincidencia, sino imitación consciente.. (Gac. 22^ 
Abril 1891.} 

IlültSlCiÓIl de marca,— Aún cuando el heirho no sea punible como delito, por falta de intención, 
lo »s como constitutivo de imprudencia, 

Sent, so Septiembre 1891, — Algunos industriales de la Habana 
hacían vino artificial que embotellaban y vendían con la etiqueta «Ver- 
mouth superiour de L'Etoile des fabricants Bordeaux», y la contraseña 
«Unión des fabricants pour la repressión de la con trafagón, decret 26 
de Mayo 1871,» documentos ambos de (]ue era autor el litógrafo D. Sii- 
verio Cuesta. Formada causa á excitjición de- la Sociedad Unión de 
Fabricantes de París, y absuelto en deñnitiva los procesados, interpuso 
la parte acusadora recurso de casación por infracción de varios artícu- 
los del Código penal de Cuba, y entre otro?, de los 1, 12, 287 y 563. El 
T. S. declara haber lugar al recurso: 

«Considerando que apreciado por la Sala sentenciadora en el caso 
presente, dadas las razones que la misma expresa, el hecho moral de la 
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£alta de malicia con que obró el procesado D. Silverio de la Cuesta en 
la confección y venta de las etiqutftas y sello que confiesa haber ejecu- 
tado á instancia de una tercera persona, no cabe calificar como consti- 
tutivos de delito de falsificación de marcan ó contraseñas, castigado en 
el art. 287 del Código penal de Cuba, l<js hechos imputados al mismo, 
por no concurrir el elemento sustancial de la intención para que el he- 
cho sea punible en dicho concepto jurídico; por lo cual no resulta in- 
fringido el mencionado artículo, ni por igual motivo el 563 que castiga 
la defraudación de la propiedad literaria, ó industrial : 

«Considerando que: esto no obstante, los referidos hechos por las 
circunstancias especiales que en ellos han concurrido como son las de 
referirse las etiquetas y sellos á un producto industrial extranjero coa 
marca de casa mercantil domiciliada en ciudades francesas, sin nine^u- 
na indicación de tener sucursal en £spafia; la de haber sido encarga- 
das por un Éabricante español conocido del recurrido, vecino de la 
Habana; y la no menos excepcional de exigirse dichas etiquetas exten- 
didas en cuatro idiomas, demuestran la imprudencia con que ha proce- 
dido el procesado CueHa al hacer, imitando á las legítimas, y expender 
después a persona distinta, nin precauciones ni diligencias de ningún 
género, aquellos sellos y etiquetas cuyos útil'^s serv^íao evidentemente y 
han servido para simular la autenticidad del viu) industrial de cuyo pro- 
ducto era propietaria la casa, y sin los cuales el engaño y perjuicio 
consiguiente no se hubiera podido ctm-^umar: 

«Considerando que los hechos ejecutados en la expresada forma 
por Cuesta, si hubiese mediado mal cia por parte de éste en su ejecu- 
ción constituirían un delito menos grave según el art. 6 «iel Código 
aplicado, porque reviste todos los caracteres externos de la falsificacióa 
de sellos y marcas ó contraseñas, que usan las empre:^a8 industriiles ó 
de comercio, castigado en el art. 287 del mis no C5 lig » co'i p-ín-i co 
rreccional, siendo aplicable al caso el art. 592, qu^ pr^ívé U impruden- 
cia generadora de la infracción legal punible: 

«Considerando que al absolver la Sala sentenciadora al procesado 
Cuesta no ha tenido en cuenta dicha doctrina y ha infringido el citado 
art. 592 que la sanciona,»— (Gaceta 21 y 23 Diciembre.) 

UsnrpftCiáll do XnftrCAS. — comete ente delito el que expende 808 productos en enTa^es d-^ otro 
fabricante conociendo la marca de éste, aun cuando no se hubiera publicado la con- 
cesión de la misma. 

Sent 23 Diciembre 1802,-- Don José Carmona, conocedor de la 
marca de fábrica Cognac Moullón, perteneciente á una Compañía que 
había obtenido certificado de ella (aun cuando la cencesióu no ae había 
publicado en la Gaceta de la Habana), encerró en varias botellas que 
la ostentaban licor análogo fabricado por Carmona. Instruyóse causa 
contra este sujeto, al que la Audiencia del territorio candenó como au- 
tor de defraudación de la propiedad industrial. Interpuso recurso de 
casación y el T. S. le desestima: 
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«Considerando que según el artículo 21 del Real decreto de 21 de 
Agosto de 1884, la propiedad de las marcas de fábrica se adquiere por 
el correspiudiente certificado y el cumplimiento de las demás disposi- 
ciones que d decreto determina, cuya última cláusula se refiere á las 
que, como la del pago de 12 pesos y medio en papel de reintegro, esta- 
blecido en el 28, dependen del arbitrio del agraciado, y 'no á>>la ley del 
37, en la que se impone á la Secretaría del Gobierno general la obliga- 
ción de publicaren la Gaceta la relación de las marcas' concedida^ du- 
rante el trimestre anterior; por que sobre ser extraña al mismo agraciado 
semejante obligación, los efectos del certificado, así en el orden judicial 
como en el administrativo, según el artículo 12, se derivan de su ob- 
tención legítima: i'. 

«cConsideranda que esto supuesto.. .declarándose.:.que D. José Ca- 
sanova sabía que aquella Sociedad era propietaria de la marca expresa- 
da, la cual....^taba registrada en el vGobierno general de la Isla de Cuba 
conforme al Beal decreto antes citado, es indudable que el recurrente... 
cometió el delito de defraudación de la propiedad industrial, definido 
en el artículo .563 del Código penal vigente^ en Cuba, porque la usurpa- 
ción de marca agena para dar salida á productos propios> es uq atenta- 
do al derecho de propiedad del que lá obtuvo, sea nacional ó extranjero, 
por. los trámites legales correspondientes: 

Considerando que al hecho expresado no es aplicable el art. 288 
del mismo Código, como hipotéticamente^y en el segundo motivo de 
BU escrito supone el recurrente, pdr aludir este precepto^ no á los fabri- 
canteá><)ue usen marcas agenas para dar salida á sus productos, sino á 
los- expendedores de objetos de comercio qup sustituyen la marca ó el 
nombre del fabricante verdadero por los de .otro supuesto. —(Gao. 14 
de Agosto 1893.) . .-':. ,^ '-^ 

S62&€|jUZa de niarcas.— No es punible el uso de maleas, 8i aquellas á las cuales se parecen han 
sido ojiorgadas á los comerciantes ó indus^rfales dueños de ellas con posterioridad A 
r. la aplicación ó uso de las que suponen imitadas.' 

SeM: 3 de Junio ÚB 1896. — Desde principio del año 1891, venía 
D. Jaime Escriba pre|)arando en su farma;cia unas pildoras restaurado- 
ras, que encerraba en freiácós;. á Jos cualed adhería unas etiquetas, pare- 
cidas por el color, forma* y proporciones á las que empleaba para 
productos análogos lá Sociedad faroiácéutica español^ de Barcelona quien 
desde 1886 tenía concedida marca para' determinados productos medi- 
cinales, pero hasta Mayo de 189r'no obtuvo la '.declaración deque 
correépóndia á pildoras restauradoras la dtemejaiite* á las etiquetas de 
E&cribá.< Se querelló contra este la Sociedad citada por, el delito de 
defraudación de marck, y seguida cáuVá terminó por sentepcia absolu- 
toria, contra la cual interpuso lá parte acusadora' recurso de casación, 
que el T. 8. desestima: . ' . 

Considerando que si bien es cierto que las marcas de fábrica y de 
comercioconstitúyentinii propiedad industrial fan' legítima y respeta- 
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ble como las demÍA que el derecho reconooee, en tanto que aparte de 
las aecioDee civilee á qne au violación pneda dar lagar, hállase asimia- 
mo 8U definndaciÓD sujeta á la sanción penal que especialmente para 
ella establece el artículo 552, en relación con el 550 del Código, es no 
menos indudable que, «legún la letra y el espíritu del Real decreto de 
20 de Noviembre de 1850, la referida propiedad no existe legalmente y 
no puede ser, por lo tanto, objeto de usurpación delictiva, ora por apo- 
deramiento absoluto ó completo de la marea, ora por su imitacióa frau- 
dulenta, eon tendencia mttoria á engañar ó á inducir á error al comprador 
sobre la naturaleza ó procedencia de la cosa ó producto vendible, sino j 
en cuanto el dueño de la marca haya obtenido de la autoridad compe- 
tente el correspondiente titulo que acredite haber presentado y regis- 
trado el distintivo de la misma; y en .cuanto al supuesto defraudador 
le conste la obtención del certificado atributivo ó declarativo de la 
propiedad, ya por su publicación en la Oaceta, según se dispone en 
•1 art. 10 del mencionado Real decreto, ya por la indicación de Marci 
registrada que el pro'iucto ó su envoltura ó envase ostentaren, ya por 
cualquier <^ro medio por el cual se pruebe que ha tenido conocimiento 
da la existencia del privilegio concedido: 

Considerando que la sentencia recurrida establece como hecho pro- 
bado que D. Jaime Pujol, farmacéutico y dueño de la botica denominada 
hsí Kstrella, puso á la venta irascos de pildoras restauradoras preparadas 
en su ffitablecimiento, cubriendo las cajas que servían para contenerlas 
con unas etiquetas parecidas por el color, forma y proporciones, asim- 
ple vista y sin previo examen, aunque con diferencias apreeiables, á 
lasque usaba para distinguir dichos medicamentos la Sociedad farma- 
céutica española; pero es lo cierto que asa expendición, según se declara 
también probado en la sentencia, la realizó el Escriba á principios del 
año 1891, en cuya fecha no solo no constaba q'''e hubiese sidoconcedí- 
d|i & la sociedad querellante la marca para distinguir las pildoras de su 
propiedad, sino que por el contrario en el Boletín oficial de la propie- 
dad intelectual é industrial del Ministerio de Fomento de 16 de Octu- 
bre de 3886 apareció denegada con el número 11.667 y con fecha 13 de 
Septiembre anterior; y aún cuando se consignó asi por equivocación, i 
ello es, que por incuria sin duda, que á sí propia debe imputarse la I 
Sociedad querellan^, aquel error no se rectificó hasta cerca de cinco \ 
años después, en 16 de Julio de 1891, ó sea con posterioridad al uso de 
la marca denunciada y perseguida por la Sociedad en su querella de 
22 de Mayo del propio año, en virtud de la cual se incoó este pro- 
cedimiento: i 

Considerando por lo tanto, que por no aparecer que Escriba fuera 
sabedor de la obtención por la Sociedad recurrente del certificado de lá i 
marca dicha, ni por la publicación de su concesión .en la Gaceta, ni por 1 
la indicación de Marca registrada, ni por otro medio ó conducto algu- \ 
DO, la Audiencia sentenciadora, al absolverio de la querella de defrau- i 

■ i 
! 



u 
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dación de la propiedad industrial contra él deducida, lejos de. infringir 
los artículos del Código penal.. .ha hecho de ellos recta y perfecta apli- 
cación al caso. — (Gacf. 6 Noviembre.) ■ 

VsnrpSCioa dft&Erca.— Estampación fraudul«iita de marcas ajenas en mercancías propias, á la 



i 

» que cooperó impradeuteoiente el daefiodel establecimiento donde se hlto\ é incong 

\ cientemente uno de aus dependientes. 

SerU. 30 Diciembre 1898. — Registrada la fábrica de cigarrillos que 
el chino Abelardo Zacarías Si Tícco poseía en Quiapo, (Filipinas) se 
encontraron envares llenos de cigarrillos con las etiquetas de otras fá* 
bricAs, procedentes de la litogra^a de D. Guillermo Partier. Formada 
c;iu-ta jr condenado Partier comoeo-autor de falsificación de marcas, in^ 
terpuso recurso de casación por infracción de los art. 277 7 568 del Có- 
digo penal de Filipinas, aquél por indebida aplicación y éste por no 
haberse aplicado. El T. S. declara no haber lugar al recurso: 

fiConsiderando que el elemento moral del delito, ó sea la intención 
y malicia ó la carencia de una y otra con que se ha ejecutado un acto 
\_ calificado y penado por la ley como criminoso, no es una cuestión eseú- 

r cialmente de hecho sometida al exclusivo criterio y determinación del 

Tribunal sentenciador, entre otras razones, porque de entenderse así, 
\ resultaría que, sin prohibición ni expresa ni tácita de la ley sobre tan 

\ importante extremo, vendría á quedar anulado el poder de casación 

r que á eiáta Sala confiere sin limitación alguna el núm. 3? de la regla 56 

de la ley provisional para la aplicación del Código penal en las islas 
Filipinas, concordante con igual número del art. 849 de la ley de En- 
juiciamiento criminal, cuando el error de derecho atribuido á una sen- 
tencia consistiera en haberse calificado el hecho procesal de delito 
malicioso, en vez de imprudencia temeraria ó simple, con infracción 
de reglamentos, ó viceversa, cuya distinta clasificación precisamente 
I estriba en la existencia ó nó del ánimo doloso en el agente al ejecutar el 

\ hecho punible; por lo que es indispensable, cuando de causas deque 

I conoce el Tribunal de derecho se trata, la facultad soberana de la Sala 

i de casación para estimar el referido elemento moral de la intención con 

entera independencia del aprecio que de él haya realizado el Tribunal 
a quo aunque siempre con sujeción á los hechos que el mismo declara 
probados: 

^Considerando que el delito atribuido al recurrente Guillermo Par- 
tier de haber estampado en el establecimiento de litografía de su pro- 
piedad la marca de fábrica délas cajetillas de cigarrillos de «La Insular», 
por encargo de un supuesto mandatario del dueflo de esta última, en 
cuyo daño mandó verificar aquella estampación fraudulenta el chino 
Abelardo Zacarías Si-Tícco, no puede estimarse por los hechos declara- 
dos probados en la sentencia absolutoria del juez de primera instancia, 
^ aceptados en su totalidad y sin aditamento alguno por la Sala senten- 

ciadora, como constitutivo de participación ó cooperación intencional á 
la obra de falsificación y defraudación realizada por aquél, puesto que 
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no fte dice ea ninguna parte de la sentencia que estuviera en conniven- 
cia el Partier oon el Si-Tioco, ni tampoco que tuviera motivo para sos- j 
pechar de la autenticidad del que titulán«ioáe representante <íel Señor ^ 
Santa Marina, dueño de la. fabrica «La Insular», le dio el encargordí* 
estampar la marca de éáta en las fundas que habían de servir para en- 
volver los cigarrillos; ni pueden estimaTáe tampoco demoátrativos del 
ánimo doloso del recurrente los h^chod probados que, A Juicio de la 
Sala, determinan la existencia de este elemento intencional, y que con- i 
sisten en haber sido ocupada en poder del Partier la piedra litográfica, | 
porque esta constituye la prueba, tan solo de la ejecución material de la ; 
estampación, no n^ada, y bas^ hecho pública por el propio recurren- 
te; en no contener las etiquetas pié de imprenta, porque de élsuelen 
, carecer loa envolventes deesa claá^ de artefactos; y finalmente, ^n el 
insignificante dato de no haber ajustado previamente el preciotie la tira- '| 
da, lo cual nada tiene de particular trntándose de trabajos de poca im- | 
portancia relativa, y de establecimiento y de oliente respectivamente j 
del crédito reconocido en la sentepcia, que los Sres. Paitíery Santa j 
Marina: ' , | 
Considerando que si por las razones expuestas no es posible califi- j 
car al primero de coautor malicioso del delito porque híi 6*Ído penado j 
el. chino Si Ticco, es Ip cierto que los hechos establecidos en la senten- | 
cia recurrida demuestran la imprudencia con que procedió Partier no , 
practicando diligencia alguna para averiguar si la persona: que le hicie- j 
ra el encargo de la estampación de la marca era realmente representan- 
te del legítimo dueño de la misma, con ía cual se hubiera evitado que j 
prestara su cooperación, aunque inconscientemente, indispensable para 
la ejecución del delito. 

Consideríindo que el hecho realizado por el recurrente, de haber 
mediado malicia por su parte, conptituiría un delito menos grave, se- 
gún el art. 6?dei Código penal para las Filipinas, por estar castigado 
en el 277 del mismo con pena correccional, por lo que es aplicable al 
caso el art. 568, que se refiere á la imprudencia generadora de la in- 
fracción legal punible. . 

f Cpnsiderando: por lo tanto, que al no estimarlo así la Sala senten- 
ciadora ha infringido los expresados artículos é incurrido en el error de 
derecho á que se refiere el núm. 39 de la regla 66 de la ley provisional 
para la aplicación del Código penal en las islas Filipinas, invocado co- 
toQ fundamento del segundo motivo de este recurso. (Gaceta 4 Fe- 
brero 1897.) ' . 

Falsificacidll dd sellos y taaiCaS.— Fabricación de guano usando en los productos elaborados 
marcaN no perteneceintes al fabricante sino á otros, algunos de los cuales las tenfan 
registradas -& su nombre. 

Sent, 14 Abril 1897. — Este hecho sino entraña el delito del art. 
291 del Código penal, porque la falsificación de marcas A que refiere no 
es, según ha declarado esta Sala, la mera copia de esas marcas, sino la 
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imitacióa de ellas que ea térmia >s puatbles puada inducir á error, ni 
tampoco coasta que la^ mirca:^ fueran en realidad fahiñv3adaj, ai supo- 
ne el comprendido en el 292, yaque el guano es un objeto de comercio, 
y en lugar de poner la marca ó el nombre del fabricante verdadero, se 
puso la de otro supuesto. Consiguientemente la Sala senteicialora, al 
declarar que el hecho no constituye delito incurre en error de derecha. 
(Gaceta 10 Mayo.) 

D2rrifcTlÍi:Í6a de prdpiaiai industria..— r»o indeblüo de «uraHd8 con uarcat ro^0tr»das 4 
nombre ú» dirernos abricantea. 

(^Sent. ^6 de Septiembre ÍPÍ>i.) —Procesada Miss Claire S. Gardner 
por el delito de defraudación de propiedad industrial, cometido ex- 
pendien io aguas minerales gaseosas en envasen, que tenían marcas 
registradas á nombre de diversos fabricantes, fué absuelta por la Au- 
diencia de la Habana. — Interpuesto recurso de casación por los fabri- 
cantes qiie se decían perjudicados, el Tribunal Supremo casó y anuló la 
sentencia absolutoria dictada. 

Los hechos declarados probados son los siguientes: 

uPrimero. Resultando probado que las marcas de Fábricas para 
«aguas gaseosas y minerales «La Habanera», «La Habana Industrial», 
«La Catalana», «La Cruz Blanca», «Crusellas Hermano» y «Crusellas, Ro- 
tfdriguez y Compañía» están legítimamente registradas con anterioridad 
«al mes de Julio del año de mil novecientos y pertenecen en propiedad 
«y exclusivo uso á la razón social de esta plaza titulada «Crusellas, Ro- 
«driguez y Compañía, con domicilio en Cuarteles número nueve, la que 
«explota esas marcas.» 

«ijf^undo. Resultando probado que la marca «La Española» para la 
«fabricación de aguas gaseosas y minerales se halla registrada y perte- 
«nece á razón social de esta plaza «Cuervo y Compañía, domiciliada en 
«Eítévez diez y ocho, y la marca «El Progreso» á nombre de Mauricio 
«Anderman las cuales razones sociales tienen el uso de esas marcas, las 
«que explotan todo desde antes del mes de Julio de mil novecientos. 

«Tercero. Resultando probado que por el extinguido Juzgado de 
«Catedral y con el número cuatrocientos diez y seis del año de mil ocho- 
«cientos noventa y nueve se siguió un procedimiento criminal por ha- 
«berse ocupado una fábrica de gaseosas y aguas minerales que pertenecía, 
«en sociedad con su marido, á la procesada Claire B. Gardner, mil seis- 
«oientas treinta y seis botellas y sesenta y tres sifones para gaseosas, 
«pertenecientes á la sociedad indicada «Crusellas, Rodríguez y Compa- 
«fi'i» y doscientos veinte y una botellas y do^ sifones que pertenecían 
«á a otra sociedad ya dicha de Cuervo y Compañía, y más sifones y 
«b aellas de otras marcas que no se hm determinado, y otros sin mar- 
«c la cual causa terminó por haberse sobreseído en ella libremente, 
«c a arreglo al caso segundo del artículo seiscientos treinta y siete de 
«1; Ley de Enjuiciamiento Criminal y disponiéndose, lo que se llevó á 
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acabo; que quedasen todas las botellas y sifones ocupados á disposición 
«del marido de la dicha procesada, la que más tarde se quedó como 
«única dueña de e^^a fábrica de gaseosas^ jr aguas 'minerales; y con las 
«botellas y sifones ya dichos , la cual fabrica no está inscrita en la ma- 
«tríenla industrial, ni tiene marca registrada en la Secretaría dé Agri- 
«cultura, Industria y Comercio, y laque lieva^el título de O'Conner 
«Ilolmes y Compañía. 

.ciCuarto. Resultando probado que la procesada Clara B. Gardner 
« ]ue era conocedora de la existencia de las marcas de fábrica ya indi- 
«cadas y sin eonsen ti miento de los que tenían derecho para explotar 
«esas marcast expendía las aguas minerales gaseosas. quQ se elaboraban 
«en su fábrica titulada «O^Conner Holmes y Compañía en envases que 
«tenían las marcas perte^iecientes á la^ razones sociales indicadas en los 
«los Resultandos primero y siegundo de esta sentencia^ hablen lo sido 
«ocupados eti uno de los carros en qne la procesada hacía transportar de 
«HU imbrica á. distintos establecimientos públicos de e^ta ciudad dtiñde 
«se expendían sus productQ;*, el día doce de Julio de mil novecientos, 
«doce sifones y ciento cuarenta y seis botellas con las marcas que per- 
«tenecían á Cruséllas y Compañía, veinte y nueve b(>tellas de k marca 
«La Española*» que es de Cuervo y Compañía y cuatro sifones y veinte 
«y cuatro botellas de la marca «El Progceso» perteneciente ésta á Wi- 
«lliam A. Castle; el día diez de Agosto próximo pasido veinticinco si- 
« fortes y ciento cuarenta y seis botellas délas marcas de CruseÜas, 
«Radríg'aez y Compañía, y tres slfones.y veinte y cuatro botellas de la 
«de «El Progreso» ,^ el día veintisiete del mismo mes, seis sifones y sesen- 
«ta y ocho botellas con la pritnera marca, veinte botellas con la segun- 
«da y veinte botellas con la tercera: y el seis dé Septiembre último, 
«cinco sifones y noventa y seis botellas con la primera marca, un sifón 
«y cincuenta y siete botellas con la segunda y tres botellas con la ter- 
«cera, todos los cuales sifones y botellas ontenía^ aguas de lasque 
«acostumbra embotellar en ésa clase de recipientes, hechas en la fábnca 
«de la procesada, y á más se ocuparon en las mencionadas re/4pectiva- 
«mente cinco, veinte, quince y cuarenta, y cinco botellas vacías de ia 
marca «Él Progreso» ya citada. Valiendo el líquido, contenido en cada 
«sifón de los ocupados cuarenta y uu/céntimos de peseta. Todas las ocupa- 
aciones dichas se practicaron estando en la calle los carros que llevaban 
«los sifones y botellas de autos ep los momentos de estar repartiéndolos. 
«No habiéndose podido demostrar si loa sifones y botellas referidos 
«llegaron á poder de la procesada por cambiarse por equivocación con 
«otros de ella en , los establecimientos que consumían ngusis gaseosas 
«y minerales de urtas y otras fábricas, lo qué es muy común ó si alguno 
«de esos sifones y botellas eran de los mismos que habían sido entre- 
«gados al marido de la procesada para que dispusiese libremente de 
«ellos y que más tarde fueron cedidos < á ella y de los que se trata en el 
«tercer Resultando dé esa sentencia; ó sí la procesada los hacía adqui- 
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(írlr para su fábrica por algán medio ilícito ó consiguiéndolos como cas- 
«cos viejos á loa vendeilures ambulanteá de botellas.» 

La Audiencia de la Habana., estimando que los hechos declarados 
probados rio constituyen ninguno de los delitos previstos en los ar- 
tículos doscientos ochenta y ocho y quinientos sesenta y tres del Códi- 
go Penal, sitio infracción de carácter gubernativo, previstas en el ar- 
tículo treirita y nueve del Real Decreto de veinte y uño de Agosto de 
luil ochticientos ochenta y cnatio de las cuales es. competente, para co- 
nocer la Seoretaría dé Agricultura, Industria y Comercio, absolvió a 
Claire B. Ganlner declarando las costas de oficio. 

Contra la exprei^ada sentencia, lá representación de las sociedades 
referidas interpuso recur-o de casación por infracción de ley, que es de- 
clarado con lugar: 

Considerando que la cuestión planteada en el presente recurso se 
concreta á resolver por este Supremo Tribunal si los hechos realizados 
por Claire B. Gardner en relación á las razones sociales de Crusellas, 
Rodríguez y Compañía, Cuervo y Compañía son ó no constitutivos de 
delito y al no calificarse y penarse como tal, se ha infringido el artículo 
quinientos sesenta y tres del Código) Penal, en relación con el námero 
prinieto del artículo doce del Real Decreto de veinte y uno de Agosto 
de mil ochocientos ochenta y cuatro. 

C.'onsiderándo que el artículo quinientos sesenta y tres del Código 
Penal castiga' con las penas establecidas en el quinientos sesenta y uno 
del propio cuerpo legal á los que cometieren alguna defraudación de la 
propiedad literaria ó industrial. 

Considerando que los hechos realizados por Claire B. Gardner, 
constituyen el delito de defraudación que prevé. y castiga la disposición 
citada, éu relación al numero primero del artículo doce del Real De- 
creto de veinte y Uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatro, 
puesto que usando envases con las marcas legítimas de la sociedad Cru- 
sellas, Rodríguez y Compañía y Cuervo y Compañía, expendía en ellos 
los producios de su fábrica semejantes á los de dichas Sociedades sin 
la autorización de éstas y conociendo dichas marcis, las cuales se en- 
contraban registradas á favor de las mismas, como de su excluVivo uso, 
procedimiento, él empleado por la procesada, que no sólp por sí mismo 
bastaría á constituir la defraudación sino que además era adecuado pa- 
ra inducir en error á los consumidores sobre el pri»ducto que expendía 
con perjuicio de los intereses de las expresadas sociedades, y con el 
que indudablemente las defraudaba en la propiedad de sus marcas le- 
gítimamente a<lquiridas, haciendo uso in lebido de la^ mismas; sin que 
obsté á Ib expuesto el que los dueños de establecimientos á quienes ex- 
pendía dichas aguas supieran que las que adquirían en esos envases no 
era producto de laé sociedades referidas; ni hicieran creer al consumi- 
dor que lo fueran de los fabricantes cuyas márcis tenían los envases, 
por limitarse dichos consumidores á pedir las aguas sin referirse á mar- 
cas, pues ello no excluye el error á que aquella marca inducía al consu- 
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midor, y lejos tales circunstancias de desvirtuar el hecho ni la intención 
delictiva de la Gardner, viene á ratificarse ésta, y antes bien, sólo reve- 
laría un elemento de responsabilidad por parte de los que con conoci- 
miento del uso indebido que de esas marcas hacia la procesada, 
contribuían al expendio de sus productos; así como tampoco obstaría la 
procedencia de los envases y marcas, cualquiera que hubiera sido la 
forma en que se hubieran adquirido, pues siempre resultaría ilegítimo 
BU uso. 

Por otra sentencia de 26 de Septiembre de 1901, el T. S. impuso 
pena á la procesada por dos delitos de defraudación de propiedad in- 
dustrial con indemnización de los perjuicios ocasionados d las socieda- 
des querellantes. 

Primero. Considerando que los hechos declarados probados en lo 
que hacen referencia á los actos ejecutados por la procesada, con rela- 
ción á las sociedades querellantes constituyen dos delitos de defrauda- 
ción de la propiedad industrial comprendidos en el artículo quinientos 
sesenta y tres del Código Penal, concordante con el número primero 
del artíííulo doce del Real Decreto de veinte y uno de Agosto de rail 
ochocientos ochenta y cuatro, pues al expender la procesada las aguas 
que fabricaba en envases con las marcas legítimas que tenían registra- 
das para su exclusivo uso las sociedades referidas, sin la autorización 
de éstas y conociendo dichas marcas, es indutlable que las defraudaba, 
puesto que ámás del uso indebido de la propiedad agena, que por sí 
sólo bastaría para constituir la defraudación, i^l medio empleado al ex- 
pender sus productos, era sufíciente para inducir á error á los consu- 
midores, sobre el que vendía con perjuiciode los intereses de la expre- 
sadas sociedades; siendo de apreciarse sólo como dos delitos, ó sea uno 
por el uso de la marca de cada sociedad y no cuatro como pretenden los 
querellantes, porque dada la naturaleza del delito y modo de realizarse, 
los distintos aetos de igual naturaleza, llevados á efecto por la Gardner, 
á quien se ocuparon en cuatro diferentes ocasiones envases con iguales 
marcas, al conducirlos para la expendición, no revisten los caracteres 
de delitos diversos, sino el medio de comprobación de la intención cri- 
minal única del agente de defraudar, . haciendo uso indebido de las 
marcas pertenecientes á las expresadas sociedades. 

Segundo. Considerando que es autora de dichos delitos la proce- 
sada Claire B. Gardner por haber tomado parte directa en la ejecución 
de los hechos. 

Tercero. Considerando que en los hechos realizados no concurren 
circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal. 

Cuarto. Considerando que la pena que corresponde imponer á la 
procesada es la de arresto mayer en sus grados mínimo y medio y mul- 
ta del tanto al triple del perjuicio irrogado por cada uno de los delitos 
cometidos. 

Quinto. Considerando que el responsable criminalmente de un 
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delito Ó falta, está obligado civilmente á indennizar los perjuicios que 
hubiere ocasionado, así como también al pago de las costas del proce- 
sado. 

Sexto. Considerando que no habiendo sido objeto del recurso, en 
virtud del cual se casó la sentencia de dos de Julio último, los hechos 
relativos al uso de la marca «El Progresos y por el cual se alsolvió tam- 
bién á la procesada, al dictarse la nueva sentencia ha de hacerse en 
conformidad con la decisión del recurso y respetando lo que no hubie- 
re sido objeto del mitímo; p»>r lo que no puede aquel hecho, siquiera 
haya podido í^er calificado erróneamí^nte, ser penado por esta sentencia, 
sino que ha de reauetarse el fallo absolutorio respecto del mismo. 

Vistos los artículos uno, once, doce, diez y seis, cuarenta y nueve, 
sesenta, ochenta y seis, ciento diez y uuave, quinientos sesenta y tres 
del Código Penal, el artículo doce, número primero del Real Decreto 
de veinte y uno de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatro, orden 
• número veinte y seis de diez y ocho de Enero de mil novecientos y por 
último los artículos ciento cuarenta y dos, doscientos treinta y nueve, 
doscientos cuarenta, setecientos cuarenta y uno y setecientos cuarenta y 
dos de la Ley de Enjuiciamients Criminal. 

Fallamos que debemos condenar y condenamos á Claire B Gard- 
ner, en conrepto de autora de dos delitos de defraudación de la propie- 
dad industrial, á la pena de dos meses y un día de arresto mayor por 
cada uno de dichos delitos y multa de cuarenta y dos pesetas cuarenta 
y ocho céntimos, respecto al cometido á Crusellas R)drígaez y Compa- 
ñía, y cinco pesetas setenta y un céntimos también de multa, por lo 
que hace al realizado á Cuervo y Compañía, con las accesorias del ar- 
tículo sesenta del Código Penal, durante el tiempo de la condena, en 
cuanto sean compatibles con su sexo y también la condenamos al pago 
de las ct)sta8 del acusador privado y dos terceras partes de las demás 
del proceso, así como indemnizar respectivamente á dichas sociedades 
igual cantidad a las establecidas como multa por los los perjuicios oca- 
cioiíados, y caso de no pagar por insolvencia la multa impuesta, in- 
demnización de perjuicios y co.stas del acusador privado, á sufrir un 
día de detención por cada doce y media pesetas que dejare de satisfacer 
sin que pueda esta detención exceder de la tercera parte del tiempo de 
la pena de arresto impuesta, siéndole de abono para el cumplimiento 
de la pena todo el tiempo de la prisión preventiva que hubiere sufrido; 
y h'\gase entrega á las sociedades querellantes de los envases que res- 
pectivamente lleven sus marcas y fueron ocupados en la causa; y. re- 
produciéndole dejanfM)s subsistente «I fallo dictado en la expresada 
causa por la Sección Primera de la Sala de lo Criminal de la A.u liencia 
de la Habana, en cuanto absuelve á Claire B. Gardner, con relación á 
los hechos que no han sido objeto del recurso; declarando de oficio la 
tercera parte de las costas restantes.— (Gaceta 2o Marzo 1902.) 
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usurpación do XnarcaS.— E1 hecho de ntllisar un industrial botellas que adquirió, marcada* con 
ei nombre de otro industrial y dedicadas al expendio de una bebida distinta, no de' 
mostrándose la intención de inducir al consumidor A confundir una bebida con otra, 
no constÍtU3'e el delito de defraudación que define el Artículo 28r del Código peual, 
reformado. 

&ent 22 Noviembre 1902, — Don Domiiigo Mora y González, duefio 
de un café en San Antonio de los Baños, fué proceí-ado por haber utili- 
zado para envases de aguas gaseosas que ^tf elaboraban en dicho esta- 
blecimiento unas botellas fabricadas para contener sidra Hchaní panada 
con la marca indeleble de «Sidra Achampaftada Cruz Blancas que en 
el año de 1896 había adquirido de los Sre?». Crusellas y Compañía, en 
cuya fecha los compradores no estaban obligados á devoivt r esos enva 
ses; pero sin quf^ al realizarla venta de esas aguas en esM form» enva- 
sadas tratara de hacer creer á los compradores que el t roducto que 
compraban había sido elaborado por K»?< Sres. Cru>ell}is, Rodrígut-z y 
Compañía, ni t^impoco que el liquido contenido en esos envares fueMj 
el refresco conocido con el ntunlire de Sidra Achampañada, habiéndo- 
se realizado por el contrario la venta «ronslándole á l<»s cotn}>ra<lores el 
lugar de su elaboración que era U\ fábrica del procesado Mora y el con 
tenido de esos envases que eran simplemente aguas gaseosas 

Resulto también probado cjue unos meses antes del inicio de la 
causa, el procesado Domingo Mora devolvió á Im Sociedad cíe Crusellas, 
Rodríguez y Coujpañía, por conducto d»- hu representante D Julio 
Iturriagagoitia varias botellas y t<ifí»nes vacíos (jue grabados cmi la 
marca de fábrica cjue dicha Sociedad tiene inscrpita á su nombre en el 
Registro Especial que á ese objeto existe en la Secretaría de Agricultu- 
ra, Industria y Comercio, quedándose en e^'a fecha con las botellas He 
sidra achampañada que adquirió en el año de 1896. según antes se ha 
expresado. 

La Sala sentenciadora estimó que los hechos probados no son cotis- 
titutivos del delito acusado, por que los productor que el procesado Mora 
colocaba en los envases de la fábrica de Crusellas, no son ignaier« ni se- 
mejantes al que por la última se destinan dichos erivaben, p'ies aunque 
sean efervescentes la sidr.i achampañada y el agua gaseosa y tengan 
ambas algunos componentes químicos iguales, no tiene semejanza bali- 
tante á determinar la contusión del consumidor, la cual además, no ha 
tenido intención de producir el procesado siró que por el contrario ex- 
pendía dichas aguas com«i productos de su fábrica y distintos, por L» 
cual absolvió al procesado con las costas de oficio, mandando entregar 
al mismo las botellas ocupadas. 

Contra esta sentencia interpuso el Ministerio Fiscal, recurso de es • 
sación por infracción de ley, autorizado por los artículos 849, númer 
segundo y sus concordant<íS de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ci 
tando como infringidos el art. 287 del Código Penal, con la adición de 
artículo 2 de la Orden quinientos d(»ce, serie de mil novecientos, en e 
concepto que expuso en los siguientes términos: «La sentencia declar 
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probado entre otroa hecht»8, que el procesado Domingo Mora y Gonzá 
lez, utilizó en el me» de Mayo de 1901, para envasar aguas gaseosas que 
elaboraba en el café «El F^olaco) de que era' encargado unas botellas 
que tenían e^tampado de manera permanente «Sidra Achampañada 
Cruz Blanca», y marca de fábrica regirtrada por los Sres. Crusellas, 
Rodríguez y Compañía. Que dicho procesado llenó esas botellas con 
el referido líquido por él fabricado y las puso á la venta, pero sin que 
al realizar la venta tratara el procesado de hacer creer á h)S comprado- 
res que el producto que compraban hubiera sido elaborado por los 
Sres. Crudellas, Rodríguez y Compañía, ni que el lí mido contenido en 
tale» envHtífcS fuese el refresco conocido con el nombre de Sidra Acham- 
pañada, realizándose la venta por el contrario, constándole á los com- 
pradores que el lu^ar de elaboración era la fábrica del procesado Mora 
y el contenido de l«»s envases nguat' gaseosas. Mas adelante, en uno de 
^us consiiierandoH reconoce la ^entencia que las aguas, los líquidos en- 
vasadcíS en las bt)tell;is por los 8res. Crusellas, Rodríguez y Compañía 
y los envas»idi>s por el jinKíe-'ado son ambos efervescentes y que ambos 
tienen algunos com pon* rites químicos iguales, no obstante lo cual, 
concluye decía ritndit que esas ciicunstancias no suponen semejanza bas- 
tante para determinar confusióri en el consumidor que es el único alcan- 
ce que puede darse n Im Orden 512 de 1900, y que no habiéndose realiza 
do la venta con mteníión de producir confusión en el consumidor, aino, 
que se realizo c«»mo producto de la fábrica del procesado y distintos, pro- 
cede la absolución d«*l proce^ado. No es el espíritu de la Orden 512, 
serie de 1900, garantizar el uso de productos especiales de determinada 
industria, asegurar la legitimidad déla mercancía el ánimo del legis- 
lador fué, sin duda, garantizar á los fabricantes el uso de sus envases, 
*ivitar los abusos que A diario se cometían vendiéndose envases de fá- 
bricas registradas p«»r pí-rsonas que no tenían derecho, y usándose por 
íVii>ricas clandestinas ó poco conocidas, que al usarlos envases explo- 
iHn indebidamente el crédito de los dueños de los envases. La confu- 
sión en el consumidor no ha de buscaree en que la mercancía envasada 
de una fábrica registrada, por quien no tiene derecho á ella, sea exac- 
tamente igual á la mercincía a que se destinaban esos envases por la 
fábrica dueña de la marca estampada en los envases, basta según el 
texto claro de la Orden 512 de I90u, que se usen los envases por quien 
no tiene derecho á ellos se coloquen mercancías semejantes á aquellas 
y estoes precisamente lo ocurrido en el presente caso, puesto que el 
procesado según la Sala sentenciadora, usó los envases para llenarlos de 
agua gaseosa que es efervescente como la sidra achampañada y que 
tiene algunos componentes químicos iguales. No tiene tampoco la Or- 
den 512, 1900, n<» exilie dicha or<len que después de llenados los enva- 
ses por quien no tiene derecho á ello, diga al ponerlos á la venta que 
el líquido que contienen fué elaborado por la fabrica á que pertenecen; 
tista que el hecho se realice, que los envases tengan estampados de mane- 
ra permanente el nombre de la fábrica á que pertenecen, que hayan 
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sido llenados con nnereancías semejantes á la que se envasaba en ellos 
por la fábrica á que pertenecen, y que en esas condiciones se pusiera á 
la venta, y como todos esos hechos se realizaron por el procesado, cla- 
ro está qu9 por la Sala sentenciadora se ha cometido error de derecho 
al declarar probados esos hechos y no considerar al procesado compren- 
dido dentro de los preceptos de la Orden 512, 1900, y no aplicar la 
pena que dicha Orden señala.» 

Declaró el T. S. no haber lugar al recurso: 

Considerando: que según lo dispuesto en la Orden número qui- 
nientos doce, serie de mil novecientos, incurrirán en las mismas penas 
que el artículo 287 del Código Penal señala al delito de falbificación de 
marcas y cellos industriales, los que compren 6 vendan envases con 
marcas estampadas permanentemente y registradas á favor de otra per- 
sona;— si no se hace á estas mismas 6 á sus represent mtes, — 6 los utili- 
cen colocando en ellos para su venta mercancía igual ó semejante á 
aquella á que por el dueño de la marca se destinan dichos envases. 

Considerando: que declarado probado en la sentencia que el pro- 
cesado Mora adquirió las botellas con la marca de Grusellas y Compa- 
ñía de estos mismos, sin obligación de devolverlas, que las utilizó para 
expender en ellas, nó el refresco de «sidra achampañada» á que las te- 
nía destinadas dicho Crusellas y Compañía, como lo indica el nombre 
de ese refresco estampado también en la botella sino las aguas gaseosas 
que Mora elaboraba en su fábrica sin intención alguna de hacerlas pa- 
sar por aquel refresco, con el cual á juicio de la Sala sentenciadora, no 
tenía semejanza bastante para inducir al consumidor á confundir una 
bebida con otra, no ^s posible estimar lógica ni legalmente que dicho 
procesado haya incurrido en la penalidad establecida en los preceptos 
citados, ni por la posesión de dichas botellas, que consta era legítima, 
ni por utilizarlas del modo que lo hizo, ya que no puede apreciarí»eque 
exista el elemento esencial de esa forma del delito, que consiste en la 
semejanza de la mercancía colocada en los envases para el que los uti- 
liza con aquellas á que las tiene destinadas su dueño, si esa semejanza, 
como aparece del juicio formado por el Tribunal sentenciador— no con- 
tradicho por ningún otro dato la sentencia — no es de entidad suficiente 
á producir confusión en los consumidores respecto á la clase y natura- 
leza de la mercancía única consecuencia que evidentemente trata de 
evitar la Orden citada en su segunda parte, para garantizar los derechos 
á que se refiere de la propiedad industrial: deduciéndose de todo lo 
expuesto, que falta á los actos que aparecen ejecutados por el procesa- 
do, el elemento primordial de todo delito, cual es, la intención mali- 
ciosa del agente, pues aí^í es de estimarse no sólo por la circunstancia 
de no ocultar aquel que la mercancía que expendía eran productos de 
su fabrica, sino por no haber intentado expender en los envascH de 
marca agena el mismo líquido á que su dueño las destinaba y cuyo 
nombre obstentaban las botellas, sino otro distinto que no consta que 
pudiera confundirse con aquel, t-- (Gaceta 17 de Abril de 1903.) 
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FORMULARIO. 
Modelo numkro uno. 



Sr. GoheVntdor Civil de 

Señor: 

N. N. , domiciliado en..... calle de 

n?, (por sí 6 como apoderado de 

6 á nombre de ) á Vd. 

dice: 

Que...... desea obtener certificado de propiedad déla 

niaroR. (dibujo ó modelo industrial,).... ...para .cuya descrip- 

ciÓD (6 nota explicativa) se acompaña, así como los seis ejemplares dis- 
puestos del dibujo de la misma. 

En esta virtud á Vd. suplica se sirva tener por presentada y 
disponer ne curse en la. forma procedente la adjunta solicitud, dirigida 
al Sr. Secretario de Agricultura, Industria j Comercio, sobre inscrip- 
ción de la referida marca. 

De Vd. atentamente. 
- Firma del interesado. 

Fecha de de 1904. 

Modelo numero dos. 

Sr. Secretario de Agricultura, Industria y Comercio. 

Señor: 

N. N. j domiciliado en calle 

n? ....(por 8Í como apoderado de ,. 

6 á nombre de ) á Vd. 

dice: 

Que desea obtener certificado de propiedad déla 

marca (dibujo ó modelo industrial,) para cuya descripción (ó 

nota explicativa) se acompaña, así como los seis ejemplares del dibujo 
de la misma. 

A tal efecto. 
Suplica á Vd. se sirva tener por hecha esta solicitud y previos 
los requisitos del caso, disponer la expedición de dicho título de propie- 
dad á favor de...... . ••. 

De Vd. respetuosamente. 

Firma del interesado. 
Fecha de..... de 1904. 
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Modelo numero trek. 



DESCRIPCIÓN DE. La MARCA*. 

Forma e.sta marca una alegoría del Progreso, consistente en una 
figura de mujer joven, con "tánica áíul, corta». y bandas rojas. Vá sobre 
una rueda coa alas, entre nubes, la cual despide rayos y Üeva en la 
mano derecha un haz de hilos eléctricos, y en la izquierda una antor- 
cha humearite. Sobre la cabeza lleva una luna llena y vá como empu- 
jada por una locomotora que presenta dos faroles rojos.— El fondo del 
oentro es obdcuro en forma decírdulode firmamento 6 de esf.ia estrella- 
da. El dibujo está encuadrado sobre color blanco, por ana línea roja 
que une las cuatro esquinas lijeramente adornadas con adornos triangu- 
lares de varios colores. -Fecha y firma. 
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PATENTES Y MARGAS EXTRANGERAS. 



' Los derechos que puede reconocerle á los. extrangeros, no estable- 
cidos en Cuba, serán los que se determinen en 1 oh Tratador que al 
efecto se negocien, pues Cuba no forma parte de la Unión Internacio- 
nal para la Protección de la Propiedad Industrial de 20 de Marzo de 
1883, En la actualidad solo es obligatorio para Cuba U* estipulado en 
en el artículo XtlI del Tratado de París, de 12 de Diciembre de 1898, 
entre España y los Estados Unidos. 

Con España existe, lo establecido en el artículo XIII del 
Tratatlo de París que manda respetar los derechos de propiedad litera- 
irá, artística é industflat'ádquiridos por españoles en la Isla.de Cuba, 
Puerto Rico, Filipinas y demás territorii>8 cedidp:^ por dicho Tratado. 

La O rdien número 160 (le.l3.dé Jimio de l&Ol, establece en el ar- 
ticuló 19, lo mismo que lo hizo el Tratado de París, qu«. serían protegi- 
dos ios derechos de los propietarios de Marcas 6 Pa lentes Españolas 
adquiridos en 11 de Abril de 1899, que fué la fecha en que se ratificó 
dicho Tratado. E hizo extensiva además esa j>rt«tección á las marcas 
registradas en la Oficina Internacional de la Unión para la Protección 
déla Propieílad Industrial de Berna, .en los mjsmoa términos que se 
les reconooiera bajo la Soberanía de España.' 

Con respecto á los Estados Unidow la misma Orden número 160 de 
< 80 de Junio de 1901 , en su artículo 29, dispóne.que sean protegidos loe 
derechos de propiedad de patentes, incluyendo los dibujos jriílustriales 
'otorgados por los Estados XíñidoV, y los derechos sobre Marca-s; impre- 
ca y rótulos inscriptos conforme á derecho en la Oficina de Patentes de 
stados Unidoá así como los de propiedad intelectual debidamente ins- 
•iptos en la Oficina del Biblinterario del Copgre.so, «a'^ippre que en la 
Oficina del Goberrador de la l!?la en que se depee la prot^Qci^t^ se de- 
posite copia legalizada de la patente ó del certificado do inscripción de 
la propiedad intelectual, déla marca, del impreso ó dp rótulo.» 
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La Unión InterQacioQ&l de 20 de Marzo de 1883, no comprendió á 
las entonces Colonias £6|>añolas, no rigió, pues, pnra Cuba, así es que 
no habiéndosele otorgado ninguna eficacia en este territorio durante la 
Soberanía Española, carece de aplicación en esta parte lo dispuebto en 
la Orden núm. 160. (1). 

Queda, pue*»» vigente lo establecido en el Tratado de París y en la 
Orden número 160 sobre protección de los derechos de los propietarios 
de Patentes y Marcas Españolas y Americanas. Peso en ninguna de esas 
disposiciones ó documentos se concede reciprocidad á los poseedoreii de 
análogos derechos con arreglo á las leyes de Cuba. 

Esto no obstante, desde los primeros años de la Intervención del 
Gobierno de los Estados Unidos en Cuba, ó sea desde 1899, se viene ad- 
mitiendo á depósito las marcas y patentes extranjeras sin distinción 
de nacionalidad, k las cuales se otorga por el hecho del registro, toda la 
protección que lad leyes del país conceden á las marcas y paitantes 
cubanas. 

Cuba, por lo tanto, sin tener celebrados tratados, porque hasta 
ahora no he^ podido celebrarlos, ha venido concediendo anticipadamen- 
te una protección que á sus naturales no les es otorgada en los países 
por ella favorecidos. 

Acerca de estas materias, pueden verse las not^s correspondientes 
á los artículos 10 y 11 del R. D. de 21 dé Agosto de 1884, págrnas 69, 
71 y 72 de este libro. 

Tratado de paz entrk los Estados Ukidos y España, 
DK 10 Dfc Diciembre de 1898. (2) 

AHÍeuh XIJL ; 

' ^i^ntinuarán respetándose los derechos de propiedad literaria, ar- 
tística é industrial, adquiridos por españoles en las I^las de Cuba y en 
las de Puerto Rico, Filipinas y demás territorios cedidos, al hacerse el 
canje de las ratificaciones dé esté tratado. Las obras españolas científi- 
cas, literarias y artísticas, que no sean peligrosas para el ordeq público 
en dichos territorios, continuarán entrando en los inií^nios, con fltinqui- 
cia de todo derecho de ad nana por un plazo de diez años á <^onitor desde 
el canje do ratificaciones de este tratado." 

p.} Coincidiendo coa estos. observaciones se )een en el Mensaje dirUido al Coqi^só por 
el Presidente de la República, en 2 de Novlombre de 19o8. la» italabras Bivalentes: 

"Aceptada, en principio, la invitación que pore) Presidente de Id Gonfederaulóii SqIs» 
se nos hizo al efecto de adherirse Cuba A la "Unión Ijiteraria y Artística" y.Á la "Ünldín para lé 
Protección de la Propiedad Industriar', la Secretaría de Estado tiene en estudio el asunto, con- 
siderando los provechosos resultados que de la adhesión pueden . provenir para el desak'rQiIo de 
nuestro comercio de exportación, por que estando protegidas las indnstrlas del país contra la 
íalsiflcación de algrunos de sus productos, como el tabsu-'O. tendrán mayor demanda en los merca- 
dos extrangeros. Sobre esta materia, el Gobierno de Alemania, ha tenido 6 bien propoQempa i« 
celebración de un CoiiVento." 

[2] Ratificado en 11 de Abril de 189». 
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N9 160 

Cuartel General^ Departamento de Cuha^ 

Habaní, 12 de Junio de 1901. 

Siguiendo instrucciones del Secretario déla Guerra, el Gobernador Mili- 
lar de Cuba ha tenido á bien disponerla publicación de la siguiente orden: 

1. r.os derechos de propiedad de de patentes, de propiedad intelectual, y 
de marcas, adquiridos conforme á derecho en Cuba, la Isla de Pinos y la de 
Guam. en cumplimiento de los preceptos de la ley española, y vigentes en di- 
chas islas ó en cualquiera de ellas quedarán protegidos y sus derechos sobre 
las mismas mantenidos: Siempre que^ en la oficina del Gobernador de la Isla 
en que dicha protección se desee, se archive el original ó una copia legalizada 
de h. patente, ó del, certificado de inscripción de la marca 6 del derecho de 
propiedad intelectual. * 

Los certificados de inscripción de marcas' expedidos .antes del 11 de 
Abril de 1899 por los Registros Provinciales españoles ó por el Registro Na 
cional de. España en Madrid, ó por el Registro Internacional de la Oficina de 
la Unión parala Protección de la Propiedad Industrial, de Berna, Suiza, 
serán objeto del mismo reconocimiento y crédita que en dichas Islas se les 
otorgara bajo la soberanía española; y á los efectos de la preséñfe, en la ofici- 
na del Gobernador de la Isla se admitirá y depositará el certificado original ó 
copia legalizada del mismo sin necesidad de ulterior ó Tiueva certificación 

2. Los derechos de propiedad de patentes, incluyendo los dibujos in- 
dustriales, otorgados por los Estados Unidos, y los derechos sobre marcas, 
impresos y rótulos, inscriptos conforipe á derecha en la oficina dc> Patentes 
de los Estados Unidos, así como los de propiedad intelectual debidamente ins- 
criptos en la oficina del Bibliotecario del Congreso, serán mantenidos y pro- 
tegidos por los Gobiernos civiles en las islas árltes dichas, Siempre que, en la 
ofictna del Gobernador de la Isla en que se desee la protección, se deposite 
copia legalizada de lá patente, Ó del certificado de inscripción de la.propiedad 
intelectual, de* la marca, del impreso ó del rótulo. 

3. Por la mfracción de los derechos que la presente Orden protege, el 
particular, firma, sociedad ó corporación culpable de la misma incurrirá en las 
responsabilidades civiles y criminales establecidas é impuestas por las leyes 
españolas vigentes en dichas islas sobre la mateiia. 

4. Quedan derogadas todas las disposiciones vigentes que se opongan 
á la presente Orden. 

EDWARD CARPÉjnTER, 

, 1er. Tte: del Cuerpo de Artillería, 

Ayudante de Campó. 
( Gac': H Jmio 190.1.) ' '. 
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Secretaría de Aqricí^x^tura, Ii^dustria ir Comercio. 

Habiendo cesado en esta Isla el Gobierno Militar de los Estados 
Unidos, en cuya virtud han quedado sin valor ni efecto, de acuerdo 
con el texto expreso de las mismas, las Circulares números doce • 
veinte y uno, fechas 11 de Abril y 19 de Junio de 1899, respectivamente, 
expedidas por la División de Aduanas y asuntos Insulares del Depar- 
tamento de la Guerra de Washignton, sobre inscripción de marcas y 
patentes americanas, puesto que dichas circulares fueron diotadas para 
los territorios sujetos al Gobierno Miiitar por las Fuerzas Militares de 
los Estados Unidos; he resuelto que las patentes y marcas de todas 
clases, impresos, rótulos y etiquetas, debidamente registradas en la 
Oñcina de Patentes de los Estados Unidos cuyo depósito en esta Isla, 
para su protección en la misma, se solicite en lo sucesivo, á partir de 
la presente fecha, sean inscriptas en la Secretaría de mi cargo, íi hu- 
biere lugar á ello, mediante los procedí miento?? que se siguen pata el 
registro de las de otros paitít;» y d pugo de $35.00, Currency, por las 
Patentes, y $12-50, Currency, por las marcas, impresos, etc., ó sean los 
mismos derechos que patisf^cfin todas las demás extranjeras y las na- 
cionales, en lugar de uu pebo, iJurreiicy, que señala la citada Circu- 
lar número 21 respecto de las Atoericanas. 

Loque se publica , en la Gaceta de la Habana para general co- 
nocimiento. 

Habana, 21 de Junio de 1902.,; 

El Secreiario de Agricultura, Indtótria y Comercio, 

{Qac22 Junio 1092) 
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SECRETARÍA Din AqRICULTORA, INDUSTRIA Y CoMERGIO. 

Instrueciones sobre Iom procedimientoi que deben seguirse para depositar en 
esta República las marcas y patentes concedida» en el extranjero. 

Para el depÓ3Íto y consigaiente protección en est i Repúl)lica de 
cualquier patente extranjera, el intereeado deberá solicitarlo de la Se- 
cretaria de Agricultura, Industria y Comercio de la misraa por sí 6 por 
medio de apoderado, remitiendo una copia certificada de su inscripción 
en el país de origen, con la correspondiente Memoria explicitiva. 

La firma del Comisionado de Patentes 6 Jefe de l.t Oficina de dicho 
país de origen que autorice la citada copia, deberá ser legaliza la en la 
forma que prescribe el. Decreto núm. 48 fecha 11 de Abril de 190-í, cié 
la Presidencia de la República, para que surta aua efectos legales. [I] 

A estos documentos se acompañará una traducción de los mismos 
al idioma castellano, hecha ó eusorita con su firma por cualquiera de 
los Notarios Pú*blicos de la República autoriz idos al efecto, ó por el 
Agente diplomático ó Cónsul de ella residente en el lugar de donde 
proceden loa expresados documentos. Estos, así como los planos de la 
Patente, deberén presentarse por duplicado, pudiendo etr suscrito por 
el interesado el segundo ejemplar de la traducción. 

Si el propietario de la Patente desea solicitar el depósito depila en 
esta República por medio de tercera persona deberá acompañar á la vez 
el correspondiente poder otorgado á favor de quien haya de represen- 
tarlo. Kste poder deberá también ser legalizado, para que surta sus 
efectos, en la forma antesindicada. 

Después de aceptado el depósito en esta República, si procede, se 
comuni<;ará dicha aceptación al peticionario (propietario 6 apoderado), 
para que abone en la Administración de Rentas é Impuestos de la Zo- 
na Fiscal de la Habana los derechos ascendentes á treinta y cinco pesos ^ 
moneda de los Estados Unidos, y con la presentación en la Secre- 
taría de Agricultura, Industria y Comercio del recibo que de esta can- 
tidad le otorgará la citada Oficina de Hacienda, será expedido inme- 
diatamente. el certificado de depósito de la Patente de que se trate, á nom- 
bre del propiefcario de la misma. 



[1] Decreto núm ^f<. Arríenlo l^.—T^a IcgaUftación ex.Í£ida por las leyes para que 
Hurtan eíi»cto i»u Cuba los dofiirnentoe píbliooe ft oficíale» de todaa ctasefl expedido» en el extran- 
^t»ro por IuiHMi)iiario8e}itríiiiírerofl. deberil haosír»* prime raineu te por un Agente DiplomAtiro 6 
CoHBular de la Kepdblica, ó por qníAnes leR 8UHtitu.yan. <^iiando el documento liaya Rid ) ■: m ¡i- 
do en paifl donde no hiibf(*re acreditado A{2:ente DiploniAtioo ó Coiisalar de Cuba, p idrA 'ei' l-^cra- 
lizado por el Agente Oiploniíítico rt por cualquiera de loa Consulares del mismo pal«ajr)dítrtdv)K 
eu la Hepfibli<a. ^ * 

Arfc. 2° — Para tener en Onba por'etlcaoes las let^alizaciones efectuada» con arn^glo á lo '^ 

•»]ue det»írminíi el ai-t.hmlo precedent». aeríV además requisito indispensable, que la firma del funcio- 
nario que .:i parezca autoriz íuul o las estC^ á su vez legalizada por el Secretario de Kfltado 6 por 
el Director del Dep.'i.'rbt^ni'^nto. IfiTual ret]nisito deberá contenerse, para ser considerados en (Miba 1 

como auténticos, los dot'.Vmout os notariales que expidan los A^ent^^s DiploiuAticos 6 Coiismlares -i 

de laRtvúb»u;a y los qu.» Hbr««n con referencia al Refrist^e del Estado Civil.— (12 é/f Abril do iw:i.) ,'i 
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Para el depósito de marcas de todas clases, dibujos industriales, &, 
&, los procedimientos serán los mismos que para el depósito de las pa- 
tentes.-— Solo varían en que el importe de los derechos, en este caso 
se reducen á doce pesos cineuenta centavoSy moneda de los Bstados 
Unidos, y en que después de acordado el depósito y antes de ser expe- 
dido el Certficado del mismo, el peticionario deberá presentar cinco 
ejemplares más del diseño de la marea ó dibujo indu>^trial correspon-^ 
diente. 

Para facilitar el despacho de estos asuntos en la República de Cuba 
se recomienda que se nombre en la misma una persona con poder 
bastante que pueda. ocuparse de ellos en esta ciudad. 

Habana 5 de Mayo de 190S. . , 

Aprobada, El Subsecretario, 

Manuel L. Díaz. B. Fichar do. 

Secretario int 



ifL^, é.4» 
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FORMULARIO. 

DEPÓSITO DE UNA PATENTE EXTRANGERA. 

Sr. Secretario de Agncultura, Indudria y Comercio, 

N. N., de profesión . .<, y domiciliado en 

calle de iiíira (por sí, ó como apoderado 

de ; o á nombre de tal Compañía ó Sociedad), 

á Vd. dice: 

Que el que susbcribe (ola expresada Sociedad o Compañía) desea asegu- 
rar el derecho de propiedad y exclusivo disfrute de (una máquina, aparato, 
procedimiento, etc.,,) que ha inventado (ó de que es propietaria la persona ó 
firma en cuyo nombre representa), según Patente concedida ó que fui^ debi- 
damente registrada ó depositada en (la oficina de Patentes de los Estados Uni- 
dos de América, ó en el Ministerio de Comercio ó Tribunal de ) 

para (tal objeto) cuyo certificado acompaña; y conformándose á lo que deter- 
minan las disposiciones vigentes en la materia, presenta también por duplica- 
do, el plano ó modelo y Memoria descriptiva, legalizados y traducidos, según 
está dispuesto. 

A tal efecto, suplico á Vd. que previas las formalidades y requisitos del 
caso, se sirva tener por hecha la presentación de dichos documentos y disponer 
se expida el correspondiente título que acredite haberse hecho el depósito en la 
debida lorma y tiempo. 

Fecha 

De Vd. atentamente, 

Firma del interesado 6 apoderado. 



.^OTA.— En el caso dt hac^rst la solicitud A norabr« d« otra perso&a ó Compafiía, s« d«b«rá 
arompafiar ^1 pod(»r l«»ííRli«ado. 
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CERTIFICADO DE DEPOSITO DE UNA PATENTE EXTRANGERA. 

El Secretario de Agricultura, Industria y Comercio de la República de Cuba. 
POR CUANTO: por parle de 

pe me ha hecho presente en instancia de de q'ic 

á fin de asegurar la propiedad de la patente 

solicita el depósito de la misma, conforme á lo que está prevenido en las dis- 
posiciones vigentes, habiéndose cumphdo con las formalidades establecidas. 

POR TANTO: usando de las facultades que me compelen, conceiio por 
este Certificado de depósito k , 

la propiedad exclusiva para que pueda usar la mencionada patente, pudiendo 
ceder, permutíu*, enagenar por contrato ó por última voluntad, en todo ó en 
parte, el derecho exclusivo que se le asegura por la presente, con prohibición 

á toda pei-sona que no sea '. 

ó á las que de él tuvieren derecho, al uso de la patente enunciada bajo las pe- 
nas establecidas; en el concepto que esta concesión es y se entiende sin perjui- 
cio de tercero, si éste prueba en los tribunales competentes ser falsos los datos 

en que se apoyó el interesado para obtenerlo. Dado eu la Habana á 

de de mil novecientos 

El Secretario, El Jefo de la Sffcícn de Agritultam Industria y Comercio. 



Se tomo razón al folio núm del Registro correspondiente 

libro Pagó por derecJios treinta y cinco pesos, en 

moneda de los Estados Unidos, según comprobante núm 

expedido por la Administración de Hacienda de, la provincia 

de en... de de 

mil novecientos 

El Jefe del Negociado 



CERTIFICADO DE DEPOSITO de la patente, 
á favor de 



RELACIONES 

EXISTENTES ENTRE LA LEY DE PATENTES DE INV^EKCIÓN Y LA DE 
MARCAS DE FÁBRICA, DIBUJOS INDUSTRIALES, ETC. 

{Sentencia de 27 Junio de 189S.) 

La patente de invención, preexistente, para garantizar un producto 
ó resultado industrial nuevo, con nombre tanobién nuevo, constituye 
un distintivo que no puede ser empleado como marca de fábrica sin 
consentimiento del legítimo poseedor de la^patente. 

Fúndase dicha declaración en los motivos biguientes: 

La propiedad industrial que la Ley de 30 de Julio de 1878 
garantiza por medio de patentes de invención expedidas por el Gobier- 
no, asegura la explotación exclusiva de la industria, no solo en cuanto 
al procedimiento industrial, sino en cuanto á los productos ó resultados 
nuevos, olit^nidos por procedimientos nuevos, siendo por consiguiente 
tales patentes, en cuanto determinan un producto nuevo con un nom- 
bre nuevo, un distintivo calificado de existencia, de los que el art. 79 
del Real decreto de 20 de Noviembre de 1850, excluye de los que pue- 
den ser adoptados por otro industrial como marca de fábrica sin con- 
sentimiento de su legítimo dueño. 

En consecuencia, la Sala, al declarar sin valor ni efecto las mar- 
cas obtenidas por M. Soley y Compañía, en cuanto á la denomina- 
ción Quina Momo, y reservar el uso exclusivo de ella para D. Agus- 
tín Garriga, que adquirió la patente de este producto con las formali- 
dades y garantías del Registro, á tenor del tít. 60 de la citada ley, se 
ajusta á la disposición del art. 79 del R. D. de 1860, que se supone in- 
íringida. 

El art. 12 del mencionado Real decreto del 20 de Noviembre de 
1850 declara de los Tribunales ordinarios el conocimiento de las 
reclamaciones á queden lugar los certificados de marcas, sin dintin- 
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ción entre las que fie gusciten antes de expedirse ó despuéri de expe- 
didop, y el artículo 43 de la ley de 30 de Julio de 1878, (1) edtubleoe 
la misma competencia para todas las acciones reítírentes á las patentes 
dpi invención; ,v por consiguiente, la sentencia no incurre en las infrac- 
ciones que en el concepto de incompetencia de loa Tribunales se alegan 
en los motivos 2? y 4? 

Ks además inaplicable, y no ha podido por lo tanto ser infringid»» 
por no haberse aplicado, en el sentido que pretende el recurrente, el art. 
iV de la ley (jue regula la jurisdicción contencioso administrativa, por- 
que no se trata de derechos administrativos, sino del derecho de propie- 
dad industrial, que es de carácter civil, y porque no se impugnan direc- 
tamente en este pleito las resoluciones déla Administración sobre mar- 
cas industriales dentro del orden administrativo y por loá méritos de 
sus respectivos exi)edientes, versando la cuestión actual sobre la efecti- 
vidad y extensión de dichas marcas en conflicto con una patente de in- 
vención anterior, y por la misma razón, y por no constituir doctrina 
legal para motivar la casación las consideracione^í da los Re.ileá decre- 
tos decisorios de competencias, no es de estimarla alegiciÓQ del Real 
decreto de 8 de Febrero de 1897 que se invoca en los motivos 49 y 59 

Los artículos del Código Civil y los principios de derecho que ae 
citan en el motivo 39 no pueden alegarse útilmente contra Garriga, que 
wada parece haber contratado con la parte recurrente, ni tanif)oco para 
impugnar la escritura de 2^ de Noviembre de 1894, que no fué tachada 
oportirnamente de nulidad. 

Entre el pleito presente y el decidido por el laudo arbitral de 21 
de Noviembre de 1894, no hay ninguna de las identidades que exije el 
articulo 1252 del Código, para que se produzca la presunción de cosa 
juzgada, pues las personas, las cosas y bis acciones son manifiestamente 
diversas; y tampoco es cierto, como se afirma en el motivo 59, que D. 
Agustín Garriga, sea causahabiente dé D. José Torres Castell, puesto 
que no ejercita el derecho de éste ni se pone en su lugar, sino que, por 
el contrario, hace valer el que nace de su adquisición de la patente con 
las fonnalidades de la ley y la garantía del Registro industrial; j la Real 
orden de 19 de Diciembre de 1895, invocada también en el motivo 59, 
aparte deque por su carácter en el orden legal nunca sería fundamento 
de casación, es una resolución meramente particular, en que, según 
afirma el recurrente, se negó á D. Agustín GTarriga, la marca que solici- 
taba por la eficacia que por razones de derecho civil, dio la administra- 
ción al contrato de Torres con M. Soley y Compañía. Se declara no 
haber lugar al recurso de casación interpuesto por D. Tomás Casáis y 
Capell, en concepto de sucesor de la Sociedad M. Soley y Compañía; se 
condena al pago délas coFtas á dicho recurrente. 



(1) Aun cuando dice art. 43, «e refiere al art. 51. 



RELACIONES 

EXISTENTES ENTRE LA LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL 
Y LA DE MARCAS INDUSTRIALES. 

El derecho de propiedad de una obra científica, artística ó litera- 
ria, comprende no solamente al conjunto, sinoá cada una de las partes 
que la constituyen; y por consiguiente á los dibujos, que no pueden 
ser adoptados como marcas industriales, una vez inscripto el derecho 
de proiiiedad intelectual. 

(Real Orden de 23 de Febrero de 1884,.) 

Remitido á informe del Consejo de Estado el expediente á que se 
refiere esta disposición emitió el siguiente dictamen: 

(íExcmo. Sr.: En cumplimiento de la fteal Orden expedida en 4 
de Diciembre último por el Ministerio del digno cargo de V. E., el 
Consejo ha examinado el expediente instruido á instancia de D. Rami- 
ro Es té vez y Verdejo, vecino de Badajoz, en solicitud de certificado de 
propiedad de una marca para distinguir los productos de su farmacia, 
a lo que se opone D. Vicente Moreno Miquel. 

Resulta que, habiendo pedido D. Ramiro Estévez, que se le expi- 
diera el referido certificado de propiedad de una marca, se le ordenó 
que la describiera; y haciéndolo así, manifestó que consistía en un pa- 
ralelógramo en negro de 84 milímetros de longitud y 32 de latitud, 
inscripto en el cual, y en su parte derecha, hay otro paralelógramo de 
15 milímetros de longitud y 25 de latitud, hallándose dibujada en el 
fónJo negro una lombriz solitaria ó tenia en blanco, que con su cabeza 
y cuello rodea el paralelógramo y baja haciendo ondas. 

Anunciada en la Gaceta de 3 de Agosto último la reclamación de 
esta marca, en 18 del mismo se opuso D. Vicente Moreno Miquel á que 
"uera concedida al peticionario, fundándose para ello en (jue dicha 
marca era un diseño científico inserto en la página 42.de una mono- 
grafía que le perteneció, y se halla inscripto á su nombre en el Re- 
gistro de la propiedad intelectual en 1881; en que como propietario de 
esa marca, venía usándola en sus cápsulas tenífugas, dándole publici- 
dad en todos los periódicos de mayor circulación y revistas facultati- 
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vas, y en que el reclamante, que pretendía usurparle su propiedad, 
era un sobrino suyo, que por haber estado al frente en la farmacia que 
el exponente tiene en esta Corte, conoce las utilidades relativamente 
considerables que deja la venta de aquel medicamento. 

El Conservatorio de Artes informó, que á no ser por la reclama- 
raación de Moreno Miquel, no hubiera vacilado en apoyar la instancia de 
D. Ramiro Estévez, en atención á que se halla ajustíida á la ley, y á 
que de los antecedentes del Archivo resulta que la marca ó diseñoque 
se solicita no tiene parecido con ninguno otro de los concedidos y re- 
gistrados anter'/í)rmente para productos de la misma clase; pero que, 
dada la especialidad del caso, llamaba la atención de la Superioridad 
sobre algunas de las razones expuestas por el expositor, proponiendo se 
oyera al Consejo de Estado. 

Así lo propone también el Negociado respectivo de la Dirección 
de Agricultura, Industria y Comercio, quien considera compleja la 
cuestión de que se trata; y en aquel sentido se ha resuelto igualmente 
consultar á este Consejo en virtud de la Real Orden al principio rela- 
cionada. 

La cuestión que se ventila en este expediente, se reduce á deter- 
minar si el propietario de una obra científico-literaria ó artística ins- 
cripta á su nombre en el Registro de Ih propiedad intelectual, puede im- 
pedir que otra persona se aproveche de cualquiera de los dibujos con- 
tenidos en ellíi para Uí^arW como innrcade fábrica. 

Es indudable que el dueño de una obra de ciencia, artes ó litera- 
tura, lo es, no solamente del conjunto, sino de todas y cada una de las 
I)artes que lo constituyen. 

Todo, por lo tanto, lo que es inherente á una producción científi- 
ca, literaria ó artística, cuya propiedad ejíté reconocida ó registrada á 
favor de un individuo, caso en que se encuentre la monografía déla te- 
nia, perteneciente al Sr Moreno Mii|uel, debe ser respetado; porque 
desde el momentt) en que así no se hiciese, se privaría el primero de su 
legítimo derecho de propiedad intelectual, reconocido y amparado por 
la ley de 10 de Enero de 187í). contra lo cual no puede prevalecer el 
Real Decreto de 20 de Noviembre de IKoO, relativo al uso de las mar- 
cas de fábrica. 

Ahora bien; estando como está dem(»strado, que D. Vicente More- 
no Miíjuel es dueño y tiene inscripto á su nombre en el Registro de la 
propiedad intelectual, la citada ujonografía de la tenia, que uno desús 
dibujos es precisamente muy parecido al que O. Ramiro E-ítévez preten- 
de se le conceda como marca íle fábrica, núes sólo se distingue en un 
pequeño detalle, y que tanto aquel dibujo como todos los demás que 
el folleto coíitiene, son propiedad de D. Vicente Moreno Miquel, cuyos 
derechos recíonoce y ampara la expresada Ley de 10 de Enero de 1879, 

El Consejo entiende que no procede conceder á D. Ramiro Esté- 
vez la marca de fábrica qne solicita.» 
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CONVENIOS Y TRATADOS. 






LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 

PARA LA GARANTÍA Y PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL 

Convenios y Tratados, 



Convenio celebrado entre España, Bélgica, Brasil, Francia, Guate- 
mala, Italia, Países Bajes, Portugal, Salvador, Servia, Suiza, Gran 
Bretaña é Irlanda. — (1.) 

(20 de Marzo de ISS^r ) 

Aitííulo 19. Los Gobiernos de España, de Bélgica, del Brasil, de 
Fiancia, de Guatemala, de Italia, de los Paises Bajos, Portugal, Salva- 
dor, Séivia, y de Suiza, quedan constituidos en Estado de Union pa- 
rala protección de la propiedad industrial. 

Art. 29 Los subditos ó ciudadanos de cada uno de los Estados 
contratantes gozarán en todo¡? los demáís Estados de la Unión, en lo 
que í-e refiere (\ los privilegios de invención, los dibujos ó modelos in- 
dustriales, las marcas de fábrica ó de comercio y el nombre comercial, 
de las ventajas que las leyes respectivas conceden en la actualidad ó 
concedan en lo sucesivo á los nacionales. Por consiguiente, tendrán 
la misma protección que estos y el mismo recurso legal contra cual- 
quier atentado á sus derechos, bajo reserva del cumplimiento (^e las 
formalidades y condiciones que se imponen á los nacionales por la le- 
gislación interior de cada Estado. 

Art. 39 Se asimilan k los subditos ó ciudadanos de los Estados con- 
tratantes, los subditos ó ciudadanos de los Estados que no forman par- 
te de la Unión, domiciliados ó que tengan establecimientos industriales 
6 comerciales en el territorio de uno de los Estados de la Unión. 

Art. 49 El que haya hecho en forma regular el depósito de una 



[1.] "Habiendo declarado el Plenipotenciario de los Estados Unidos de América que con 

arreglo á la Constitución Federal, el derecho de lefrislar en cuanto concierne á ias marcas de ,fá- 

lorica 6 de comercio está, dentro dp ciertas medidas, reservado á cada uno de los Estados de la 

Unión Americana, se ha estipulado que las disposiciones del Convenio no sean aplicables más que 

dentro de límites de los Poderes Constitucionales de las Altas Partes contratantes." 
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petición de privilegio de invención, de un dibujo ó modelo industrial, 
de una marca de fábrica ó de comerció, en uno de los Estados contra- 
tantes, gozará para efectuar el depósito en los demás Estados y bajo re- 
serva de los derechos de terceras personas, de^n derecho de prioridad, 
durante los plazos que se determinarán aquí después. 

Por consiguiente, el depósito hecho ulteriormente en uno de loa 
otros Estados de la Unión antes de que expirf^n estos plazos, no po- 
drá invalidarse por hechos ocurridos en el intervalo, ya sea especial- 
mente jjor otro depósito, por la publicación del invento ó su explota- 
ción por terceía persona, por la venta de ejemplares del dibujo ó mode- 
los, ó por el empleo de la marca. 

Los plazos de la prioridad arriba indicados, serán de 6 me^es para 
los privilegios de invención y de 3 meses para los dibujos ó modelos 
industriales, así como para las marcas de fábrica ó de comercio: se 
aumentarán con un mes para los paises de Ultramar. (2) 

Art. 5? La introducción por el privilegiado en el país en donde 
se ha expedido la patente de objetos fabricados en uno ú otro de los 
Estados de la Unión, no llevará consigo la caducidad. 

Sin embargo, el privilegiado quedará sometido á la obligación de 
explotar su privilegio, con arreglo á las leyes del país donde introduce 
los objetos privilegiados. 

Art. 69 Toda marca de fábrica ó de comercio depositada en for- 
ma regular en el país de origen, será admitida á depósito y protegida 
como tal en todos los paises de la Unión. 

Se considerará como país de origen, el país donde el depositante 
tiene su establecimiento principal. Si este establecimiento principal 
no está situado en uno de los paises de la Unión, se considerará como 
país de origen aquel at cual pertenezca el depositante. 

Podrá neG;ars« el de})ósito si el objeto para el cual se pide se con- 
sidera como contrario á la moral 6 al orden público. 

Art. 79 La naturaleza del producto sobre que debe fijarse la mar- 
ca de fábrica ó de comercio, no puede en ningún caso servir de obs- 
táculo para el depósito déla marca. 

Art. 89 En todos los paivses de la Unión, se protejerá el nombre 
comercial sin obligación de depósito, ya forme parte ó nó de una mar- 
ca de fábrica 6 de comercio. 

Art. 99 Todo producto que lleve ilícitamente una marca de fá- 
brica ó de comercio ó un nombre comercial, podrá ser embargado á su 
importación eir aquellos Estados de la Unión en los cuales esta marca 
ó este nombre comercial tiene derecho á la protección legal. 

El embargo tendrá lugar á petición del Ministerio público ó de la 
parte interesada, conforme á la legislación interior de cada Estado. 

Art. 10. Las disposiciones del artículo precedente, serán aplica- 
bles á cualquier otro producto que lleve falsamente, como indicación 

(2) Modificado por la Conferencia de Bruselas de 14 de Diciembre de 1890. 
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de procedencia, el nombre de una localidad determinada, cuando esta 
indicación vaya unida á un nombre comercial ficticio 6 tomado con una 
intención fraudulenta. 

Se considera como parte interesada cualquier fabricante 6 comer- 
ciante dedicado á la fabricacióa ó al omercii» de dicho producto y es- 
tablecido en la localidad indicada falsamente como procedencia. 

Art. 11. Las altas partes contmtantes se obligan á conceder una 
protección temporal á los inventos que pueden obtener privilegio, álos 
dibujos ó modelos industriales y á las marcas de fábrica ó de comer- 
cio, para loa productos que figuren en las Exp)3Ícioneá Internaciona- 
les, oficiales ó reconocidas oficialmente. 

Art. 12. Cada una de las altas partos contratantes, se obliga á es- 
tablecer un servicio especial déla propiedad industrial y un depósito 
para la comunicación al público de loa privilegios de invención, de los 
dibujos ó modelos induBtriíles y de las marcas de fábrica ó de co- 
mercio. 

Art. 13. Se organizará una oficina internacional con el .título de 
Oficina Internacional de la Unión para la protección de la propiedad 
industrial. Esta oficina, cuyos gastos soportarán las Administracio- 
nes de todos los Estados contratantes, se hallará bajo la alta autoridad 
de la Administración Superior de la Confederación de Suiza, y funcio- 
nará bajo su vigilancia, determinándose sus atribuciones de común 
acuerdo entre los Estados de la Unión. 

Art. 14. El presente convenio se somjterá á revisiones periódi- 
cas con el objeto de introducir ea él las mejjras propias para perfec- 
cionar el sistema de la Unión. 

A este efecto se celebrarán conferencias sucesivamente en cada 
uno de los Estados contratantes entre los delegados de dichos Estados. 

La próxima reunión c^b verificará en 1885, en Roma. 

Art. 15. Qued.i convenido que las altas partes contratantes se 
reserven respectivamente el derecho de efectuar por separado entre 
ellas acuerdos particulares para la protección de la propiedad indus- 
trial, en tanto que estos acuerdos no ironvra vengan á las disposiciones 
este convenio. 

Art. 16. Lo^ Estados que no hayan tomado parte en este conve- 
nio, serán admitidos á adherirse á él á f>etición suya. 

Esta adhesión se notificará por la vía diplomática al' Gobierno de 
la Confederación de Suiza, y por éste á todos los demás. 

Llevará consigo de pleno derecho, accesión á todas las cláusulas y 
admisión á todas las ventajas estipuladas en el presente convenio. 

Art. 17. El cumplimiento de las obligaciones recíprocas conte- 
nidas en este convenio, queda subordinado en cuanto fuere necesario 
d cumplimiento de las formalidades y reglas establecidas por las leyes 
3onstitucionales de aquellas altas partes contratantes que están en el 
3a80 de promover su aj licación, lo que se obligan á hacer en el plazo 
uciás breve posible. 



•, 
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Art. 18. Este convenio se pondrá en ejecución en el término de 
un mes, á contar desde el canje de las ratificaciones, y continuará en 
vigor durante un tiempo indeterminado hasta la expiración de un 
año, á contar desde el día en que se haya hecho su denuncia. 

Esta denuncia se dirijirá al Gobierno encargado de recibir las 
adheí-iones, y no surtirá su efecto sino respecto del Estado que la 
hubiere hecho, quedando el convenio obligatorio para las demás par- 
tes contratantes. 

Art. 19. Este convenio será ratificado, y sus ratificaciones se can- 
jearán en París, en el termino de un año lo más tarde. 

En fé de lo cual, los respectivos plenipotenciarios lo han firma- 
do y han puest© en él los sellos de sus armas. 
Hecho en Paiís á 20 de Marzo de 1883. 

PROTOCOLO FINAL 

Al tiempo de proceder á la firma del convenio celebrado con fe- 
cha de hoy, entre Jos Gobiernos de Eíspaña, de Bélgica, del Brasil, 
de Francia, de Guatemala, de Italia, de los Paises Bajos, de Portu- 
í^^ gal, del Salvador, de Servia, de Suiza, para la protección de la pro- 

piedad industrial, los plenipotenciarios infrascritos, han convenido 
lo que sigue: 

1. Las palabras propiedad industrial, deben entenderse en su 
acepción más lata, en el sentido de que se aplican no solamente á los 
productos de la industria propiamente dicha, sino también á los pro-' 
ductos déla agricultura (vii.os. granos, frutas, ganado, etc. ) y á los 
productos minerales destinados al con)ercio (aguas minerales," etc.) 

2. Bajo el nombre de privilegio de invención, se comprenden las 
varias claí-es de privilegios industriales admitidos por las legislaciones 
de \ob Estados contratantes, tales, como privilegios de importación, 
privilegios de mejoras, etc., etc. 

3. Se entiende que la disposición final del art. 29 del convenio, 
no perjudica en modo alguno la legislación de cada uno de los Estados 
contratante.», en lo que concierne al procedimiento que se sigue anteJos 
Tribunales y á la competencia de estos Tribunales. 

4. El párrafo primero del art. 6?, debe entenderse en el sentido 
de que ningpna marca de fábrica ó de comercio pueda ser excluida de 
la protección en uno de los Estados de la Unión por el solo hecho de 
que no satisfaga, bajo el punto de vista de los signos que la compo- 
nen, á las condiciones de la legislación de este Estado, con tal que sa- 
tisfaga, sobre e^ie punto á lá legislación del país de origen, y que ha 
ya sido en fste úlijmo pais objeto de un depósito regular, salvo esta ex 
cepción que no concierne más que á la forma de la marca, y bajo reser 
va de las disposiciones de los demás artículos del convenio, la legisla 
ción interior de cada uno de los Estados, recibirá su aplicación. Pan 
evitar cualquier interpretación falsa, se entiende que el uso de escudoi 
de armas públicas ó cendecoraoiones, puede considerarse como con 
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Irario al órdeti público, según el tenor del párrafo final del artículo 6? 

5. La organización del servicio. especial de la propiedad indus- 
trial indicada en el art. 12, comprenderá en lo posible la publicación 
en cada Estado de una hoja oficial pública.. 

6. Lo8:gastos cotiiunes de la oficina internacional creada por el 
artículo Í3, no podrán en ningún caso exceder por año, de ufíá canti- 
dad total que represente por término medio 2,000 francos para cada 
Estado contratante. , 

Para determinar la parte con que ha de contribuir cada uno de 
los Estados de epta cantidad total de gastos, los Estados contratantes 
y l(Ks que s« adhieren posteriormente á la Unión, se dividirán en seis 
chises, contribuyendo cada una en la proporción de cierto número de 
unidades á saber: 

Primera clase.. ; .......25 unidades 

Segunda id ..,. .20 id. 

Tercera id. 15 id. 

Cuarta id i.......... 10 id. 

Quinta id .......; ..5 id. 

Sexta id. 3 id. 

Estos coeficientes se multiplicirán por el número de Estados de 
cada clase, y la suma de los productos obtenidos de este modo dará 
el número de unidades por el oual deberá dividirse el gasto total. El 
cociente dará el importe <iela unidad de gasto?. Los Estados contra- 
tanltíá están clasificados como sigue, con respecto al reparto de gastos ; 

V} clase Francia, Italia. 

, 2'} id. España. \ 

8^ id. Bélgica, Brasil, Portugal, Suiza. 

4^ • id. Paises Bajos. 

5*? id. íjervla, 

6'} id. Guatemala. Salvador. 

La administración Suiza, vigilará los gastos de la oficina inter- 
nacional, hará loí^ adelantos necesarios y establecerá la cuenta anual, 
que SH coniunií-ará á todas las demás Administraciones. 

La oficina internacional centralizará los informes de cualquier cla- 
se relativos á la protección de la propiedad industrial y loa reunirá en 
una estadística general que se distribuirá á todas las Administracio- 
nes. Procederá á los estudios de utilidad común que interesan á la 
^Tnión, y redactará con ayuda de los documentos que se pondrán á su 
iisposición por las varias Administraciones, una hoja periódica en 
•anees acerca de los asuntos que conciernen al objeto de la Unión. 

Los números de esta hoja, como también todos los documentos 
publicados por la oficina internacional, se repartirán entre las Admi- 
iistraciones de lo Estados de la Unión, en proporción al número de 
unidades con (jue contribuyan, según se ha indicado. 
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Los ejemplares y documentos supletorios que se reclamasen, bien 
por las dichas Administraciones, bien por Sociedades ó particulares, 
se p&garán aparte. 

La oficina internacional deberá estar en cualquier tiempo á la 
disposición de los miembros de la Unión, para suministrarles acerca 
de los asuntos relativos al servicio internacional de la propiedad in- 
dustrial, los antecedentes especiales de que pudieran tener necesidad. 

La Administración del país donde deba efectuarse la próxima con- 
ferencia, preparará con el auxilio de la oficina internacional los traba- 
jos de esta conferencia. 

£1 Director de la oficina internacional asistirá á las sesiones de las 
conferencias y tomará parte en las discusiones sin voto deliberativo. 
Hará sobre fcu gestión un informe anual, que comunicará á todos los 
individuos de la Unión. 

El idi( ma oficial internacional, será la lengua francesa. 

7. El presente protocolo final, que se ratificará al mismo tiempo 
que el convenio celebrado con fecha de hoy, se considerará como par- 
te integrante de este convenio y tendrá la misma fuerza, valor y du- 
ración. 

En fé de lo cual, los plenipotenciarios infrascritos han extendido 
el presente protocolo. 

Hecho en París el 20 de Marzo de 1883. — (Siguen laá firmas.) 

El anterior convenio fué debidamente ratificado, y las ratificaciones 
canjeadas en París el día 6 de Junio siguiente, habiéndose acordado 
que los instrumentos de ratificación se depositasen en los Archivos del 
ilinisterio de Negocios Extranjeros déla República francesa. 

Con igual fecha presentaron su adhesión á lo estipulado en el 
preinserto convenio, los representantes de S. M. la Reina del Reino 
Unido de la Gran Bretaña é Irlanda, de S. A. el Bey de Túnez y de S. 
E. el Presidente de la República del Ecuador. 

También en aquel acto los Ministros de los Paises Bajos y de la 
Confederación Suiza, renovaron las declaraciones emitidas anterior- 
mente por los delegados de sus Gobiernos respectivos, á saber: 

«Que los privilegios de invención no estando aún protegidos en es- 
tos paises, sus Gobiernos no pueden conformarse con el compromiso 
contenido en el artículo 11, respecto á la protección temporal que ha- 
ya de acordarse á ios inventos que pueden ser objeto de privilegio pa- 
ra los productos que figuren en las Exposiciones internacionales, has- 
ta tanto que este punto haya sido regulado por medio de una ley ó tí- 
tulo general.» 

(Gaceta de Madrid, 19 de Julio de 1883 ) 
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ARREGLO CONCERNIENTE AL REGISTRO INTERNACIONAL DE LAS MARCAS DE 
FÁBRICA Ó DE COMERCIO, CONCLUIDO ENTRE BÉLGICA, ESPAÑA, FRAN- 
CIA, GUATEMALA, ITALIA, PAÍSES BAJOS, PORTUGAL, SUIZA Y TÚNEZ. 

{U de Abril de 1891) ^ 

Los Plenipotenciarios de los Gobiernos de los países aquí nombra- 
dos, visto el art. 15 del Convenio Internacional de 20 de Marzo de 
1883 parala protección déla propiedad industrial, de común acuerdo 
y bajo reserva de ratificación, han convenido el arreglo siguiente: 

Artículo 1. Los subditos ó ciudadanos de cada uno de los Esta- 
dos contratantes, podrán adquirir en todos los demás la protección de 
sus marcas de fábrica 6 de comercio registradas en el país de origen, 
mediante el depósito de dichas marcas en la Oficina Internacional de 
Berna, hecho por medio de la Administración del dicho país de* orí- 
gen. 

Art. 2. Quedan asimilados á los subditos ó ciudadanos de los 
Estados contratantes los subditos ó ciudadanos de los paises que no 
hayan firmado el presente arreglo, con tal que llenen las condiciones 
del art. 39 del convenio. 

Art. 3. La Oficina Internacional, registrará inmediatamente las 
marcas depositadas conforme al art. 19, nolificando este registro á los 
Estados contratantes. Las marcas registradas se publicarán en un 
suplemento del Boletín de la Oficina Internacional, ya por medio de 
un dibujo, ya por una descripción presentaba en idioma francés, por 
el depositario. 

En atención á la publicidad que debe darse en los diversos Esta- 
dos á las marcas así rejíistradas, cada Administración recibirá gratui- 
tamente de la Oficina Internacional el número de ejemplares de dicha 
publicación que crea necesitar. 

Art. 4. Desde la fecha del registro hecho en esta forma en la 
Oficina Internacional, la protección en cada uno de los Estados con- 
tratantes, será la misma que si la marca hubiera sido registrada direc- 
tamente en ellos. 

Art. 5. En los paises en que su legislación las autorice, las Ad- 
ministraciones á las cuales la Oficina Internacional notifique el regis- 
tro de una marca, tendrán la facultad de declarar que no puede conce- 
derse á dicha marca la protección en su territorio, pero deberán ejercer 
esta facultad dentro del año de la notificación prevista por el art. 39 

Dicha declaración, notificada así á la Oficina Internacional, será 
trasmitida por ésta en el acto á la Administración del país de su orí- 
gen y al propietario de la marca. El interesado tendrá los mismos re- 
cursos de alzada que si la marca hubiera sido presentada directamente 
por él en el país donde se le rehuse la protección 
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Art. 6. La protección que resulte del registro en la Oficina Inter- 
nacional durará veinte años desde la fecha de dicho registro, pero no 
podrá incoarse dicha protección en favor de una marca que no goce ya 
de la protección legal en el país de origen. 

Art. 7. El registro podrá ser siempre renovado siguiendo h\s 
prescripciones de los artículos 19 y 39 

Seis meses antes de expirar el plazo de la protección, la Oficina 
Internacional lo avisará confidencialmente á la Administración del 
país de origen y al propietario de la marca. 

Art. 8. La Administración del país de origen fijará á su- volun- 
tad y percibirá en provecho suyo, la cantidad que ha de reclamar del 
propietario de la marca, cuyo registro internacional haya solicitado. . 

A esta cantidad se añadirá un emolumento internacional de cien 
francos, cuyo producto anual será repartido por partes iguales entre 
los Estados contratantes por los trabajos de la Oficina Internacional, 
después de deducir los gastos comunes necesarios á la ejecución de es- 
te arreglo. ' 

Art. 9. Lfs. administración del país de origen notificará á la Ofi- 
cina Internacional las anulaciones, radiacionei^, renuncias, trasmisión 
de dominio, y todos los cambios que se produzcan en la propiedad de 
la marca. 

La Oficina Internacional registrará dicho» cambias, los notificará 
á las administraciones contratantes y los publicará imnediatamente en 
su Boletín. 

Art. 10. Las administraciones reglamentarán de común acuerdo, * 
los detalles relativos á la ejecución del presente arreglo. 

Art. 11. Los Estados de la Unión para la proteíK'ión de la pro- 
piedad industrial, que no hayan tomado parte en el j)resente arreglo, 
serán admitidos á adherirse á él á petición suya y en la forma pres- 
en pta por el artículo 16 del convenio de 20 de Marzo de. 1883 para la 
protección de la propiedad industrial. En cuanto la Oficina Interna- 
cional recil»a la adhesión de un Estado al presente arreglo, dirijirá á la 
administración de dicho Estado conforme al artículo tercero una noti- 
ficación colectiva de las marcas que en aquel momento disfruten, de 
la protección internacional. 

Esta notificación asegurará por sí sola á dichas marcas el benpfi- 
ció de las precedentes disposiciones sobre el territorio del Estado nue- 
vamente adherido y hará transcurrir el plazo de un año, durante el 
cual la administración interesada pueie hacer la declaración previs- 
ta por el artículo 59 

Art. 12 El presente arreglo sítA ratificado, y las ratificaciones 
cambiadas en Madrid en el plazo máximo de seis meses. 

Entrará en vigor un mes después del canje de las ratificaciones, 
y tendrá la misma fuerza y duración que el convenio de 20 de Marzo 
de 1883. 

En fe de lo cual los Plenipotenciarios arriba enuméralos han fir- 
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mado el presente arrearlo en Madrid el 14 de Abril de 1891, — Siguen 
las firmas. 

PROTOCOLO DE CLAUSURA 

En el acto de proceder á la firma del arreglo concerniente al re- 
gistro Internacional de las marcas de fábriea ó de comercio concluido 
con fecha de este día los Plenipotenciarios de las Potencias que 
lían aprc^bado dicho arreglo, han convenido lo siguiente: 

ílabiendo surgido algunas dudas acerca del alcance del art. 59, 
íjueda establecido que la facilitad de denegar que se deja en él (i las 
Ád minibtraciones, no atenta en nada á las disposiciones del art. 69 
del Convenio de Marzo de 1883, ni al párrafo 49 del protocolo de clau- 
sura que le acompaña, por ser dichas disposiciones aplicables á las 
niaicas dejiositadas en la Oficina Internacional, como lo son y lo serán 
á las depositadas directamente en todos los paises contratantes. 

El jiresente protocolo tendrá la misma fuerza y duración quo el 
sirreglo al cual se refiere. 

En fe de lo cual los Plenipotenciarios referidos han firmado el 
[íiti?ente Protocolo de clausura en Madrid á 14 de Abril de 1891. 

Siguen las firmas.. 



{U, de Abril de 18í)l.) 

AI{UKC¡L() CONCERNIENTE Á LA REPRESIÓN DE LAS FALSAS INDICACIONES DE 
PROCKDENCIA SOR RE LAS MERCANCÍAS, CÍ)NCLUIDO líNTRE EL BRASIL, 
ESPAÑA, FRANCIA, GRAN imETAÑA É IRLANDA, GUATEMALA Y POR- 
TUCÍAL, SUIZA Y TÚNEZ. 

Los Plenipotenciarios de las Potencias arriba enumeradas, visto el 
art. 15 del (Convenio Internacional de 20 <Je Marzo de 1883 para la 
])rot<-cción de la proj)iedad industrial, de común acuerdo y bajo reser- 
va de ratificación, han convenido el arreglo siguiente: 

Art. 1. Todo })roducto que lleve una falsa indicación de proce- 
dencia, en la cual uno de los Estados contratantes ó un lugar situado 
tn cualíjuieríi de ellos, sea directa ó indirectamente indicado como país 
6 como lugar de origen, será embargado á la importación en cada uno 
de dichos E.^tados. 

El embargo podrá efectuarse lo mismo en el Estado donde se ha- 
ya puesto la falsa indicación de procedencia que en aquel en que se ha- 
ya introducido el producto provisto de aquella falsa indicación. 

Si la legislación de un Estado no admite el embargo, á la importa- 
ción, el embargo será reemplazado por la prohibición de importar 
dicha mercancía. 

Si la legislación de un Estado no admite el embargo en el inte- 
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rior, este será reemplazado por las acciones y medios que la ley de 
dicho Estado asegure en caso semejante álos naturales del país. 

Art. 2. El embargo se efectuará á petición del Ministerio públi- 
co 6 de parte interesada, individuo 6 sociedad, conforme á la legisla- 
ción interior de cada país. 

Las Autoridades no están obligadas á efectuar el embargo en caso 
de tránsito. 

Art. 3. Las presentes disposiciones no son obstáculo para que 
el vendedor indique su nombre 6 su domicilio sobre los productos que 
procedan de un país diferente al déla venta; pero en este caso las se- 
ñas ó. el nombre deben ir acompañadas de la indicación precisa, y en 
caracteres visibles del país ó el lugar de fabricación ó de producción. 

Art. 4. Los Tribunales de cada país decidirán cuáles son las de- 
nominaciones que por razón de su carácter genérico se exceptúan de 
las disposiciones del presente arreglo; pero teniendo en cuenta que las 
denominaciones regionales de procedencia de los productos vinícolas, 
no están comprendidas en la reserva establecida por este artículo. 

Art. 5. Los Estados de la Unión para la protección de la propie- 
dad industrial que no han tomado parte en el presente arreglo, serán 
admitidos á adherirse á éí á petición suya y en la forma prescrita por 
el art. 16 del Convenio de 20 de Marzo de 1883, para la protección de 
la propiedad industrial. 

Art. 6. El presente arreglo será ratificado y las ratificaciones cam- 
biadas en Madrid en el plazo máximo de seis meses. 

Entrará en vigor un mes después del cambio de las ratificacione 
y tendrá la misma fuerza y duración que el convenio de Marzo de 
1883. 

En fé de lo cual los plenipotenciarios de los Estados arriba nom- 
brados han firmado el presente arreglo en Madrid á 14 de Abril de 
1891. 

Siguen las firmas. 

(14 de Abril de 1891.) 

PROTOCOLO DETERMINANDO LA INTERPUBTACIÓN Y APLÍCACIüN DEL CON- 
VENTO DE 20 DR MAR^O DE ISS^, CONCLUIDO ENTKE BÉLGICA, BRA- 
SIL, ESPAÑA, ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, FRANCIA, GUATEMALA, 
ITALIA, NORUEGA, PAÍSES BAJOS, PORTUGAL,^SUECL\, SUIZA Y TÚNEZ. 

Los plenipotenciarios de los Gobiernos arriba enumerados, con 
el objeto de asegurar la interpretación y aplicación uniformes del Con- 
venio celebrado en París el 20 de Marzo de 1883, para la constitución 
de la Unión para la protección de la propiedad industrial, de común 
acuerdo y bajo reserva de ratificación, han redactado el protocolo si- 
guiente. » 
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I. -ASIMILACIÓN DE LOS EXTRANJEROS 

Queda asimilado á los subditos 6 ciudadanos de los Estados con- 
tratantes, el subdito ó ciudadano de cualquier Estado que no forme 
parte de la Uuión, con tal que esté domiciliado 6 posea sus principales 
establecimientos industriales 6 comerciales en el territorio de uno de 
los Estados de la Unión. 

II.— PAÍSES DE ULTRAMAR. 

Relativamente á los Estados de la Unión situados en Europa, se 
considerarán como paises de Ultramar (artículo 49) los paisas ex- 
tra-europecs que no sean ribereños del Mediterráneo. 

III.— INDEPENDENCIA RECIPROCA DE LAS PATENTES EX- 

. PEDIDAS EN DIVERSOS ESTADOS 

1. Cuando en los plazos fijados por el art. 49 del Convenio, una 
persona haya depositado en muchos Estados de la Unión solicitudes 
de Patente por el mismo invento, los derechos resultantes de las Pa- 
tentes, así solicitadas, serán independientes los unos de los otros. 

2. Serán igualmente independientes de los derechos que resul- 
ten de las Patentes que hayan sido adquiridas por el mismo invento 
en los paises que no formen parte déla Unión, 

IV.— INTERPRETACIÓN DE LA PALABRA **EXPLOTAR" 

Cada país podrá determinar el sentido «on que interprete la pala- 
bra "explotar,'' bnjo el punto de viata de la aplicación del art. e59 del 
Convenio. 

V.— MARCAS DE FABRICA 

1. Los niarcan de fábrica municipales ó (colectivas serán f)roteji- 
das de la misma manera que lavS marcas individuales. 

El depósito podrá effctuars(3 y la usurpación perseguirse por cual- 
quiera Autoridad, Asociiación ó ))aiticular interesado. 

2. No podrá caer en dominio público en uno de los Estados de 
la Unión, ninguna ujarca de fábrica mientras soa objeto de un derecho 
privativo, en el país de origen en tanto que este derecho dure en el 
mismo. 

VI.-EXPOSICIONES INTERNACIONALES 

í. La protección tenaporal prevista en el art. 29 del Convenio', 
consiste en un plazo de prioridad, extendiéndose como mínimun has- 
ta seis meses, á contar desde la admisión del producto en la Exposi- 
ción, y durante el cual la exhibición, la aplicación ó el empleo no 
autorizados por el causa-habiente dei invento, dibujo, modelo ó mar- 
ca, así protejidos, no podrán impedir al que ha obtenido dicha pro- 
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t^cción temporal hacer valer en dicho plazo, la solicitud de Patente o 
de depósito necesario para aáegurar la protección en todo el territorio 
de la Unión. 

Cada Estado tendrá la íncultad de aumentar dicho plazo. 

2. La referida protección temporal sólo tendrá efecto cuando en 
el plazo marcado se presente una .solicitud de Patente ó de Registro 
con objeto de asegurar la protección definitiva en uno de los Estados 
contratantes. 

3. Los plazos de prioridad mencionados en el a.rt. 4? del Con- 
venio se .Mñadiran á hi protección temporal prevista por el art. 11. 

4. Las invenciones patentables á las que se conceda la protec- 
ción temporal en virtud del art. II del Convenio, podrán ser notifica- 
das á la Oficina Internacional ])or la Administración del país donde 
se celebre la Exposición para que se })ul[>Hque en el Boletín Oficial de 
dicha Oficina. 

VIL- ADHESIÓN DC NUEVOS ESTADOS A LA UNCIÓN 

Cuando un uuevo Estado se adhiera al Convenio, la fecha de h\ 
nota por la cual anuijcie su adhesión al Consejo Eedeníl Suizo, será 
considerada como lad»; la entrada de dicho Estado en la Unión, á me- 
ncs que su Gobierno no indique una fecha posterior de adhesión. 

VIH. —COLONIAS Y POSESIONES EXTRANJERAS 

Cuando uno de los Estados contratantes áei^i'k^ (juo cualquiera de 
sus colonias ó i'Csesionrs extranjeras «ea considerjido cui])«) )>ertene- 
cíente ala Unión por el hecho de la a<lhesión dt-. la ISletrópuli. dobeiá 
notificailo a] Gobierno de la ConlVdei ación Suiza, (juien á su vez io 
notiftcaiá á lodos ios demás. 

IX.— DOCIJMENTOS QUE HAN DE ENVIARSE ' 
A LA OFICINA INTERNACIONAL 

Desde el momento en que una ley, Reglamento, Convenio, ó cunl- 
q uiera otro documento Oficial tjue se refiera á Patentes de Invención, 
dibujos ó modelos industriales, marca de fábrica ó de comercio, nom- 
bre comercial ó indicí^eiones'de procedencia, se publique en uno de lo.s 
Estados de la Unión, ó en una de sus colíonias, este Estado remitirá 4 
la Oficina Internacional tantos ejemplares de iiquel documento ó. cuan- 
tos necesite este para enviar un ntimero á cada Estado contratante y 
conservar dos en su propio Archivo. La Oficina Internacional proce- 
derá inmediatamente al reparto de los documentos que en esta íSrma 
le sean remitidos. 

También le serán enviados, tan pronto como sea posible, á dicha 
Oficina un ejemplar de todos los documentos parlamentarios que se. 
publiquen en los Estados de la Unión acerca de las materias enun- 
ciadas. 
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X.— ESTADÍSTICA 

1. Antes de finalizir ftl primer semestre de cada año, los Estados 
de la Unión remitirán á la Oficina Internacional las siguientes indi- 
caciones estadísticas relativas al año anterior, á saber: 

A.— PATENTES DE INVENCIÓN 

1. Námero de patentes solicitadas. 

2. Número de patentes expedidas. 

3. Cantidades ingresadas por patentes. 

B.— DIBUJOS O MODELOS INDUSTRIALES 

1. Número de dibujos ó modelos solicitados. 

2. Número de dibujos ó modelos registrados. 

3. Cantidades percibidas por dibujos ó modelos. 

C— MARCAS DE FABRICA O DE COMERCIO 

1. Número de marcas solicitadas. 

2. Número de marcas registradas. 

3. Cantidades percibidas por marcas. 

4. Queda autorilftida la Oficina Internacional para dirijir á las 
Administraciones de los Estados contratantes, formularios estadísticos, 
sobre los diversos puntos concernientes á la propiedad industrial, que 
dichas AdminÍ8traciones llenarán con todos los datos qne les sean po- 
sibles. 

XI.-DATOá QUE Ha DE FACILITAR LA OFICINA 

INTERNACIONAL 

1. La Oficina Internacional está obligada á proporcionar gratui- 
tamente á las «liveráas admiui^ir.'icione» de los Estados contratantes 
los datos que le pidan sobrj cuestiones relativas á la [)ropiedad indus- 
trial. 

2. Facilitará los mism )s datos á los particulares domiciliados en 
el territorio de ia Unión, mediante el abono de un franco por cada no- 
ticia pedida. 

Este importe podrá ser pagado en sellos de correos de los diversos 
E^tado-í contratantes, bajo la base siguiente para los Estados que no 
tengan el franco por unidad monetaria. 

Brasil 1 franco.. 400 reis. 

España 1 » 1 peseta. 

Estados Unidos 1 w 20 céntimos. 

Gran Bretaña 1 » 10 pence. 

Guatemala 1 » 20 céntimos de peso. 

Noruega 1 » 80 oere. 



• ■ '■. 
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Países Bajos 1 franco 50 céntimos. 

Portugal 1 )) 200 reis. 

Suecia... * 1 » 80 oere. 

Las Adniinistraciones de los Estados contratantes aceptarán según 
el cálculo indicado en el párrafo precedente, los selU^s de su país que 
la Oficina Internacional haya recibido por aquel concepto. 

DISPOSICIONES FINALES 

El presente Protocolo será ratificado, y las ratificaciones canjeadas 
en Madrid en el plazo máximo de seis meses. 

Entrará en vigor un mes después del canje de las ratificaciones y 
tendrá la misma fuerza y duración que el Convenio de 20 de Marzo de 
1883, del que se considera como formando parte integrante. 

En fe de lo cual los Plenipotenciarios de las Potencias arriba enu- 
meradas han firmado el presente Protocolo, en Madrid á 15 de Abril de 
1891. — Siguen las firmas. 



ACTA ADICIONAL Dfc 14 DE DICIEMBRE DE 1900, MODIFICANDO EL CONVENIO 
DE 20 DE MARZO DE 1883 Y SU PROTOCOLO FINAL. 

S. M. el Rey de España: y en su nombre la Reina Regente del Rei- 
no: S. M. el Rey de los Belgas: el Presidente de los Estados Unidos 
del Brasil: S. M. el Rey de Dinamarca: el Presidente de la República 
Dominicana: el Presidente de los Estados Unidos de América: el Pre- 
sidente de la República Francesa: S. M. la Reina del Reino Unido de 
la Gran Bretaña é Irlanda, Emperatriz de las Indias: S. M. el Empera- 
dor del Japón: S. M. la Reina délos Paises Bajos: S. M. el Rey de Por- 
tugal y de los Algarbes: S. M. el Rey de Suecia y Noruega: el Consejo 
Federal de la Confederación Suiza y el Gobierno Tunecino, habiendo 
juzgado útil establecer ciertas modificaciones y adiciones al Protocolo 
final, anejo á dicho Convenio, han nombrado sus Plenipotenciarios, y 
convenido: 

Artículo o. Se modifica al Convenio internacional de 20 de .Mar- 
zo de 1883 como sij^ue: 

I. El Art. 3 del Convenio tendrá la redacción siguiente; 

Art. 3. Se asimilan á los subditos ó ciudadanos de los Estados 
contratantes los subditos, ó ciudadanos de los Estados Unidos que no 
formen parte de la Unión, domiciliados oque tengan establecimientoB 
industriales 6 comerciales efectivos y serios en el territorio de uno de 
los Estados 3e la Unión. 

II. El Art. 4 tendrá Ja redacción siguiente: 

Art. 4. El que haya hecho en forma regular el depósito de una 



LEGISLACIÓN INTERNACIONAL 159 

petición de privilegio de invención de dibujo 6 modelo industrial, de 
una marca de fábrica ó de comercio en uno de los Estados contratan- 
tes, gozará para efectuar el depósito en los demás Estados bsgo reserva 
de los derechos de terceras personas, de un derecho de prioridad, du- 
rante los plazos que se determinarán aquí después. 

Por consiguiente, el depósito hecho ulteriormente en uno de los otros 
Estados de la Unión antes de que expiren esos plazos no podrá invali- 
darBe per hechos ocurridos en el intervalo, ya sea especialmente por 
otro depósito, por la publicación del invento ó su explotación^ por la 
venta de ejemplaras del dibujo ó modelo por el émpido de la marca. 

Los plazos de prioridad arriba indicados serán de doce meses para 
las patentes de invención y de tres meses para los dibujos ó modelos 
industriales, así como para las marcas de fábrica ó de comercio. 

III. Se insertará en el convenio un artículo 4? bis, concebido así: 
Artículo 4? bis. Los privilegios solicitados en los diferentes Esta- 
dos contratantes por las personas admitidas á los beneficios del Conve- 
nio, según los términos de los artículos 2 y 3, serán independientes de 
los privilegios obtenidos por el mismo invento en los Estados adhe- 
ridos ó no á la Unión. 

Esta disposición se aplicará á los privilegios que en el momento 
de ser puesta en vigor existan. 

Lo mismo ocurrirá en el caso de accesión de nuevos Estados, con 
los privilegios existentes, de una y otra parte, en el momento de la ac- 
cesión. 

IV. Se añaden al artículo 99 dos párrafos concebidos así: 

En los Estados cuya legislación no adpita el embargo á la impor- 
tación, podrá este embargo ser reemplazado por la prohibición de la im- 
portación. 

En caso de tránsito, las Autoridades no edtán obligadas á efectuar 
el embargo. 

V. El artículo 10 tendrá la redacción siguiente: 

Art. 10. Las disposiciones del artículo precedente serán aplica- 
ble á cualquier producto que lleve falsamente, como indicación de 
procedencia el nombre de una localidad determinada, cuando esta in- 
dicación vaya unidu á un nombre comercial ficticio ó tomado con in- 
tención fraudulenta. 

Se cc»n^*idera como parte interesada cualquier proel uctor, fabricantp 
6 comerciante dedicado á la producción, fabricación ó comercio dé di- 
cho producto y establecido en la localidad indicada falsamente como 
lugar de procedencia 6 región en que dicha localidad se halle situada. 

VI. Se inserta en el convenio un artículo 10 bis. concebido así: 
Art. 10 bis. Las personas admitidas á los beneficios del Convenio 

(art. 29 y 39) gozarán en los Estados de la Unión de la protección con- 
cedida á los nacionales contra la competencia de mala fe. 
VIL El artículo 11 tendrá la redacción siguiente: 
Art. 11. Las Altas Partes contratantes se obligan á conceder, de 
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acuerdo con la legislación de cada país, una protección temporal á los 
inventos que obtengan privilegio, á los dibujos y modelos innustriales 
y á las marcas de fábrica 6 de comercio de los productos que figuren en 
las Exposiciones internacionales oficiales, ú íificialmente reconocidas, 
organizadas en el territorio de una de ellas. 

VIII. El articulo 14 tendrá la redacción siguiente: 
Art. 14. El presente Convenio se someterá á revisiones perió- 
dicas con el objeto de introducir en él las mejoras propias para perfec- 
cionar el sistema de la Unión. 

A este efecto se celebrarán conferencias sucesivamente en cada uno 
de los estados contratantes entre los Delegados de di«íhos Estados. 

IX. El artículo 16 tendrá la redacción siguiente: 
Art. 16. Los Estados que no han tenido parte en este Convenio, 

serán admitidos á adherirse á petición suya. 

Esta adhesión se notificará por la vía diplomática al Gobierno de 
la Confederación Suiza, y por éste á todos los demás. 

Dicha adhesión llevará consigo, de pleno derecho, accesión á todas 
las cláusulas y admisión á todas las ventajas estipuladas en el presente 
Convenio y producirá sus efectos un mes después del envío de la notifi- 
cación hecha por el Gobierno suizo á los otros Estados Unionistas, a 
menos que no se señale una fecha posterior al Estado que se adhiere. 

Artículo 2. Se completa el Protocolo final anejo al C(»nvenio in- 
. ternacional de 20 de Marzo de 1883, con la adición de un número 3 

bis, concebido en estos términos: 

3 bis, Al propietario de un privilegio no se le podrá en ningún 
pais declarar caducado su derecho por la ñilla de explotación hasta 
después de transcurrido un plazo mínimo de tres años, contado deadd 
ía fecha del depósito de la petición en el país de que se trati,, y en el 
privilegiado no juseificase las causas c^e su inacción. 

Art. 30. La presente Acta adicional tendrá el mismo valor y du- 
ración que el Convento de 20 de Marzo de 1883. 

Será ratificado, y las ratificaciones se depositarán en Brusela», en 
el Ministerio de Negocios Extranjf^ros, lo antes posible; y lo más tarde, 
i.,' en el término de dieciocho meses, á contar desde la fecha de su firinjt. 

En fé de lo cual, los respectivos Plenipotenciarios han firmado la pre- 
sente Acta adicional. 

Hecho en Bruselas, en un solo ejemplar, el 14 de Diciembre de 
1900.— (Siguen las firmas.) 
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Convención celebrada por la República Argentina, Bolivia, Co- 
lombia, Costa Rica, Chile, República Dominicana, Ecuador, Salva- 
dor, Guatemala, Haiti, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Pe- 
rú, Uruguay, sobre patentes de invención, dibujos y njodelos indus- 
triales y marcas de fábricas, con motivo de la Segunda Conferencia 
Internacional Americana. — México — 1901 — 1 902. 

(27 de Enero de 1902.) 

Art. 1. Los ciudadanos de cada uno de los Estados signatarios, 
gozarán en los otros de las mismas ventujas acordadas á los na(;ionaleí», 
en cuanto á las marcas de comercio 6 de fábrica, á los modelos y dibu- 
jos industriales y á las patentes de invención. 

En consecuencia, tendrán derecho á igual protección y á idénticos 
recursos contra el ataque á sus derechoe. 

Art. 2. Son asimilados á los nacionales, para los efectos de este 
Tratado, los extranjeros domiciliados en alguno de los paises signata- 
rios, 6 que tengan en él un establecimiento industrial ó comercial. 

Art. 3. Las patentes de invención, las de dibujos ó modelos in- 
dustriales y las marcas de comercio ó dé fábrica, otorgadas en el país 
de origen, podrán ser importadas á los demás Estados signatarios, me- 
diante el depósito y publicación que exijan las leyes de estoí*, y serán 
protejidos en igual forma que las otorgadas en el mismo Estado. Es- 
ta disposición no obsta á la obligación que establezcan las leyes nacio- 
nales, de fabricar en el país los objetos que sean materia de privilegio. 

Art. 4. Los agentes consulares de la Nación á que pertenezcan ó 
donde,8e hallen establecidos los propietarios de patentes, dibujos ó 
marcas, serán considerados como representantes legítimos de dichos 
propietarios, para cumplir las formalidades y condiciones exijidas de 
dar curso á la solicitud y obtener el registro de las referidas patentes, 
dibujos, modelos ó marcas, en el país donde se intente hacerlos valer. 

Art. 5. Se considera país de origen aquel en que el concesiona- 
rio tiene su principal establecimiento ó su domicilio. 

Si no lo tuviese en ninguno de los Estados Contratantes, se repu- 
tará país de origen el Estado signatario de la nacionalidad del propie- 
tario. 

Art. 6. Para conservar el derecho de prioridad de las patentes 
de invención, modelos, dibujos ó marcas importados, se concede el 
plazo de un año respecto de las primeras, y de seis meses en cuanto á 
los demás, contado desde el otorgamiento de las patentes, hasta la 
presentación de la solicitud ante la autoridad respectiva del Estado en 
el cual se intente importar el título. 

Art. 7. Las cuestiones que se susciten sobre la prioridad de la 
invención y sobre la adopción de una marca, se resolverán teniendo en 
cuenta la fecha de la solicitud de las patentes ó marcas respectivas, en 
los paises en que se otorgaron. 
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Art. 8. Se considera invención: un nuevo modo de fabricar pro- 
ductos industriales; un nuevo aparato mecánico ó manual, que sirva 
para fabricar dichos productos; el descubrimiento de un nuevo pro- 
ducto industrial; y la aplicación de medios perfeccionados, con el ob- 
jeto de conseguir resultados superiores á los ya conocidos. 

Los dibujos y modelos de fábrica se encuentran sujetos á las re- 
glas de las invenciones ó descubrimientos, en lo que no sea especial á 
estos últimos. 

Se reputa marca de comercio ó de fábrica, el signo, emblema ó 
nombre externo, que el comerciante adopta y aplica á sus mercade- 
rías y productos, para distinguirlos de los de otros industriales ó co- 
merciantes que negocian en artículos de la misma especie. 

Art. 9. No podrán obtener patentes de invención: 

I. Las invenciones y descubrimientos que hubieren tenido pu- 
blicidad en algún Estado signatario, 6 nó, de este Tratado; 

IL Los que fueren contrarios á la moral y á las leyes del país 
donde las patentes hayan de expedirse ó reconocerse. 

Art. 10. Tampoco se podrán obtener ó reconocer marc&s de co- 
mercio ó de fábrica, que se encuentren en el caso del párrafo segundo 
del artículo precedente. 

Art. 11. La propiedad de la patente de invención ó de la marca 
fabril ó comercial, comprende la facultad de disponer de la invención 
ó de usar de la marca y el derecho de transferirlas á otros. 

Art. 12. El número de años del privilegio, será el que fijen las 
leyes del país en que se pretenda hacerlo efectivo. Ese plazo podrá 
ser limitado al señalado por las leyes del Estado en que prinjitiva- 
mente se acordó la patente, si fuere menor. 

Art. 13. Las responsabilidades civiles y criminales en qne incu- 
rran los que dañen los derechos del inventor, se perseguirán y pena- 
rán con arreglo á las leyes del país en que se haya ocasionado el per- 
juicio. 

También las falsificaciones, adulteraciones ó uso indebido de las 
marcas de comercio ó de fábrica, se perseguirán con sujeción á las le- 
yes del Estado en cuyo territorio se cometa la infracción. 

Art. 14. La declaratoria de nulidad de una patente ó concesión 
de marca hecha en el país de origen, será comunicada en forma autén- 
tica á los demás paises si^^natarios, para que administrativamente se 
resuelva, ya sobre la solicitui de reconocimiento que se pretenda de la 
patente ó marca obtenida en el extranjer.), ya -sobre ei efecto que tal 
declaratoria deba producir respecto de la patente ó marca antes im- 
portada á dichos paises. 

Art. lo. Los tratados sobre patentes de Invención y marcas de 
comercio ó de fábrica, otorgados anteriormente entre los paises signa- 
tarios del presente, quedarán sustituidos por éste, desde que quede 
perfeccionado, en cuanto á las relaciones entre dichos paises signa- 
tarios. 
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Art. 16. Harán veces de canje del presente Tratado las comuni- 
caciones que dirijan los Gobiernos que lo ratifiquen al de México, pa- 
ra que ésts lo haga saber á los demás Estados Confederados. El mis- 
mo Gobierno de México, les comunicará también la ratificación, si la 
otorgase. 

Art. 17. Hecho el canje por dos 6 más Estados en la forma del 
artículo anterior, este Tratado quedará en vigor desde ese acto por 
tiempo indefinido. 

Art. 18. La Nación signataria que creyere conveniente desligar- 
se del Tratado, hará saber el desahucio en la forma indicada en el art. 
16; y un año después de recibida la comunicación respectiva, cesará 
la vigencia del Tratado respecto á la Nación que lo hubiere denun- 
ciado. 

Art. 19. En la forma prevenida por el art. 16, podrán adherirse 
al Tratado las Naciones de América que originariamente no lo subs- 
criban. (1.) 



(1.) Los Estados Unidos de América figuraban entre laa Naciones concurrentes A la Segun- 
da (Conferencia Internacional Americana, pero los Representan tes de esa Nación no suscribieron 
el presente Tratado. Es de presumir que esta omisión obedeció d dificultades opuestas por la 
leíjfislación americana sobre Pantentes, pues por. un Acta de 3 de Mnrzo de 1903, fueron modifica- 
das las Se'.icionea 4887, 4892, 4896 y 45Í02 de los Estatutos lievisados, & ñn de poder cumplir las dis- 
posiciones del Acta Adicional de la Convención Internacional para la protección de la prepiedad 
industrial. 
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j^r=ElSriDIOES 



PROPIEDAD INTELECTUAL 



LEY DE 10 DE ENERO DE 1879. 



MINISTERIO DE FOMENTO 



DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo 19 La propiedad intelectual comprende, para los efec- 
tos de esta Le}'', las obras científicas, literarias ó artísticas que pueden 
darse á luz por cualquier raedio. 

Art. 29 La propiedad intelectual corresponde: 

Primero. A los autores respecto de sus propias obras. 

Segundo. A los traductores respecto de su traducción, si la obra 
original es extranjera y no lo impiden los Convenios Internacionales, 
ó si siendo española, ha pasado al dominio público, 6 se ha obtenido 
en caso contrario el permiso del autor. (1) 

Tercero. A los que refunden, copian, extractan, compendian, ó 
reproducen obras originales respecto de sus trabajos, contal que sien- 
do aquellas españolas se hayan hecho estos con permiso de los pro- 
pietarios. 

Cuarto. A los editores de obras inéditas que no tengan dueño 
conocido, ó de cualesquiera otras también inéditas de autores conoci- 
dos que hayan llegado á ser de dominio público. 

Quinto. A los derecho-habientes de los anteriormente expresa- 



(1) Véase el art. XIII del Tratado entre los Estados Unidos y España, de 10 do Diciembre 
de 1»98, la Orden número 160 de 12 de Junio «le 1901, pfif?t»a 133, y la Orden nflmero 11» de 19 do 
Marzo de 1900, qne He Inserta man »idelant<^. 
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dos ya sea por hereneia, ya por cualquier otro título traslativo de do- 
minio. 

Art. 39 Los beneficios de esta Ley son también aplicables: 

Primero. A los autores de mapas, planos 6 diseños cientí ticos. 

Segundo. A los compositores de música. 

Tercero. A los autores de obras de arte respecto á la reproduc- 
ción de las mismas por cualquier medio. 

Cuarto. A los derecho- habientes de los anteriormente expre- 
sados. 

Art. 49 Alcanzan asimismo los beneficios de esta Ley: 

Primero. Al Estado y sus Corporaciones y á las provinciales y 
municipales. 

Segundo. A los Institutos científicos, literarios ó artísticos, ó de 
otra clase legal mente establecidos. 

Art. 59 Lii propiedad intelectual se regirá por el derecho común, 
sin más limitaciones que las impuestas por la Ley. 

Art. 69 La propiedad intelectual corresponde á los autores du- 
rante 8U vida, y se trasmite á sus herederos testamentarios 6 legata- 
rios por el término de 80 anos. También es trasmisible por actos en- 
tre vivos, y corresponderá á los adquirentes durante la vida del autor, 
y 80 años después del fallecimiento de éste si no deja herederos for- 
zosos: más si los hubiera, el derecho de los adquirentes terminará 25 
años después de la muerte del autor, y pasará la propiedad á los refe- 
ridos herederos forzosos por tiempo de 55 años. 

Art. 7,9 Nadie podrá reproducir obras agenas sin permiso de su 
propietario, ni aúu para anotarlas, adicionarlas 6 mejorar la edición; 
pero cualquiera podrá publicar como de su exclusiva propiedad co- 
mentarios, críticas y notas referentes á las mismas, inclu3'endo sólo la 
parte del texto necesario al objeto. 

Si la obra fuese musical, la prohibición se extenderá igualmente 
á la publicación total ó parcial de las melodías, con acompañamiento 
ó sin él, transportadas ó arregladas para otros instn.mentos ó con le- 
tra diferente ó en cualquier otra forma que no sf^a la publicada por el 
autor. 

Art. 89 No es necesaria la publicación de las obras para que la 
Ley ampare la propiedad intelectual. Nadie, por tanto, tiene dere- 
cho á publicar sin permiso del autor una producción científica, litera- 
ria ó artística que se haya estenografiado, anotado ó copiado durante 
su lectura, ejecución ó exposición j)ública ó privada, así como tampo- 
co las explicaciones orales. 

Art. 99 La enagenación de una obra de arte, salvo pacto- en con- 
trario, no lleva consigo la enagenación del derecho de reproducción, 
ni del de exposición pública de la misma obra, los cuales ]jermanecen 
reservados al autor ó á su derecho-habiente. 

Art. 10. Para poder copiar 6 reproducir en las mismas ó en otras 
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dimensiones, y por cualquier medio; las obras de arte originales exis- 
tentes en galerías públicas en vida de sus autores, es necesario el pre- 
vio consentimiento de éstos. 

Registro 

Art. 33. Se .establecerá un Registro general de la propiedad in- 
telectual en el Ministerio de Fomento. (1) 

En todas las Bibliotecas provinciales y en las del Instituto de se- 
gunda enseñanza de las capitales de provincia donde falten aquellas 
Bibliotecas, se abrirá un Registro en el cual se anotarán por orden cro- 
nológico las obras científicas, literarias ó artísticas que en ellas se pre- 
senten para los objetos de esta Ley. 

Con el propio objeto se anotarán igualmente en el Registro los gra- 
bados, litografías, planos de arquitectura, cartas geográficas ó geológi- 
cas, y en general cualquier diseño de índole artística ó científica. 

Art. 34. Los propietarios de las obras expresadas en el artículo 
anterior entregarán firmados en las respectivas Bibliotecas tres ejem- 
plares de CAda una de aquellas obras: uno que ha de permanecer de- 
positado en la misma Biblioteca provincial 6 del Instituto; otro para 
el Ministerio de Fomento, y el tercero para la Biblioteca Nacional. 

Obtenidos de los Jefes de las Bibliotecas el recibo correspondiente 
y el certificado de la inscripción de las obras en el Registro provincial, 
se dirigirán los propietarios de las mismas al Gobierno civil, á fin de 
que éste participe al Ministerio de Fomento la inscripción realizada, y 
le remita los dos ejemplares que en cada caso corresponden al propio 
Ministerio y á la Biblioteca Nacional. 

Los Gobiernos civiles enviarán semestral mente á la Dirección ge- 
neral de Instrucción pública un estado de las inscripciones efectuadas 
y de sus vicisitude.^ ulteriores, para formar el Registro general de la 
propiedad intelectual. 

Art. 35. Los autores de las obras científicas, literarias ó artísti- 
cas estarán exentos de todo impuesto, contribución ó gravamen por 
razón de inscripción en el Registro. 

Las leyes fijarán el impuesto que corresponda por la trasmisión 
de dicha propiedad. 

Art. 36. Para gozar de los beneficios de esta Ley es necesario ha- 
ber inscripto el derecho en el Registro de la propiedad intelectual, 
con arreglo á lo establecido en los artículos anteriores. 

í^uando una obra dramática ó musical se haya representado en 
público, pero no impreso, bastará para gozar de aquel derecho presen- 
tar un solo ejemplar manuscrito de la parte literaria, y otro de igual 
clase de las melodías con su bajo correspondiente en la parte musical. 

El plazo para verificar la inscripción será el de un año, á contar 

(1) La Secretaría de Gobernación tiene á. su cargo el Regietro General de la Propiedad In- 
telectual y ejerce las facultades que por esta ley se atribuyen al Ministerio de Fonienio. Véaye 
la Orden ninuoro 11 í) de 19 de Marzo dn 15)00. 
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desde el día de la publicación de la obra; pero los beneficios de esta 
Ley los disfrutará el propietario desde el dia en que comenzó la pu- 
blicación y solo los perderá si no cumple aquellos requisitos dentro 
del año que se concede para la inscripción. 

Art. 37. Los cuadros, las estatuas, los bajos y altos relieves, loe 
modelos de arquitectura ó topografía, y en general todas las obras del 
arte pictórico, escultural ó plástico quedan excluidas de la obligación 
del Registro y del depósito. 

No píir ello dejan de gozar plenamente sus propietarios de todos 
los beneficios que conceden esta Ley y el derecho común á la propie- 
dad intelectual. 

aFiEca-i:jA.2>wfl:E3srTO 



TITULO PRIMFRO 
DE LAS OBRAS 



CAPITULO L 

LOS AUTOflES Y PROPIETARIOS 

Artículo 1. 8o entenderá por obras, para los efectos de la Ley de 
Propiedad intelectual, todas las que se producen y puedan publicarse 
por los procedimientos de la escritura, el dibujo, la imprenta, la pin- 
tura, el grabado, la litografía, la estampación, la autografía, la foto- 
grafía, ó cualquier otro de los sistemas impresores ó reproductores co- 
nocidos ó que se inventen en lo sucesivo. 

Art. 2. Se considerará autor, para los efectos de la Ley de Pro- 
piedad intelectual, al que concibe y realiza alguna obra científica 6 li- 
teraria, ó crea y ejecuta alguna artística, siempre que cumpla las pres- 
cripciones legales. 

Art. 3. La firma y presentación de una obra como autor deja á 
salvo la prueba en contrario, y toda cuestión de falsificación ó usur- 
pación deberá resolverse exclusivamente por los Tribunales. Cuando 
pendiente la inscripción de una obra se suscitase por un tercero cues- 
tión sobre su pertenencia ó propiedad, y se formalizare oposición, nQ 
se suspenderá aquella; pero se hará constar en el Registro y certifica- 
ciones que se expidan que '*hay reclamación presentada.'' 

Art. 4. Será considerado traductor, refundidor, copista, extrac- 
tador ó compendiador, salva prueba en contrario, el que así lo consig- 
ne en las obras científicas ó literarias que publique, no existiendo en 
los convenios internacionales estipulaciones que lo contradigan. 

Art. 5. Para refundir, copiar, extractar, compendiar ó reproducir 
obras originales esp)añolas se necesitará acreditar que se obtuvo por 
escrito el permiso de los autores ó propietarios, cuyo derecho de pro- 
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piedad no haya prescrito con arreglo á la Ley; y faltando aquel requisi- 
to, no gozarán sus autores de los beneficios legales, ni producirá efecto 
su inscripción en el Registro. 

, Art. 6. Se considerará editor de obras inéditas á todo el que pu- 
'blique las que estén manuscritas y no han visto la luz pública, ya va- 
yan acompañadas de discursos preliminares, notas, apéndices, voca- 
bularios, glosarios y otras ilustraciones, ó ya se publique sólo el texto 
: manuscrito. 

Art. 7. La propiedad que se reconoce á los editores en el art. 26 
de la Ley subsistirá mientras no se pruebe en forma legal quién es el 
autor ó traductor ignorado, omitido ó encubiertf» Cuando se acredite 
dicha circunstancia, el autor 6 iruductor 6 «U8 derecho-habientes sus- 
tituirán en todos sus derechos á los editores de obras anónimas ó seu- 
dónimas, ateniéndose en este caso á los términos de los contratos que 
tengan celebrados. 

Si no existiesen contratos, la cuestión de indemnización y cuan- 
tas reclamaciones hagan los interesados serán sometidas al dictamen 
de peritos nom^rfídos por nmbas partes, y de un tercero por el Juez 
en caso de discordia. 

Art. 8. Para que puedan aplicarse los beoeficiois del art. 3? de 
la Ley, es necesario: 

Primero. Que los autores de mapas, planog ó diseños científicos 
declaren que son producto» de su inteligencia, y lus firmen, identifi- 
cando sus personas con su correspondiente cédula personal. 

Segundo. Que loa compositores de música cumplan iguales for- 
malidades, presentando tres ejemplares si se ha impreso la obra, y si 
se ha representado, pero no impreso, bastará cumplir Jo preceptuado 
en el art. ¿»6 de la Ley, remitiendo el ejemplar al registro general del 
Ministerio de Fomento. 

Art. 9. Toda trasmisión de la propiedad intelectual, cualquiera 
que sea su importancia, deberá hacerse constar en documento públi- 
co, que se inscribirá en el correspondiente registro, sin cuyo requisito 
el adquirente no gozará los beneficios de la Ley. 

Art. 10. La- prueba pericial á que se refiere el art. 27 de la Ley 
se ajustará á las reglas prescritas por la de Enjuiciamiento civil, á 
cuyo resultado deberán atenerse los Tribunales. 

Art. 11. Todo lo referente á las obras dramáticas y musicales se 
regirá además por el título II de este Reglamento. 

CAPITULO V. 

DE LA INSCRIPCIÓN DE LAS OBRAS 

Art. 22. Todo el que pretenda disfrutar los beneficios de la Ley 
presentará en el Registro: 

Primero. Una declaraeión en papel de hilo, firmada por el inte- 
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resadOy en que se haga constar la naturaleza de la obr^i y sus circuns- 
tancias, y el concepto legal bajo el cual se solicita la inscripción. 

Segundo. Tres ejemplares de la obra 6 de Ja parte de la obra que 

. se pretende inscribir, ó uno sólo manuscrito de la parte literaria, y 

otro de igual clase de las melodías con su bajo correspondiente en su 

parte musical, cuando se trate del caso marcado en el art. 36 de la 

Ley. 

Tercero. Para ser admitidos en el Registro, tanto los ejemplares 
de las obras relacionadas como las colecciones periódicas, deberán 
presentarse sencillamente encuadernadas, firmadas las portadas ó el 
primer número por el' propietaiio ó su representante en el acto de la 
inscripción, y rubricados ó sellados cada uno de los pliegos ó números 
de que conste. 

No se admitirán en el Registro las entregas ó cuadernos de obras 
en publicación mientras no formen un tomo. 

Cuarto. La cédula de vecindad y la copia legalizada del poder, 6 
de la autorización simple escrita, si la declaración se firma á nombre 
de otro. 

Art. 23. Toda inscripción en el Registro de la propiedad intelec- 
tual hará constar las circunstancias siguientes: 

Nombre, apellidos y domicilio del solicitante. 

Título de la obra. 

Clase de la misma. 

Nombre y apellidos del autor, traductor, arreglador, etc., etc. 

Nombre, apellidos y domicilio del propietario. 

Establecimiento donde se hix lie^iho la impresión ó reproducción, 
y su procedimiento. 

Lugar y año de la impresión. 

Edición y número de ejemplares. 

Tomos y tamaño, y páginas de que consta. 

Fecha de la publicación, y todos los deaiás datos que sirvan pa- 
ra identificar la obra y llenar l(»s requisitos reglamentarios. 

Art. 24. Todas las trasmisiones y cuanto afecte á la pr(>piedad 
intelectual se anotarán detalladamente en la hoja de- su referencia. A 
este fin el interesado presentará testimonio bastante y fehaciente del 
documento jjustificativo, que se archivará en el Registro, devolviendo 
los originales al qne los haya presentado. 

Art. 25. Al realizar la entrega del certificado de inscripción de- 
finitiva, Ja persona que la haya solicitado ó aquella á quien ésta auto- 
rice deberá firmar su recibo en el libro correspondiente. 

Art. 26. El interesado á quien se extravíe el documento de ins- 
cripción podrá reclamar y obtener certificaciones de la inscripción de- 
finitiva de su obra, expedidas en papel del sello correspondiente, y 
producirán los mismos efectos legales que aquél. 

Art. 27. Asimismo expedirá el Registro general certificaciones 
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acerca del estado de las obras, mediante solicitud, y previos los infor- 
mes de los Registros provinciales,. si se trata de obras de esta proce- 
dencia; pero siempre se extenderán á continuación de la instancia que 
las motive* 

CAPITULO VI. 

DEL REGISTRO DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL 

Art. 28. El Registro general de Propiedad inteltictuál se llevará 
en el Ministerio de Fomento por medio de los libros que sean 'necesa- 
rios. (1) 

A este efecto, además de los índices y libros auxiliares, se abrirán 
libros- matrices para inscribir, definitivameute y con la debida separa- 
ción, todas las obras bajo los conceptos de Obras cieutífiais y literariaSy 
Obras dramáticas y musiealeSy Obras de índole artística^ no exceptuadas 
expresamente por el art. 37 de la Ley, y Periódicos, 

Ija inscripción de cada una de las obras que se presenten, se ha- 
rá en estos libros por riguroso orden cronológico, y bajo el número co- 
rrespondiente, con una hoja especial donde se consignaián todas sus 
vicisitudes. 

Art. 29. En lo-í Registros provinciales, además del Libro-diario 
de anotaciones, se llevara un Registro provisional talonario y una ho- 
ja especial para cada obra, donde se copiará el certificado de inscrip-v 
ción definitiva y se consignarán todas las vicisitudes de aquélla. 

Art. 80. El Bibliotecario anotará en el Libro-diario las obras que 
al electo se presenten, librando el certificado de inscripción siempre 
que aquellas y. los documentos que deben acompañarlas, cumplan hs 
requibitos establecidos. Este certificado deberá canjearse por el defi- 
nitivo de inscripción expedido por el Registro general tan luego como 
así se anuucie en el Boletín oficial de la provincia. 

Art. 31. La presentación de los documentes á que se refiere el 
art. 22 se anotará por orden riguroso de fechas en un Libro-diario que 
se llevará en el Ministerio de Fomento, en las Bibliotecas provinciales, 
y en Ins dejos Institutus de segunda enseñanza de las capitales de 
provincias donde falten aquéllas, entregando al interesado un docu- 
jnento provisional en qne se haga constar la hora y día de la petición 
de inscripción, e\ número de orden y las demás circunstancias necesa- 
rias para identificar la obra presentada. 

Tanto por este recibo como por la inscripción en el Registro gene- 
neral de la Propiedad no se exigirá derecho ni gratificación alguna. 

Art. 32. Todas las anotaciones provisionales que se hayan hecho 
en solicitud de inscripción se trasladarán precisamente á los libros-ma- 
trices dentro de los treinta, dias de la fecha de aquellas. 



(1 » lia S»»crí»taría <|f Gobí^nmción, Sí»prm se observa en el art, H3 de 1h Ley 
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Cuando se trate de consignar en el registro general las vicisitudes 
ulteriores de las obras presentadas en provincias, este plazo se conta- 
rá desde la fecha de entrada de los respectivos estados semestrales. 

Art. 33. Se insertará trimestralmente en la Gaceta de Madrid una 
relación de todas las obras presentadas durante dicho período, de- 
biendo quedar entregados en las Bibliotecas respectivas los ejemplares 
que les correspondan dentro del preciso término de los treinta dias si- 
guientes á la publicación de aquélla, siendo el encargado del Registro 
responsable de la falta de cumplimiento de lo dispuesto en este ar- 
tículo. 

La misma obligación y responsabilidad alcanzarán á los encarga- 
dos del Registro en provincias, respecto de las obras depositadas con 
arreglo al art. 34 de la Ley. 

Art. 38. Para rectificar cualquier error ü omisión sustancial que 
se hubiere padecido en los libros- registros, será necesario la instrucción 
de expediente en que, previa audiencia del interesa'do, resuelva la Di- 
rección general de Instrucción pública. 

NO. 119 
Cuartel General de la Dividió}! de Cuba 

Habana, 19 de Marzo de 1900. 

El Gobernador General de Cuba, á propuesta del Secretario de Estado 
y Gobernación, ordena ia publicación de la siguiente orden: 

I. Los autores ó sus derecho-habientes de obras extranjeras, científi- 
cas, artísticas y literarias, gozarán en la Isla de Cuba de la protección que 
concédela Ley de Propiedad intelectual de 10 de Enero de 1879, durante el 
tiempo en que son protejidas én su país de origea si no excede del que con- 
cede aquella Ley y siempre que cumplan los requisitos que la misma y su Re- 
glamento exigen. 

II. El Registro General á que se refiere el artículo 33 de la menciona- 
da tey se llevará en la Secretaria de Estado y Gobernación. 

III. Las obras extranjeras se inscribirán en el Registro General. Para 
obtener la inscripción será necesario la presentación de un certificado expe- 
dido poi* la autoridad competente del país de origen de la obra suficiente- 
mente legalizado, del que conste la propiedad á favor del que trate de ins- 
cribirla. 

IV. Los Gobernadores Civiles y los Alcaldes Municipales no suspende- 
rán en ningún caso, la representación ó lectura, de obras literarias ó musi- 
cales extranjeras, al tenor de lo que dispone el artículo 63 del Reglamento, 
sino cuaHdo el reclamante justificare ser el propietario de la obra ó represen- 
tante del propietario, mediante la presentación del certificado de inscripción 
expedido por el encargado del Ilegistro General y del testimonio de poder en 
su caso. 
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V. La inscripción de las obras extranjeras no devengará derechos y 
los propietarios 6 sus representantes podrán obtener libre de gastos un certi- 
íicado de que la obra se halla insciita. 

El Brigadier General de Voluntarios, Jefe de Estado Mayor, 

Adna R. Ghaffee. 



JURISPRUDENCIA SOBRH MARCAS DH FABRICA, 

DS OOMSRCIO, ECT. 



CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA. 

Ncxnbrd 7 Apellido usados como narCftt— La enageuacKtn de una maróa de la cual forme parte 
el nombre j apellido de un fabrican1>e, priva á éste del derecho de segniii* empleándo- 
los como distintivo industrial. 

Sent. 8 de Jvlio dn 1901. —Interpuesto reenrt*í> de (ías^ación, por in- 
fraccíión de ley por el Procurador Juan Mayorga, á nombre de D. Pe- 
dro Murías y Rodríguez, contra la sentencia dictada por la Sala de lo 
Civil de la Audiencia de la Habana en trece de Abril del corriente año 
en el pleito contencioHo-adminititrativo seguiílo por el referido Pedro 
Murias y Rodríguez, cuyas generales no se expresan, contra la Admi- 
nistración general del Estado representada por el Ministerio Fiscal, so- 
licitando se deje sin efecto la resolución de la Secretaría de Agri<5ultu- 
ra, Industria y Comercio de quince de Marzo de mil novecientos dos 
que le negó la concesión de la marca para cigarrillos titulada «La De- 
vesa»; el T. S. declara no haber lugar al recurso: 

Primero. Considerando, en cuanto al primer motivo, que no es 
posible admitir, como pretende el recurrente, que ^e haya infringido 
por la Sala sentenciadora el artículo quinto del Real Decreto de vein- 
tiuno de Agosto de mil ochocientos ochenta y cuatro «por no hallarse 
la marca denegada en ninguno de los casos de excepción .señalados en 
dicho artículo» pues es evidente que el nombre de «Pedro Murias» cons- 
tituye ui!>a marca de fábrica de cigarrillos extraordinariamente acredi- 
tada en el mercado universal, cuyo nombre, no sólo es el símbolo del 
crédito de la Sociedad á quien pertenece sino que es además la esencia 
de dicha marca, lo que realmente la caractiza^ lo. que la distingue, lo 
que con^ítituye el elemento figurativo predominante de ella y no queda 
duda que existe la confusión que señala el caso sexto del artículo quin- 
to del referido Real Decreto desde el moraento que se ponga el nom- 
bre «Pedro Murias» como signo distintivo en otra marcí para expen- 
der cigarrillos aunque se le una otro nombre ó título y se le adorne 
con emblemas ó dibujos iliferentes, puesto que el nombre (cPclro Mu- 
rías» elemento figurativo predominante de la marca de la Havana Co- 
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oierciul Oompany colocado en la marca «La Deveaa» produce la confu- 
sión con aquella é in luc3 á error al consumidor inexperto y el consen- 
tirlo constituiría un acti abusivo que ataca el dare:;h> a^¿ao y pugna 
con la buena fe que es el alma del comercio. 

Segund». Considerando que desde el momento que el nombre y 
apellido «Pedro Murias» pasó por voluntad de su dueño á ser distinti- 
vo de una marca industrial y se acreditó en el mercado como tal mar- 
ca, una vez que la vendió á otra persona ó sociedad, como rei<ulta en 
el presente ca:^o, adquirió esta sociedad indudablemente el derecho 
exclusivo de usar de ese nombre en el concepto de tal marca indus- 
trial y no es lícito á nadie, sin atacar un derecho legítimo y respetable 
usar el referido nombre en el sentido ya expresado para vender en el 
mercado un articulo igual aunque se disfrace la marca con aditamen- 
tos más ó menos estudiados que visiblemente induzcan a confusión 6 
error al inexperto comprador por lo que lejo^^ de infringir la Sala sen- 
tenciadora el referido articulo quinto en relación con el primero del 
Real Decreto de veintiuno de At'osto de mil ochocientos ochenta v 
cuatro lo ha aplicado debidamente no siendo tampoco aplicable á este 
caso la Real Orden de veintitrés de Junio de. mil ochocientos ochenta 
y ocho que solo resuelve un caso particular. 

Tercero. Consitlerando en cuanto al tercer m(»tivíí del recurso 
que estima infringid:» el caso octavo del mismo artículo quinto del re- 
ferido Real Decreto de veintiuno de Agosto de mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro haciéndose consistir la infracción en haberse denegado la 
concesión de la marca «La Devesa» por figurar en ella el retrato de 
D. Pedro Murías; que aún cuando este motivo se dirige contra un Con- 
siderando (le la sentencia recurrida contra los cuales, como es sabido, 
no se da el recurso de casación tampoco podría aceptarse porque el re- 
currente hace un supuesto erróneo toda vez que la sentencia de la cual 
se recurre aduce entre otros fundamentos para declarar la confusión 
entre las dos marcas, no sedo que aparezca en ella el retrato de D. Pe- 
dro Murias sino la circunstancia de aparecer al |)ié del retrato su nom- 
bre que es el elemento figurativo predominante como ya queda dicho 
de la marca de cigarros «Pedro Murías» perteneciente á la Havana 
Commercial Company produciéndoáe por este motivo la confusión. 

Cuarto. Consideran Ao que siendo improcedentes p.ira la casación 
de la sentencia los tres motivos alegados en el recurso, procede decla- 
rar éste sin lugar y en cumplimiento del artículo cuarenta de la Or- 
den noventa y dos de iliil ochocientos noventa y nueve condenar en 
las costas al recurrente. —{Gac, 8 de Marzo 190^.) 

Hombre propio ó rAZÓn SCCiail USaioS cosió niarcaS.»No e» lícito hu empleo si pueden inducir 
A error ó confiisirtii por hu semejanza 6 parecido á otros ya re^istradoR. 

Sent de lí Diciembre 1903 — En el recurso de casación por infracciód 
de ley interpuesto por .el Ministerio Fiscal en el pleito coptencioso-an- 
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ministrativo seguido ante la Sala de lo Civil de la Audiencia de la Ha- 
bana entre partes de la una, como demandante, la Sociedad Henry 
Clay and Bock and Company Limited, y de la otra el Ministerio ^Fis- 
cal en representación de la. Administración General del Estado, como 
demandada, y como coadyuvante los Sres. Bock y Compañía, sobre 
revocación de la resolución de la Secretaría de Agricultura, Industria 
y Comercio por la que se concedió á los Sres. Bock y Compañía la 
marca para tabacos del mismo nombre; el T. S. declara no haber lugar 
al recurso: 

Primero. Considerando que si bien es cierto que el nombre pa- 
tronímico y la razón social de los fabricantes y otros industriales es 
una propiedad legítima de los mismos y que con arreglo al artículo 
primero del R. D. de veintiuno de Agosto de mil ochocientos ochenta 
y cuatro pueden los que lo llevan adoptarlo como marca para distin- 
guir los productos dé sus fábricas ó industrias, no es menos cierto que 
de esos derechos no pueden hacerse uso en el Comercio sino en las 
condiciones y con la limitación impuestas por la ley, tendentes á evi- 
tar que al ejercitarlos se perjudiquen los derechos é intereses también 
legítimos y respetables de otros fabricantes adquiridos con anterio- 
ridad. 

Segundo. Considerando que en tal concepto no es lícito á nin- 
gún fabricante adoptar como marca para los productos de su fábrica 
t5u propio nombre ó razón social, si ese distintivo como cualquier otro 
por su semejanza ó parecido á alguno ya otorgado puede inducir á 
error ó confusión al consumidor según así se deduce rigurosamente de 
lo prescrito en el ntjmero quinto del citado R. D. y lo ha reconocido 
constantemente la jurisprudencia. 

Tercero. Considerando que en ese caso ee encuentra sin duda al- 
guna la marca Bock y Compañía concedida á la Sociedad de ese nom- 
bre para los productos de su fabrica de tabacos según lo ha estimado 
la Sala sentenciadora, porque esa (lenonjinación usada en la forma 
que se pretende, puede ser confundida por los consumidores con la 
otra marca de tabacos ya registrada anteriormente con el título el 
"xAguila de Oro" y que pertenece á Henry Clay and Bock and C9, Li- 
mited, pues aunque esta última tenga aquel ncmhre diferente del que 
se da á la nueva, según alega el recurrente, es un hecho innegable que 
el distintivo predominante y más figurativo aun que su mismo título, 
en la expresada antigua marca y que se ostenta en todo los signos y 
dibujos que la constituyen, es la razón social Bock y Compañía que 
fué la de sus fundadores, y con cuyo nombre adquirieron sus produc- 
tos, el crédito y estimación de que gozan en el mercado y la casi iden- 
tidad que existe entre una y otra razón social ó nombre de los fabri- 
cantes, que es lo que principalmente puede guiar á los compradores 
en la elección de los productos, es motivo suficiente para presumir 
que aquellos se engañen y confundan en este caso. 
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Cuarto. Considerando que además de esa completa semejanza en 
loa nombre» de los fabricantes que aparecen puestos en la forma que 
resalta en la antigua marca lo mismo que en la nueva, existe también 
evidentemente la que el Tribunal sentenciador ha apreciado entre to- 
dos los disenos y dibujos que como componentes de su marca ha 
adoptado Bock y Compañía y los correspondientes de la Henry Clay 
and Bock y Compañía, pues aunque es cierto que en aquellos no se 
producen éstos en todos sus detalles y que algut^os ofrecen marcadas 
diferencias especialmente el denominado hierro, no es posible desco- 
nocer, al confrontar unos con otros, que la forma y composición da- 
da á todos los suyos por Bock y Compañía, presentan en conjunto 
una apariencia que trae á la memoria los rasgos principales y caracte- 
rísticos de los del **Aguila de Oro,'' haciendo así posible y fácil la 
confusión en los consumidores que en general adquieren la mercancía 
sin un detenido examen; y tal circunstancia impide como se ha di- 
cho, con arreglo á las disposiciones citadas, el uso de la repetida mar- 
ca cuya propiedad se ha solicitado. 



liBGISLACIOH INTERNACIONAL 



• CONVENIOS Y TRATADOS. 

TRATADO celebrado por la República Oriental del Uruguay, la Ar- 
gentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Perti sobre Paten- 
tes ó Privilegios de Invención. 

{16 de Enero de 18S9.) 

Artículo 1? Toda persona que obtenga Patente ó Privilegio de in- 
vención en alguno de los Estados signatarios, disfrutará en los demás 
de los derechos de inventor, si en el termino máximo de un año hicie- 
re itgibtrar bU Patente en la forma determinada por las leyes del país 
en que pidiese su reconocimiento. 

Art. 29 El número de años del privilegio será el que fijen las le- 
yes del país en que se pretenda hacerlo efectivo. Ese plazo podrá ser 
limitado al señalado por las leyes del Estado en que primitivamente 
se acordó la Patente, si fuese menor. 

Art. 39 Las cuestiones que se susciten sobre la prioridad de la 
invención se resolverán teniendo en cuenta la fecha de la solicitud de 
las patentes respectivas, en los países en que se otorgaron. 

Art. 49 Se considera invención ó descubrimiento, un nuevo mo- 
do, aparato mecánico ó manual que sirva para fabricar productos in- 
dustriales y la aplicación de medios perfeccionados con el objeto de 
conseguir resultados superiores á los ya conocidos. No podrán obte- 
ner patente: 19 Las invenciones y descubrimientos que hubiesen te- 
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n'do jublicidpd tn aJguros de los Ee^adop sígnafarios, ó en otros que 
no eí-tén ligados por este tratado; y 2V Las que fueren contrarias á la 
moral y á las leyes del país en donde las patentes de invención hayan 
de expedirse ó de reconocerse. 

Art. 69 El derecho de inventor comprende la facultad de disfru- 
tar de su invención y de transferirla á otros. 

Art. 6? Las responsabilidades civiles y criminales en que in- 
curran los que dañen los derechos del inventor se perseguirán y pena- 
rán con arreglo á las leyes del país en que se haya ocasionado el per- 
juicio. 

Art. 79 No es indispensable para la vigencia de este Tratado su 
ratificación simultánea pur todas las iiaciunts signatarias. La que lo 
apruebe lo comunicará á los gobiernos de las Repúblicas Oriental del 
Uruguay y Argentina, para que lo hagan saber á las demás Naciones 
contratantes. Este procedimiento hará las veces de canje. 

Art. 89 Hecho el canje en R forma del artículo anterior, este 
tratado quedará en vigor desde este acto por tiempo indefinido. 

Art. 99 Si alguna de las naciones signatarias creyese conveniente 
desligarse del tratado ó de introducir modificaí iones en él, lo avisará 
á las demás, pero no quedará desligada sino dos años después de la 
denuncia, término en que be procuiará llegar á un nuevo acuerdo. 

Art. 109 El artículo 7 es extensivo á las naciones que no ha- 
biendo concurrí do á t^ste Congreso, quitieran adherirse al presente 
Tratado. • 



TRATADO celebrado por la República Oriental del Uruguay, la Ar- 
gentina, Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Perú, sobre Marcas 
de Comercio y de Fábrica. 

(17 de Enero de 1889.) 

Artículo 19 Toda persona á quien se conceda en uno de los Es- 
tfdos signatarios el derecho de usar exclusivamente una marca de Co^ 
mercio 6 de fábrica, gozará del mismo privilegio en los demás Esta- 
dos, con sujeción á las formalidades y condiciones establecidas por las 

leyeg. 

Art. 29 La propiedad de una marca de comercio ó de fábrica, 
comprende la facultad de usarla, trasmitirla ó enagenarla. 

Art. 39 Se reputa marca de comercio ó de fábrica, el signo, em- 
blema ó nombre externo que el comerciante 6 fabricante adopta y 
aplica á hus mercaderías y productos para distinguirlos de los de otros 
comerciantes é industriales que negocian en artículos de la misma es- 
pecie. Pertenecen también á esta clase de marcas, las llamadas dibu- 
jos de fábrica ó labores que por medio del tejido ó de la impresión se 
estampan en el producto mismo que se pone en venta. 

Art. 49 Las falsificaciones y adulteraciones de las marcas de co- 
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mercio 6 de fábrica, se perseguirán ante los Tribunales con arreglo á 
las leyes del Estado en cuyo territorio se cometa el fraude. 

Art. 69 No es indispensable para la vigencia de este Tratado su 
ratificación simultánea por todas las naciones signatarias. La que lo 
apruebe lo comunicará á los gobiernos de las Repúblicas Oriental del 
Uruguay y Argentina, para que lo hagan saber á las demás naciones 
contratantes. Este procedimiento hará las veces de canje. 

Art. 6? Hecho el canje en la forma del artículo anterior, este 
Tratado quedará en vigor desde ese acto por tiempo indefinido. 

Art. 7° Si alguna de Jas naciones signatarias creyese convenien- 
te desligarse del tratado o introducir modificaciones en él, lo avisará 
á las demés, pero m» quedará desligada sino dos años después de la 
denuncia, término en que se procurará llegar á un nuevo acuerdo. 

Art. 89 El articulo 59 es extensivo á las naciones que no ha- 
biendo concurrido á este Congreso, quisieran adherirse al presente 
Tratado. (1) 



CÓDIGO PENAL 



DISPOSICIONES APLICABLES A LOS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD INDUSTRIAL 



LIBRO PRIMERO 



DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LOS DELITOS Y FALTAS, LAS PERSONAS 

RESPONSABLES Y LAS PENAS. 



TITULO [. 

C A P I T U L O P R I M P: R O . 



DE LOS DELlTUíS V FALTAS. 



Artículo 19 Son delitos 6 faltas las acciones y omisiones volun- 
tarias penadas por la Ley. Las acciones y omisiones penadas por la 
Ley se reputan siempre voluntarias, A no ser que conste lo contrario. 
El que cometiere voluntariamente un delito ó falta incurrirá en res- 
ponsabilidad criminal, aunque el mnl ejecutado fuere distinto del que 
se había propuesto ejecutar. 



[l] Tratados sobiv Dereclu) Int<»rnaeioiial IM-ivado. oelí^bradop por el Cougreno Sud-Atopri- 
cano do Montí^video. Píí^ÍTiaH 21, 22 y 23. 
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TITULO [[. 

DK LAS PERSONAS RESPOX -DARLES DE LOS DELITOS Y FALTAS. 



CAPITULO PRIMERO. 



DE LAS PERSONAS RESPONSABLES ». RIMINALMENTE DE LOS DELITOS Y FALTAS. 

Artículo 119 SoD responsables criminalnnente de los delitos: 19 
Los autores. 29 Los cómplices. 39 Los encubridores. Son respon- 
sables criminalmente de. las faltas: 1° Los autores. 29 Los cóm- 
plices. 

Art. 129 Se consideran autores: 1° Los que toman parte direc- 
ta en la ejecución del hecho. 2° Los que fuerzan ó inducen directa- 
mente a otros á ejecutarlo. 39 Los que cooperan á la ejecución dql 
hecho por un acto sin el cual no se hubiera efectuado. 

Art. 13^ Son cómplices loá que, no hallándose comprendidos en 
el artículo i^cedente, cooperan á la ejecución del hecho por actos an- 
teriores ó simultáneos. 

Art. 149 Son encubridores los que con conocimiento de la per- 
petración del delito, sin haber tenido participación en él como auto- 
res ni cómplices, intervienen con posterioridad á su ejecución de algu- 
no de los modos siguientes: 19 Apros^echándose por sí mismo ó auxi- 
liando á los delincuentes para qne se aprovechen de los efectos del de- 
lito. 29 Ocultando ó inutilizando el cuerpo, los efectos o los instru- 
mentos del delito para impedir su descubrimiento. 39 Albergando, 
ocultando ó proporcionando la fuga al culpable, siempre que concurra 
alguna de las circunstancias siguientes: Primera. La de intervenir 
abuso de funciones públicas de parte del encubridor. Segunda. La 
de ser el delincuente reo dc' traición, regicidio, parricidio, asesinato, 
atentado contra la vida del Gobernador general, ó reo conocidamente 
habitual de otro delito. (1) 

Art. 159 Están exentos de las penas impuestas á los encubrido- 
res los que los sean de sus cónyuges, de sus ascendientes, descendien- 
tes, hermanos legítimos, naturales y adoptivos, ó afines en los mis- 
mosgrados 

CAPITULO SP]GUNDO 



DE LAS PERSONAS RESPONSABLES CIVILMENTE DE LOS DELITOS Y FALTAS. 

Ai*t. 16. Toda persona responsable criminalmente de un delito ó 
falta, ló es también civilmente. 



(1) Código Penal de Cuba j Puerto Kieo, de 1879. 
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LIBRO SEGUNDO. 



DELITOS Y SUS PENAS. 



TITULO |\l. 

DE LAS FALSEDADES. 



CAPITULO PRIMERO 



Sección II. — De La falsificación de sellos y marcas. 

Art. 287. La falsificación de sellos, marcas, billetes 6 contrase- 
ñas que usen las empresas ó establecimientos industriales ó de comer- 
cio, será castigada con las penas de presidio correccional en sus grados 
mínimo y medio. (1) — Cód, de 1870^ art. 291, 

Art. 288. Será castigado con la pena de arreato mu|or y multa 
de 325 á 3250 pesetas el que expendiere objetos de com^io, sustitu- 
yendo en ellos la marca 6 el nombre del fabricante verdadero por la 
marca ó nombre de otro fabricante supuesto. — Cód, de 1870^ art 292, 

Art. 289. Incurrirá también en la pena de arresto mayor y mul- 
ta de 325 á 3250 pesetas, el que hiciere desaparecer de cualquiera se- 
llo, billete ó contraseña, la marca ó signo que indique haber ya servi- 
do ó sido inutilizado para el objeto de su expendición. El que usare 
á sabiendas de esta clase de sellos ó contraseñas, incurrirá en la multa 
de 325 á 3250 pesetas.— Oóíi. de 1870, art. 293. 

TITULO xm. 

de los delitos contra la propiedad. 



CAPITULO QUINTO 



defraudaciones 



Sección II. — Estafas y otros engaños. 

Art. 563. Incurrirán así mismo en las penas señaladas en el art. 
561 los que cometieren alguna defraudación de la propiedad literaria 
6 industrial. (2) 

TITULO XIV. 

DE LA imprudencia TEMERARIA 

Art. 592. El que por imprudencia temeraria ejecutare un hecho 

(1) Reformado por la Orden numero 512 de 19 de Diciembre de 1900.— Fáasa página. 73. 

(2) Art. 561. — El que. fingiéndose de dueño de una cosa inmueble la enajenare, arrendare, 
gravare ó empeñare, será castigado con la pena de arresto mayor en sus grados mínimo y medio 
y una multa del tanto al triplo del importe del perjuicio que hubiere irrogado.— En la misma p«- 
na incurrirá el que dispusiere de una cosa como libre, sabiendo que estaba gravada. 
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que, si mediare malicia, constituiría un delito grave, será castigado 
con la pena de arresto mayor en su grado máximD á prisión correccio- 
nal en su grado mínimo, y con arresto mayor en suí grados mínimo y 
medio si constituyere un delito menos grave, Al que, con infracción 
de loe reglamentos, cometiere un delito por simple imprudencia ó ne- 
gligencia, se impondrá la pena de arresto mayor en sus grados medio 
y máximo. En la aplicación de estas penas procederán los Tribuna- 
les según su prudente arbitrio, sin sujetarse á las reglas prescritas en, 
el art. 80. Lo dispuesto en el presente artículo no tendrá lugar cuan- 
do la pena señalada al delito sea igual ó menor que las contenidas en 
el párrafo primero del mismo, en cuyo caso los Tribunales aplicarán 
la inmediata á la que corresponda, en el grado que estimen conve- 
niente.— Cód. de 1870— art. 58 L , 
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